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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieró, además, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 85ª, ordinaria, en 22 de enero; 86ª, especial, y 87ª, ordinaria, ambas en 23 de enero, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional entre los días 6 y 8 del mes en curso con el fin de asistir a la Vigésima Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Grupo de Río, que se efectuará en Santo Domingo, República Dominicana.


Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Edmundo Pérez Yoma.


--Se toma conocimiento.

De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que aprobó el proyecto de ley sobre comercio ilegal, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.069-03) (Véase en los Anexos, documento 1).

--Pasa a la Comisión de Economía.


Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Con los cuatro primeros remite copia autorizada de las sentencias dictadas en relación con los siguientes proyectos de ley: el relativo a pesca recreativa (boletín N° 3.424-21); el que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías (boletín N° 4.321-07); el que enmienda la ley N° 20.022 y otros cuerpos legales con el objeto de reforzar la judicatura laboral (boletín N° 5.316-07), y el que crea el Sistema de Pensiones Solidarias, modifica la institucionalidad para tal efecto, incorpora cambios al régimen de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, y materias relacionadas (boletín N° 4.742-13).


--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.

Con el quinto envía copia de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del inciso segundo del artículo 387 del Código Procesal Penal.


--Se toma conocimiento.

Con los dos últimos remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: artículo 174 del Código Sanitario; artículos 6°, letra b), N° 6, y 115 del Código Tributario, y artículo 19, letra b), de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, de 1980.


--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, referido a la aplicación de la Ley de Subcontratación en la Duodécima Región.


Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta cinco oficios cursados en nombre del Senador señor Espina, acerca de información estadística relativa a diversos delitos ocurridos en el país en el período comprendido entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2007.


Del señor Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones subrogante, mediante el cual comunica la designación de nuevos integrantes de aquel por el período que indica.


Del señor Ministro del Interior, por el cual remite información semestral sobre políticas públicas y programas vinculados a la seguridad ciudadana en el país.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, con referencia al Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, tocante a las medidas adoptadas para proteger la plataforma continental chilena.


Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, concerniente a la factibilidad de aumentar la dotación de personal de Carabineros de Chile en la Undécima Región.


Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía:


Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre los altos costos de la energía en comunas y localidades de la Undécima Región.


Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Larraín, relativo a la instalación de una planta termoeléctrica en la comuna de Constitución, en la Región del Maule.


Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía subrogante, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, tocante al decreto que fijó los precios de nudo para los suministros de electricidad.


Cuatro del señor Subsecretario de Transportes subrogante, a través de los cuales da respuesta a igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Horvath, referidos a la adquisición de barcazas y catamaranes destinados a resolver el problema de conectividad marítima entre las Regiones de Aisén y de Los Lagos; a los procedimientos para obtener certificados de homologación de los vehículos pesados que indica; al uso de luces diurnas en caminos, y a las medidas para solucionar la situación que afecta al sistema de transporte de trolebuses en la ciudad de Valparaíso.


Dos de la señora Directora del Servicio Electoral subrogante, con los que informa sobre la creación de nuevas juntas inscriptoras temporales en las comunas que indica.


Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) subrogante, mediante el cual remite nómina de convenios aprobados durante el año 2007 con las instituciones de educación superior que señala.


Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), por el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, con relación a los resultados de la aplicación de instrumentos de atracción de inversiones en las ciudades de Coronel, Arauco y Lota.


Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, atinente al pago del seguro obligatorio de accidentes de tránsito cuando un conductor atropella a un peatón y se da a la fuga. 


Del señor Ministro Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, por el que comunica la designación del Ministro señor Haroldo Brito Cruz como Presidente de dicho Tribunal para el período comprendido entre el 1º de marzo de 2008 y el 28 de febrero de 2009, e informa acerca de la instalación de las Salas correspondientes al año judicial 2008.


Del señor Ministro Presidente de la Corte Marcial de la Armada de Valparaíso, mediante el cual da a conocer la integración de ese Tribunal para el período que indica.


Del señor Alcalde de Puerto Montt y Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los problemas que afectan a los trabajadores de las empresas recolectoras de basura.


Del señor Presidente Nacional de Bomberos de Chile, mediante el cual responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la construcción del cuartel de la Tercera Compañía de Chiguayante.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.


De la señora Subsecretaria de Marina, con el que remite el octavo informe sobre la situación de las tropas chilenas que se encuentran en misión de paz en Haití.


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Horvath, Romero y Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 3.544-07) (Véase en los Anexos, documento 2).

De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo sobre reconocimiento mutuo de licencias de conducir entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Corea, suscrito en Seúl el 3 de mayo de 2007 (boletín N° 5.452-10) (Véase en los Anexos, documento 3).

--Quedan para tabla.


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar para solicitar a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente que adopte un conjunto de medidas destinadas a fomentar el reciclaje de desechos electrónicos (boletín N° S 1.040-12) (Véase en los Anexos, documento 4).

--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.


De la Comisión de Obras Públicas, referido al viaje realizado por este órgano los días 10, 11 y 12 de enero de 2008 a Chaitén, Décima Región.


--Queda a disposición de los señores Senadores.




Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el fin de otorgar el derecho a indemnización por años de servicios a los familiares de un trabajador fallecido.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en los números 4° y 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Moción del Senador señor Bianchi con la que inicia un proyecto de ley que destina recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional al financiamiento de proyectos de energías renovables no convencionales.


--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución.

                                       Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la que solicita al Senado reabrir, hasta las 17 del día 11 del mes en curso, el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín Nº 3.975-13).



--Se accede a lo solicitado.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------(

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, le pido recabar el acuerdo de la Sala para que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discuta en general y particular durante el primer informe el proyecto de ley que consagra el principio de neutralidad en la red para los consumidores y usuarios de Internet. Ello, atendido que dicho órgano técnico cuenta con un amplio acuerdo al respecto y, en concurso con el Gobierno, concordó un cuerpo de indicaciones que permitirán despachar la iniciativa en forma bastante expedita.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en los términos solicitados.



--Así se acuerda.

)---------(

El señor BIANCHI.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, respecto de dos mociones que presenté y que fueron declaradas inadmisibles durante la Cuenta de esta sesión, pido que se oficie a la Presidenta de la República para solicitarle que las patrocine.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se enviará el oficio correspondiente.

V. ORDEN DEL DÍA

CONCLUSIONES DE SEMINARIO DE OCDE SOBRE

TENDENCIAS RECIENTES DEL MERCADO DE CAPITALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por acuerdo unánime de Comités, el Honorable señor Ominami expondrá acerca de las conclusiones del Seminario sobre Tendencias Financieras Recientes organizado por la OCDE.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, quiero informar a la Sala que, en representación del Senado de Chile, concurrí al Seminario Parlamentario de Alto Nivel sobre Tendencias Recientes del Mercado de Capitales, organizado por la OCDE y realizado el 21 de febrero último en la ciudad de París, Francia.



Como esta Corporación se halla informada, Chile está realizando todas las gestiones necesarias para ser parte de esa organización de cooperación, que es, lejos, la más prestigiosa del mundo. En ella participan todos los países desarrollados. De América Latina, solo México es miembro pleno. Chile, junto con Brasil, buscan formalizar su ingreso.



A dicho Seminario acudieron más de cuarenta parlamentarios de naciones como Bélgica, Canadá, España, Finlandia, Francia, Grecia, Reino Unido, Corea, Estados Unidos, y, asimismo, de varios países de Europa del Este, como República Checa, Polonia y Rumania.



La copia del registro de participantes queda a disposición de la Secretaría de esta Corporación.



Tuve oportunidad de participar en un conjunto de debates, a partir de las introducciones que se hicieron acerca de las siguientes materias: aproximación general a los desarrollos financieros recientes; presentación muy específica sobre la crisis de los subprimes, que ha generado un gran debate a nivel internacional; estudio en cuanto a la necesidad de educación financiera de la ciudadanía; exposiciones respecto de los fondos soberanos (la forma como operan hoy día internacionalmente) y de las consecuencias del gran auge de los fondos de inversión, particularmente de países emergentes, y desafíos que esto plantea a los Poderes Públicos.



La gran conclusión del referido Seminario, señor Presidente, resulta de la existencia de la impresión mayoritaria en el mundo de los especialistas en cuanto a que estamos ante una crisis financiera que no es un episodio menor cuyas consecuencias vayan a desaparecer en forma rápida y a que, por el contrario, más bien hay que prepararse para un ciclo, que puede ser relativamente largo, de inestabilidad financiera a nivel internacional.



Tal crisis, que tiene su epicentro en la economía norteamericana, se ha ido ramificando hacia los otros centros de la economía mundial. Una expresión de ello es la corrección a la baja en las proyecciones de crecimiento de prácticamente todos los países desarrollados.



Eso, como es natural, provocará un impacto en América Latina, y sobre todo en una economía tan abierta al mundo como la chilena.



La crisis tuvo un efecto particularmente fuerte en el sistema bancario. Un dato que para estos efectos resulta revelador -fue entregado por un experto durante el Seminario en comento- es el que señala -creo del caso tomar nota, señor Presidente- que los diez principales bancos del mundo perdieron solo en ese episodio alrededor de un tercio de su patrimonio. Como ejemplos, se pueden citar las pérdidas declarada por el Banco Merrill Lynch, de 22 mil 500 millones de dólares, y las del Citygroup, de 18 mil 100 millones, únicamente -reitero- en dicho episodio.



Hay que resaltar que son muchos los analistas que consideran que el conjunto del mercado crediticio norteamericano ha sido contagiado por la crisis de los subprimes. En este sentido -y también me parece un punto importante de destacar-, se levantaron muchas voces para criticar a las llamadas "agencias clasificadoras de riesgos", que construyen los mecanismos de rating internacional, las cuales son básicamente tres a nivel mundial. Estas no tuvieron capacidad de prever la crisis y mostraron una gran dosis de complacencia frente a prácticas que estaban poniendo en riesgo la estabilidad financiera.



Aquí hay muchas personas que creen que existe una gran brecha entre la rigurosidad con que tales clasificadoras de riesgos analizan la situación financiera de los países en desarrollo y la complacencia que demuestran al examinar los niveles de riesgo de las grandes instituciones financieras, en especial los grandes bancos, como fue el caso en esta ocasión.



El escenario para los próximos años se anticipó volátil y con alto nivel de incertidumbre, donde un elemento fundamental será el comportamiento de la economía china. Esta, como se sabe, sigue generando altísimos niveles de ahorro que permiten el financiamiento de los déficits que genera la economía norteamericana; empero, existen serias dudas en torno a que este proceso pueda continuar de modo indefinido.



Desde ese punto de vista, se plantean como conclusiones especialmente relevantes para los Poderes Públicos, y en particular para los Parlamentos, las siguientes:



1.- Necesidad de continuar mejorando los mecanismos de fiscalización en el ámbito financiero.



2.- Necesidad de mejorar y afinar las políticas macroeconómicas. En este sentido, ha sido muy interesante y novedoso el llamado hecho por el nuevo Director Gerente del Fondo Monetario Internacional, quien, contradiciendo cierta tendencia conservadora muy propia del FMI, ha realizado un llamado para que todos los países que puedan hacerlo por la vía de la expansión fiscal ayuden a neutralizar la contracción monetaria que se está viviendo en el mundo. 



3.- Ampliación de los niveles de competencia entre las agencias de rating, en forma de evitar los fenómenos de eventuales  colusiones entre los bancos y aquellas, que, según ha quedado demostrado, no realizan siempre las auditorías y fiscalizaciones con la indispensable y suficiente profundidad.



4.- Por último, sigue fuertemente planteada la necesidad de que las naciones avancen en un tema clásico pero plenamente vigente, cual es la generación de una nueva arquitectura financiera internacional, sin la cual será muy difícil evitar la recurrencia de estos ciclos de crecimiento y expansión financiera seguidos, como está ocurriendo en la actualidad, de fuertes fases de volatilidad e inestabilidad.



En el Seminario en comento, junto con destacarse el imperativo de generar normas que les den a los países y a las instituciones financieras mayor capacidad de anticipación, se expuso la necesidad de que la preceptiva pertinente sea suficientemente equilibrada y flexible, de manera de no asfixiar la libre iniciativa y los procesos de innovación en este ámbito, que han sido particularmente dinámicos durante los últimos años.



Señor Presidente, me ha parecido del caso informar al Senado sobre las conclusiones de esa significativa jornada de trabajo organizada para los parlamentarios de los países pertenecientes a la OCDE en un área tan relevante como la de las tendencias financieras que operan hoy día en la economía internacional.



Muchas gracias.

Irrenunciabilidad para excedentes de 

cotizaciones de salud en isapres

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, en primer trámite constitucional, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotizaciones de salud en las isapres, con nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.

4423-11

 --Los antecedentes sobre el proyecto (4423-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de la Senadora señora Alvear).


En primer trámite, sesión 44ª, en 16 de agosto de 2006.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007.


Salud (segundo), sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.


Salud (nuevo segundo), sesión 87ª, en 23 de enero de 2008.


Discusión:



Sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto, que fue aprobado en general durante la sesión de 4 de septiembre de 2007, cuenta ahora con un nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, donde se transcriben las constancias reglamentarias pertinentes.



Las enmiendas efectuadas por dicho órgano técnico al texto aprobado en general fueron acordadas por unanimidad, con excepción de la correspondiente a la indicación número 3, que sustituyó el artículo único, la cual resultó aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones. Esta modificación será puesta en discusión y votación oportunamente por el señor Presidente.



Cabe consignar que las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión deben ser votadas sin debate, salvo que existan indicaciones renovadas o que algún señor Senador desee impugnar lo acordado por el órgano técnico.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que consignan la norma legal que se modifica, el proyecto aprobado en general, las enmiendas propuestas por la Comisión y el texto final que resultaría de ser estas acogidas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las modificaciones acordadas por unanimidad en la Comisión.



--Se aprueban.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde ocuparse en las enmiendas efectuadas a través de la indicación número 3, que fueron resueltas por tres votos a favor, de los Honorables señora Alvear y señores Girardi y Ominami, y dos abstenciones, de los Senadores señora Matthei y señor Kuschel.



Cabe hacer presente que algunas partes de la indicación contaron con unanimidad. En tal caso se encuentra la siguiente frase: “El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para destinarlos a financiar los beneficios adicionales tanto de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley, como de los contratos individuales compensados y de aquellos otros contratos que señale la Superintendencia de Salud mediante norma de carácter general”.



También fue aprobado por unanimidad el siguiente texto: “En el inciso séptimo, que pasa a ser sexto, sustitúyese la frase ‘y devengarán el interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010’ por la frase ‘y devengarán el interés promedio pagado por los bancos en operaciones reajustables de no más de un año, según lo informado por el Banco Central de Chile en el respectivo período’”.



Como ya señalé, el resto de la indicación fue aprobado por tres votos a favor y dos abstenciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, haré una breve reseña sobre el proyecto, para su adecuada comprensión.



Se trata de una iniciativa relacionada con los excedentes de las cotizaciones en las isapres. Regresó a la Comisión de Salud con el objeto de que se analizaran las indicaciones correspondientes, en relación con las cuales hubo un amplio acuerdo para aprobarlas.



La Honorable señora Matthei expresó que su abstención se debió a que quería tener mayor tiempo para una evaluación definitiva.



Todos los Senadores fuimos construyendo en conjunto la indicación que aparece en el texto, donde fueron recogidas cada una de las observaciones formuladas en la discusión particular.



Se modifican los artículos 188 y 203 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, con la finalidad de establecer que, toda vez que se produzcan excedentes en la cotización legal, con relación al precio de las garantías explícitas en salud y al del plan convenido, ellos serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la institución deberá abrirle, junto con aumentar la masa hereditaria en el evento de fallecimiento.



También se recogió en las indicaciones que el afiliado solo puede renunciar a los excedentes para destinarlos a financiar los beneficios adicionales, ya sea de los contratos colectivos o de los individuales compensados (los matrimoniales). Cualquier estipulación en contrario establecida en el contrato de salud previsional se tendrá por no escrita.



Los excedentes se cuentan ahora después de descontado lo correspondiente al AUGE. Así se expresa en el pago de esa prima, de manera que queden cubiertas las patologías si ellos existen.



Dentro del uso que se puede dar a la cuenta de excedentes, se agregó el pago de cuotas de los préstamos de salud que la isapre le hubiere otorgado al afiliado.



Además, se dispuso que si en las sucesivas adecuaciones anuales de los planes el monto de los excedentes por destinar a la cuenta corriente individual superare 10 por ciento del plan, la isapre estará obligada a ofrecer al afiliado uno alternativo cuyo precio se aproxime más al actualmente convenido.



Por otra parte, se reguló que, en caso de fallecimiento del cotizante, solo los herederos pueden disponer de los recursos existentes en la cuenta.



A la vez, se estableció un artículo transitorio que dispone un plazo de vacancia de 60 días para la ley y un mecanismo para afrontar la transición.



Con las indicaciones se deja en claro que los excedentes se producen después de pagar las garantías explícitas en salud, y no antes, como sucede en la actualidad.



Por otro lado, se mantiene la autorización de renuncia a ellos en los planes colectivos, porque en estos opera el principio de solidaridad entre los cotizantes.



También se propuso en las indicaciones ampliar los usos posibles de los excedentes. Así, se incluye, por ejemplo, el pago de préstamos de salud, el más importante de los cuales es el relativo a las prestaciones de urgencia, regulado en el artículo 173, inciso octavo y siguientes.



Otra indicación aclara lo relativo al cambio del plan. Se mantiene la regla del 10 por ciento, la cual señala que si el excedente sobrepasa ese porcentaje del plan en un período determinado, debe procederse al cambio.



Todas las indicaciones atinentes al nuevo segundo informe fueron aprobadas por unanimidad, lo que refleja el gran acuerdo registrado en la Comisión. Luego de la revisión de las presentadas por los señores Senadores se llegó a la redacción que se consigna. Y solo medió la abstención de la Honorable señora Matthei -repito- al objeto de darle una mirada definitiva al texto y de pronunciarse en la Sala.



Termino señalando que estamos frente a un gran proyecto, donde recogimos las observaciones y las sugerencias de la Superintendencia, además de escuchar a las isapres. Y se ha llegado, fruto del trabajo en la Comisión de Salud -aprovecho de agradecerlo, por cuanto no formo parte de ella-, a un consenso en torno a la iniciativa en análisis.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, lo que ha expresado la Honorable señora Alvear es exactamente una descripción de lo que pretende el proyecto.



Se trabajó, en efecto, entre todos los miembros de la Comisión. Estábamos todos de acuerdo con la idea inicial de que las isapres no pueden quedarse ni con un peso de los excedentes, porque ello no corresponde.



Al principio había algunas discrepancias en cuanto a la forma, a los plazos, a qué se podían dedicar los recursos, etcétera. Pero, al final, todas esas diferencias fueron trabajadas de manera conjunta.



Por mi parte, tenía dudas respecto de una indicación y me abstuve, de manera de contar con un poco más de tiempo para estudiarla.



Sin embargo, ahora voy a votar a favor. Por lo tanto, estamos de acuerdo acerca de todo el proyecto, tal cual viene.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el proyecto perfecciona el sistema de salud privada y ayuda a establecer mayores garantías para los usuarios. Porque, en efecto, había recursos que les pertenecían y que no se estaban invirtiendo en ellos.



Creo que se debe valorar la iniciativa de la Honorable señora Alvear, que fue trabajada con mucha acuciosidad por el Ministerio, por la Comisión, por los distintos actores que participaron en el debate.



Considero que aún quedan temas pendientes. Todavía las isapres, por la vía del rechazo injustificado de licencias, capturan más de 10 mil millones de pesos correspondientes a los usuarios y a su derecho al reposo médico, el cual muchas veces se transforma en algo tan relevante como podría serlo una cirugía o un tratamiento.



Pero no tengo ninguna duda de que el proyecto avanza en cuanto a generar transparencia, restablecer derechos, reponer garantías y, en lo principal, mejorar la salud de las personas que han optado por ser beneficiarios del sistema de isapres.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá el texto en examen.



--Se aprueba en particular el proyecto, quedando despachado en este trámite.


FACILITACIÓN DE FINANCIAMIENTO DE PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESAS MEDIANTE CONTRATO DE FACTORING

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.983 y el decreto ley Nº 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, con segundo informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4928-26) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Informes de Comisión:


Economía, sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007.


Economía (segundo), sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.


Discusión:



Sesión 64ª, en 13 de noviembre de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la idea de legislar fue aprobada en sesión de 13 de noviembre pasado.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 3 y 4 del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de enmiendas, disposiciones que conservan el mismo texto aprobado en general, por lo que deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlas a discusión y votación.



El número 3 reviste el carácter de norma orgánica constitucional y requiere para su aprobación los votos de 22 señores Senadores.



--Se dan por aprobados los números 3 y 4 del artículo único, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que 22 señores Senadores se pronuncian a favor.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Todas las modificaciones efectuadas por la Comisión al proyecto aprobado en general se acordaron por unanimidad, de modo que, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador objete lo resuelto por dicho órgano técnico.



La letra b) del número 2 del artículo único también presenta el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere 22 votos conformes.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de cuatro columnas, que registran las normas legales pertinentes; el proyecto tal como se aprobó en general; las modificaciones introducidas en el segundo informe, y el texto final que resultaría de aprobarse lo propuesto por la Comisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, el tema de fondo planteado en el proyecto es bastante complejo y fundamental: se trata del acceso al crédito por parte de las pequeñas y medianas empresas.



No tuve ocasión de seguir en detalle el análisis de la iniciativa en la Comisión de Economía, pero considero que aparece como muy técnica y que, al final, resulta de mucha significación.



Y sobre eso quiero emitir un juicio.



En la actualidad nos encontramos con que el mercado formal y la todavía limitada “bancarización” -es decir, la posibilidad de que las empresas obtengan recursos directamente a través de los bancos- determinan que la mayoría de las pequeñas y medianas empresas se ven obligadas a financiar sus operaciones, cuando les resulta posible, a través de mecanismos que, en la escala de prioridades, van bajando en jerarquía. Las que se hallan en mejor condición pueden hacerlo a través de las instituciones bancarias; luego existen algunas que recurren a los factorings de bancos; otras, a los factorings no bancarios, y las últimas, a los conocidos y viejos prestamistas.



De esta manera, el riesgo de transformarse, a la corta o a la larga, en una empresa inviable va en franco aumento, haciéndose prácticamente imposible superar las etapas de crecimiento a las entidades obligadas a acudir a factorings no bancarios o a prestamistas. Dadas las altas tasas de interés que estos cobran, se produce al final algo bien conocido y que varios señores Senadores han seguido en la Sala muy de cerca: la irreversibilidad de la insolvencia de las personas o empresas que llegan a tal situación.



Muchas de ellas, además de su reducida disponibilidad de recursos, de sus dificultades para generar información financiera, de su poca antigüedad, etcétera, no son sujetos de crédito en la banca tradicional, por lo que tienen que recurrir necesariamente al sistema financiero de segundo nivel, e incluso, al informal.



Lo que deseo exponer, señor Presidente, es que los mecanismos de factoring no bancario generan altísimos costos financieros. Desde mi punto de vista, junto con obligar a las empresas prácticamente a generar recursos para solventar sus propias deudas, en la actualidad operan dentro de una suerte de gran vacío legal.



Como dije al principio, no tuve ocasión de seguir en detalle el debate de la moción en la Comisión de Economía. Creo que está bien inspirada, al igual que la iniciativa que discutimos ayer respecto del cobro de intereses -tienen que ver con temas semejantes-, pero me parece que puede ser mejorada, básicamente, en tres aspectos.



En primer término, se requiere revisar la oportunidad de pago de las grandes empresas a sus clientes, obligándolas a asumir el costo financiero con tasas penales que deben pagar las pymes por el retraso en el cumplimiento a sus acreedores.



En segundo lugar, se debe aumentar la simetría de los mercados, igualando normas entre los factorings regulados y los no regulados.



Por último, estimo muy importante aumentar la transparencia en los mercados más informales, obligándolos a entregar liquidaciones con toda la información de los cobros y retenciones en el origen y en la liquidación de las respectivas operaciones, a fin de poder detectar la real tasa de interés que cobran, porque existe bastante evidencia de que, por distintos resquicios legales, los factorings no bancarios terminan violando, a veces de manera flagrante, la tasa de interés máximo convencional.



No sé, señor Presidente, si será posible darse un tiempo para perfeccionar el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, creo que no es necesario darse un tiempo. Y voy a explicar por qué.



En 2004 se dictó la ley Nº 19.983. ¿Qué establece ese cuerpo legal? Dos conceptos fundamentales. Señala que quienes están obligados a dar facturas deben entregar una copia para dos efectos: la transferencia y el mérito ejecutivo.



La finalidad de esos dos mecanismos es precisamente dar liquidez a los pequeños empresarios que carecen de acceso al sistema financiero.



¿Qué hace la iniciativa? Les otorga mayor certeza tanto a la transferencia del crédito como al mérito ejecutivo. Y la consecuencia de contar con mayor certeza jurídica dice relación a que el costo del instrumento será mucho más bajo que el actual.



Entremos al detalle.



La primera modificación se efectúa al artículo 3º de la ley Nº 19.983. ¿Qué preceptúa dicha norma? Que la copia de la factura, la cual es cedible, se tendrá por irrevocablemente aceptada cuando cumple determinadas condiciones. Una de ellas es el transcurso de un plazo determinado si no media una objeción o tiene lugar una devolución.



Y transcurridos ocho o treinta días, según corresponda, si no se objeta la factura, queda irrevocablemente aceptada. Por lo tanto, no presenta ningún riesgo.



Pero ¿cuál es el que sí puede correr? Uno que la ley no previó: que se opongan excepciones personales al cesionario respecto del cedente, con lo cual la cesión siempre tendrá un margen de incerteza.



¿Qué hace el inciso que se propone agregar al artículo 3º? Otorga certeza a la copia, que es cedible. Señala: “Serán inoponibles a los cesionarios de una factura irrevocablemente aceptada, las excepciones personales que hubieren podido oponerse a los cedentes de la misma.”. En consecuencia, la cesión será absolutamente segura.



Por otra parte, se introduce una modificación al artículo 4º de la ley en cuestión.



Dicho precepto dice: “La copia de la factura señalada en el artículo 1º, quedará apta para su cesión al reunir las siguientes condiciones:”. Y, en seguida, fija dos requisitos. El segundo de ellos es la letra b), que expresa: “Que en la misma conste el recibo de las mercaderías entregadas o del servicio prestado, con indicación del recinto y fecha de la entrega o de la prestación del servicio y del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio e identificación de la persona que recibe, más la firma de este último.”.



Pero muchas veces no es posible efectuar la cesión porque en la copia de la factura no figuran todos esos antecedentes. Para evitar tal inconveniente, la iniciativa propone agregar, al final de la letra b) del artículo 4º, la siguiente norma: “En el evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura.”. De esta forma, se otorga también absoluta certeza a la transferencia.



Pero eso no es todo, señor Presidente. 



Además, se reemplaza el inciso final del artículo 4º, que señala que se tendrán por no escritas -serían nulas- todas las cláusulas que establezcan limitación a la transferencia. El nuevo párrafo es mucho más radical, pues consagra un procedimiento ante los juzgados de policía local; fija sanciones adicionales, y permite algo muy importante para los pequeños empresarios: que las asociaciones gremiales que cuenten con personalidad jurídica interpongan acciones judiciales. De este modo, no solo se otorga mayor certeza jurídica, sino que, adicionalmente, se brinda la posibilidad de que los pequeños empresarios se organicen y demanden en forma colectiva.



Por último, el artículo 5º, que establece el mérito ejecutivo de la copia de las facturas, también fue objeto de modificaciones importantes.



En síntesis, señor Presidente, habrá mayor certeza jurídica tanto de la cesión de la copia de la factura como del mérito ejecutivo de ella. Por lo tanto, se ha elaborado un instrumento que resulta mucho más barato y de mejor acceso. 



Eso ha permitido que se desarrolle el factoring no bancario, que ha sido ampliamente pedido por las bolsas de productos agrícolas de manera urgente, lo cual resulta muy importante, en particular, para el sector agrario.



En consecuencia, al revés de lo señalado acá, yo despacharía de inmediato este proyecto, porque en nada obstaculiza, en nada debilita la aplicación de la ley Nº 19.983, sino que otorga mayor certeza jurídica tanto a la transferencia como al mérito ejecutivo de la copia de la factura.



Por eso, soy partidario de aprobar la iniciativa ahora, sin perjuicio de las modificaciones que en el futuro se puedan introducir.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la línea de lo planteado por el Senador señor Orpis, quiero manifestar el respaldo de la bancada de Renovación Nacional a la normativa que nos ocupa.



Cuando dimos mérito ejecutivo a las facturas, lamentablemente nos fuimos encontrando con distintas situaciones que al final terminaban entorpeciendo e, incluso, evitando que ello ocurriera. A modo de ejemplo, se establecía como condición para la compra que el instrumento no fuera cedible. De lo contrario, no se compraba.



Tampoco se indicaban, ex profeso, todos los datos. Y si ellos no figuraban, entonces la factura no cumplía con los requisitos para ser cedible y, por tanto, resultaba imposible recuperar en un tiempo menor los dineros por la vía del factoring.



En definitiva, se buscaba una y otra argucia para evitar que los pequeños empresarios, pequeños agricultores que entregan verduras y frutas a determinados supermercados, contaran con su plata a la brevedad posible mediante el factoring. Y muchas veces han debido esperar hasta 120 días para recibir aquel pago, fruto de su trabajo, de su esfuerzo.



Por eso, quiero resaltar la norma que reemplaza el inciso final del artículo 4º, que dice: “Se prohíbe todo acuerdo, convenio, estipulación o actuación de cualquier naturaleza que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura.”. Esto significa que toda factura correctamente emitida podrá ser aceptada por un factoring y reconocida como elemento de crédito. Así, los pequeños y medianos empresarios dispondrán de financiamiento mucho antes.



Agrega dicha disposición: “Asimismo, queda prohibida la retención, destrucción, inutilización u ocultamiento de la copia cedible de la factura, así como la no entrega del recibo señalado en la letra c) del artículo 5º.”, que es la recepción de las mercaderías. “En caso de infracción, el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del infractor aplicará una indemnización en favor del requirente, por el monto equivalente a  dos y hasta cinco veces el valor de la o las facturas objeto de la infracción.”.



Y sigue algo muy importante, como lo destacó el Senador señor Orpis: “El propio afectado, cualquier interesado, y las asociaciones gremiales u otras que representen a empresarios de cualquier tipo, siempre que gocen de personalidad jurídica, podrán incoar la acción judicial tendiente a la aplicación de esta sanción…”. Ello, porque muchas veces un pequeño agricultor, un pequeño artesano o un pequeño comerciante no se atreve a presentar una denuncia en contra de grandes empresas ante el juzgado de policía local. Pero sí podrá hacerlo a través de la cámara de comercio correspondiente, de la asociación de productores respectiva, de la asociación de comerciantes de ferias libres pertinente, etcétera.



En consecuencia, el hecho de que se entregue la facultad para llevar adelante acciones judiciales no solo al propio afectado, sino también a asociaciones  gremiales o a cualquier otra organización que lo apoye y que goce de personalidad jurídica, a mi juicio, constituye otro avance muy importante para que las facturas sean lo que verdaderamente representan: dinero contante y sonante.



¡Eso es lo que queremos para la pequeña y mediana empresa! Por ello, expresamos nuestro apoyo a esta iniciativa. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, gran parte de lo manifestado por los Senadores señores Orpis y García refleja exactamente lo ocurrido en la Comisión de Economía.



La verdad sea dicha, en este proyecto existe una tendencia a hacer autónomo el contrato de provisión, compra, venta o prestación de servicios celebrado entre las partes respecto del instrumento que representa la necesidad de pago de dicha compra o prestación de servicios. 



En la iniciativa se expresa fundamentalmente la visión que tuvo la Comisión de Economía: que la factura se transforme en un título autónomo, que tenga libre circulación, que posea pleno valor y, cumpliendo los requisitos correspondientes, que goce de mérito ejecutivo.

El señor ORPIS.- ¡La copia de la factura!

El señor VÁSQUEZ.- Me aclaran que se trata de la copia. Pero yo entiendo la factura como un documento global, cualesquiera que sean sus ejemplares. Es una norma similar a la que existía en la Ley sobre Letras de Cambio y Pagarés.



El proyecto en debate, señor Presidente, fue presentado a raíz de que las grandes empresas adquirentes recurren a distintos mecanismos -fundamentalmente, impedir que se otorgue la copia cesible o que se completen los términos o cláusulas pertinentes- para evitar la factorización o la cesión de las facturas. Con ello incurren en incumplimiento del plazo comprometido en el documento, el cual muchas veces se encuentra establecido en la orden de compra o en la de colocación o venta. De este modo, en definitiva, los pequeños terminan financiando a los grandes. 



En consecuencia, el sentido de las modificaciones propuestas es que las facturas cumplan efectivamente con dos objetivos principales: uno, respetar los plazos y las convenciones que nacen del acto original, en monto y en tiempo, y dos, constituir una especie de título de comercio, aunque no alcancen esta naturaleza, por la especial circunstancia de ser emitidas no por quien debe la suma de dinero contenida en ella, sino por el acreedor. Por tanto, las facturas se acercan a los títulos de crédito, pero no alcanzan exactamente su nivel.



Tuvimos largas discusiones acerca de qué convenía más o qué convenía menos. Yo era partidario de ir más allá. El propio Ministerio de Economía sugirió, a propósito de lo indicado por empresas de factoring y la Bolsa de Productos Agropecuarios, que fuéramos más lentos en el proceso de cambio. Pero, en definitiva, hubo acuerdo en la necesidad de introducir las modificaciones contempladas en la iniciativa, para que efectivamente los pequeños y medianos productores, comerciantes y proveedores fueran los verdaderos favorecidos con esta enmienda legal.



De ahí que incluso se pensó en la posibilidad de incorporar una acción colectiva -bien se refirió a ella el Senador señor García- similar a la establecida en la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para los efectos de cobrar lo adeudado, a fin de evitar los abusos personalizados que los grandes efectúan respecto de los medianos y los chicos.



Por ello, señor Presidente, aprobaré el texto tal como lo despachó la Comisión y solicito que la Sala haga lo mismo. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, un sector muy importante de la actividad económica chilena se halla impedido de ser sujeto de crédito. Se trata de los pequeños y medianos empresarios, particularmente del sector agrícola. Desde esa perspectiva, no me cabe la menor duda de que nosotros debemos buscar, de un modo directo y claro, la fórmula para que esas personas tengan la posibilidad de conseguir un crédito. Porque, cuando van a un banco, siempre reciben la misma respuesta: “Usted no reúne las garantías necesarias para obtener crédito”.



Y esa es una realidad del porte de una catedral.



Por eso, la Bolsa de Productos Agropecuarios, que tuve el honor de iniciar a través de un proyecto, está cumpliendo plenamente el objetivo de que tales sectores puedan, en definitiva -y estoy hablando de los pequeños y medianos productores, en general-, conseguir ser sujetos de crédito.



En otros países, como Italia y Francia, existe una suerte de subsidio de parte del Estado a través de la creación de bancas especializadas para ayudar a los pequeños y medianos agricultores. Y siempre hay una que cumple con la especificidad requerida. 



En nuestro caso, la Bolsa de Productos Agropecuarios permite que quienes desarrollan una pequeña o mediana actividad hagan líquidos sus recursos mediante la negociación de sus letras de crédito, las cuales operan sobre la base de lo que nosotros gestamos en el Senado a propósito de la iniciativa referente a dicha Bolsa.



Por consiguiente, refrendamos lo manifestado por el Honorable señor García, quien está a cargo de este tema en la Comisión de Economía, en cuanto a que el proyecto en discusión cuenta con todo nuestro respaldo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, tengo la impresión de que todos estamos contestes en que esta es una muy buena iniciativa, que en lo esencial da carácter ejecutivo a la factura y, por tanto, permite mayor acceso a la industria de la factorización, básicamente, a sectores de la pequeña y mediana empresa que no se hallan vinculados al sistema bancario formal. 



Por tanto, ese punto queda despejado.



Sin embargo, me hace peso el planteamiento del Honorable señor Ominami en el sentido de que el proyecto puede ser mejorado, no en los aspectos que aborda directamente, sino mediante la incorporación de normas que perfeccionen el factoring.


La ley sobre factoring -me tocó participar activamente en su discusión en la Comisión de Economía- representó un avance respecto de las normas que existían sobre la materia. Pero ya ha pasado algún tiempo desde su dictación y resulta evidente que la regulación todavía es insuficiente. 



En particular, urge abordar un punto indicado por el Senador señor Ominami que me parece de la máxima importancia: exigir mayor transparencia en el costo del factoring, cuestión que muchas veces queda completamente oscurecida. Tengo la impresión de que, técnicamente, ese no debería ser un asunto difícil de resolver. Creo que todos vamos a estar de acuerdo en que los empresarios que usan el factoring a lo menos tienen derecho a que haya efectiva transparencia respecto de cuál es el interés que están pagando por utilizar ese vehículo de financiamiento.



Por lo tanto, tal vez sería conveniente dar un plazo corto -para ello se requeriría el acuerdo de la Sala- para que la Comisión de Economía proponga alguna mejoría, consensuada y razonable, en cuanto a la regulación general del factoring.


Ello se podría concretar en otro proyecto, pero tomaría un tiempo mucho más largo. Entonces, ya que existe gran acuerdo acerca de la iniciativa en debate, pido que se recabe el asentimiento de la Sala para que aquella vuelva a la Comisión con el objeto de que en un plazo breve, si hay consenso, introduzca modificaciones que mejoren la legislación sobre factoring. De lo contrario, cabría despachar el proyecto tal cual está, por cuanto todos coincidimos en que constituye un avance en las materias que aborda. 

El señor OMINAMI.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor GAZMURI.- Sí, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra, señor Senador.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, complementando lo expresado por el Senador señor Gazmuri, si hubiera disposición en la Sala, se podría fijar un plazo de no más allá de dos semanas. 



El tema de fondo es el siguiente.



Creo que todos estamos de acuerdo con el mérito ejecutivo de la factura y todo eso. Es un perfeccionamiento del sistema. No hay ninguna duda al respecto. 



La inquietud que estamos planteando es que el factoring no bancario presenta muchos vacíos y que, por mucho que perfeccionemos el sistema en otros aspectos, no vamos a hacernos cargo de la cuestión de fondo, que es la gran diferencia que existe en los costos financieros -y es la afirmación que quiero hacer- para las empresas de factoring bancario respecto de aquellas pertenecientes al factoring no bancario.

El señor ÁVILA.- ¡Exactamente!

El señor OMINAMI.- Y las empresas que entran en el sistema de factoring no bancario -porque no cuentan con otra alternativa- tienen una altísima probabilidad de terminar trabajando para pagar sus deudas.

El señor ÁVILA.- ¡Así es!

El señor OMINAMI.- Ese es el punto. 



Entonces, no nos engañemos. 



Lo del mérito ejecutivo de las facturas está bien. Es un perfeccionamiento, al igual que lo indicado aquí respecto de las Bolsas de Productos Agropecuarios. 



Pero, si estamos legislando sobre la materia; si ayer despachamos un proyecto iniciado en una antigua moción del entonces Senador señor Bombal, que busca poner límite a la usura en materia de cobro de intereses; si estamos abordando aquí otros mecanismos de financiamiento, tratemos de hacerlo bien. 



A mi juicio, hay bastante evidencia, señor Presidente, que muestra que el factoring no bancario todavía opera en condiciones de vacío, lo cual efectivamente lo pone en una categoría muy distinta de la del financiamiento bancario o del factoring bancario. Las condiciones en que opera se parecen más a aquellas donde realizan sus actividades financieras los prestamistas que a las condiciones formales en que se desenvuelven los bancos. 



Por eso, planteo que nos demos un par de semanas para ver la posibilidad de mejorar el proyecto en tal ámbito. Por de pronto, ya indiqué tres líneas a través de las cuales pudiera realizarse, 



Creo que con ello esta iniciativa ganaría en profundidad y en contundencia, sin sacrificar el loable esfuerzo de la Comisión de Economía. 



Reitero la petición de darnos un par de semanas a objeto de mejorar este proyecto. Creo que estamos en condiciones de hacerlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, quiero hacer un comentario relacionado con el número 2, letra a) del proyecto, que dice: “En el evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura. Si se omitiere consignar el recinto de entrega, se presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado en la factura.”.



¿Cuál es la explicación de estas presunciones? El hecho de que, aparentemente, ciertos adquirentes usan el artilugio de no poner sus datos completos en la factura. Y eso implicaría, dado el formalismo de nuestro sistema, que ella no sea aceptada para el factoring.


Entonces, frente a la actuación torcida de algunos, el legislador dice: “Vamos a corregir este asunto, y nos pondremos en todos los casos”.



Yo pregunto, ¿qué va a pasar cuando la actuación torcida o fraudulenta corresponda a quien emite la factura, y, por ejemplo, le diga a un fulano cualquiera: “Oye, ponme aquí Juan Pérez; recibido”? Y como no aparece RUT ni otro dato que permita identificar al comprador o beneficiario, la ley presume que este recibió la mercadería en su domicilio. Sin embargo, el del comprador puede corresponder a una oficina en el duodécimo piso de un edificio y lo que se está entregando son 10 mil toneladas de trigo. 



¡Pero la ley presume!



En nuestro país tenemos el defecto de pensar que todos los casos los podemos solucionar mediante una norma legal,  en circunstancias de que la mala fe hay que atacarla de otra manera. Si algún comprador usa deliberadamente el artilugio de escribir mal su RUT u omitir algún dato exigido por la ley, debiera ser sancionado por actuar de manera torcida, 



Pero no creamos que solucionaremos el problema estableciendo presunciones, porque a lo mejor vamos a brindar la posibilidad de que otros hagan el fraude. 



Mañana nos podremos encontrar con que se acaba el mercado del factoring. Porque puede ser tal la cantidad de facturas circulando -debido a que alguien se dedicó a fabricarlas y a ponerles un timbre de recepción sin consignar todos  los datos, presumiéndose la veracidad de los que figuran en la factura- que al final mataremos a la gallina de los huevos de oro, con lo que nadie confiará en nada.



Por eso, cuando entramos en este tipo de reglamentación debemos prever las consecuencias que pueden producirse. Porque yo creo que empezar con presunciones de esta índole, podría dificultar el factoring más que facilitarlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero recordar que nosotros aprobamos la ley Nº 19.983, publicada el 15 de diciembre de 2004, relativa precisamente a factorización y a cómo comercializar las facturas. Pero la normativa ha operado para las empresas grandes y no para las pequeñas. 



Por eso, diez señores Diputados, de todos los partidos políticos, presentaron esta iniciativa, cuyo objetivo es la adecuación de la citada ley para que beneficie a las pequeñas empresas. Y se corrigen todas las dificultades que impedían hacerla operativa.



Como señaló el Senador señor Romero, muchos pequeños agricultores venden sus productos a grandes empresas, como Líder, por ejemplo. Pero como les pagan a 60, 90 ó 120 días,  quedan sin capital y a brazos cruzados. 



Entonces, con la copia de la factura que emiten pueden hacer plata en forma más expedita, sin los requisitos que la ley venía aplicando. 



¡“Más o menos no más”, acota el Senador señor Ominami!



Esa es la finalidad del proyecto. En ese aspecto, nosotros estamos llanos a aprobarlo como está concebido. Pero también acogemos la sugerencia de perfeccionamiento hecha por los Senadores señores Ominami y Gazmuri. 



Estamos totalmente dispuestos a dar un nuevo plazo para su despacho, y evitar así la promulgación de una nueva ley que venga a perfeccionar esta. Porque la presente iniciativa ya significa una rectificación de una anterior.



No importa si nos demoramos 15 días más. Lo esencial es que despachemos una buena ley que beneficie a los pequeños y medianos productores.



Adhiero, señor Presidente, a la petición formulada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, en mi opinión, con este proyecto corremos el riesgo de otorgar patente de legalidad a muchos prestamistas que abusan de la falta de regulación en que se desenvuelven, aunque ahora con un nombre más glamoroso: “factoring no bancario”. 



¡Pero son los mismos prestamistas de siempre!



De ahí que considero razonable sacar del estado de neurosis en que se encuentra al Senador señor Orpis para aprobar aceleradamente la iniciativa, y conceder un plazo razonable, dado que el Honorable señor Ominami ha ofrecido estudiar una indicación, a fin de mejorar algunos aspectos del proyecto.



Ojalá ese acuerdo pudiera ser posible, porque muchos de los agricultores mencionados aquí y también pequeños industriales que se relacionan con las grandes cadenas del retail han pasado a ser, en la práctica, esclavos de las arbitrariedades que se cometen en ese sector cada vez más concentrado de nuestra economía.



Y naturalmente esa clase de abusos también debe ser abordada desde un punto de vista legislativo. Entiendo que en la Comisión de Economía -no sé si de la Cámara de Diputados o del Senado- estaría en estudio una iniciativa para limitar los plazos de pago -hoy muy abusivos- por parte de esos sectores del retail. Si así fuere, sería algo alentador y habría que propiciar un rápido trámite de un proyecto de esa naturaleza.



Volviendo al que nos ocupa, quiero solicitar a los Honorables colegas que han abogado por su rápido trámite que acojamos la propuesta hecha por el Senador señor Ominami y después de eso volvamos a discutir el asunto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, recogiendo lo expresado por los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra, no me cabe duda de que quienes han solicitado que este proyecto sea votado hoy lo hacen con la más sana intención de dar urgente solución a la dificultad señalada. 



Entonces, ¿por qué no acoger lo sugerido por el Senador señor Ominami en orden a perfeccionarlo mucho más? ¿Cuál es el problema de esperar un par de días para un mejor resultado de lo realizado en esta importante iniciativa?



Llamo a aceptar lo propuesto ojalá unánimemente para poder formular las indicaciones respectivas, las cuales no tienen otro objetivo que optimizar aún más la normativa en debate con el objeto de entregar una mejor solución a quienes atraviesan por la difícil situación planteada. 



El Honorable señor Ávila dijo aquí que muchas personas a veces deben negociar el pago de su factura a 90 días. Pero el problema -más allá del plazo de cancelación- se encuentra en las 89 noches que tienen que pensar en cómo pagar lo que adeudan, porque los días pasan rápido y las noches, más lentas. En efecto, la mayoría de esos pequeños emprendedores se ven con muchísimas dificultades para enfrentar el día a día económico debido a que las grandes cadenas comerciales hacen uso y abuso de las circunstancias descritas. 



Por lo tanto, señor Presidente, yo apruebo todo lo que apunte a perfeccionar el proyecto. Me gustaría que lo sugerido -ojalá- se acoja por unanimidad. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Existe acuerdo en la Sala sobre el particular?

El señor ORPIS.- No, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, habría que pronunciarse sobre la proposición. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero hacer uso de la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Su Señoría ya ocupó su tiempo.



No queda más que votar. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ¿puedo intervenir y conceder una interrupción al Senador señor Orpis?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay inconveniente.

La señora MATTHEI.- Pido la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señora senadora.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, por su intermedio, le concedo una interrupción al Senador señor Orpis. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tengo el mejor ánimo para perfeccionar el proyecto en todo lo que sea necesario. Pero no estoy de acuerdo en la línea planteada por el Senador señor Ominami, porque todo lo relativo al factoring tiene una normativa distinta de la que nos ocupa, que se refiere a la transferencia y mérito ejecutivo de las facturas. 



De tal manera que si se desea mejorar esto último, bien;  pero otra cosa distinta es entrar a analizar el costo de las empresas de factoring, lo cual es materia de otro cuerpo legal radicalmente diferente. 



Por lo tanto, el asunto se va a alargar y atrasar indefinidamente, porque se trata de normativas disímiles. En cambio, si se quiere depurar el tema de la transferencia y del mérito ejecutivo de la factura -que es el objetivo de la ley Nº 19.983, y lo que nosotros hemos estudiado-, yo no tengo ningún inconveniente. Pero examinar la legislación sobre empresas de factoring -que es completamente aparte-, a mi juicio carece de sentido. 



En concreto, señor Presidente, si se va a perfeccionar esta iniciativa, no tengo problema alguno en conceder un plazo adicional para formular indicaciones. Sin embargo, no estoy de acuerdo en otorgarlo para estudiar otros cuerpos legales. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, deseo retomar el uso de la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacerlo, señora Senadora. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, a mi juicio no hay nadie en la Sala que no esté consciente de la falta de capital de los pequeños proveedores y, además, de su muy difícil acceso al crédito. Por lo tanto, el factoring, en la medida en que sea justo, es una solución para ellos. Y de ahí que todos deseamos que la iniciativa en debate funcione bien.



Ahora, si efectivamente se presentan problemas con las facturas, deberá estudiarse la situación. Pero hoy día se han presentado algunas dudas en cuanto a si a lo mejor la trampa pensada en un sentido podría transformarse finalmente en otra distinta, lo que no es la idea. 



Entonces, lo más lógico es que se perfeccione todo esto en el entendido de que es el ánimo existente en general, y no se trata de demorarse meses y años por incluir más cosas en la normativa. Lo que interesa es que resulte positiva. 



Así es que por lo menos yo estaría de acuerdo en la idea de conceder un plazo adicional. 

El señor ORPIS.- Habría acuerdo, señor Presidente, pero acotado en los términos mencionados. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto volvería a la Comisión de Economía, fijándose plazo para presentar indicaciones hasta el 17 de marzo, a las 12, en la Secretaría de dicho organismo. 



--Así se acuerda. 

ENMIENDAS A LEY SOBRE BASES GENERALES DEL MEDIO AMBIENTE

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-
 Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath y Prokurica y del entonces Senador señor Viera-Gallo, en primer trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 

Enmiendas a Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente

--Los antecedentes sobre el proyecto (3286-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Horvath y Prokurica y del ex Senador señor Viera-Gallo).


En primer trámite, sesión 10ª, en 9 de julio de 2003.


Informes de Comisión:


Medio Ambiente y B. Nacionales, sesión 55ª, en 3 de enero de 2005.


Medio Ambiente y B. Nacionales (segundo), sesión 88ª, en 4 de marzo de 2008.


Discusión:



Sesión 56ª, en 4 de enero de 2006 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 4 de enero de 2006 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, que consigna, en su primera página, las pertinentes constancias reglamentarias. 



La modificación efectuada por aquella al texto de la iniciativa aprobada en general consiste en agregar una nueva materia que deberán tener en cuenta los estudios de impacto ambiental, cual es una descripción circunstanciada de la forma en que el proyecto o actividad considerados para su calificación, se compatibiliza con las políticas o estrategias de planificación territorial, incluyendo las de ordenamiento territorial y de zonificación del borde costero dictadas o sancionadas por los órganos de la Administración del Estado competentes. 



Tal enmienda fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que algún señor Senador objete lo aprobado por la Comisión o haya una indicación renovada. 



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben los artículos pertinentes de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente; el proyecto aprobado en general; la modificación efectuada en el segundo informe, y el texto final que resultaría de aprobarse dicha enmienda. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, pido la palabra para una cuestión reglamentaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solicito que respecto del numeral 2) -que figura en la última columna de la página 5 del boletín comparado- la última frase sea objeto de discusión y votación separada. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿A  qué frase se refiere Su Señoría?

El señor ALLAMAND.- A la final que dice: “quedando prohibido a sus superiores impartirles órdenes de votación.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobada la enmienda acogida por unanimidad en la Comisión, con excepción de la frase final del artículo 15, respecto de la cual el Senador señor Allamand ha pedido debate y pronunciamiento separado. 



--Se aprueba.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión propone en el número 2 agregar el siguiente inciso final nuevo al artículo 15 -ya estaba aprobado así en general-, que dice: “Los funcionarios integrantes de las Comisiones Regionales de Medio Ambiente y de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, deben fundar sus actuaciones y votos como miembros de dichas comisiones exclusivamente en los antecedentes y procedimientos establecidos en la presente ley, quedando prohibido a sus superiores impartirles órdenes de votación.”. 



Respecto de esta frase final, el Honorable señor Allamand ha solicitado votación separada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor LETELIER.- Pido la palabra para referirme a un punto anterior.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, hay una serie de casos en los que es evidente que la autoridad jerárquica superior influye o pretende influir en la resolución que tome un integrante de la Comisión Regional del Medio Ambiente sobre un proyecto sometido al sistema de evaluación de impacto ambiental.



Por ejemplo, en la Quinta Región, un Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales se opuso a un proyecto en que se iba a utilizar petcoke, neumáticos usados, por el grado de contaminación que produciría en una planta. Y ese voto en contra, sencillamente, significó que el Ministro del ramo le pidiera la renuncia.



A nuestro juicio, al igual que en el Poder Judicial, aquí hay una instancia regional y otra nacional. Un Ministro de Estado, como miembro titular de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a través del Consejo Directivo, tiene la posibilidad de fundamentar su posición en esta instancia, pero sin interferir con la del nivel regional.



Ahora bien, esto se entiende al margen de que los cargos regionales son de confianza de los Ministros y de que debe existir una buena relación entre ambos. Sin embargo, cada ente regional tiene que actuar dentro de los ámbitos de su competencia, sobre todo cuando se refiere a un tema medioambiental. Tanto es así, que si Sus Señorías revisan el informe pertinente, verán que la señora Ministra emitió un instructivo el 14 de marzo 2007, indicando justamente que los integrantes de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente deben fundamentar sus votos y regirse por las atribuciones que les son propias. Por lo tanto, se entiende que no pueden ser objeto de presiones o de órdenes de sus superiores jerárquicos al respecto.



Sin embargo, pienso que ello no tiene que quedar solo en una instrucción de carácter administrativo, sino que ha de estar reflejado en la ley.



Por eso, respaldo la frase que se ha pedido votar separadamente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, este tema es extremadamente complejo, y me tocó discutirlo en su momento, cuando fui miembro de la Comisión.



La verdad es que ahora el Gobierno está preparando un nuevo proyecto sobre la institucionalidad medioambiental, el que esperamos enviar al Parlamento en junio próximo.



Cuando se dictó la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, no se logró consagrar una forma imparcial y completamente técnica de evaluación de los estudios de impacto ambiental. En todo caso, los problemas surgidos durante estos años han sido menores. Si nos atenemos a la cifra entregada en su minuto y que está en el informe -al parecer se dice que son 70 millones de dólares-, solo respecto del 3 por ciento ha habido inconvenientes o discrepancias.
 Y esos inconvenientes han sido, a veces, de gran trascendencia pública.



Dentro del actual sistema, es bastante difícil que el Seremi, quien debe decidir a nivel local, lo haga con plena y total autonomía de su superior jerárquico. Porque si se coloca la frase “quedando prohibido a sus superiores impartirles órdenes de votación”, no cabe la menor duda de que por ser un funcionario de confianza, la autoridad superior tendrá la legítima atribución para destituirlo si estima que el criterio empleado por aquel en determinadas circunstancias no es el adecuado.



Es muy difícil establecer legalmente un ámbito de autonomía, cuando en el Estatuto Administrativo y en la norma del Estado el funcionario es de la absoluta confianza del superior. O sea, el propósito es loable, pero dentro del actual sistema es muy difícil de alcanzar, aun cuando se incluya la citada frase.



Es probable que el Ministro respectivo, quien está muy convencido de la importancia de aprobar una obra, tal vez por un interés de bien público, no dé una instrucción de voto, sino que haga presente la relevancia del proyecto, haciendo presente algún requerimiento urgente.



Distinguir entre orden de voto y el hecho de decir al funcionario de rango inferior cuál es la necesidad del país, es muy difícil de precisar. Por tanto, esta norma puede llegar a ser completamente inaplicable.



De ahí que planteamos un cambio completo del sistema de estudio de impacto ambiental. La idea en el nuevo diseño es crear el Ministerio del Medio Ambiente con un carácter normativo. Asimismo, se establecen dos servicios ejecutivos: uno, que se va a ocupar única y exclusivamente del estudio del impacto ambiental y, otro, encargado de la administración de las áreas silvestres protegidas. También habrá una Superintendencia que tendrá facultades fiscalizadoras, especialmente del cumplimiento de las normas que dicte el Ministerio.



Esa arquitectura se someterá a discusión del Congreso, y estoy seguro de que se formulará más de alguna observación. Porque lo lógico sería que en la decisión final sobre los estudios de impacto ambiental no interviniera la autoridad política, sino otra, que podría ser un tribunal contencioso administrativo, o una distinta, independiente del Gobierno.



Deseo repetir algo que sostuve cuando era Diputado y se discutió la ley en cuestión, impulsada por el entonces Ministro Boeninger: si el Gobierno decide hacer una obra portuaria o una autopista o una represa, es absurdo que sea el propio Gobierno quien decida al final el estudio de impacto ambiental.



Para quienes no sepan lo que pasó en la República Popular China con la famosa represa Las Tres Gargantas, les recuerdo que, cuando las autoridades de ese país optaron por construirla y trasladaron a 3 millones de personas, simplemente tomaron la decisión. 



No es una nación a la cual queremos imitar en los procedimientos, pero no cabe la menor duda de que si un Gobierno determina ejecutar una obra, es muy difícil que después se autolimite en su decisión so pretexto de un estudio técnico. Por lo tanto, quien tenga que decidir al final ha de ser una autoridad independiente de la gubernamental.



Ahora bien, esa será la gran discusión que se llevará a cabo en su momento cuando llegue aquí -así lo espero- el proyecto de creación del citado Ministerio y la nueva institucionalidad, tal como lo ha pedido la Comisión de Medio Ambiente del Senado.



Por eso, el hecho de que esa frase esté o no en el proyecto es, en definitiva, algo que no reviste mayor implicancia práctica.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto en debate es muy importante. Y aunque estamos en el segundo punto, deseo referirme al primero. Por eso había pedido la palabra con antelación.



Simplemente, quiero hacer la siguiente reflexión.



¿De qué sirve establecer la obligación de que haya una descripción detallada de la forma en que el proyecto o actividad considerado para su calificación se compatibiliza con las políticas o estrategias de planificación territorial, incluyendo las de ordenamiento territorial y de zonificación del borde costero, si en la gran mayoría de las Regiones no existe un ordenamiento territorial ni una zonificación? ¿Qué tipo de actividades económicas se pueden realizar en un lugar o en otro?



Me parece buena la intención. Pero con el Senador señor Chadwick -está presente también en la Sala el Diputado señor Bauer- sabemos que en nuestra Región ha habido constantes conflictos entre distintas actividades económicas.



Cuando se quieren desarrollar ciertos proyectos que atentan contra la actividad exportadora, especialmente en zonas frutícolas, como la construcción de centrales termoeléctricas, nos encontramos con que no existe ordenamiento territorial, no se cuenta con dichos instrumentos. Los gobiernos regionales no tienen obligación al respecto.





Estimo que el proyecto, en el papel, es bien intencionado, pero en términos reales no afecta mayormente las cosas que se hacen.



En todo caso, deseo referirme al inciso final nuevo del artículo 15, que también constituye una buena intención.



Lo que ocurrió en la Quinta Región -situación a la que aludió el Senador señor Horvath- es un juego de niños comparado con lo que aconteció con el proyecto “La Candelaria” en la Sexta Región, donde se torció la ley y se obligó a una Seremi a votar en cierto sentido. Y después se mintió al organismo regional y se le impuso un proceso de toma de decisiones para autorizar una central termoeléctrica, la cual -según se dijo- iba a utilizar determinado combustible, que no se usó porque estaba fuera de norma al tratarse de una zona de latencia, y se aplicó otra norma. 



El proyecto está bien intencionado y representa un avance; pero soy partidario de modificar la institucionalidad. Siento que deberíamos esperar antes de progresar en su estudio y que el Ejecutivo se comprometa a entregar la propuesta en el plazo -según entiendo- de un mes como máximo.



Por ello, no tiene mucho sentido proseguir con el análisis de la iniciativa si existe el compromiso de cambiar la institucionalidad en determinada fecha. Porque, en verdad, un Seremi tiene dos almas: depende del Ministro y posee una opinión técnica debido a que conoce la Región. Por lo tanto, si se va a mantener la actual institucionalidad, aunque aprobemos el proyecto no se resolverá el problema.



No me gusta que desde Santiago o desde un Ministerio se ordene a un Seremi cómo votar. Si hubiera una materia que revistiera mucho  interés, existen otros mecanismos para resolver en contra de lo que se piensa en la Región. Sin embargo –reitero-, lo principal es modificar la institucionalidad.



Señor Presidente, si no hay una opinión en contrario, propongo suspender el tratamiento de la iniciativa hasta que el Ejecutivo...

El señor HORVATH.- Está aprobada.

El señor BIANCHI.- Efectivamente.

El señor LETELIER.- Así es, pero aquí vamos a aprobar algo que no tiene ningún sentido si no se cambia la institucionalidad, que es la cuestión de fondo.



Considero un error proseguir con el análisis del proyecto. Si se desea enviar una señal, lo comparto, pero debemos innovar en materia de evaluación de los estudios de impacto ambiental. Hemos realizado un gran avance en los últimos 15 años: se partió desde cero y hoy tenemos un sistema. Pero soy partidario de avanzar hacia uno de segunda generación, en vez de estar haciendo arreglos de parche.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Antes de continuar otorgando la palabra, debo hacer presente que el proyecto está aprobado en general, cuenta con un segundo informe, y en la discusión particular solamente se debe votar una frase de un inciso, nada más.



Por lo tanto, lo único que cabe es aplicar el Reglamento.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

 El señor NAVARRO.- Señor Presidente, resulta extraordinariamente difícil legislar en materia medioambiental. La Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente comenzó a debatirse en 1993 y entró en vigencia en 1997. Por lo tanto, han transcurrido once años y, al igual que otras normativas que hemos aprobado y que le hemos introducido modificaciones, obviamente presenta dificultades. La institucionalidad en materia medioambiental que hoy rige en Chile sirvió en su momento: reguló, compiló más de mil leyes, pero actualmente resulta insuficiente.



Cuando discutimos acerca de la forma de avanzar en algunos aspectos de la institucionalidad en la Comisión de Medio Ambiente, junto con el Senador señor Horvath manifestamos que a lo menos es necesario dar señales respecto de las modificaciones que el Gobierno va a presentar en junio. Desearía equivocarme, pero tengo la certeza de que dicha propuesta no saldrá durante la actual Administración. 



Porque, si de verdad queremos hacer un debate profundo, los aspectos a cambiar dicen relación a que el 97 por ciento de los proyectos que hoy se realizan en Chile y que requieren consulta a la CONAMA corresponden a declaraciones de impacto ambiental.



O sea, no se le pregunta a la ciudadanía nada, cero. El 3 por ciento tiene estudios de impacto ambiental. ¿Hay participación ciudadana?



Cuando incluimos lo relacionado con los planes de ordenamiento territorial y de zonificación del borde costero se señaló que las decisiones que hoy están tomando las salmoneras en la Región de Los Lagos o en la de Aisén deben contemplar que la localización de sus plantas estará afecta a la legislación. Porque están trasladándolas ante las dificultades experimentadas con el virus que las ha invadido, el cual está provocando serios estragos en la producción.



La Región del Biobío, cuya zona costera represento, cuenta con un plan de ordenamiento territorial, con una Comisión que trabaja firmemente con la Armada y otras instituciones internacionales y nacionales. Lo que debemos hacer es avanzar, si no, se repetirá lo ocurrido con el Código de Aguas, la Ley Indígena, la Ley de Pesca, y el Convenio 169: transcurrirán  doce, catorce o dieciocho años.



Estimo que el debate por la institucionalidad será largo, duro, tedioso, porque existe una profunda contradicción de intereses. Por lo tanto, si en algo podemos avanzar, ello será bienvenido, porque lo que hacemos es orientar un proceso que hoy es tremendamente disperso y perjudicial.



Reparar un error producto de que no hemos dado señales -como se acostumbra decir- al sector privado acerca de cuáles serán las reglas del juego es lo peor que nos puede suceder.



Yo estoy por un país que tenga reglas del juego claras en materia de legislación ambiental y donde, en consecuencia, los inversionistas nacionales e internacionales sepan exactamente qué terrenos pisan al momento de decidir emprender determinada actividad. Por ello, el proyecto señala que, efectivamente, cuando haya un plan de ordenamiento territorial y de zonificación del borde costero en todo el país  -que posee cerca de 4 mil 500 kilómetros de costa-, lo cual no se va a realizar ni en un mes, ni en un año, ni en cinco, deberá considerarse que puede haber una normativa que afecte sus intereses.



En tal sentido, la iniciativa avanza decididamente a incorporar un elemento que tendrá que ser ratificado con la nueva institucionalidad que esperamos que el Gobierno proponga en junio.



Al respecto, quiero hacer presente al Ministro señor Viera-Gallo que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales -que presido-, concordó con la Ministra señora Ana Lya Uriarte la presentación de indicaciones respecto de cuatro o cinco proyectos, las que van a estar a fines de marzo. Sin embargo, dicho Secretario de Estado dio la fecha de junio para lo relativo a la institucionalidad y, por cierto, vamos a tener que conversar con la señora Ministra, con quien estamos trabajando en materia de modificaciones a la ley, particularmente en lo que respecta a estudios de impacto ambiental, que es lo más urgente, y donde efectivamente se registra el mayor número de disputas y contradicciones.



Tenemos un Ministerio. ¡En buena hora! Pero no va a estar operando ni el 2008 ni el 2009. Se trata de un largo proceso como el que han vivido Noruega, Finlandia, Dinamarca. Todos los países desarrollados que han logrado crear Ministerios en esta área han generado un proceso de transición y lo mismo ocurrirá en nuestro caso.



Es decir, para que pueda ponerse en funcionamiento una nueva institucionalidad, esta debe contener la advertencia necesaria de manera de no entorpecer el crecimiento productivo. En tal sentido, las indicaciones, y particularmente los artículos que modifican la ley vigente, que incorporen los planes de ordenamiento territorial y de zonificación del borde costero, contienen conceptos esenciales que van a estar definidos y respaldados por la nueva institucionalidad que esperamos aprobar cuanto antes. La iniciativa en comento recién se enviará en junio y, por cierto, nos demoraremos algún tiempo en estudiarla.



Por eso, pido a Sus Señorías que aprueben la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, aparentemente la discusión que ha generado el proyecto servirá como ejercicio previo al debate que suscitará lo relacionado con la nueva institucionalidad. Sin embargo, pese a ello, la iniciativa va a pasar las diversas instancias y al final se convertirá en ley.



En esa misma medida, resulta útil consignar que se agrega un nuevo inciso al artículo 15 de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Me refiero a la prohibición que se impone a los superiores del ámbito respectivo de impartir órdenes de votación a los funcionarios de las Comisiones Regionales.



Eso permitirá, al menos en lo formal, dotar de una mínima autonomía a las instancias regionales, y que sus integrantes sientan que por ley no pueden recibir orientaciones acerca de cómo votar. Estos deben decidir conforme al mérito de los antecedentes que les son presentados. Por lo tanto, tienen que poner todo su esfuerzo en sancionar los asuntos de acuerdo con el interés regional que están llamados a cautelar.



El Ministro Viera-Gallo, con ese maravilloso pragmatismo que lo caracteriza, decía que a veces es útil que un Ministro de Estado, por ejemplo, le recuerde al Seremi el interés nacional.



Entonces, la reflexión que cabe es la de que en los nombramientos hay que tener particular cuidado de que los funcionarios de ese nivel también lleven puesta la camiseta de todos y no solo se dediquen a la práctica irrestricta del interés regional; es decir, que posean asimismo una visión del interés de Chile. Y quizás se pueda dictar un curso al respecto.



En todo caso, sigue siendo válido el hecho de que se consigne en este proyecto la disposición que nos ocupa, porque a lo menos servirá como una especie de placebo para el funcionario en cuanto a que sentirá una autonomía difícil de conseguir en rigor estricto pero que, a los efectos de analizar un caso específico, significará un mínimo resguardo legal.



En tal sentido, y dado que la iniciativa se halla en su fase final e inexorablemente se convertirá en ley, sumaré mi voto positivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo que el proyecto está en primer trámite constitucional.



Tiene la palabra el Honorable señor  Allamand.

El señor ALLAMAND.-  Señor Presidente, haré dos aclaraciones antes de entrar al fondo de la materia.



En primer lugar, como señaló el Ministro Viera-Gallo, no estamos frente a un asunto que revista gran premura, ya que de alguna manera la disposición en debate y los demás temas involucrados en esta iniciativa debieran subsumirse, durante el presente año, en una proposición de ley modificatoria de la institucionalidad ambiental, donde tendrán que resolverse precisamente los márgenes -llamémoslos así- de autonomía respecto del poder político conforme a los cuales habrán de aprobarse, desde el punto de vista técnico, los proyectos que entren al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.



Tal proposición deberá resolver un asunto que ya hemos planteado en otras oportunidades, porque alguien podría considerar que la idea de que exista un Ministerio del Medio Ambiente es conceptualmente contradictoria con el hecho de que las decisiones se adopten al margen de los criterios políticos.



Pero ese será un debate que realizaremos más adelante, señor Presidente.



Ahora bien, considero que debemos hacer transparencia en torno a la norma en discusión y no seguir presentándola, tal cual lo han hecho algunos colegas, como una suerte de intervención forzada, errónea, equívoca respecto de la materia.



Mis preguntas son muy simples: ¿qué de malo tiene, por ejemplo, que el Ministro de Obras Públicas le haga presente a un Seremi del ramo la opinión  de la Cartera a su cargo acerca de un proyecto que requiere estudio de impacto ambiental?, ¿dónde está lo oculto?, ¿dónde la presión indebida?



Lo que ocurre hoy día es que aquello no se transparenta.



Entonces, parece razonable que, cuando los proyectos son de poca envergadura, el Ministro del ramo no esté al tanto de su detalle. Pero si tienen gran relevancia, es perfectamente legítimo que dicho personero le dé a conocer al subordinado el criterio que sustenta la autoridad sobre la materia pertinente.



El Ministro Viera-Gallo fue suficientemente elocuente al elaborar su hipótesis acerca de lo que ocurriría si el funcionario subalterno no se atuviera a dicho criterio. Muy simple: sería despedido de su cargo antes o después de que adoptara su resolución.



Por lo tanto, con un mínimo de sentido común, debemos caminar en dirección inversa a la que señala la disposición en comento. Hay que exigirles a los Seremis que expresen -así lo dispone la primera parte del inciso final que se propone agregar al artículo 15 de la ley que se modifica- cuáles son los fundamentos de su resolución, que deben basarse -como diría un abogado- “en el mérito del proceso”. Pero no se puede impedir al superior jerárquico que dé a conocer la opinión del Ejecutivo desde un punto de vista técnico o desde la perspectiva de las políticas públicas generales. No veo ningún problema para que lo haga. Más aún, me parece aconsejable transparentar al respecto, porque hoy día -digamos las cosas como son- existe una maraña de llamados telefónicos mediante los cuales se presiona a algunos funcionarios. 



Si surge una controversia entre un Seremi y la autoridad superior, me parece mucho más transparente que ella se resuelva a través de un documento, de una instrucción, de un fundamento donde la autoridad ministerial exprese claramente su punto de vista.



¿Qué es más transparente: que se siga operando mediante telefonazos, de mensajes o -como sucede hoy día- de instrucciones (por denominarlas de algún modo) subrepticias impartidas a través de los gobernadores o los intendentes, o que, por el contrario, los Ministros despejen por la otra vía aquel tipo de controversias con sus subordinados?



En consecuencia, pienso que corresponde eliminar -y por eso solicité votación separada- la última frase del inciso final propuesto para el artículo 15 de la ley N° 19.300, pues genera un conjunto de problemas.



¿Qué ocurrirá -vuelvo a plantear el punto- cuando un Seremi entre en controversia completa con el Ministro del ramo? ¿Por dónde se va a cortar el hilo? Obviamente, va a cortarse a posteriori del proceso de calificación ambiental, y eventualmente en el Consejo de Ministros, por donde corresponde.



Por tanto, se trata de algo que no contribuye a la transparencia y que, desde el punto de vista de la gestión de los proyectos ambientales, lejos de favorecerlos, va a terminar perjudicando su clara y expedita tramitación.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el tema que nos ocupa es muy  interesante.



Lamentablemente, estamos llegando al ocaso de una era bastante dramática para el medio ambiente.



Considero bastante razonable la similitud que quiso hacer el Ministro Viera-Gallo entre Chile y China.



No obstante, creo que nuestra situación es bastante peor que la de ese país asiático, porque allí violan el medio ambiente de manera abierta, sin ninguna contemplación; hacen tabla rasa de toda norma ética ambiental y de las disposiciones en materia de salud. Pero, por desgracia, en Chile eso se esconde detrás de una verdadera farsa: la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, que es una vergüenza. Y por  eso hay que cambiarla, pues ya no da para más.



Cuando fui Director del SESMA, antes de que se dictara dicho cuerpo legal, había bastantes más impedimentos y regulaciones que en la actualidad.



La referida Ley ha significado un verdadero retroceso en materia ambiental.



Pongo un solo ejemplo: bastaba que un ente técnico expresara rechazo por razones de esta índole -me refiero particularmente al Servicio Agrícola y Ganadero y al Ministerio de Salud- para que no se pudiera llevar a cabo el proyecto presentado.



Hoy día, con esta invención, con esta verdadera entelequia que es la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se ha retrocedido.



Antes de ella, los rechazos de ciertos organismos significaban un impedimento y obligaban a las empresas a modificar sus proyectos para cumplir las exigencias técnicas.



Por eso, Senador Allamand, lo que se plantea es muy importante.



En la actualidad el nivel de desprotección en materia ambiental es enorme. Y lo quiero ilustrar con un solo ejemplo.



Se acaba de aprobar un proyecto de ampliación de la mina Cerro Colorado. Salud sostiene que se viola una norma (es como si respecto de una carretera el proyecto dijera que se debe transitar a 200 kilómetros por hora, en circunstancias de que el máximo permitido en Chile es de 120). El Ministerio del ramo -los criterios de Salud son objetivos; los de otros organismos, a lo mejor no- sostiene que se sobrepasa el nivel PM-10, máximo tolerable para trabajadores. Tal fue la evaluación hecha por el Seremi de Salud en función del informe de impacto ambiental. Y el propio estudio dice que se va a sobrepasar el nivel PM-10 o el límite de cianuro en el río, cuyas aguas después riegan.



Entonces, ¿qué hace la COREMA?



Antiguamente, el informe de Salud era dirimente: si el proyecto era negativo, no se podía llevar a cabo. En la actualidad, el asunto llega a un cuerpo político.



La COREMA es un tribunal de primera instancia. Recuerden Sus Señorías que el Consejo de Ministros es un tribunal de segunda instancia.



Ya es malo, entonces, que el ente revisor pueda incidir sobre la primera instancia, que debe resolver -se supone- sobre la base de los méritos del proyecto. Pero además se halla la posibilidad de que esa primera instancia, teniendo a la vista el informe del Ministerio de Salud -este no es subjetivo, sino objetivo, porque se hace en función de normas-, vote a favor del proyecto a pesar de la recomendación en contrario de aquella Secretaría de Estado.



Es como si se  expresara: “No tome esa agua porque, según el Ministerio de Salud, produce cáncer”, pero luego una instancia colegiada, en conocimiento de esa advertencia, pudiera decir: “No, tómela no más; obvie lo señalado en el informe de Salud”.



Entonces, ¿qué ocurre acá?



Muchas veces ha habido seremis -pocos, pero han existido- decentes, correctos, que han hecho caso a los informes técnicos.



En la Quinta Región, por ejemplo, en una cementera se quería utilizar neumáticos como combustible (estos, al ser quemados, producen dioxina, la sustancia más cancerígena que el ser humano ha creado). ¿Qué hizo el Seremi del ramo? Dijo: “Yo voy a acoger el informe técnico”. ¿Qué señalaba este? “Salud rechaza la quema de neumáticos en esa cementera”. Pues bien, el Ministro lo llamó para decirle: “Su juicio es el que corresponde. Y es el que se debieran haber formado todos los demás seremis”. 



Yo pregunto: ¿Qué argumento pudieron tener el de Economía y el de Obras Públicas, por ejemplo, quienes resolvieron que sí se podía quemar neumáticos? ¿Cuál era la información con que contaban? ¿Sobre qué base científica hicieron caso omiso de ese informe, lo que hoy día no conlleva ninguna responsabilidad ni sanción alguna? 



En ningún país del mundo se aprueban los proyectos de esa manera. En todas partes se deben cumplir las exigencias técnicas.



Y no hay incidencia política por aquel concepto, señor Presidente. Esta es ex post. Cuando el proyecto cumple tales exigencias puede producirse, evidentemente, un efecto político. Pero primero tiene que mediar el cumplimiento de aquellas.



Acá se permite eso. Y por ello es tan importante que no exista intervención, pues esta se ejerce sobre los pocos seremis que se atreven a tomar en serio los informes técnicos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, lamento que no podamos abordar en este debate cuestiones más de fondo que dicen relación al medioambiente. De modo que solo quiero hacer un comentario en cuanto al tipo de influencias que se ejercen sobre quienes tienen la responsabilidad de tomar en sus Regiones o en el país decisiones a veces extraordinariamente trascendentes respecto de esta materia.



No es admisible seguir aceptando, por ejemplo, situaciones como la ocurrida hace poco en Atacama, donde, a raíz de un estudio de impacto ambiental, una empresa térmica tenía la obligación de implementar una tecnología altamente compatible con el medioambiente en una zona que ya está saturada desde este punto de vista y, por una suerte de resolución, en virtud de una declaración de impacto ambiental radicada en la COREMA correspondiente, cambió esa tecnología y, sencillamente, impuso una distinta, más atrasada, que no tiene nada que ver con la que había comprometido. En definitiva, los únicos afectados serán los ciudadanos, quienes, producto de tal decisión, deberán respirar un aire malsano.



Aquí hay algo absolutamente absurdo. Y espero que la iniciativa de ley que nos prometió el señor Ministro llegue pronto. Porque sucede que el estudio de impacto ambiental fue hecho por los Ministros -ellos, supuestamente, tienen la responsabilidad de velar por el conjunto de la política medioambiental-, mientras los seremis pueden adoptar la decisión de afectar a determinada Región.



Por consiguiente, me preocupa el punto.



En segundo término, convengo en que sobre esta materia no puede haber instrucción política ninguna. Me parecería francamente lamentable que generáramos las condiciones para que los superiores -entre comillas- obligaran a sus subordinados a adoptar cierta conducta.



En esta materia deben primar criterios estrictamente técnicos, pero que no solo obliguen a la autoridad, sino también a las empresas, que normalmente son las que afectan el medioambiente.



Eso es lo que ocurre en minería, donde, dado el precio del cobre en el mercado internacional, hoy no existe nadie que se oponga a la posibilidad de implementar proyectos, porque imponer algún criterio distinto desde el punto de vista medioambiental significa lisa y llanamente decirle a una Región que no va a tener inversiones en uno de los factores más importantes para su desarrollo económico.



Por tanto, hemos de ser extraordinariamente consecuentes y equilibrados para los efectos de que no suceda lo uno ni lo otro: ni que un funcionario público imponga determinado criterio, ni que tengan vía libre aquellos que pretenden que cualquier actividad en sí misma, por el solo hecho de generar riqueza, deba ser aceptada desde el punto de vista medioambiental.



Eso no ha estado presente en la discusión planteada aquí, y creo que tenemos que analizarlo, aunque sea muy brevemente. 



Por tales razones, sin perjuicio de votar a favor de la eliminación de la frase cuestionada, creo que estamos dando un paso muy pequeño en relación con el desafío que enfrentamos en esta materia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, cuando estudié el artículo pertinente, me pareció que la frase era rara y casi ofendía al proyecto -por así decirlo- al prohibir al superior darle órdenes al subalterno para que resuelva de determinada manera. Lo encuentro extraordinariamente agresivo.



Distinto sería que en una conversación natural uno le planteara al otro su visión, sus espacios, en fin.



Yo concuerdo con todos los que aquí han defendido la posición de que la decisión final tiene que contar con un respaldo técnico muy nítido, muy claro. No se puede, por razones políticas, vulnerar una norma técnica que recomienda proceder de cierta manera. Y eso -lo sabemos- conlleva un costo.



Cuando leí el proyecto -reitero-, me pareció extraño que existiera la frase cuestionada. Y mi primera reacción fue participar en su eliminación. Sin embargo, creo que es una señal que se está dando. Y, pese a que ello no me gusta, quiero profundizar al respecto.



La prohibición de la orden del superior es brutal. Va en la línea del concepto que tengo de que no debieran existir ni la orden de partido ni ninguna indicación de ese tipo, porque la libertad de criterio de la persona llamada a resolver sobre una materia porque la normativa así lo establece debiera ser sacrosanta.



Así lo pienso, y soy consecuente con eso aquí, allá y más allá, dondequiera que me pongan el tema.



Por consiguiente, subrayando que la frase es brutal y que casi ofende al proyecto, la considero una buena señal política en la línea de decir: “Las órdenes están prohibidas, sean de partidos, sean de autoridades, en fin. Dejemos que los criterios de la persona que ha de resolver sean los que primen, sobre la base de consideraciones técnicas”.



En tal sentido, estoy de acuerdo con el Senador señor Girardi.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Corresponde pronunciarse respecto de la frase que el Honorable señor Allamand pidió votar separadamente, contenida al final del número 2) del último inciso que se propone para el artículo 15 de la ley N° 19.300.



En votación.

El señor ALLAMAND.- ¿Cómo se vota?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Votar que sí equivale a mantener la frase tal como la propone la Comisión; votar que no, a eliminarla. 

El señor ALLAMAND.- Gracias.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la última frase del inciso final, nuevo, del artículo 15 (19 votos contra 6).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Vásquez.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores señores Allamand, Espina, García, Novoa y Romero.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

VOLUNTAD MAYORITARIA DE PUEBLO MAPUCHE DE VIVIR EN PAZ E INTEGRADO Y SANCIÓN DE CONDUCTAS TERRORISTAS. PROYECTO DE ACUERDO.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo propuesto por los Honorables señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, con el propósito de manifestar el reconocimiento del Senado a la voluntad mayoritaria del pueblo mapuche de vivir en paz e integrarse a la sociedad como actor y protagonista de su desarrollo; solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional y a la Agencia Nacional de Inteligencia en orden a reunir información sobre la vinculación de agrupaciones y participantes en los distintos hechos de violencia acaecidos en la Región de La Araucanía y en Santiago con entidades del extranjero, e instar para la designación de un fiscal especial que investigue e instruya un proceso a fin de aclarar y sancionar los hechos de violencia aludidos. El proyecto cuenta con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1038-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 80ª, en 9 de enero de 2008.


Oficio de Comisión:


Gobierno, sesión 87ª, en 23 de enero de 2008.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión analizó el proyecto de acuerdo desde el punto de vista de su idoneidad constitucional, concluyendo, por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag), que en su texto nada se opone al ordenamiento jurídico ni invade competencias o facultades atribuidas a otras autoridades.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos contra 5 y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Gazmuri, Girardi, Navarro y Núñez.



Se abstuvo el señor Ominami.

PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL PARA PARTICIPANTES. EN PROGRAMAS GENERALES DE EMPLEO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Bianchi, Gómez, Horvath, Muñoz Barra, Prokurica y Zaldívar, con el objeto de solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la incorporación de quienes participan en los Programas Generales de Empleo al sistema de prestaciones de seguridad social, así como otorgarles bonificaciones y otras gratificaciones que considera la legislación laboral.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1010-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.

ELIMINACIÓN DE LÍMITE A PENSIÓN DE ARTÍCULO 9º DE LEY Nº 19.200. PROYECTO DE ACUERDO

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Bianchi, Ávila, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que elimine el límite al valor de la pensión a que se refiere el artículo 9º de la ley Nº 19.200.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1012-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.

VII. INCIDENTES

HOMENAJE EN MEMORIA DE PERIODISTA SEÑORA PATRICIA VERDUGO AGUIRRE

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- El Honorable señor Sabag ha anunciado que los Senadores de la Democracia Cristiana rendirán homenaje en memoria de la periodista señora Patricia Verdugo Aguirre, recientemente fallecida.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en nombre de la Democracia Cristiana, considero un privilegio destacar en esta Sala, en donde se debate sobre los asuntos más importantes que interesan a nuestra nación, la figura de una mujer extraordinaria, de una periodista excepcional, de una escritora reconocida mundialmente, de una luchadora de primera línea por los derechos humanos y de una chilena comprometida a concho con el devenir de su patria.



Hablo, por cierto, de la gran Patricia Verdugo Aguirre.



Me refiero a ella con una emoción que proviene de lo más profundo de mi ser, porque fue una amiga ejemplar, con quien compartí conversaciones desde las más intelectuales hasta las más triviales, y una asesora y consejera notable en materias de bien común.



Lo hago con orgullo, porque fue mi camarada democratacristiana. Fue no solo una militante comprometida con los principios y valores del humanismo cristiano, sino también una falangista exigente del cumplimiento de las obligaciones y responsabilidades políticas de sus dirigentes.



Desde su convencida afiliación concertacionista resaltó siempre aquellas acciones destinadas a sacar a la gente de la pobreza y a defender sus derechos políticos, económicos y sociales. Y, con el mismo entusiasmo, no trepidó nunca en hacernos ver, con pasión, que habíamos errado el camino, cuando así lo consideraba, ya fuera desde la ética o desde la estética.



Lo hago, señor Presidente, con admiración, porque su trabajo profesional en distintos medios de comunicación, sus libros y sus artículos o sus planteamientos académicos siempre tuvieron como objetivo hacer un aporte a la construcción de un país mejor. Fue, sin duda, una servidora pública en la más amplia expresión del concepto.



Lo hago con la solemnidad que corresponde, para resaltar la contribución a nuestra historia de una investigadora acuciosa, valiente e implacable en develar los acontecimientos que han marcado nuestra vida reciente.




Desde aquel decidor "Detenidos-desaparecidos: Una herida abierta", escrito junto con Claudio Orrego en 1979, pasando por "Los Zarpazos del Puma", en 1989, que nos alertó sobre la siniestra Caravana de la Muerte, y por  "Bucarest 187", en 1999, que nos estremeció con su propio sufrimiento y el crimen de su padre, hasta "Allende: Cómo la Casa Blanca provocó su Muerte ", en 2003, hay una línea editorial que constituye una colección insuperable de piezas que todo chileno y chilena deberían tener la posibilidad de revisar para comprender por qué ella clamó repetidamente por justicia como una base esencial para la construcción de la nueva sociedad chilena.



Sus textos necesariamente deben estar en todas las bibliotecas públicas del país y algunos de ellos ser lectura obligatoria de nuestros estudiantes de enseñanza media, como lo hemos planteado en un proyecto de acuerdo, junto con otros señores Senadores, en esta Cámara Alta.



Lo hago también con la alegría que produce el apreciar que los numerosos testimonios que se han conocido desde ese domingo 13 de enero, cuando ya no pudo más ante el cáncer que enfrentó, durante meses, con una firmeza conmovedora, ratifican que hoy recordamos a una profesional de excepción.



Patricia Verdugo obtuvo en 1993 el Premio María Moors Cabot, el mayor galardón que se otorga en los Estados Unidos a un periodista extranjero; en 1996, el Premio de la Academia Chilena de la Lengua; en 1997, el Premio Nacional de Periodismo; y en el año 2000, el premio de la Asociación de Estudios Latinoamericanos LASA (Latin American Studies Association). En 2004 fue nominada por un movimiento de chilenas para el Premio Nobel de la Paz, en una iniciativa mundial que incluyó a mil mujeres.



Patricia Verdugo se ganó esos reconocimientos y muchos más. Pero, seguramente, lo que más satisfacción le habría dado sería saber que gozaba del respeto y cariño de cientos y cientos de chilenos, como ha quedado registrado en los diversos mensajes expresados en foros de los medios de comunicación interactivos.



Los democratacristianos estimamos que nuestra camarada debe estar por siempre en la memoria partidaria. Por ello, desde el 23 de enero de 2008, la sala de prensa de nuestra sede nacional, donde expresamos nuestra voz en la búsqueda de una patria más justa para todos, lleva el nombre de Patricia Verdugo Aguirre.



Y así como me complace hoy poder dedicar estas palabras, en el Senado de la República, a una persona excepcional, deseo manifestar que me alegra mucho que la Cámara de Diputados, con la participación de todas las bancadas, le haya rendido en la mañana un sentido homenaje.



Señor Presidente, estimados colegas:



Patricia Verdugo fue una mujer encantadora, que se caracterizaba, como señaló en la despedida su amiga-hermana Odette Magnet, por “una risa contagiosa que nacía desde abajo, subterránea, y subía en borbotones alegres en una cascada de agua fresca.



“Pero que nadie se llame a engaño” -rememoraba Odette- “porque bajo esa apariencia menuda y frágil latía una guerrera, la más fiera y valiente que hayamos conocido nunca. Tu voz era suave, tu trato gentil; pero cuando abrías la boca para afirmar, para preguntar, para denunciar, para aclarar y advertir, había que ponerse el cinturón de seguridad. Porque sin pedir permiso, ni previo aviso, se abría paso la samurái, empeñada en librar la batalla, todas las batallas, la tuya y las de los otros, hasta el final, hasta la muerte, si era necesario.”.



Estos y otros testimonios, como los de sus colegas María Olivia Mönckeberg, Faride Zerán, José Miguel Vargas, Susana Kuncar, María Inés Bussi, me he tomado la libertad de acuñarlos para entregarlos en el Senado. Y quiero hacerlo por cuanto contribuyen a que podamos conocer más a esta inolvidable y versátil figura contemporánea.



En este marco, permítanme señalar, con toda humildad, que en lo personal jamás dejaré de agradecer que Patricia Verdugo se haya empeñado en editar un libro -el último que escribió- al cual dedicó horas y horas de labor y que salió a la luz en el primer semestre de 2005, destinado a destacar las políticas públicas que hemos estado impulsando desde la perspectiva del liderazgo femenino, uno de sus temas predilectos.



Ello fue posible -y tengo el honor de decirlo- luego de muchos y muchos diálogos. Y me honro de haber trabajado con ella en esas horas de conversación, para que finalmente se publicara la obra que, generosamente, tituló: “Alvear, revelaciones de una mujer de Estado”.



Concluyo señalando que la imagen imborrable de Patricia Verdugo Aguirre, con su cabello completamente blanco y su sonrisa llena de esperanza en el futuro de su patria, será siempre un aliciente para trabajar de verdad y sin vacilaciones a favor de las familias chilenas y para que en el “Nunca más” que hemos querido que se instale en nuestro país como una realidad se tenga siempre presente a esa gran mujer, que fue la valiente capaz de decir: “Trabajemos”, de modo que jamás volvamos a vivir los dolores de aquellos años duros de nuestra patria.



¡Patricia Verdugo, querida amiga, descansa en paz!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala).

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, en representación de la bancada del Partido Socialista y como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, me corresponde rendir un sentido homenaje a una de las más valientes y mejores mujeres de nuestro país. Me refiero a Patricia Verdugo, quien falleció hace algunas semanas después de una larga y penosa enfermedad.



Ella sufrió y fue víctima de los horrores de la dictadura de Pinochet, ya que en 1975 su padre, Sergio Verdugo, militante democratacristiano y presidente de la Sociedad Constructora de Establecimientos Educacionales, murió asesinado debido a las torturas que le aplicaron agentes de la Dirección de Inteligencia de Carabineros, quienes fueron a tirar posteriormente su cuerpo al río Mapocho para intentar esconder su crimen.



Esa dolorosa pérdida solo vino a reafirmar el compromiso de Patricia con los perseguidos, el que se había manifestado desde el mismo 11 de septiembre de 1973. En efecto, no se dejó amedrentar, sino que, muy por el contrario, se transformó en una luchadora inclaudicable por los derechos humanos y el respeto a la vida.



Quienes tuvimos la suerte de conocerla y compartir con ella en los momentos más difíciles de nuestra historia reciente pudimos comprobar, no solo su enorme humanidad, sino también su gran valentía.



A pesar de las continuas amenazas, de los seguimientos por parte de la DINA y la CNI, nunca dejó de denunciar los excesos que cometían los agentes del Estado.



Desde casi el mismo 11 de septiembre de 1973, a través de su participación en la revista Ercilla, buscará la forma de hacer llegar la verdad a la gente.



Como la misma Patricia señaló, había que vulnerar la censura, había que hallar la manera de que personas con un profundo compromiso democrático pudieran expresar parte de sus ideas. Fue así como logró entrevistar a Tucapel Jiménez, quien, aunque no estaba proscrito, se encontraba marginado de poder opinar. De esa forma, desde los albores del régimen militar, sus escritos se transformaron en la voz de los que no tenían voz.



Sus experiencias mientras trabajaba en la revista Hoy, y muy especialmente su contacto con los familiares de los detenidos desaparecidos del Gobierno militar, la llevarán a escribir en 1979 su primer libro, de una enorme trascendencia: “Detenidos desaparecidos: Una herida abierta”. Y lo digo porque a través de sus páginas denunció numerosos casos.



Fue justamente a través de esa obra que los “presuntos” detenidos desaparecidos, como señalaban en aquella época la prensa y otros medios de comunicación del Gobierno militar, pasaron a ser efectivos y a convertirse en una realidad que nunca más alguien pudo desconocer.



De la misma forma, su libro “Los zarpazos del puma”, no obstante estar prohibido, fue uno de los más leídos en la historia editorial de nuestro país -así lo indican todas las estadísticas-, por cuanto fue la primera en denunciar los excesos de la “Caravana de la Muerte”, situación que los tribunales de justicia tardaron años en reconocer.



No es posible ignorar que sus libros y artículos en las revistas Ercilla, Hoy y Apsi sirvieron para que generaciones de chilenos tomaran conciencia de las violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el régimen militar.



Cuando muchos callaban, Patricia alzó su voz con fuerza y decisión. Dijo las cosas por su nombre, como aquí se ha expresado. Como ella misma contó, lloró un largo tiempo cuando la Corte Suprema absolvió a Pinochet de los crímenes cometidos por la “Caravana de la Muerte”. Pero después, como siempre, juntó fuerzas para seguir adelante.



Señor Presidente, Chile ha perdido a una de sus mejores mujeres, a una de esas personas que son imprescindibles. Mas su legado seguirá vivo a través de sus libros, que son un relato fiel y vivo de nuestra trágica historia reciente.


En nombre de los Senadores del Partido Socialista de Chile, te digo: “Gracias, Patricia, por tu coraje. Sin lugar a dudas, tu compromiso de vida fue un aliciente para muchos de nosotros”.



Querida Patricia, los chilenos nunca podremos saber cuántos te deben la vida, ya que tus libros y denuncias sirvieron para acorralar al Régimen militar e inhibir sus acciones represivas.



Querida Patricia, quienes han hecho de la causa de los derechos humanos una opción de vida nunca te olvidarán, ya que tu ejemplo estará presente permanentemente en nuestras luchas y en nuestros corazones.



Hasta siempre, querida camarada y compañera.



--(Aplausos en la Sala).

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, los Senadores del Partido Radical también adherimos a este merecido homenaje.



Si hubiere que definir a Patricia Verdugo en dos palabras, yo diría que se trató de una luchadora inclaudicable.



Ella fue la primera que hizo justicia a las víctimas de la Caravana de la Muerte. A través de un libro que ha de figurar en los ránquines nacionales como el más leído, el más divulgado y el más solicitado, desnudó a todos los criminales y los puso en la memoria colectiva de Chile con nombres y apellidos.



Mucho tiempo después -¡demasiado!, diría yo-, los tribunales realizaron su trabajo, lentamente, como acostumbran hacerlo.



Patricia Verdugo utilizó su pluma de manera magistral. Fue la única arma que no incautaron los esbirros de la DINA y de la CNI. No pudieron ahogar la expresión de su lucha, su afán por hacer del dolor de tantos chilenos un elemento de combate respecto de la tan ansiada libertad.



Una mujer que sufrió la muerte tan horrenda de su padre podría haber anidado un odio incontenible. Sin embargo, lo que la movió fue el amor a la libertad, a la justicia, a las víctimas, a todos los que cayeron en la lucha contra la dictadura.



Cuando se escriba la historia de esos años, el nombre de Patricia Verdugo figurará entre los más señeros. Hizo un aporte invaluable a la lucha que emprendió todo el pueblo chileno. Su pluma -insisto- nos aportó luces en el momento de mayor oscuridad y también nos estimuló a seguir adelante, a no claudicar jamás.



Por eso, esta tarde, en que el Senado de la República se hace eco del sentimiento que suscita Patricia Verdugo, le decimos: “¡Hasta siempre!”.



--(Aplausos en la Sala).

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Ha concluido el homenaje.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor FREI:



A la señora Ministra de Salud, remitiéndole nota del señor Alcalde de Lago Ranco atinente a REPOSTULACIÓN PARA IMPLEMENTACIÓN DE CENTRO COMUNITARIO DE SALUD FAMILIAR EN RIÑINAHUE (Décima Región).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Agricultura, solicitándoles EVALUACIÓN DE CONDICIÓN DE EMERGENCIA DE UNDÉCIMA REGIÓN PARA RESGUARDO DE PRODUCCIONES AGRÍCOLA Y GANADERA. A los señores Ministro de Obras Públicas y Director Nacional de Vialidad, requiriéndoles efectuar DECLARACIÓN DE CAMINO PÚBLICO A FRANJAS FISCALES EN MELIMOYU PARA SU HABILITACIÓN Y POSTERIOR MANTENCIÓN. A la señora Ministra de Agricultura, pidiéndole información acerca de MEDIOS DISPONIBLES POR PARTE DE CONAF PARA PREVENCIÓN Y COMBATE DE INCENDIOS FORESTALES, y en cuanto a OCUPACIÓN DE RECURSOS PROPIOS Y CONTRATADOS. A los señores Subsecretario de Pesca y Director Nacional de Pesca, dándoles a conocer SITUACIÓN DE PESCADORES ARTESANALES DE PUERTO MELINKA DERIVADA DE COBRO ANTICIPADO DE PATENTE.


Del señor PÉREZ VARELA:



Al Ministerio de Obras Públicas, a fin de que entregue información sobre FECHA DE EJECUCIÓN Y SITUACION ACTUAL DE PROYECTO DE EMBALSE AGUAS “PUNILLA”, EN RÍO ÑUBLE (Octava Región).



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole INSTALACIÓN DE MALLA MEDIANERA EN RUTA 5 NORTE, ALTURA VIVEROS HIJUELAS, e INFORMACIÓN DE FECHA DE REPAVIMENTACIÓN DE TRONCAL LA CALERA-LA CRUZ-QUILLOTA. A la señora Ministra de Salud, requiriéndole AUTORIZACIÓN PARA ATENCIÓN DE PACIENTES AUGE EN CLÍNICA RENAL DE VILLA ALEMANA, y al señor Ministro de Minería, solicitándole información sobre SISTEMA DE TARIFADO PARA PEQUEÑOS PRODUCTORES MINEROS, FIJACIÓN DE TONELAJE Y MEDICIÓN DE CALIDAD DE MUESTRAS MINERAS, y requiriéndole REPOSICIÓN DE SEREMÍA EN CABILDO Y REVISIÓN DE OFICINA DE SERNAGEOMIN EN QUILPUÉ (Quinta Región).

)----------(
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

INCIDENTE FRONTERIZO ENTRE COLOMBIA Y ECUADOR

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, hace algunos días, las Fuerzas Armadas y policiales colombianas desarrollaron un operativo tendiente a enfrentar el accionar guerrillero de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en una zona limítrofe con la República del Ecuador y a eliminar al segundo hombre de esa organización terrorista, conocido por su seudónimo de “Raúl Reyes”.



Como es costumbre, los grupos guerrilleros establecen sus campamentos próximos a la frontera de algún país vecino, no siendo extraño que cuenten con una suerte de santuarios, es decir, de minicampamentos en territorio de dicha nación, para eludir a las fuerzas regulares encargadas de enfrentar el accionar subversivo.



En ese escenario se dio la confrontación en comento. 



Habiéndose detectado la presencia de Raúl Reyes un poco al sur del río Putumayo, las tropas colombianas desarrollaron un bombardeo que dejó herido al jefe terrorista; y, luego de su traslado, lo enfrentaron con una acción terrestre, en la cual fue dado de baja.



Es indiscutible que esa operación militar efectuada en territorio de un país amigo viola la soberanía de este y, por tanto, genera las condiciones para que la reacción del ofendido pueda escalar hasta llegar a una crisis cuyo desenlace resulta difícil prever.



Por ello, los otros miembros de la comunidad internacional latinoamericana, en este caso, más que emitir declaraciones condenatorias, debieran orientarse a intermediar para encontrar una solución pacífica a la controversia originada.



Con tal finalidad, se hace imprescindible tratar de formarse una visión equilibrada del problema planteado, una visión que debiera partir de la base de que Colombia cuenta con un Gobierno democrático, legítimamente elegido y respaldado en forma mayoritaria en su labor para combatir el flagelo de la actividad guerrillera, que no trepida en perpetrar todo tipo de actos terroristas, secuestros de personas y operaciones en connivencia con el narcotráfico.



En consecuencia, terrorismo, secuestro de personas, mantención de rehenes y narcotráfico son aspectos que, más allá de su actividad guerrillera, que atenta contra la estabilidad de una auténtica democracia, deslegitiman a las FARC, haciéndolas merecedoras del repudio y la sanción internacionales.



Desde este punto de vista, si bien es objetable que la operación  militar haya afectado territorio ecuatoriano, también lo es que Ecuador, a sabiendas de la actividad guerrillera limítrofe de las FARC que estaba afectando sus espacios soberanos, no haya tomado los resguardos necesarios para evitar que el accionar terrorista se asentara en su territorio. Si así lo hubiera hecho, tendría mucho más fuerza su actual reacción.



Lo que escapa a cualquier consideración seria y lógica es la destemplada reacción del Presidente venezolano, quien, aunque nos tiene acostumbrados a sus exabruptos e intervencionismos grotescos, en esta oportunidad sobrepasó todos los límites al romper relaciones con Colombia, cerrar las fronteras y movilizar un contingente importante de sus tropas. ¿Por qué? ¿Porque en la operación murió el segundo jefe de las FARC, Raúl Reyes? ¿Porque algún territorio o ciudadano venezolano se ha visto afectado por esta acción?



La verdad es que tratar de entender la actuación del actual gobernante bolivariano entra más bien en los espacios de la medicina que en los del análisis político. De modo que el haber hecho referencia a él solo tiene el propósito de destacarlo como un factor a considerar cuando se pretenda encontrar caminos de solución al conflicto.



Afortunadamente, el accionar de nuestra Cancillería en el sentido de acoplarse a la posición brasileña de ofrecerse para buscar una salida al conflicto viene a compensar en parte la poco afortunada intervención radial de nuestra Primera Mandataria, donde dejó ver una primera reacción personal únicamente contra el proceder colombiano, sin considerar -como he tratado de exponer en este sucinto análisis- las complejidades de la situación y la dualidad de nuestra Izquierda política frente al accionar guerrillero y terrorista de sus simpatías.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Los Comités Renovación Nacional e Independientes no harán uso de sus respectivos tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

IRREGULARIDAD DE EMPRESA TRANSBORDADORA EN 

CARRETERA AUSTRAL. OFICIO

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas para que regularice una situación que me tocó vivir este verano en la carretera austral y que, a mi juicio, contraviene completamente el significado que debe tener esa vía de uso público, que hemos construido con tanto esfuerzo.



Como se sabe, dicha carretera nace en la provincia de Puerto Montt y comprende un tramo donde es indispensable efectuar transbordo marítimo; o sea, una parte del trayecto no va por tierra.



Dicha función la cumple una empresa que cuenta con subsidio estatal. Sin embargo, está ignorando en forma grave un elemento central que existe en otros caminos nacionales de uso público donde se realiza algún tipo de transbordo: la disponibilidad para ofrecer este servicio de manera permanente.


 
Dicha empresa ha privatizado un bien público. Hoy día se exige hacer reservas de cupos para los transbordadores y pagar por adelantado, ya sea de forma directa, en las pocas oficinas disponibles en la Región, o por medios electrónicos. Por lo tanto, este servicio, que debería ser público, se encuentra operando como lo haría una empresa de turismo particular.



Eso es inaceptable y le resta a esa carretera la calidad de pública.



A mi juicio, tal situación es irregular tratándose de un servicio que, además, es objeto de subsidio estatal.



En consecuencia, junto con protestar por el problema expuesto, que sin duda acentúa las condiciones de aislamiento en que históricamente ha vivido Aisén y limita el efecto beneficioso que genera el tremendo esfuerzo nacional que implicó construir la referida carretera, que además posee un potencial turístico extraordinario, pido que se oficie al Ministro de Obras Públicas para que se haga cargo de la situación y la resuelva en el plazo más breve posible. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

EFECTOS DE CONFLICTO COLOMBIANO-ECUATORIANO EN RELACIONES LATINOAMERICANAS



Con respecto a la opinión que hemos escuchado en cuanto a la situación de Colombia y, en particular, al bombardeo de territorio ecuatoriano, va a existir necesariamente una reflexión mucho más profunda en materia de evaluación de los procesos de integración de Latinoamérica. 



Lo que se ha vivido puede ser el inicio de una nueva dimensión de las relaciones en América Latina.



El principio del ataque sobre la base de la preeminencia de la extraterritorialidad quedó claro cuando Estados Unidos invadió y atacó a Irak, lo cual fue rechazado por Naciones Unidas. Creo que la consecuencia de la aplicación de ese principio por Colombia, que tiene una estrecha relación política y económica con el país del Norte, integrado a América Latina -en este caso con Ecuador-, es un precedente extraordinariamente peligroso para la paz, para la seguridad nacional y para las sanas relaciones de la región.



La prensa nacional ha respondido de manera casi caricaturesca.



“El Mercurio”, en su edición del lunes último, con la foto de Correa, dice “El Reclamo”; con la de Chávez, “El Ataque”, y con la de Uribe, “La Actitud”.


|
¡Si el que atacó fue Colombia! ¡Si quien ordenó el bombardeo fue el Presidente Uribe!



Sin embargo, la prensa nacional coloca en primera plana la foto del Presidente Chávez, y abajo, el titular “El Ataque”. 



La deformación de la noticia y la censura de que ha sido objeto ese grave hecho no han dejado ver lo que el Presidente Rafael Correa, quien visitará Chile en los próximos días, ha sostenido en forma reiterada y firme.



Raúl Reyes se encontraba en un proceso de negociación para la liberación de doce rehenes, en el que participaban los Gobiernos de Venezuela y Ecuador. Y Raúl Reyes, como lo afirmó el Ministro de Relaciones Exteriores de Francia, era el pilar fundamental para llevar adelante la negociación.



Esa circunstancia, determinante a la hora de saber, concluir, proyectar el porqué del ataque, es clave. 



Señor Presidente, anoche, mientras estaba viendo un canal de televisión a la hora en que el Presidente Correa daba esa explicación, caía una cortina y se cortaba la transmisión. Yo llamé a la estación televisiva para preguntar si existía un problema técnico que impedía dejar en el aire al Mandatario ecuatoriano. ¡No hubo respuesta!



Por consiguiente, sostengo que la posición de Chile me parece adecuada. La Presidenta y el país deben respaldar al Gobierno de Ecuador y rechazar toda agresión, como asimismo todo acto de violencia terrorista contra las personas.



Ese caso no puede ser un precedente para que América Latina acepte la extraterritorialidad como una política de agresión, cualesquiera que sean los motivos.

URGENCIA PARA AMPLIACIÓN DE PLANTAS EN 

GENDARMERÍA. OFICIO



Señor Presidente, pido que se oficie al Ministro de Justicia para que informe sobre el proyecto de ampliación de las plantas de Gendarmería.



Desde el año 2003 se viene postergando esa legítima aspiración de los funcionarios de ese Servicio, quienes laboran en turnos de hasta 15 días continuos.



El déficit es impresionante: en Puerto Montt llega a 100 funcionarios; en el Centro de Justicia situado al lado de las cárceles del Grupo III, a 380, en fin. En total, en el país faltan cinco mil plazas.



Por lo tanto, el régimen de trabajo a que se somete al personal es intenso.



Los grados económicos a que se hallan sujetos son precarios.



¡La situación de Gendarmería es explosiva, señor Presidente! Lo he dicho dos, tres, cuatro veces.



Lo señalo por quinta vez en esta Sala: ¡la realidad de Gendarmería y la política penitenciaria en Chile son explosivas! En cualquier minuto vamos a tener un grave problema no solo por las cárceles concesionadas -han sido un fracaso y costarán centenares de millones de dólares al país, y particularmente al Ministerio de Obras Públicas-, sino también por la situación de sus funcionarios.



Ahí están trabajando la ADIPGEN, la ANFUP y la ANOP, que agrupan a 12 mil funcionarios, en una tarea de diálogo constructivo.



¡Todavía no tenemos respuesta, señor Presidente!



En consecuencia, pido al Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado, que precise cuándo va a ingresar al Parlamento el proyecto de ampliación y reactualización de plantas en Gendarmería, y cuándo podremos contar con una política funcionaria que permita dar condiciones de mayor dignidad al personal.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PROBLEMA AMBIENTAL POR EXPLOTACIÓN DE CANTERA EN SECTOR DE RÍO ANDALIÉN Y VALLE NONGUÉN. OFICIOS



En otro ámbito, solicito que se oficie a Sernageomin, a la Ilustre Municipalidad de Concepción, a la CONAMA de la Octava Región, al Gobierno Regional del Biobío y al Ministerio de Obras Públicas para darles a conocer la gravísima situación que afecta a los vecinos del río Andalién y de toda la zona del valle Nonguén.



Se ha autorizado la extracción de material de cantera en un sector aledaño al lugar donde el Gobierno ha invertido más de 8 mil millones de pesos, hasta llegar a una inversión total aproximada de 20 mil millones, para posibilitar la evacuación adecuada del río Andalién, del estero Nonguén y de todos los afluentes cercanos. Al autorizarse esta extracción de cantera, en particular rocas, se ha dañado gravemente la calidad de vida de la gente. El agua lleva mucho limo, lo que está inhabilitando y volviendo a cero toda la obra que ha hecho el Gobierno.



Solicito que la CONAMA exija un estudio de impacto ambiental y nos dé cuenta de qué organismos han autorizado tal extracción. Los vecinos han reclamado de manera sostenida y airada, y se encuentran a punto de iniciar acciones de movilización. Creo que una vez más se está obligando a las personas a tener que movilizarse a fin de defender sus derechos y su calidad de vida.



También deseo que se oficie a la Dirección de Obras Hidráulicas respecto de la extracción de 2,5 millones de metros cúbicos de material  entre el sector Las Princesas y el puente Las Ballenas. Queremos saber adónde van a ir a parar. Porque, si se ha sacado material del río a objeto de dar mayor rapidez a la evacuación de las aguas, es necesario conocer el destino de esos desechos, de manera que se pueda cumplir con la ley sin provocar nuevos y mayores daños.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PARTICIPACIÓN DE CONSEJEROS DE LA CONADI EN PROCESO DE APROBACIÓN DE CONVENIO Nº 169 DE LA OIT. OFICIO



Por último, señor Presidente, pido que se oficie a la CONADI para que nos informe de manera detallada acerca del rol que ella ha desempeñado particularmente durante el debate en el Congreso del Convenio Nº 169. 



Pregunto, de modo puntual, si los consejeros nacionales indígenas se encontraban debidamente enterados respecto del proceso llevado adelante por el Gobierno para el despacho de dicho instrumento internacional. Interesa saber cuándo se les informó, en qué fechas, en qué condiciones y cuál ha sido el papel cumplido por dicho Consejo en esta materia.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Los Comités Demócrata Cristiano y Mixto no intervendrán.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:56.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A n e x o s
SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 355
ACTAS APROBADAS
SESION 85ª, ORDINARIA, EN MARTES 22 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.



Asisten Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Hugo Lavados Montes y la señoras Ministras de Educación, doña Yasna Provoste Campillay y Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, doña Paulina Urrutia Fernández.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones octogésima segunda, ordinaria, octogésima tercera, especial, ambas de 15 de enero de 2008 y octogésima cuarta, ordinaria, de 16 de enero del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

______________

CUENTA

Mensajes



Siete de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, retira la urgencia que había hecho presente respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (Boletín N° 5.128-10).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (Boletín Nº 4.361-11).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (Boletín Nº 4.977-08).



-- Se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la “Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas” (Boletín N° 5.500-10).



Con el último, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” (Boletines números 5.695-06 y 5.689-06, refundidos).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

Oficios



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.022, y otros cuerpos legales con el objeto de reforzar la judicatura laboral (Boletín N° 5.316-07).



2.- Proyecto de ley que perfecciona el sistema previsional (Boletín N° 4.742-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.420, que establece incentivos para el desarrollo económico de las provincias de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.648-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el siguiente, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo sobre reconocimiento mutuo de licencias de conductor entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Corea, suscrito en Seúl, el 3 de mayo de 2007 (Boletín N° 5.452-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el quinto, comunica que ha aprobado el proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el siguiente, informa que ha aprobado el proyecto de ley que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.361-11), con las enmiendas que indica.



-- Queda para tabla.

Con el último, solicita el acuerdo del Senado para desarchivar el proyecto de ley que modifica la ley N° 12.265, que dispone vender en pública subasta las cosas corporales muebles puestas a disposición de los juzgados del crimen y que no hayan caído en comiso, en la forma que indica (Boletín N° 3.634-07).


-- Se accede a lo solicitado, devolviéndose los antecedentes a la Comisión Mixta constituida para estudiar las discrepancias surgidas durante la tramitación de dicha iniciativa.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a eventuales irregularidades ocurridas en la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la protección de los derechos de los trabajadores y al cumplimiento de la Ley de Subcontratación.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a la petición de no otorgar en concesión la administración de rampas y transbordadores del Canal de Chacao, por los motivos que indica.



Con el segundo, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo al proyecto técnico de las nuevas obras que se realizarán en el Puente San Isidro, en la comuna de Quillota.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Horvath, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Espina, García, Girardi, Kuschel, Muñoz Barra, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag, relativo a la Política Energética (Boletín N° S 981-12).


De la señora Ministra Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a las medidas administrativas dictadas en relación con el proyecto de respaldo de red de distribución de gas natural de la zona oriente de la Región Metropolitana.



De la señora Superintendente de Administradora de Fondos de Pensiones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al destino y la protección de las inversiones de los fondos previsionales.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a la obligación que tienen los clubes profesionales de fútbol de contar con un padrón oficial y actualizado de los miembros de sus barras.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre actos de delincuencia ocurridos en la Villa Los Conquistadores, de la comuna de Angol.



Del señor Secretario Regional Ministerial de la Región de Los Ríos, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a los problemas habitacionales que afectan a los vecinos del sector La Dehesa, de la ciudad de Valdivia. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Francisco Javier Frei Ruiz-Tagle (Boletín N° S 1.042-05).



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.977-08).


-- Quedan para tabla.



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a la señora Ministra de Salud que estudie mecanismos que garanticen que los municipios recibirán los recursos necesarios para otorgar una atención de salud primaria digna (Boletín N° S 1.041-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



Del Honorable Senador señor Ominami, mediante la cual inicia un proyecto de reforma constitucional que establece derecho de los trabajadores a elegir el sistema previsional al que deseen acogerse (Boletín N° 5.737-13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Honorable Senador señor Ominami, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales, en materia de inhabilidades para ejercer el cuidado personal de los hijos de padres separados (Boletín N° 5.743-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores Naranjo, Ávila y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que adopte las medidas que permitan que el señor Mauricio Hernández Norambuena cumpla en Chile la pena a la que fue condenado en la República Federativa del Brasil (Boletín N° S 1.043-12).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Comunicación



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, mediante la cual solicita que el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Vásquez, Escalona y Muñoz Barra, que modifica la ley N° 19.253, con el fin de establecer obligaciones a los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces en relación con las tierras indígenas (Boletín N° 5.287-07), sea enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, ya que la mencionada iniciativa regula materias propias de la competencia de esta última Comisión.


--Se accede a lo solicitado. 

Permiso Constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Flores, mediante la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del día 22 de enero del presente año.



-- Se otorga el permiso solicitado.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.814-13).


--Queda para tabla.

_____________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:


1) Considerar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 23 de enero, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea examen único nacional de conocimientos de medicina (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.361-11).


2) Enviar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para un nuevo primer informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06), autorizándola, asimismo, para discutir esta iniciativa en general y en particular a la vez.


3) Poner en Tabla el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).
- - -


A continuación, el señor Presidente señala que el Senado rendirá un homenaje al voluntario del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso, don Gabriel Lara Espinoza, que murió hace unos días en acto de servicio, para lo cual se guardará un minuto de silencio.

- La Sala guarda un minuto de silencio.
_____________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, con informe de 

la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, correspondiente al Boletín Nº 4.234-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Economía, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Orpis y Vásquez, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


El señor Secretario General hace presente que la letra b) del número 2); el número 7) y la letra p) del número 15) del artículo 1° tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 108 y 77 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo previsto en inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Añade que, por su parte, la letra c) del numeral 11) y la letra a) del numeral 15), ambos del artículo 1°, tienen el carácter de normas de quórum calificado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 8°, inciso segundo, de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo previsto en inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


El señor Secretario General señala, finalmente, que la Comisión deja constancia que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados, ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, por Oficio N° 6224, de 20 de junio de 2006.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Vásquez, Ominami y Coloma.


Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 23 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Orpis.


Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del martes 11 de marzo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973:


1) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“El que  ejecute o celebre, individual o colectivamente, cualquier hecho, acto o convención que tenga por objeto o efecto impedir, restringir o entorpecer la libre competencia, o que tienda a producir dichos efectos, será sancionado con las medidas señaladas en el artículo 26 de la presente ley, sin perjuicio de las medidas preventivas, correctivas o prohibitivas que respecto de dichos hechos, actos o convenciones puedan disponerse, de oficio o a petición de parte, en cada caso.”.


b) Modifícase el inciso segundo en los siguientes términos:


b-1. agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “objeto” la expresión “ o efecto”.


b-2. sustitúyese en la letra b) la frase “de una empresa o conjunto de empresas que tengan un controlador común” por los términos  “de un agente económico, o un conjunto de ellos, “.


b-3. agrégase en la letra c), a continuación de la palabra “objeto” los términos “ o efecto”.


2) Modifícase el artículo 6° en los siguientes términos:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“El Tribunal tendrá dos suplentes, un abogado y un licenciado o con post grado en ciencias económicas.”.


b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:


“El Presidente de la República designará al abogado suplente y el Consejo del Banco Central al licenciado o post graduado en ciencias económicas, conforme al procedimiento señalado en la letra b) precedente, para lo cual se podrán considerar las mismas nóminas y concursos previstos para el nombramiento de los titulares.”.


c) Suprímese, en su inciso quinto, la oración “Asimismo, por ese medio, se determinará el orden en que los suplentes reemplazarán a los integrantes titulares.”.


d) Sustitúyese su inciso séptimo por los tres siguientes, que pasan a ser séptimo, octavo y noveno:


“El cargo de integrante titular del Tribunal será de dedicación exclusiva, y, en consecuencia, será incompatible con otra función remunerada, con excepción de los cargos docentes. Será igualmente incompatible para quien haya desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica, en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.


Asimismo, es incompatible el cargo de integrante suplente del Tribunal con la condición de:


a) Administrador, gerente o trabajador dependiente de sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades, como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas.


b) Haber desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.


Las personas que al momento de su nombramiento, salvo en el caso de la letra b) anterior  quienes deberán renunciar un año antes del inicio del concurso público de antecedentes, se encuentren desempeñando alguna de las funciones incompatibles a que se refieren los incisos precedentes, deberán renunciar a ellas.”.


e) Suprímese su inciso final.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “nuevos períodos sucesivos” por los términos “sólo un período sucesivo”.


4) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “dos” por el término “tres”.


5) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- La remuneración mensual de los integrantes titulares del Tribunal será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Fiscal Nacional Económico. Los integrantes suplentes, en su caso, recibirán mensualmente la suma de treinta unidades tributarias mensuales y, además, la suma de diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan en la que no concurra el titular correspondiente, con un máximo de sesenta unidades tributarias mensuales, cualquiera que sea el número de sesiones a las que hayan asistido.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 11:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todo caso, se presume de derecho que el ministro titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, o posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje de la sociedad que les permita participar en la administración de la misma, o elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, y


b) Asesore o preste servicios profesionales, en cualquier clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser cuarto, quinto, sexto  y séptimo, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos séptimo, octavo y noveno del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los integrantes titulares o suplentes, la existencia de relacionales laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, en términos tales que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la frase “ preferentemente por el suplente que corresponda de la misma área profesional” por la oración “por el suplente de su misma área profesional, salvo que esta regla impida al Tribunal sesionar con el quórum mínimo establecido en el artículo 9°”.


7) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:


“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades establecidas en el artículo 6°, los integrantes suplentes del Tribunal no podrán ser administradores, gerentes o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, en toda clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en cualquier causa que esté  conociendo el Tribunal. Tratándose de los ministros suplentes, esta incompatibilidad cesará sólo a partir del cuarto año contado desde que quede ejecutoriada la sentencia dictada por el Tribunal.


Tratándose de un ministro titular que ha cesado en su cargo, la incompatibilidad tendrá una duración de tres años contados desde que ha quedado ejecutoriada la sentencia.


En el mismo plazo señalado en los inciso anteriores, los integrantes suplentes y ex integrantes tampoco podrán percibir remuneración, honorario o regalía de personas naturales o jurídicas que asesoren o presten servicios profesionales a quien haya sido parte en alguna causa que haya conocido el respectivo ministro, sabiendo o debiendo saber de tal vínculo.


La infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes constituirá notable abandono de deberes o, en caso que el integrante del tribunal haya cesado en su cargo, la sanción será de inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años, pudiendo aplicársele además una multa de hasta doscientas unidades tributarias mensuales, sanciones que serán aplicadas por la Corte Suprema a requerimiento de la Fiscalía Nacional Económica.


El requerimiento a que alude el inciso precedente señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y a él se acompañarán  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se fundaren. Si el requerimiento no cumpliere estos requisitos, el pleno, convocado al efecto, lo declarará inadmisible en cuenta, sin más trámite.


Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al inculpado el que deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se estime más expedita.


Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de la causa.


Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte Suprema hasta antes de la vista de la causa.”.


8) Agrégase en el número 2) del artículo 18, a continuación de la palabra “celebrarlos” los términos “o el Fiscal Nacional Económico”.


9) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 20, la frase “requerimiento del Fiscal Nacional Económico” por las siguientes oraciones: “la notificación que realice la Fiscalía Nacional Económica al afectado del inicio de una investigación de acuerdo a la letra a) del artículo 39 y siempre que el requerimiento se presente dentro de los dos años siguientes a la referida notificación,”.


10) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 21, la expresión “quinto” por el término “tercer”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


a) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ejecutoriada”, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente: “En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba, declaraciones de tres testigos por cada parte, salvo que el tribunal, a petición fundada al presentarse la lista de testigos, amplíe dicho número. No regirá respecto de los testigos lo establecido en los artículos 358, 360, número 2, 373, 374, 376, 377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.”.


b) Agrégase, en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “caso”, pasando el punto final a ser coma (,), lo siguiente: “el que podrá efectuar las preguntas que estime convenientes, impedir que las declaraciones y las preguntas de las partes se desvíen hacia aspectos irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las objeciones que le fuesen formuladas.”.


c) Intercálanse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:


“El Tribunal dispondrá el registro de todas las audiencias a que hubiere lugar en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad.


La prueba instrumental podrá presentarse hasta diez días antes de la fecha fijada para la vista de la causa. A solicitud de parte, el Tribunal podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al proceso o confidencialidad incluso respecto de las demás partes, de aquellos instrumentos que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los instrumentos que tengan carácter reservado o confidencial en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo de la letra a) del artículo 39, deberán presentarse siempre en tal carácter por la Fiscalía Nacional Económica, y el Tribunal deberá mantener la reserva o confidencialidad de los mismos.


Sin perjuicio de lo anterior, de oficio o a petición de parte, el Tribunal podrá ordenar a la parte que corresponda, en cualquier etapa del proceso e incluso como medida para mejor resolver, que prepare una versión pública del instrumento para que las otras partes ejerzan su derecho a objetarlo u observarlo. Si la referida versión pública es insuficiente como antecedente válido para fallar la causa, el Tribunal podrá decretar de oficio y por resolución fundada, el término de la reserva o confidencialidad del instrumento, y ordenará ponerlo en conocimiento de las demás partes.”.


12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 26:


a) Reemplázase en la letra c) de su inciso segundo, la expresión “veinte” por el término “treinta” y agrégase, a continuación de la frase “en la realización del mismo”, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,), la siguiente oración: “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39 bis.”.


b) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación del término “conducta”, precedido de una coma (,), las siguientes expresiones: “el daño causado a la libre competencia, la capacidad económica del infractor y la calidad de reincidente del mismo.”.


13) Agrégase en el número 2) del artículo 31, sustituyendo el punto aparte por un punto seguido, el siguiente párrafo: “Los intervinientes en este procedimiento podrán adjuntar nuevos instrumentos hasta diez días hábiles antes de la fecha fijada por el Tribunal para la audiencia pública.”.


14) Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 33 por los siguientes:


“La Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago. Estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal Nacional Económico, que será nombrado por el Presidente de la República mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882. Durará tres años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez. Al término del primer período trienal, el Presidente de la República podrá, previa evaluación de su desempeño, resolver la prórroga de su nombramiento por igual período o bien disponer se inicie el proceso de selección correspondiente.


El Fiscal Nacional Económico cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación;


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República;


c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, y


d) Incapacidad


La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) precedentes será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable del Consejo de Alta Dirección Pública establecido por la ley N° 19.882, adoptado a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, por cuatro de sus cinco miembros.


Al Fiscal Nacional Económico le corresponderá ejercer tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del servicio.


Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el servicio.”.


15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 39:


a) Agréganse en la letra a) los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:


“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico  podrá disponer  de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas  del expediente sean reservadas o confidenciales, siempre que tengan por objeto proteger la identidad de  quienes hayan efectuado declaraciones o aportado antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.


Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias que pudieren revelar las identidades u objeto de protección aludidos precedentemente.


b) Suprímense en la letra b) las expresiones  “que se rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo.”, sustituyendo la coma que las precede por un punto aparte.


c) Agrégase al final de la letra f), sustituyendo el punto y coma (;) por una coma (,), lo siguiente: “como asimismo, a proporcionar los antecedentes que obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico les requiera, aun cuando dichos antecedentes se encuentren calificados como secretos o reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso este último en que se requerirá la autorización previa del Tribunal.


d) Intercálase en la letra l), a continuación de la expresión “entendimiento” y antes de los términos “con agencias”, lo siguiente “con otros servicios públicos y universidades, en materias de cooperación recíproca. Asimismo, celebrar convenios “.


e) Sustitúyese al final de la letra m) la coma (,) y la letra “y” que la sigue, por un punto y coma (;).


f) Intercálanse a continuación de la letra m), las siguientes letras n), ñ), o), p), q) y r), nuevas, pasando la actual n) a ser s):


“n) Realizar estudios sobre la evolución competitiva de los mercados, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g) y h) de este artículo;


ñ) Realizar indagaciones preliminares sobre eventuales infracciones en la ley u operaciones que pudieren restringir la competencia que no impliquen necesariamente el inicio de una investigación, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g), h) y j) de este artículo, todo ello previa notificación al indagado;


o) Formular, una vez iniciada una investigación, recomendaciones a particulares u organismos públicos para que se abstengan de ejecutar un hecho o celebrar un acto o contrato bajo apercibimiento de interponer un requerimiento en su contra;


p) En casos graves y calificados de investigaciones destinadas a acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°, solicitar, mediante petición fundada, autorización al Ministro de la Corte de Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la Policía de Investigaciones, bajo la dirección del funcionario de la Fiscalía Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:


p.1) Entrar a recintos públicos o privados y, si fuere necesario, a allanar y descerrajar;


p.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción;


p.3) Autorizar la interceptación de toda clase de comunicaciones, y


p.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios de comunicaciones, que facilite copias y registros de las comunicaciones transmitidas o recibidas por ella.


El ejercicio de las facultades conferidas en el inciso anterior, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los artículos 205, 207, 208, 210, 212 a 214, 216 a 219 y 221 a 225 del Código Procesal Penal;


q) Suscribir acuerdos extrajudiciales con los agentes económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la libre competencia en los mercados.


El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una sola audiencia, sin forma de juicio, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibidos los antecedentes, durante la cual podrá escuchar alegatos de las partes comparecientes al acuerdo. El Tribunal deberá aprobar o rechazar el acuerdo en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que comparecieron al acuerdo y en su contra sólo procederá el recurso de reposición;


r) Adoptar, previa autorización del Tribunal, medidas preventivas tendientes a incrementar la transparencia en los mercados.


El Tribunal tomará conocimiento de la medida en una sola audiencia, sin forma de juicio, convocada especialmente al efecto, dentro del quinto día hábil de recibidos los antecedentes, durante la cual podrá escuchar alegatos de la Fiscalía y de la parte que lo solicite. El Tribunal deberá aprobar o rechazar la medida en un plazo máximo de quince días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para los agentes económicos referidos en ellas y en su contra sólo procederá el recurso de reposición;”.


16) Agrégase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:


“Artículo 39 bis.- El que ejecute una conducta prevista en la letra a) del artículo 3° podrá acceder a una reducción o exención de la multa cuando aporte a la Fiscalía Nacional Económica antecedentes que conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los responsables.


Para acceder a uno de esto beneficios, el ejecutor de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:


1.- Proporcionar antecedentes precisos, veraces y comprobables que representen un aporte efectivo a la constitución de elementos de prueba suficientes para fundar un requerimiento ante el Tribunal;


2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios hasta que la Fiscalía  haya formulado el requerimiento u ordene archivar los antecedentes de la solicitud, y


3.- Poner fin a su participación en la conducta inmediatamente después de presentar su solicitud, salvo que la Fiscalía decidiera que su participación es indispensable para preservar la eficacia de la investigación.


Para acceder a la exención de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso anterior, el ejecutor de la conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía, dentro del grupo de responsables de la conducta imputada.


Para acceder a una reducción de la multa, además de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, el ejecutor de la conducta deberá aportar antecedentes adicionales a los presentados por quien primero acompañó antecedentes a la Fiscalía en virtud de este artículo. En todo caso, la rebaja de la multa que solicite el Fiscal en su requerimiento, no podrá ser superior al 50%  de la mayor multa solicitada para los demás ejecutores de la conducta que no pueden acogerse a los beneficios de este artículo.


En su requerimiento el Fiscal individualizará a cada ejecutor de la conducta que cumplió los requisitos para acceder al beneficio de exención o reducción de la multa. Si el Tribunal diere por acreditada la conducta, no podrá aplicar multa a quien haya sido individualizado como acreedor de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como acreedor de una reducción de la misma.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en la ley N° 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo:


1) Suprímese el inciso segundo del artículo 37.


2) Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social, deberá ser informado a la Fiscalía Nacional Económica, dentro de treinta días de ejecutado.


Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar, previo a su perfeccionamiento, con informe de la Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.  De no evacuarse el informe dentro del referido plazo,  se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la Fiscalía.”.


3) Derógase el artículo 43.


Artículo primero transitorio.- Esta ley entrará en vigencia transcurridos noventa días desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones incorporadas a los artículos 9°, 10, 26 y 30, y el artículo 39 bis, nuevo, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley N° 20.088, las cuales regirán desde la publicación de esta ley.


Artículo segundo transitorio.- Los integrantes suplentes del Tribunal que a la entrada en vigencia de esta ley se encuentren ejerciendo el cargo, se mantendrán en él hasta el día que venza su período de acuerdo al decreto de nombramiento y no se les aplicará el régimen de remuneraciones que incorpora esta ley, hasta que se reduzca el número de suplentes en conformidad al inciso siguiente.


La designación de dos integrantes suplentes en conformidad a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, y sus modificaciones introducidas por la ley N° 20.088, con las modificaciones establecidas en el número 2) del artículo 1° de esta ley, sólo se efectuará con ocasión de la renovación que corresponda a los que expiren en sus funciones el año 2012.


Artículo tercero transitorio.- La modificación introducida por el número 3) del artículo 1° de esta ley, será aplicable a los integrantes titulares que se designen a partir de la renovación parcial que se produzca con posterioridad a la publicación de esta ley.


Artículo cuarto transitorio.- Las nuevas modalidades de nombramiento y remoción del Fiscal Nacional Económico que establece esta ley, se aplicarán a partir de la fecha en que quede vacante el referido empleo.


Artículo quinto transitorio.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para dicho año.”.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología y de Economía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Economía, correspondiente al Boletín Nº 5.012-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió la iniciativa sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del  artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General agrega que la Comisión de Economía hizo lo propio y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Orpis y Vásquez, en lo mismos términos en que lo despachó la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Asimismo, señala que ambas Comisiones informantes dejan constancia que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, la que emitió su opinión por Oficio N° 339, de 17 de octubre de 2007.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el inciso penúltimo del artículo 71 N, el inciso primero del artículo 85 Q y los incisos primero, segundo, tercero y undécimo del artículo 100 bis, contenidos en los números 6), 9) y 12), respectivamente, del artículo 1°, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Chadwick, a la señora Ministra Presidenta del Consejo de la Cultura y las Artes, a los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier, Cantero, Núñez y Navarro y a la señora Ministra de Educación.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por 24 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Luego, el señor Presidente, a sugerencia del Honorable Senador señor Núñez, propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 17 de marzo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.336:


1) Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a) Insértase en el literal u) del artículo 5º la frase “permanente o provisional” entre los vocablos “fijación” y “de” y reemplázase la letra “y”, por la letra “o”.


b) Agrégase el siguiente literal y):


“y) Prestador de Servicio significa, para los efectos de lo dispuesto en el Capitulo III del Titulo III de esta ley, una empresa proveedora de transmisión, enrutamiento o conexiones para comunicaciones digitales en línea, sin modificación de su contenido, entre puntos especificados por el usuario del material que selecciona, o una empresa proveedora u operadora de instalaciones de servicios en línea o de acceso a redes.”.


2) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 8º, por el siguiente:


“Respecto de los programas computacionales producidos por encargo de un tercero, se reputarán cedidos a éste los derechos de su autor, salvo estipulación escrita en contrario.”.


3) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo del artículo 10, por el siguiente:


“La protección otorgada por esta ley dura por toda la vida del autor y se extiende hasta por 70 años más, contados desde la fecha de su fallecimiento.”.


4) Deróganse los actuales Párrafo III (artículos 38 a 45 bis) y IV (artículos 46 a 47) del Capítulo V del Título I.


5) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 65:


“Cuando sea necesaria la autorización del autor de una obra incorporada a un fonograma y la autorización del artista, intérprete o ejecutante y del productor del fonograma, éstas deberán concurrir sin que unas excluyan a las otras.”.


6) Intercálase, como nuevo Título III, el siguiente, pasando el actual Título III a ser Título IV:

“Título III

Limitaciones y excepciones al Derecho de Autor y a los Derechos Conexos


Artículo 71 A. Cuando sea procedente, las limitaciones y excepciones establecidas en este Título se aplicarán tanto a los derechos de autor como a los derechos conexos.


Artículo 71 B. Es lícita la inclusión en una obra, sin remunerar ni obtener autorización del titular, de fragmentos de obra protegida, que haya sido lícitamente divulgadas, y su inclusión se realice a título de cita o con fines de crítica, ilustración, enseñanza e investigación, siempre que se mencione su fuente, título y autor.


Artículo 71 C. Es lícita, sin remunerar ni obtener autorización del titular, la reproducción, adaptación, distribución, comunicación al público y puesta a disposición, que se realice sin interés comercial, de una obra lícitamente publicada a fin de garantizar el acceso por parte de discapacitados visuales, auditivos o de otra clase que, sin formatos especiales, no podrían acceder a la obra.


Los ejemplares o copias obtenidas en ejercicio de esta facultad tendrán por única finalidad su utilización por personas discapacitadas, no pudiendo ser cedidas ni distribuidas a terceros con fines comerciales. En estos ejemplares se señalará expresamente la circunstancia de ser realizados bajo la excepción de este articulo e indicando la restricción de su distribución y puesta a disposición a personas que tengan la respectiva discapacidad. 


Artículo 71 D. Las lecciones dictadas en instituciones de educación superior, colegios y escuelas, podrán ser anotadas o recogidas en cualquier forma por aquellos a quienes van dirigidas, pero no podrán ser publicadas, total o parcialmente, sin autorización de sus autores.


En el caso de las conferencias y discursos, éstos podrán ser publicados con fines de información, pero no en colección separada, completa o parcial, sin autorización del autor. 


Artículo 71 E. En los establecimientos comerciales en que se expongan y vendan instrumentos musicales, aparatos de radio o televisión o cualquier equipo que permita la reproducción de obras, éstas podrán utilizarse libremente y sin pago de remuneración, con el exclusivo objeto de efectuar demostraciones a la clientela, siempre que éstas se realicen dentro del propio local o de la sección del establecimiento destinada a este objeto y en condiciones que eviten su difusión al exterior.


Artículo 71 F. La reproducción de obras de arquitectura por medio de la fotografía, el cine, la televisión y cualquier otro procedimiento análogo, así como la publicación de las correspondientes fotografías en diarios, revistas y textos escolares, es libre y no está sujeta a remuneración.


Asimismo, la reproducción mediante la fotografía, el dibujo o cualquier otro procedimiento, de monumentos, estatuas y, en general, las obras artísticas que adornan plazas, avenidas y lugares públicos, es libre y no está sujeta a remuneración, siendo lícita la publicación y venta de las reproducciones.


Artículo 71 G. En las obras de arquitectura, el autor no podrá impedir la introducción de modificaciones que el propietario decida realizar, pero podrá oponerse a la mención de su nombre como autor del proyecto.


Artículo 71 H. No serán aplicables a las películas y fotografías publicitarias o propagandísticas las reglas que establece el artículo 30.


Asimismo, lo dispuesto en el artículo 37 bis no será aplicable a los programas computacionales, cuando éstos no sean el objeto esencial del arrendamiento.


Artículo 71 I. Las bibliotecas y archivos que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, reproducir una obra, en los siguientes casos:


a) Cuando el ejemplar se encuentre en su colección permanente y ello sea necesario a los efectos de preservar dicho ejemplar y/o sustituirlo en caso de pérdida o deterioro, hasta un máximo de 3 copias simultáneas. 


b) Para sustituir un ejemplar de otra biblioteca o archivo que se haya extraviado, destruido o inutilizado y no esté disponible la obra en el mercado.


c) Para incorporar un ejemplar a su colección cuando éste no se encuentre disponible en el mercado en los últimos 5 años.


Artículo 71 J. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar copias de fragmentos de obras que se encuentren en sus colecciones, a solicitud de un usuario de la biblioteca o archivo exclusivamente para su uso personal.


Artículo 71 K. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la reproducción, comunicación o puesta a disposición por medios digitales de obras de su colección para ser consultadas simultáneamente hasta por un número razonable de usuarios en los términos que señale el reglamento, sólo en terminales de uso local de la respectiva institución.


Artículo 71 L. Las bibliotecas y archivos abiertos al público y que no tengan fines de lucro podrán, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización, efectuar la traducción de obras originalmente escritas en idioma extranjero y legítimamente adquiridas, cuando al cumplirse un plazo de tres años contados desde la primera publicación, o de un año en caso de publicaciones periódicas, en Chile no haya sido publicadas su traducción al castellano por el titular del derecho.


La traducción deberá ser realizada a solicitud de un usuario y exclusivamente para uso personal, o para investigación o estudio por parte de los usuarios de dichas bibliotecas o archivos. 


Artículo 71 M. Las bibliotecas de instituciones educacionales o que sirvan a dichas instituciones, podrán, sin autorización ni pago de remuneración, reproducir, comunicar y/o poner a disposición por cualquier medio las reproducciones de obras cortas, artículos de publicaciones periódicas y partes razonables de obras extensas, para uso exclusivo de los alumnos, investigadores y docentes de dichas instituciones, conforme lo solicite el docente encargado de los respectivos cursos, siempre que dicha utilización de la obra se efectúe sin interés comercial y cumpliendo los demás requisitos que determine el reglamento.


Artículo 71 N. Será lícita, sin la autorización del titular de los derechos de autor y conexos ni remuneración, la inclusión en una obra para fines educacionales, en el marco de la educación formal o autorizada por el Ministerio de Educación, de obras cortas, como poemas, artículos, ensayos o cuentos cortos. Deberá mencionarse en cada caso la fuente, el título y autor de la obra incluida.


Al amparo de esta excepción no se incluirán más de dos obras del mismo autor, y dicha obra no representará más del 7% del contenido de la nueva obra educacional.


En los casos en que la obra educacional sea total o parcialmente distribuida comercialmente al público, el editor deberá pagar a los titulares de derechos de las materias sujetas a derechos de autor o conexos utilizadas, una remuneración equitativa por dicha utilización en los ejemplares que sean distribuidos comercialmente al público.


Dicha remuneración también se devengará en los casos que se exceda el uso permitido en los incisos primero y segundo de este artículo. 


A falta de acuerdo por las partes, dicha remuneración será fijada por el tribunal civil del domicilio del solicitante, en procedimiento breve y sumario, quien fallará conforme a la equidad.


Lo dispuesto en los incisos anteriores, es sin perjuicio de lo señalado en el artículo 71 B. 


Artículo 71 Ñ. No se considera comunicación ni ejecución pública de la obra, inclusive tratándose de fonogramas, su utilización dentro del núcleo familiar, en establecimientos educacionales, de beneficencia, bibliotecas, archivos y museos, siempre que esta utilización se efectúe sin interés comercial. En estos casos no se requerirá remunerar al autor, ni obtener su autorización.


Artículo 71 O. Las siguientes actividades relativas a programas computacionales están permitidas, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización:


a) La adaptación o copia de un programa computacional efectuada por su tenedor o autorizada por su legítimo dueño, siempre que la adaptación o copia sea esencial para su uso, o para fines de archivo o respaldo y no se utilice para otros fines.


Las adaptaciones obtenidas en la forma señalada no podrán ser transferidas bajo ningún título, sin que medie autorización previa del titular del derecho de autor respectivo; igualmente, las copias obtenidas en la forma indicada no podrán ser transferidas bajo ningún título, salvo que lo sean conjuntamente con el programa computacional que les sirvió de matriz.


b) Las actividades de ingeniería inversa sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional que se realicen con el único propósito de lograr la compatibilidad operativa entre programas computacionales o para fines de investigación y desarrollo.


c) Las actividades que se realicen sobre una copia obtenida legalmente de un programa computacional, con el único propósito de probar, investigar o corregir su funcionamiento o la seguridad del mismo u otros programas, de la red o del computador sobre el que se aplica.


Artículo 71 P. Es lícita la reproducción provisional de una obra, incluido su almacenamiento provisional en forma electrónica, sin que se requiera remunerar al titular ni obtener su autorización. Esta reproducción provisional deberá ser transitoria o accesoria, no tener una significación económica independiente, formar parte integrante y esencial de un proceso tecnológico, y tener como única finalidad permitir una transmisión lícita en una red o permitir un uso lícito de una obra protegida.”.


7) Agrégase el siguiente artículo 72bis:


“Artículo 72 Bis.- El titular de un derecho patrimonial de autor podrá utilizar el símbolo © anteponiéndolo al año de la primera publicación y a su nombre.


Tratándose de fonogramas, las copias de éstos o en sus envolturas, podrán presentar un símbolo (p) antepuesto al año de la primera publicación y al nombre del productor.

Salvo prueba en contrario, las personas naturales o jurídicas cuyo nombre aparezca indicado de la manera señalada en los incisos anteriores, se presumirán como titulares de los derechos respectivos.”.


8) Reemplázase el actual capítulo II del Título III, que pasó a ser Título IV, por el siguiente:

“Capítulo II

De las acciones y procedimientos

Párrafo 1°.

De las infracciones a las disposiciones de esta ley


Artículo 78. Las infracciones a esta ley y su reglamento no contempladas expresamente en los artículos 79 y siguientes, serán sancionadas con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales.

Párrafo 2°

De los delitos contra la propiedad intelectual


Artículo 79. Comete delito contra la propiedad intelectual:


a) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice obras de dominio ajeno protegidas por esta ley, inéditas o publicadas, en cualquiera de las formas o por cualquiera de los medios establecidos en el artículo 18.


b) El que, sin estar expresamente facultado para ello, utilice las interpretaciones, producciones y emisiones protegidas de los titulares de los derechos conexos, con cualquiera de los fines o por cualquiera de los medios establecidos en el Título II.


c) El que falsificare o adulterare una planilla de ejecución.


d) El que falseare datos en las rendiciones de cuentas a que se refiere el artículo 50. 


e) El que, careciendo de autorización del titular de los derechos o de la ley, cobrare derechos u otorgase licencias respecto de obras o de interpretaciones o ejecuciones o fonogramas que se encontraren protegidos.


Las conductas señaladas serán sancionadas de la siguiente forma:


1. Cuando el monto del perjuicio causado sea inferior a las 4 unidades tributarias mensuales, la pena será de prisión en cualquiera de sus grados o multa de 5 a 100 unidades tributarias mensuales.


2. Cuando el monto del perjuicio causado sea igual o superior a 4 unidades tributarias mensuales y sea inferior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 20 a 500 unidades tributarias mensuales.


3. Cuando el monto del perjuicio sea igual o superior a 40 unidades tributarias mensuales, la pena será de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 1.000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 79 bis.- El que falsifique obra protegida por esta ley, o el que la edite, reproduzca o distribuya ostentando falsamente el nombre del editor autorizado, suprimiendo o cambiando el nombre del autor o el título de la obra, o alterando maliciosamente su texto, serán sancionados con las penas de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 80. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de multa de 25 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) El que, a sabiendas, reproduzca, distribuya, ponga a disposición o comunique al público una obra perteneciente al dominio público o al patrimonio cultural común bajo un nombre que no sea el del verdadero autor.


b) El que se atribuyere o reclamare derechos patrimoniales sobre obras de dominio público o del patrimonio cultural común.


c) El que obligado al pago en retribución por la ejecución o comunicación al público de obras protegidas, omitiere la confección de las planillas de ejecución correspondientes.


Artículo 81. Comete delito contra la propiedad intelectual y será sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de 50 a 800 unidades tributarias mensuales, el que tenga para comercializar, comercialice o alquile directamente al público copias de obras, de interpretaciones o de fonogramas, cualquiera sea su soporte, reproducidos en contravención a las disposiciones de esta ley.


El que con ánimo de lucro fabrique, importe, interne al país, tenga o adquiera para su distribución comercial las copias a que se refiere el inciso anterior, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 82. En caso de reincidencia de los delitos previstos en esta ley, se aplicarán las penas máximas contempladas para cada uno de ellos. En estos casos, la multa no podrá ser inferior al doble de la anterior, y su monto máximo podrá llegar a 2.000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 83. Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer los delitos contemplados en el artículo 81, serán sancionados en conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal.


En el caso del artículo 293 del Código Penal, se aplicará además una multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales; y de 50 a 500 unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 294 del Código Penal.


Artículo 84. Incurrirá en responsabilidad civil el que, sin autorización del titular de los derechos o de la ley y, sabiendo o debiendo saber que inducirá, permitirá, facilitará u ocultará una infracción de cualquiera de los derechos de autor o derechos conexos, realice alguna de las siguientes conductas:


a) Suprima o altere cualquier información sobre la gestión de derechos, o


b) Distribuya, importe para su distribución, emita, comunique o ponga a disposición del público copias de obras o fonogramas, sabiendo que la información sobre la gestión de derechos ha sido suprimida o alterada sin autorización.


El que realice alguna de las conductas descritas en los literales precedentes, será sancionado con pena de multa de 25 a 150 unidades tributarias mensuales.


Artículo 85. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo precedente, se entenderá que es información sobre la gestión de derechos:


a) La información que identifica a la obra, a la interpretación o ejecución o al fonograma; al autor de la obra, al artista intérprete o ejecutante, o al productor del fonograma; o al titular de cualquier derecho sobre la obra, interpretación o ejecución o fonograma;


b) La información sobre los términos y condiciones de utilización de las obras, interpretación o ejecución o fonograma, y


c) Todo número o código que represente tal información, cuando cualquiera de estos elementos estén adjuntos a un ejemplar de una obra, interpretación o ejecución o fonograma o figuren en relación con la comunicación o puesta a disposición del público de una obra, interpretación o ejecución o fonograma.


Artículo 85 A. El monto de los perjuicios que se refieren en este Título se determinará en base al valor legítimo de venta al detalle de los objetos protegidos.


Cuando se trate de objetos protegidos que no tengan valor de venta legítimo, el juez deberá prudencialmente determinar el monto de los perjuicios para efectos de aplicar la pena.

Párrafo 3°

De las normas aplicables al procedimiento civil y penal


Artículo 85 B. El titular de los derechos reconocidos en esta ley tendrá, sin perjuicio de las otras acciones que le correspondan, acciones para pedir:


a) El cese de la actividad ilícita del infractor;


b) La indemnización de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados, y 


c) La publicación de la parte resolutiva de la sentencia, a costa del demandado, mediante anuncio en un diario a elección del demandante.


Artículo 85 C. El tribunal, a solicitud del perjudicado, ordenará que los ejemplares que hubieren sido producto de alguna infracción o delito contenido en esta ley sean destruidos o apartados del comercio.


Estos ejemplares sólo podrán ser destinados a beneficencia por el tribunal cuando cuente con autorización del titular de los derechos. En este caso, el tribunal podrá decretar las medidas necesarias para garantizar que no reingresen al comercio, ordenando el marcado de los ejemplares y decretando la prohibición de enajenarlos por parte del beneficiario.


Artículo 85 D. El tribunal podrá ordenar, en cualquier estado del juicio, las siguientes medidas precautorias:


a) La suspensión inmediata de la venta, circulación, exhibición, ejecución, representación o cualquier otra forma de explotación presuntamente infractora; 


b) La prohibición de celebrar actos y contratos sobre bienes determinados, incluyendo la prohibición de publicitar o promover los productos o servicios motivo de la presunta infracción;


c) La retención de los ejemplares presuntamente ilícitos; 


d) La retención o secuestro de los materiales, maquinarias e implementos que hayan sido destinados a la producción de ejemplares presuntamente ilícitos, o de la actividad presuntamente infractora, cuando ello sea necesario para prevenir futuras infracciones;


e) La remoción o retiro de los aparatos que hayan sido utilizados en la comunicación pública no autorizada, a menos que el presunto infractor garantice que no reanudará la actividad infractora;


f) El nombramiento de uno o más interventores, y


g) La incautación del producto de la recitación, representación, reproducción o ejecución, hasta el monto correspondiente a los derechos de autor que establezca prudencialmente el tribunal.


En lo no regulado por el inciso precedente, la dictación de estas medidas se regirá por las normas generales contenidas en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.


Las medidas establecidas en este artículo podrán solicitarse, sin perjuicio de las medidas prejudiciales de los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, como medidas prejudiciales, siempre que se acompañen antecedentes que permitan acreditar razonablemente la existencia del derecho que se reclama, el riesgo de una inminente infracción y se rinda caución suficiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 279 del Código de Procedimiento Civil. 


Artículo 85 E. El perjudicado podrá optar, para efectos del cálculo de la indemnización de los daños y perjuicios causados a sus derechos patrimoniales, entre la remuneración que el infractor hubiera debido pagar al titular del derecho por el otorgamiento de una licencia o las utilidades que el titular hubiera dejado de percibir como consecuencia de la infracción.


El tribunal, además, podrá condenar al infractor a pagar las ganancias que haya obtenido, que sean atribuibles a la infracción y que no hayan sido consideradas al calcular los perjuicios.


Al determinar el perjuicio, el tribunal considerará, entre otros factores, el valor legítimo de venta al detalle de los bienes infringidos.


Para efectos de determinación del daño moral, el tribunal considerará las circunstancias de la infracción, la gravedad de la lesión y el grado objetivo de difusión ilícita de la obra.


Artículo 85 F. Al hacer efectiva la indemnización de perjuicios, el tribunal podrá ordenar, a petición de parte y sin perjuicio de los derechos que puedan hacer valer terceros, la incautación y entrega al titular del derecho del producto de la recitación, representación, reproducción, ejecución o cualquier otra forma de explotación ilícita.


Artículo 85 G. Existirá acción pública para denunciar los delitos sancionados en esta ley. 


Artículo 85 H. Se presume, salvo prueba en contrario, que el derecho de autor y los derechos conexos subsisten sobre una obra o fonograma, cuya fecha de su primera publicación sea inferior a setenta años.


Sin embargo, no será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior respecto de aquellas obras y materias afines que hayan pasado al dominio público por expiración del plazo de protección de acuerdo a esta ley o a leyes anteriores.

Párrafo 4°

De las normas especiales aplicables al procedimiento civil


Artículo 85 I. En los procedimientos civiles, el tribunal podrá ordenar a él o los presuntos infractores a esta ley, la entrega de toda información que posean respecto a las demás personas involucradas en la infracción, así como todos los antecedentes relativos a los canales de producción y distribución de los ejemplares infractores. El tribunal podrá aplicar multas de 1 a 20 unidades tributarias mensuales a aquellos que se nieguen a entregar dicha información.


Artículo 85 J. El juez de letras en lo civil que, de acuerdo a las reglas generales conozca de los juicios a que dé lugar la presente ley, lo hará breve y sumariamente.


Artículo 85 K. El titular de un derecho podrá solicitar, una vez acreditada judicialmente la respectiva infracción, que las indemnizaciones de los daños y perjuicios patrimoniales y morales causados sean sustituidas por una suma única compensatoria que será determinada por el tribunal en relación a la gravedad de la infracción, no pudiendo ser mayor a 2.000 unidades tributarias mensuales por infracción.”.


9) Agrégase en el actual Título III, que pasó a ser Título IV, el siguiente Capítulo III nuevo, pasando el actual Capítulo III a ser Capítulo IV.

“Capítulo III

Limitación de responsabilidad de los prestadores de servicios de Internet


Artículo 85 L. En el caso de infracciones a los derechos protegidos por esta ley que ocurran a través de sistemas o redes controladas u operadas por personas naturales o jurídicas que presten algunos de los servicios señalados en los artículos siguientes, los proveedores de tales servicios no serán obligados a indemnizar el daño, en la medida que cumplan con las condiciones previstas por los artículos siguientes para limitar su responsabilidad, conforme a la naturaleza del servicio prestado. En estos casos, los prestadores de servicios sólo podrán ser objeto de las medidas prejudiciales y judiciales que se refieren en el artículo 85 R.


Ninguna disposición de este Capítulo podrá ser interpretada como constitutiva de responsabilidad de los prestadores de servicios a que se refieren los artículos siguientes por infracciones a los derechos de autor y conexos cometidas por terceros a través de sus sistemas o redes.


Artículo 85 M. Los prestadores de servicios de transmisión de datos, enrutamiento o suministro de conexiones no serán considerados responsables de los datos transmitidos a condición que el prestador:


a) No modifique ni seleccione el contenido de la transmisión. Para estos efectos no se considerará modificación del contenido, la manipulación tecnológica del material necesaria para facilitar la transmisión a través de la red, como la división de paquetes;


b) No inicie el mismo la transmisión, y


c) No seleccione a los destinatarios de la información.


Esta limitación de responsabilidad comprende el almacenamiento automático o copia automática, provisional y temporal de los datos transmitidos, técnicamente necesarios para ejecutar la transmisión, siempre que este almacenamiento o copia automática no esté accesible al público en general y no se mantenga almacenado por más tiempo del razonablemente necesario para realizar la comunicación.


Artículo 85 N. Los prestadores de servicios de almacenamiento de datos de carácter temporal que se lleve a cabo mediante un proceso de almacenamiento automático, no serán considerados responsables de los datos almacenados a condición que el prestador:


a) Respete las condiciones de acceso de usuarios y las reglas relativas a la actualización del material almacenado establecidas por el proveedor del sitio de origen, salvo que dichas reglas sean usadas por éste para prevenir o dificultar injustificadamente el almacenamiento temporal a que se refiere este artículo;


b) No interfiera con la tecnología lícita, compatible y estandarizada utilizada en el sitio de origen para obtener información sobre el uso en línea del material almacenado, cuando la utilización de dichas tecnologías se realice de conformidad con la ley y sean compatibles con estándares de la industria ampliamente aceptados que señalará el reglamento;


c) No modifique su contenido en la transmisión a otros usuarios, y


d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso a material almacenado que haya sido retirado o al que se haya inhabilitado el acceso en su sitio de origen, cuando reciba una notificación de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 85 Q.


Artículo 85 Ñ. Los prestadores de servicios que a petición de un usuario almacenan, por sí o por intermedio de terceros, datos en su red o sistema, o que efectúan servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información, incluidos los hipervínculos y directorios, no serán considerados responsables de los datos almacenados o referidos a condición que el prestador:


a) No tenga conocimiento efectivo del carácter ilícito de los datos;


b) No reciba un beneficio económico directamente atribuible a la actividad infractora, en los casos en que tenga el derecho y la capacidad para controlar dicha actividad;


c) Designe públicamente un representante para recibir las notificaciones judiciales a que se refiere el inciso final, de la forma que determine el reglamento, y 


d) Retire o inhabilite en forma expedita el acceso al material almacenado de conformidad a lo dispuesto en el inciso siguiente. 


Se entenderá que el prestador de servicios tiene un conocimiento efectivo cuando un tribunal de justicia competente, conforme al procedimiento establecido en el artículo 85 Q, haya ordenado el retiro de los datos o el bloqueo del acceso a ellos y el prestador de servicios, estando notificado legalmente de dicha resolución, no cumpla de manera expedita con ella. 


Artículo 85 O. Para gozar de las limitaciones de responsabilidad establecidas en los artículos precedentes, los prestadores de servicios, además, deberán:


a) Haber adoptado una política que establezca de forma general las condiciones de término de contrato de aquellos usuarios infractores reincidentes, debiéndose encontrar a disposición de los usuarios en su sistema o red;


b) No interferir en las medidas tecnológicas de protección y de gestión de derechos de obras protegidas aprobadas de conformidad al procedimiento que establecerá el reglamento. En la aprobación de estas medidas se tendrá especial cuidado para evitar imponer costos significativos a los prestadores de servicios y cargas significativas a sus sistemas o redes, y 


c) No haber iniciado la transmisión, ni haber seleccionado el material o a sus destinatarios. Se exceptúa de esta obligación a los proveedores de servicios de búsqueda, vinculación y/o referencia a un sitio en línea mediante herramientas de búsqueda de información.


Artículo 85 P. Los prestadores de servicios referidos en los artículos precedentes no tendrán la obligación de supervisar los datos que transmitan, almacenen o referencien ni la obligación de realizar búsquedas activas de hechos o circunstancias que indiquen actividades ilícitas.


Lo establecido en el inciso anterior se comprenderá sin perjuicio de cualquier actividad que los tribunales ordinarios de justicia decreten para investigar, detectar y perseguir delitos o prácticas constitutivas de ejercicios abusivos de los derechos de autor o conexos reconocidos por esta ley.


Artículo 85 Q. Para las infracciones a los derechos reconocidos por esta ley cometidas en o por medio de redes o sistemas controlados u operados por o para prestadores de servicios, el titular de los respectivos derechos o su representante podrán solicitar como medida prejudicial o judicial las que se señalan en el artículo 85 R. Cuando las medidas se soliciten en carácter de prejudicial serán decretadas sin necesidad de notificación previa al supuesto infractor y sin necesidad de rendir caución. Esta solicitud será conocida por el juez de letras en lo civil del domicilio del prestador de servicios o por el tribunal penal del domicilio del prestador de servicios.


Para estos efectos, la solicitud, además de cumplir con los requisitos de los números 1°, 2° y 3° del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, deberá indicar claramente:


a) Los derechos supuestamente infringidos, con indicación precisa de la titularidad de éstos y la modalidad de la infracción;


b) El material infractor, y


c) La localización del material infractor en las redes o sistemas del prestador de servicios respectivo.


Cumplido lo dispuesto en el inciso anterior, el tribunal decretará, sin más trámite y dentro del plazo de 48 horas contados desde el ingreso de la solicitud al tribunal, el retiro o bloqueo de los contenidos infractores. Dicha resolución se notificará por cédula al prestador de servicios respectivo y por el estado diario al solicitante.


El proveedor de contenido afectado podrá, sin perjuicio de otros derechos, requerir al tribunal que decretó la orden que se deje sin efecto la medida de restricción de acceso o retiro de material. Para ello deberá presentar una solicitud que cumpla con los mismos requisitos señalados en el inciso segundo y deberá acompañar todo antecedente adicional que fundamente esta petición e implicará su aceptación expresa de la competencia del tribunal que está conociendo del asunto.


Este procedimiento y los incidentes que puedan suscitarse se tramitarán breve y sumariamente, y las apelaciones se concederán en el solo efecto devolutivo, gozando de preferencia para su conocimiento y vista por el tribunal de alzada.


Este procedimiento y los incidentes que pudieren suscitarse en la tramitación de un procedimiento penal, se tramitarán y resolverán conforme a lo dispuesto en los artículos 63 y siguientes del Código Procesal Penal.


Artículo 85 R. En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos establecidos en el artículo 85 M, respecto de las funciones de transmisión, enrutamiento o suministro, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:


a) La terminación de cuentas determinadas de dicho prestador de servicio que sea claramente identificada por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente, y


b) La adopción de medidas razonables para bloquear el acceso a un determinado sitio en línea que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo precedente.


En los casos en que se hayan cumplido los requisitos generales del artículo 85 O y los requisitos especiales establecidos en los artículos 85 N y 85 Ñ, respecto de las funciones mencionadas en dichos artículos, el tribunal sólo podrá disponer como medidas prejudiciales o judiciales las siguientes:


a) El retiro o inhabilitación del acceso al material infractor que sea claramente identificado por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 86 Q;


b) La terminación de cuentas de usuarios determinadas de dicho prestador de servicio, que sean claramente identificadas por el solicitante de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 85 Q, y cuyo titular esté usando el sistema o red para realizar una actividad infractora a los derechos de autor y conexos, y


c) Otras medidas que el tribunal pueda considerar como necesarias para corregir la situación reclamada por el solicitante, a condición que estas medidas sean lo menos gravosas para el prestador del servicio, para los usuarios y para los suscriptores, comparadas con otras formas de reparación efectiva.


Todas estas medidas se dictarán con la debida consideración de la carga relativa para el prestador de servicios, para los usuarios y para los suscriptores, del eventual daño al titular del derecho de autor o conexos, de la factibilidad técnica y eficacia de la medida, y de la existencia de otras formas de observancia menos gravosas para asegurar el respeto del derecho que se reclama.


Estas medidas se decretarán previa notificación al prestador de servicios, de conformidad con los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 85 Q, con la excepción de los mandamientos judiciales que busquen asegurar la preservación de la evidencia o cuando se trate de otros mandamientos judiciales que se estime no tendrán un efecto real en la operación del sistema o red del prestador de servicios. 


Artículo 85 S. El tribunal competente, a requerimiento de los titulares de derechos que hayan iniciado el procedimiento establecido en el artículo precedente, podrá ordenar la entrega de la información que permita identificar al supuesto infractor por el prestador de servicios respectivo. El tratamiento de los datos así obtenidos se sujetará a lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.


Artículo 85 T. El que, a sabiendas, proporcione información falsa relativa a supuestas infracciones a los derechos reconocidos en esta ley, deberá indemnizar los daños causados a cualquier parte interesada, si estos daños son resultado de acciones que el proveedor de servicios de red tome en base a dicha información.


El prestador de servicio que voluntariamente o ante un requerimiento, de buena fe, retira, inhabilita o bloquea el acceso a material, basándose en una infracción aparente o presunta, estará exento de responsabilidad ante cualquier reclamo por esas acciones en la medida que, tratándose de material alojado en su sistema o red, notifique sin demora al proveedor del material, que se ha retirado, inhabilitado o bloqueado el acceso a éste; o, en el caso en que ante un requerimiento, el prestador de servicio notifique al requirente su negativa a retirar, inhabilitar o bloquear el acceso al material indicando su sometimiento a la jurisdicción del tribunal competente de su domicilio a menos que el requirente presente demanda ante el tribunal competente dentro de un plazo razonable.”.


10) Agrégase en el inciso segundo del artículo 92, entre las expresiones “que” y “los remanentes”, la siguiente frase: “hasta el 10% de lo recaudado y”.


11) Modifícase el artículo 100 de la siguiente forma:


1) Elimínase su inciso final.


2) Remplázanse sus incisos cuarto y quinto, por los siguientes:


“Las entidades de gestión podrán diferenciar las tarifas generales según categoría de usuario, pudiendo fijarse además planes tarifarios alternativos o tarifas especiales mediante la celebración de contratos con asociaciones de usuarios, a los cuales podrá optar cualquier usuario que se ubique dentro de la misma categoría. Las tarifas acordadas conforme a esta disposición deberán ser publicadas en el Diario Oficial.


Las tarifas correspondientes a usuarios con obligación de confeccionar planillas, de conformidad a la ley o a sus respectivos contratos de licenciamiento, deberán estructurarse de modo que la aplicación de ésta guarde relación con la utilización de las obras, interpretaciones o fonogramas de titulares representados por la entidad de gestión colectiva respectiva.


La falta de confección de la planilla o su confección incompleta o falsa, no dará derecho a la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior.


Salvo acuerdo en contrario, estarán obligados a confeccionar planillas de ejecución o listas de obras utilizadas, las empresas de entretenimiento que basen su actividad en la utilización de obras musicales y los organismos de radiodifusión, que señale el reglamento.


Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto de la gestión de las obras literarias, dramáticas, dramático-musicales, coreográficas o pantomímicas, como, asimismo, respecto de aquellas utilizaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 21, a menos que la respectiva entidad realice gestión colectiva de los derechos de estas obras.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 100 bis, nuevo:


“Artículo 100 bis.- No obstante lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior, si una entidad de gestión fuese declarada dominante por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, las asociaciones con personalidad jurídica que representen a usuarios de derechos de autor o conexos, en el ámbito de explotación definido por dicho tribunal, que no hubiesen alcanzado un acuerdo con aquélla mediante negociación, podrán someter la controversia a un arbitraje forzoso.


El tribunal arbitral estará integrado por tres miembros, uno nombrado por la parte impugnante, otro por la entidad de gestión y un tercero de común acuerdo por las partes y, a falta de acuerdo o en ausencia de nombramiento por una de las partes, la o las designaciones serán realizadas por el juez de letras en lo civil competente, el que deberá sujetarse al procedimiento de designación de peritos establecido en el Código de Procedimiento Civil, sin que las partes puedan oponerse a la designación.


El ámbito de competencia del tribunal arbitral será establecido en la resolución en que éste sea designado, en el caso que su designación sea judicial, o bien, en el instrumento en que las partes acuerden la constitución del tribunal.


El tribunal deberá fijar fecha para la audiencia de las partes, el mecanismo de notificación que utilizará para poner en conocimiento de las partes las resoluciones o decisiones que adopte, y sus normas y procedimientos, debiendo contemplar, en todo caso, la audiencia de las partes, los mecanismos para recibir las pruebas y antecedentes que éstas aporten y el modo en que se le formularán las solicitudes.


Las partes deben aportar en la primera audiencia sus respectivas propuestas de tarifas en sobre cerrado, junto a las pruebas y antecedentes que las sustentan.


Para resolver el arbitraje deberán considerarse, entre otros criterios, la categoría del usuario, el beneficio pecuniario obtenido por los usuarios de esa categoría en la explotación del repertorio de la entidad, la importancia del repertorio en el desarrollo de la actividad de los usuarios de esa categoría y las tarifas anteriores convenidas por las partes o resueltas por un proceso anterior.


En el curso del procedimiento arbitral, el tribunal arbitral podrá llamar a las partes a conciliación, si estimare que existen coincidencias relevantes que hagan aconsejable dicho trámite.


Asimismo, durante el procedimiento arbitral las partes podrán llegar a acuerdo, poniéndose término al procedimiento por la sola presentación del convenio de tarifas alcanzado. En este último caso, dicho convenio tendrá el valor de sentencia del tribunal arbitral.


El tribunal arbitral al dictar sentencia, deberá limitarse a optar única y exclusivamente entre una de las dos tarifas propuestas por las partes, la que tendrá carácter vinculante y ejecutivo para las partes, y constituirá un plan tarifario alternativo para quienes dentro de la categoría no participaron en el litigio.


En cualquier caso, en el ámbito de explotación en que se pronuncie la sentencia del tribunal arbitral, la tarifa adoptada no podrá ser modificada por la entidad de gestión respectiva ni someterse a un nuevo arbitraje en un plazo de dos años.


El tribunal arbitral deberá dictar su fallo dentro de un plazo de 60 días contados desde su constitución. En contra de la sentencia arbitral, se podrán interponer los recursos de apelación y de casación en la forma, de acuerdo a lo previsto en el artículo 239 del Código Orgánico de Tribunales. El recurso de apelación procederá en el solo efecto devolutivo.


Procederá también contra la sentencia del tribunal arbitral, el recurso de rectificación, aclaración o enmienda con el solo efecto de precisar las condiciones necesarias para una mejor aplicación de la tarifa que resulte elegida por el tribunal, sin alterar las condiciones sustantivas de la misma, el cual podrá ser interpuesto dentro del plazo de tres días contados desde su notificación.


Las costas del proceso serán solventadas por aquella parte cuya propuesta de tarifas resultare desechada por el tribunal.


Durante el proceso de arbitraje, los usuarios podrán utilizar el repertorio de la sociedad de gestión colectiva cuyas tarifas fueron controvertidas, pagando las tarifas establecidas por la entidad de gestión. La diferencia que resulte entre la tarifa pagada y la definitiva dará origen a reliquidaciones que serán determinadas en el fallo arbitral.”.


Artículo 2°.- Derógase el artículo 12 de la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura.


Artículo 3°.- Sustitúyense los actuales incisos segundo y tercero del artículo 11 de la ley N° 19.227, por el siguiente inciso segundo:


“Igualmente, se castigará conforme a las penas establecidas en el artículo 79 de la ley N° 17.336 al que utilice procedimientos engañosos o fraudulentos para acceder indebidamente a los beneficios que otorga esta ley.”.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que reemplaza la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que reemplaza la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente a los Boletines números 5.695-06 y 5.689-06, refundidos, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores  Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 

- - -


En discusión en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro y Ávila.



Luego, el señor Presidente hace presente a la Sala que está por cumplirse la hora fijada para el término del Orden del Día y que, en consecuencia, se posterga la discusión de este proyecto hasta la sesión del día de mañana, quedando inscritos para intervenir los Honorables Senadores señores Coloma, Naranjo, Navarro, Larraín, Escalona y Núñez.



Así se acuerda.



Queda pendiente la discusión de este asunto.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz-Esquide, mediante el cual se propone que el Senado manifieste su solidaridad con el pueblo y Gobierno de Argelia frente a los graves atentados terroristas que han sufrido, y que condene el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, y que reitere su convicción de que mediante el diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos, se podrá alcanzar la paz en África y el Medio Oriente, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz-Esquide, mediante el cual se propone que el Senado manifieste su solidaridad con el pueblo y Gobierno de Argelia frente a los graves atentados terroristas que han sufrido, y que condene el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, y que reitere su convicción de que mediante el diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos, se podrá alcanzar la paz en África y el Medio Oriente, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín N° S 1.034-12.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores deja constancia en su oficio, por la unanimidad de sus miembros presentes, que este proyecto no le merece observaciones.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos favor y uno en contra.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, 

Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Naranjo, Núñez, Ominami y Pizarro.


Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Vásquez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que dos atentados con coches bomba perpetrados en Argel, causaron al menos 67 muertos y más de 200 heridos, y, según el último balance de fuentes médicas, las pérdidas de vidas podrían llegar hasta un centenar de personas, muchas de ellas con heridas graves. La onda expansiva provocó la rotura de las ventanas en un radio de 1 kilómetro. Otras tres explosiones se han registrado junto a una comisaría de Bab Ezzuar, en los arrabales de la ciudad, en la ruta hacia el aeropuerto internacional;
2. Que el primer atentado fue cometido ante la Corte Suprema y el Consejo Constitucional en Ben Aknoun, en las colinas de Argel. El segundo tuvo lugar en el barrio residencial vecino de Hydra, ante los edificios del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD);
3. Que todas las viviendas ubicadas en las inmediaciones de dichas instalaciones presentan graves daños y espesas columnas negras de humo se desprendían de los vehículos después de las explosiones;
4. Que quince de las víctimas perdieron la vida en un primer atentado ocurrido en Hydra, que estaba dirigido al parecer contra la sede del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), según el Ministro señor Zerhouni, que se desplazó de inmediato al lugar;

5. Que algunas versiones indicaron inicialmente que la acción había sido perpetrada utilizando un camión bomba de transporte de combustible, pero esa hipótesis fue luego descartada;

6. Que en el sector de la capital argelina donde se produjeron los atentados están ubicadas las nuevas sedes de los ministerios de Energía y de Finanzas, numerosas embajadas y residencias diplomáticas. Ese sector de la ciudad, donde residen muchos extranjeros, está permanentemente vigilado por la policía;

7. Que la explosión alcanzó, también, a un autobús ocupado por estudiantes, que se encontraba frente a los dos edificios afectados;

8. Que Argelia enfrenta desde hace varios meses un recrudecimiento de la violencia atribuido al ex Grupo Salafista por la Predicación y el Combate (GSPC). Esa organización adhirió a la red terrorista que dirige Osama Bin Laden, con el nombre de Rama Magrebí de Al Qaida;

9. Que el último punto alto de violencia importante en Argelia ocurrió a principios de septiembre de 2007, cuando dos atentados suicidas provocaron 54 muertos. El 6 de septiembre, en un atentado suicida que al parecer estaba dirigido contra el Presidente Abdelaziz Buteflika, en Batna (este del país), provocó 22 muertos y más de un centenar de heridos. El 8 de septiembre se cometió otro atentado suicida contra un cuartel de guardacostas en la ciudad portuaria de Dellys, 70 kilómetros al este de la capital, donde hubo 32 muertos y 45 heridos;

10. Que los atentados dieron inmediatamente origen a una serie de condenas. Uno de los primeros en reaccionar fue el Presidente francés Nicolás Sarkozy, que pocos días antes había realizado una visita oficial a Argelia. En una conversación telefónica con Buteflika, Sarkozy condenó con firmeza los dos atentados, que calificó de actos bárbaros y odiosos;

11. Que el Presidente de Estados Unidos, George W. Bush, también condenó los atentados en Argel. “El Presidente y la señora Bush extienden sus condolencias a las familias de aquéllos que perdieron sus vidas en este horrible atentado en Argelia”, dijo la Casa Blanca en un comunicado emitido tras los ataques, uno de los cuales apuntó contra una oficina de un organismo de refugiados de la ONU;

12. Que el canal árabe Al Jazeera informó que había recibido un comunicado del grupo Al Qaida en el norte de África (Magreb) atribuyéndose los atentados en Argel y afirmando que utilizó tres kamikazes. Parte de seis pisos del edificio oficial fue desgajado por la bomba;

13. Que estos ataques fueron un devastador revés para el gobierno argelino, que ha intentado reconstruir el país luego de que la insurgencia islámica causara la muerte de 200 mil personas, en su mayoría durante la década pasada;

14. Que el actual gobierno ha perseguido a los rebeldes, pero a la vez propuso varias leyes de amnistía para aquéllos que aceptaran entregar las armas. Por lo mismo, el gobierno ha expresado su amargura contra los insurgentes que se negaron a aceptarlo, señalando que “el pueblo argelino les tendió la mano, y ellos respondieron con un acto terrorista”, y

15. Que Al Qaida en Magreb amenazó con nuevas acciones: “No estaremos en paz hasta que no hayamos liberado toda la tierra del Islam de cruzados apóstatas y agentes, y hasta que no volvamos a poner pie en nuestra Andalucía expoliada y en nuestro Qods (Jerusalén) violada”. La inteligencia de Francia estima que este grupo cuenta con 500 a 800 hombres que actúan en Argelia, Sahel (Mauritania), Malí y Níger.


El Senado acuerda:


1) Manifestar su solidaridad con el pueblo de Argelia y con el gobierno del Presidente Abdelaziz Buteflika, condenando los criminales atentados terroristas perpetrados contra los edificios de la Corte Suprema, el Consejo Constitucional, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que han significado 67 personas muertas y más de 200 heridas.


2) Rechazar el accionar del Grupo Salafista por la Predicación y el Combate, que integra la red dirigida por Osama Bin Laden, bajo el nombre de Rama Magrebí de Al Qaida.


3) Reiterar su profunda convicción de que sólo mediante el diálogo, la tolerancia, la inclusión y el respeto entre los pueblos será posible alcanzar la paz en África y Medio Oriente.”.

______________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear y señores Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Sabag y Vásquez, mediante el cual se manifiesta el reconocimiento del Senado al señor Comandante en Jefe de la Armada por el acto de reencuentro entre detenidos por motivos políticos y la Armada de Chile, celebrado 

recientemente en la Isla Quiriquina


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Naranjo, señora Alvear, y señores Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Sabag y Vásquez, mediante el cual se manifiesta el reconocimiento del Senado al señor Comandante en Jefe de la Armada por el acto de reencuentro entre detenidos por motivos políticos y la Armada de Chile, celebrado recientemente en la Isla Quiriquina, correspondiente al Boletín Nº S 1.026-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Gazmuri, Gómez, Horvath, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro y Vásquez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que uno de los aspectos más significativos del proceso de reconciliación entre los chilenos, por los sucesos acaecidos durante el gobierno militar, es avanzar hacia el reencuentro entre civiles y militares;
2. Que, siendo el principal acto de reparación el logro de justicia y verdad en los casos de violaciones a los derechos humanos, un hecho decisivo es el reconocimiento de las responsabilidades que les cupo en este ámbito a quienes formaron parte de las Fuerzas Armadas y de Orden;
3. Que, a partir del conocimiento de los informes de las Comisiones de Verdad y Reconciliación (Rettig) y de Prisión Política y Tortura (Valech), las Fuerzas Armadas y de Orden han realizado diversos gestos y actos asumiendo, de una u otra manera, parte de la cuota de responsabilidad que les cupo en los sucesos ocurridos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990;

4. Que, a pesar de estos gestos y de haber transcurrido más de treinta y cuatro años desde el 11 de septiembre de 1973, aún existen en nuestra sociedad heridas que no se han cerrado y cuya reparación se encuentra pendiente;

5. Que el día 12 de noviembre de 2007 la Armada efectuó un acto de reparación en la isla Quiriquina, donde entre septiembre de 1973 y abril de 1975 funcionó un campo de concentración por el que pasaron más de mil doscientos prisioneros políticos;

6. Que no es el primer acto de reparación que lleva a cabo la Armada, pues anteriormente realizó dos similares con los ex presos políticos de la isla Dawson. Como lo ha señalado el Comandante en Jefe de la Armada de Chile, Almirante señor Rodolfo Codina Díaz, “este tipo de gestos nunca terminan”;

7. Que uno de los objetivos indicados por el Almirante señor Codina ha sido “contribuir al reencuentro entre los chilenos”, de modo de hacer realidad “que la Marina sea de todos los chilenos”, y

8. Que el acto de reencuentro con los ex presos políticos que hiciera la Armada en la isla Quiriquina merece el reconocimiento de todos los chilenos, en especial de quienes los representamos en el Congreso Nacional.

El Senado acuerda:


Hacer llegar su reconocimiento al señor Comandante en Jefe, por el acto de reencuentro entre quienes estuvieron detenidos en la isla Quiriquina entre septiembre de 1973 y abril de 1975 por motivos políticos y la Armada de Chile, hecho que considera un aporte para la reconciliación entre los chilenos.”.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand, Arancibia, Ávila, Coloma, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue becas de estudio y beneficios para la atención de salud de los hijos y la viuda o viudo de los mártires de 

Carabineros de Chile.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand, Arancibia, Ávila, Coloma, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue becas de estudio y beneficios para la atención de salud de los hijos y la viuda o viudo de los mártires de Carabineros de Chile, correspondiente al Boletín Nº S 1.022-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el asesinato del Cabo señor Luis Moyano Farías, ocurrido el 18 de octubre de 2007, remeció a todo el país. La muerte de este funcionario, después de una labor intachable a favor de la seguridad de la sociedad chilena, deja una viuda y cuatro niños pequeños;

2. Que pocas semanas antes, el 11 de septiembre, mientras se encontraba cumpliendo su deber en un procedimiento al que había concurrido en tiempo extraordinario, es asesinado el Cabo señor Cristián Vera Contreras, mediante una bala disparada por un arma de gran calibre, dejando una viuda y cinco niños;

4. Que la última víctima es el mártir número 1.014 de Carabineros de Chile;
5. Que nuestra legislación sólo otorga al carabinero víctima el beneficio de ascender en un grado al que ostentaba antes del fallecimiento. Esta compensación no guarda ninguna relación con el daño socioeconómico causado a la familia de la víctima. Conscientes que el daño humano no puede repararse, consideramos que, al menos, la sociedad debe asegurar el estudio y capacitación de la viuda o viudo, según sea el caso, y de los hijos hasta el grado superior, además de los beneficios de atención de salud equivalentes, y

6. Que los altos niveles de delincuencia hacen que Carabineros de Chile y sus familias vivan muchas veces en condiciones difíciles de seguridad, lo que debe ser remediado y asociado a un plan efectivo de prevención, control y sanción de la delincuencia, para lo cual también hay que reforzar las funciones y atribuciones de la institución policial, a fin de que pueda desarrollar eficientemente su importante labor.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva disponer el otorgamiento de becas a las familias de las víctimas y mártires de Carabineros de Chile, a objeto de asegurarles estudios completos y superiores, en su caso, tanto a la viuda o viudo, como a los hijos, además de la atención de salud correspondiente.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, Chadwick, Longueira, Orpis y Pérez Varela, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que en la Ley de Presupuestos del año 2008 se consideren los recursos necesarios para que ningún funcionario 

público tenga un sueldo inferior a $216.600.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, Chadwick, Longueira, Orpis y Pérez Varela, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que en la Ley de Presupuestos del año 2008 se consideren los recursos necesarios para que ningún funcionario público tenga un sueldo inferior a $216.600, correspondiente al Boletín Nº S 1.007-12.
- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor. 



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín y Ominami.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, dado el gran debate que se ha generado por el tema del sueldo mínimo sugerido, creemos que el Estado, como empleador, debe dar el ejemplo teniendo escalas de sueldos para funcionarios públicos en que ninguno de sus trabajadores quede bajo la línea de la pobreza. No es razonable que una persona que trabaje y cumpla labores en el aparato estatal chileno esté bajo el umbral de la línea de la pobreza;

2. Que es necesario que en la Ley de Presupuestos del año 2009 se contemplen los recursos económicos, y que se ingresen los proyectos de ley que se requieran, para modificar todas las plantas de la Administración Pública centralizada y descentralizada, de manera que todos los funcionarios públicos se beneficien con ello;

3. Que proponemos que el grado más bajo de la escala de la Administración del Estado sea el sueldo mínimo sugerido, esto es, de $216.600, para establecer una referencia ética de hacia dónde queremos avanzar como sociedad, en la que exista una justa retribución por el trabajo realizado;

4. Que ningún funcionario público debe encontrarse en condiciones salariales bajo la línea de la pobreza, según la última encuesta CASEN;

5. Que cabe señalar que la línea de la pobreza en noviembre del año 2006 se fijó en $47.099, esto es, el valor de la Canasta de Satisfacción de Necesidades Básicas (CSNB), la cual, corresponde destacar, no ha variado en los últimos veinte años, por lo que urge actualizarla;

6. Que otro dato importante a considerar, según la encuesta CASEN 2006, es que las familias indigentes (3,2%) y las pobres no indigentes (10,5%), tienen un promedio de 4,4 y 4,6 integrantes, respectivamente. Por lo tanto, para que una familia chilena esté por sobre el umbral de la pobreza debe recibir un ingreso mensual de 4,6 veces los $47.100, esto es, $216.660, y

7. Que, como se puede observar, el monto del sueldo mínimo sugerido es equivalente a lo que se obtiene al multiplicar el monto de la línea de la pobreza ($47.100) por los 4,6 integrantes promedio de las familias pobres del país.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia que en la Ley de Presupuestos del año 2009 se contemplen los recursos económicos, y que se ingresen los proyectos de ley necesarios, con discusión inmediata, que modifiquen todas las plantas de la Administración Pública, tanto centralizada como descentralizada, para que, a partir del 1 de enero de 2009, ningún funcionario público del país esté bajo la línea de la pobreza, es decir, tenga un sueldo inferior a $216.600.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Ávila, Flores, Gómez, Orpis y Núñez, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a tramitación un proyecto de ley que incluya el pago de la asignación de zona, dentro del plan de retiro de los profesionales de la 

educación regidos por la ley Nº 20.158.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Ávila, Flores, Gómez, Orpis y Núñez, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a tramitación un proyecto de ley que incluya el pago de la asignación de zona, dentro del plan de retiro de los profesionales de la educación regidos por la ley Nº 20.158, correspondiente al Boletín Nº S 1.008-12.
- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.158 estableció diversos beneficios a favor de los profesionales de la educación, en el contexto de una alta preocupación de la ciudadanía y los poderes públicos por la calidad de la educación, los cuales fueron fruto de una acuerdo entre el Gobierno y el Colegio de Profesores de Chile A.G.;

2. Que en dicha ley se aprobó una serie de mejoramientos salariales para los profesionales de la educación, tales como un bono de reconocimiento profesional para aquellos profesionales que se desempeñan en el sector municipal, particular subvencionado y en establecimientos de educación técnico profesional. Asimismo, la ley contempló un mejoramiento en las remuneraciones, incrementándose éstas de conformidad a las normas permanentes, sujetándose a la reajustabilidad derivada de la ley de reajustes del sector público para los cuatro años de vigencia del acuerdo entre el Gobierno y el Colegio de Profesores de Chile A.G. Dentro de esta misma línea de mejoramiento, se estableció un bono para aquellos profesionales de la educación que, obteniendo niveles de desempeño destacado y competente, rindan efectivamente la prueba de conocimientos disciplinarios y pedagógicos;

3. Que, continuando con el espíritu de mejorar en justicia las condiciones remuneracionales de los profesionales de la educación, la ley N° 20.158 contempló un plan especial de retiro que consta de una modificación permanente y una etapa de carácter transitoria. Con este objetivo, se enmendó el artículo 73 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, estableciendo un nuevo orden de prelación para poner término a la relación laboral por aplicación de la supresión de horas, derivada del ajuste de la dotación a que se refiere el artículo 22 del mismo cuerpo legal;

4. Que, en materia de régimen transitorio, se creó una bonificación por retiro voluntario para aquellos profesionales de la educación que presten servicios en establecimientos educacionales del sector municipal y que en el período 2007-2008 cumplan sesenta o más años, si son mujeres, o sesenta y cinco o más años, sin son hombres, y que presenten su renuncia hasta el 31 de octubre de 2007, y

5. Que no obstante los beneficios que incluyó dicho plan especial de retiro bonificado, éste ha sido imperfecto al momento de regular la situación de los profesionales de la educación que trabajan en zonas extremas, atendido que no contempla el pago de la bonificación de zona extrema que corresponde, y que para este sector es de un 70% de sus remuneraciones. Esta imperfección no se condice con la generalidad de los planes de retiro de los trabajadores de zonas extremas, quienes siempre han visto aumentados sus respectivos planes por el pago de la bonificación de que se trata.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva disponer el envío de un proyecto de ley que modifique el plan de retiro establecido para los profesionales de la educación en la ley N° 20.158, de manera de incluir el pago de la asignación de zona que contempla la ley para los profesionales de dicho sector.”.

_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Horvath y Ruiz-Esquide, mediante el cual se solicita al señor Ministro de Justicia que destine recursos humanos y materiales al Servicio Nacional de Menores, con el fin de que pueda cumplir las tareas que se 

indican


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Horvath y Ruiz-Esquide, mediante el cual se solicita al señor Ministro de Justicia que destine recursos humanos y materiales al Servicio Nacional de Menores, con el fin de que pueda cumplir las tareas que se indican, correspondiente al Boletín Nº S 1.023-12.
- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el actual proceso de implementación de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, ha mostrado una serie de situaciones operacionales deficientes que se han manifestado a través de diversas consecuencias, siendo la más reciente, grave y lamentable el fallecimiento de diez jóvenes en el Centro "Tiempo de Crecer", de administración directa del SENAME, en la ciudad de Puerto Montt;
2. Que en días pasados también se produjo un incidente en el Centro de Privación de Libertad (CPL) que el SENAME mantiene en la comuna de Chol Chol, en La Araucanía, donde resultaron ilesos dos menores de 15 y 16 años, quienes intentaron quemarse al interior de un baño, utilizando la combustión de un colchón y frazadas. El menor de 16 años está cumpliendo pena dictada por tribunales, mientras el de 15 está interno como medida precautoria, acusado de ser presunto autor de robo. Este principio de incendio es el tercero que se genera en este recinto que entró en operaciones recientemente;
3. Que, en este caso, según la opinión de los dirigentes del SENAME, la sobrepoblación de hombres que se advierte en dicho CPL es evidente. Aseguran que la capacidad es para 120 personas (80 varones y 32 niñas). Sin embargo, hay tres mujeres y el resto todos hombres, lo que complica la labor al interior del recinto. Explican, además, que faltan diez educadores para atender las dieciséis casas en las cuales se distribuyen los menores infractores de ley;
4. Que en el CPL de Limache, Región de Valparaíso, se había registrado un intento de motín, apenas una semana antes que en el de Puerto Montt. Al momento de este incidente estaban en ese recinto 89 jóvenes y 5 funcionarios. Este centro ya registraba un motín anterior. En el caso de la Región Metropolitana, el Centro Tiempo Joven, existe registro de diarias agresiones de los jóvenes contra los funcionarios del SENAME;
5. Que existía el compromiso de parte del Ministerio de Justicia de que, antes del 1 de noviembre, en el Centro de Limache habría 15 nuevos funcionarios; 20 nuevos para el de Coronel, y otro número similar para el resto de los centros del país. De los 15 primeros funcionarios a contratar, llegaron sólo 8, de los cuales 6 renunciaron en menos de una semana, acusando falta de entrenamiento adecuado antes de asumir las tareas de educación y trabajo directo con los jóvenes;
6. Que, de acuerdo a lo planteado por los funcionarios, en los centros de administración directa del SENAME no existe la dotación de funcionarios que se requiere para realizar las rutinas diarias de educación y ocupación del tiempo, necesarias para bajar el nivel de ansiedad que sufre un joven por la condición de encierro;
7. Que, como criterio básico, se estima que debiera haber un educador por cada 8 jóvenes, es decir, dos por casa más los denominados educadores volantes en tareas de traslados, supervisión de talleres, patios y enfermería. A lo que hay que sumar al coordinador de turno, quien es el educador a cargo de hacer cumplir la rutina diaria al interior del perímetro y la autoridad del centro en la noche y los fines de semana y festivos, donde no está presente el director o jefe técnico;
8. Que esta falta de funcionarios implica que además no se realicen los talleres y el proceso de normalización educacional como corresponde, lo que se traduce en que no se cumplen los compromisos de reinserción social suscrito por los jóvenes (Plan de Intervención Individual);
9. Que la infraestructura con que cuentan los centros no cumplen con las necesidades requeridas para reinsertar a los jóvenes. Los espacios que se han remodelado al interior de los centros no aumentan la capacidad en espacios físicos de talleres y escuelas significativamente, y tampoco garantizan que los jóvenes puedan realizar programas de acuerdo a sus intereses;

10. Que el sistema normativo al interior de los centros no permite que los jóvenes superen sus conductas antisociales que los llevaron al centro. De esta forma, es normal que los jóvenes internos riñan entre ellos, agredan a los funcionarios, fabriquen armas corto-punzantes y destruyan la infraestructura del centro. Este hecho queda de manifiesto en los diversos motines y desórdenes que han existido en los centros de administración directa del SENAME;
11. Que los desórdenes producidos por los jóvenes en los centros de! SENAME y su conducta inadecuada han significado que varias de las obras de mejora realizadas para cumplir con los requerimientos de infraestructura necesarios para la implementación de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente, hoy ya se encuentran deterioradas o destruidas;
12. Que el reglamento interno de estos centros permite en lo sustancial estas conductas antisociales de los jóvenes. Por eso, como una forma de paliar sus falencias se ha permitido aumentar el accionar de Gendarmería, en un rol preventivo al interior de los CPL. Sin embargo, persisten grados importantes de descoordinación entre Gendarmería y el SENAME, lo que hace difícil realizar un proceso de reinserción exitoso, en un sistema interno donde no hay normas claras para los jóvenes, y
13. Que, por lo anterior, resulta indispensable para lograr un real proceso de reinserción social de los jóvenes dotar al SENAME de los recursos necesarios para construir la infraestructura y programas que realmente sirvan para estos fines, junto con proveer a los centros del número de funcionarios requeridos, entregándoles herramientas para realizar su trabajo, partiendo por los procesos de capacitación pertinentes a las labores que cumplen y a los objetivos que se persiguen con ellas.

El Senado acuerda:


Solicitar a Usía se sirva disponer lo siguiente:


a) Que se destinen al Servicio Nacional de Menores, anual, sistemática y progresivamente, en el presupuesto de la Nación, los recursos humanos y financieros necesarios para garantizar el proceso de reinserción social de los jóvenes;

b) Que se comprometa al Servicio Nacional de Menores en la generación de las adecuaciones necesarias a la ley Nº 20.084 y de su reglamento, para dotar a los centros de las normas administrativas, disciplinarias y de seguridad que permitan evitar hechos como los ocurridos en Puerto Montt;

c) Que los talleres que realicen los jóvenes al interior de estos centros tengan por fin entregarles la capacitación adecuada para el aprendizaje de un oficio o la adquisición de un titulo técnico, de modo que efectivamente puedan convertirse en un estímulo para su reinserción efectiva, y

d) Que se contrate la cantidad de funcionarios necesarios para realizar las labores educativas y de apoyo al interior de estos centros, entregándoles la capacitación adecuada y pertinente para la labor a realizar.”.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita que se recabe el  acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos, correspondiente al Boletín Nº 4.595-15, hasta las 12 horas del día lunes 10 de marzo del año en curso.


Así se acuerda.

______________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis y Pérez Varela, al señor Contralor General de la República, requiriendo su pronunciamiento acerca de la circulación, a través del Diario La Nación, del periódico “Chile contigo”.



- Del Honorable Senador señor Coloma a la señora Ministra de Salud, solicitando su apoyo para la ejecución del proyecto “Reposición de Estación Médico Rural de Callejones” en la comuna de Maule, VII Región.



- Del Honorable Senador señor Naranjo a la señora Ministra de Salud, requiriendo información sobre las normas jurídicas que autorizan la internación y comercialización en el país del producto denominado “té o mate de coca” y si ese producto, de acuerdo a los estudios médicos, es adictivo.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
______________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien rinde homenaje al Rey de España, don Juan Carlos de Borbón, con motivo de cumplirse 70 años de su nacimiento y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, adjuntando copia de su intervención, con el objeto de que la haga llegar a Su Excelencia el Embajador del Reino de España en nuestro país.

___________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, interviene el Honorable Senador señor Arancibia, quien rinde homenaje al bombero señor Gabriel Lara Espinosa y a doña Patricia Valenzuela Salazar, víctimas del incendio que afectó recientemente al Cerro La Cruz, de Valparaíso.
_____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien efectúa diversos comentarios acerca del estado de avance del Plan Chiloé y en relación con la inconveniencia de licitar las rampas del Canal de Chacao, en el lado de Pargua y la operación de los transbordadores de la zona y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que aclare el real estado de avance de dicho Plan y para que se permita la libre operación de los transbordadores y rampas en actual funcionamiento en el referido Canal.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los planes especiales con los cuales el Gobierno ha intentado enfrentar la situación de desempleo y retraso en las comunas de Tomé, Talcahuano, Coronel y Lota, como así también en la provincia de Arauco y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas y a las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo, Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo e Intendenta de la VIII Región y al señor Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, requiriendo información sobre el particular.



Luego, el Honorable Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe respecto de la implementación, financiamiento y licitación de la rotonda Bonilla, que es el acceso principal a Concepción, y del puente Andalién.



En seguida, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información respecto de la situación del Campamento La Pera, ubicado en la ciudad de Concepción, a cien metros de la Intendencia de la VIII Región, y acerca de la decisión en cuanto a su erradicación.



A continuación, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a la ejecución de los planes de aguas lluvias en las comunas de Talcahuano y Tomé y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre el particular. 



Luego, el Honorable Senador se refiere a la situación que afecta a huelguista de hambre que indica, actualmente internada en el Hospital de Chillán y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior y de Justicia, con el objeto de que se disponga, de forma inmediata, el traslado de dicha persona a un hospital que cuente con el personal y los medios necesarios para actuar en caso de una urgencia de carácter fatal.



En seguida, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a los efectos de la ley 19.992, promulgada para reparar a las víctimas de torturas y tormentos por parte de agentes del Estado chileno y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro del Interior y Director del Instituto de Normalización Previsional, para que informen acerca del exacto alcance y aplicación que se está dando a dicha normativa.



A continuación, el señor Senador se refiere a la situación que afecta a las víctimas de accidentes automovilísticos provocados por conductores que no logran ser identificados y los efectos que ello produce en lo que respecta al pago del seguro obligatorio por parte de las compañías aseguradoras y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, General Director de Carabineros de Chile y Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito, requiriendo información sobre el particular y solicitando el apoyo al proyecto de ley, de autoría de los Honorables Senadores señores Naranjo, Escalona y Vásquez, que modifica la ley N° 18.490, para garantizar la atención de las víctimas de accidentes de tránsito, correspondiente al Boletín Nº 4.673-15.



En relación con esta misma materia, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, requiriendo el respaldo para la iniciativa de ley, de su autoría, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, con el fin de establecer nuevo requisito educacional para obtener licencia de conducir, correspondiente al Boletín Nº 5.011-15.


Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a la grave situación que afecta a la población civil palestina de Gaza y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, adjuntando copia de su intervención y para que, por su intermedio, sea enviada a las Embajadas de Palestina y de Israel en nuestro país y de Chile en Palestina.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 86ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 23 DE ENERO DE 2.008.


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Justicia, don Carlos Maldonado Curti.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________

ORDEN DEL DIA

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República por el que requiere el acuerdo del Senado para designar, como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Francisco Javier Frei Ruiz-Tagle, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, por el que requiere el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Francisco Javier Frei Ruiz-Tagle, correspondiente al Boletín Nº S 1.042-05, para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia  del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



Agrega que Su Excelencia la Presidenta de la República señala que, en el año 2004, se designó en el Directorio de Televisión Nacional a don José Pablo Arellano por el período que vence el 23 de mayo de 2012. Sin embargo, como renunció a su cargo, la vacante fue proveída con don Ignacio Walker y, en forma posterior, cuando él renunció, por don Edmundo Pérez Yoma, a quien se le aceptó la renuncia en el mes de enero en curso, quedando, en consecuencia, vacante el cargo, por lo que solicita el acuerdo del Senado para designar a don Francisco Frei Ruiz Tagle por el período que resta, es decir, hasta el 23 de mayo de 2012.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en sesión celebrada el día 17 de enero del año en curso, conoció los antecedentes referidos a esta solicitud, escuchando, asimismo, los planteamientos del señor Frei acerca de su experiencia como integrante del Directorio de Televisión Nacional durante cuatro años, el rol de la televisión en regiones como la programación cultural y el papel que debe cumplir la televisión pública. 



Añade que la Comisión informante, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, informa a la Sala que en la designación de director de Televisión Nacional de Chile en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.



El señor Secretario General, finalmente hace presente que la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.
- - -




En discusión la solicitud de Su Excelencia la señora Presidente de la República, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 8º del Reglamento del Senado, no participará en la votación de este asunto.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición, es aprobada por 25 votos a favor, uno en contra y un pareo, de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el número 5) del artículo 53, ambos de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. 


Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su voto.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, queda aprobada la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar como integrante del Directorio de Televisión Nacional de Chile al señor Francisco Javier Frei Ruiz-Tagle.


Queda terminada la discusión de este asunto.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 87ª, ORDINARIA, EN MÍERCOLES 23 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Ominami.



Asisten, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti, del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones octogésima segunda, ordinaria, octogésima tercera, especial, ambas de 15 de enero de 2008 y octogésima cuarta, ordinaria, de 16 de enero del año en curso, que no han sido observadas.

______________

CUENTA



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira la urgencia que hiciera presente al proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos del señor Contralor General de la República:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a las presuntas irregularidades ocurridas en la enajenación de un vehículo de propiedad de Chiledeportes.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, relativo una denuncia por acoso sexual formulada por una funcionaria de la Municipalidad de Yungay.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da su parecer respecto de un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier, Naranjo, Sabag y Vásquez, relativo a la designación de un representante especial del Secretario General de las Naciones Unidas para el tema de la violencia física en contra de niños y adolescentes (Boletín N° S 1.014-12).



De la señora Ministra de Educación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la creación de una beca especial para los estudiantes de Educación Superior de la Región de Aysén.



Del señor Embajador Director de la sección Medio Oriente y África del Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante el cual informa de una comunicación efectuada en relación con el acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, referido a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad” y cuyo propósito es permitir la captura de criminales nazis que aún puedan estar escondidos en Chile y América Latina (Boletín N° S 1.031-12).



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso (Boletín Nº 5.005-06).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica (Boletín N° 5.699-03).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Senadores señores Prokurica, Horvath, Orpis, Romero y Zaldívar, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosos (Boletín Nº 4.704-07).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotización de salud en ISAPRES (Boletín Nº 4.423-11). 



-- Quedan para tabla.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, mediante el cual solicitan que el Senado manifieste su reconocimiento a la voluntad mayoritaria del pueblo mapuche de vivir en paz e integrado en la comunidad nacional y que Su Excelencia la Presidenta de la República instruya a los órganos públicos que indican, para que persigan la responsabilidad de quienes han realizado actos de violencia y terrorismo en las Regiones de La Araucanía y Metropolitana (Boletín N° S 1.038-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath y Navarro, mediante la cual inician un proyecto de ley que declara monumento natural a todas las especies de ballenas que indican (Boletín N° 5.744 -03).



- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del Honorable Senador señor Ávila, mediante la cual inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 19 N° 7 letra i) de la Constitución Política de la República, en materia de error judicial (Boletín N° 5.745-07).



De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Larraín y Pérez Varela, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal, con el fin de aumentar las sanciones en contra de los funcionarios públicos que cometan los delitos que indican (Boletín N° 5.746-07).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que obliga a informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten los artefactos e instalaciones que señala (Boletín N° 5.747-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, estableciendo la obligatoriedad del pago de gratificaciones a los trabajadores de las empresas que indican.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo, Gazmuri, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Educación para que estudie la posibilidad de distribuir en bibliotecas y colegios públicos, los libros de doña Patricia Verdugo Aguirre y que al menos dos de dichos textos sean considerados lectura obligatoria para los alumnos de Enseñanza Media. (Boletín N° S 1.044-12).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República con el fin de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere la ideas contenidas en la Moción que presentara junto con los Honorables Senadores señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, que modifica el Código del Trabajo, estableciendo la obligatoriedad del pago de gratificaciones a los trabajadores de las empresas que indican, que fue declarada inadmisible por corresponder a materias propias de su iniciativa.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor  Orpis, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para incluir en el Orden del Día de esta sesión el proyecto de ley de su autoría, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica, correspondiente al Boletín N° 5.699-03, que cuenta con un informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, del que se ha dado cuenta en el día de hoy.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para darlo por aprobado sin discusión, oponiéndose a ello el Honorable Senador señor Letelier.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea examen único nacional de conocimientos de medicina



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en la sesión del día de ayer.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea examen único nacional de conocimientos de medicina, correspondiente al Boletín Nº 4.361-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes modificaciones al proyecto aprobado en el primer trámite por el Senado:

Artículo 1°.


- Ha consultado el siguiente inciso segundo, nuevo:


"Se entenderá que los profesionales que aprueben el examen único nacional de conocimientos de medicina, habrán revalidado automáticamente su título profesional de médico cirujano, sin necesitar cumplir ningún otro requisito para este efecto.".


- Incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, han pasado a ser tercero, cuarto, quinto y sexto, sin otra enmienda.

Artículo 4°.


Lo ha reemplazado por el siguiente:


"Artículo 4°.- Tratándose de los cargos de Director y de Subdirector Médico de Hospital o de Servicio de Salud seleccionados por el Sistema de Alta Dirección Pública, el máximo de doce horas de docencia a que se refiere el artículo 8º de la ley N° 19.863 se podrá destinar, en forma indistinta o combinada, al desempeño de la actividad clínica y asistencial, informando al Director de Servicio de dicha opción y la distribución que hará de las horas respectivas, en su caso.".

Artículo 5°

Número 1


-Ha  sustituido en el inciso que se agrega, la expresión "un año" por "dos años".

Número 2


- Lo  ha reemplazado por el que sigue:


“2. Reemplázase  el inciso segundo del artículo 8° por el siguiente:


"La comisión encargada del proceso de selección podrá considerar la aplicación de instrumentos de selección tales como oposición de antecedentes, pruebas, entrevistas, exámenes u otros que evalúen las competencias del postulante para el ejercicio del cargo.  Dichos instrumentos deberán ser públicos y abiertos a todo participante y tendrán carácter de nacional.".".


Número 6.


Lo ha  sustituido por el siguiente:


"6. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 12:


a) Elimínase, en  el inciso segundo, el siguiente párrafo final: “Con todo, cumplida la mitad del tiempo que dure el impedimento, el Subsecretario de Salud, con consulta al Director del Servicio afectado por dicha situación, podrá rehabilitar al profesional, fundado en razones de atención de salud de la población, de acuerdo con lo que determine el reglamento.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero, los profesionales funcionarios podrán solicitar cumplir su compromiso de desempeño en un Servicio distinto de aquel con el cual se encontraren obligados. Para ello, se requerirá el acuerdo de los respectivos Directores de Servicios de Salud de origen y de destino, quienes podrán otorgarlo sólo en casos calificados mediante resolución fundada. Para el ejercicio de esta facultad se requerirá que tanto el Servicio de Salud de origen como el de destino cuenten con las disponibilidades presupuestarias necesarias para ello, pudiendo el Servicio de origen traspasar al de destino los recursos y dotación de personal que se liberen por el cambio del profesional, cuando este último Servicio no cuente con presupuesto para ese fin. Con todo, el Servicio de Salud de origen deberá endosar al Servicio de Salud de destino la garantía otorgada por el profesional funcionario. A esta misma disposición quedarán sujetos los profesionales funcionarios de la Etapa de Destinación y Formación que soliciten cambio a otro Servicio de Salud. El reglamento regulará el mecanismo mediante el cual se autorizarán las solicitudes a que se refiere este inciso, el plazo para ser presentadas y la fecha a contar de la cual produzcan efecto.”.


Número nuevo


Ha consignado a continuación del número 10, el siguiente 11, nuevo:


“11. Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- La asignación de reforzamiento profesional diurno se otorgará a los profesionales funcionarios de las Etapas de Destinación y Formación y de Planta Superior que cumplan funciones en los establecimientos de los Servicios de Salud. Su monto será equivalente al 23% y al 92%, respectivamente, calculado sobre el sueldo base.  Esta asignación se otorgará de acuerdo al siguiente cronograma: 


Para los profesionales funcionarios de la Etapa de Destinación y Formación:


- A contar del 1 de noviembre de 2007 y hasta el 31 de diciembre de 2008: 20,5%.


- A contar del 1 de enero de 2009: 23,0%.


Para los profesionales funcionarios de la Etapa de Planta Superior:


- A contar del 1 de noviembre de 2007 y hasta el 31 de diciembre de 2008: 43,9%.


- Durante el año 2009: 69,8%


- A contar del 1 de enero de 2010: 92%.”.

- - -


Ha considerado, a continuación del artículo 9°, los siguientes artículos 10 y 11, nuevos:


“Artículo 10.- Establécese, a contar del día 1 de noviembre de 2007, un bono mensual de guardia nocturna y día festivo, no imponible, de $100.000, para los profesionales funcionarios que desempeñen cargos de planta o a contrata bajo la modalidad establecida en el inciso séptimo del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, en los establecimientos de salud dependientes de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, sólo en la medida que dichos profesionales funcionarios no se encuentren acogidos al beneficio establecido en el artículo 44 de la ley Nº 15.076.


El bono señalado en el inciso anterior corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2007, el que se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades que se determinen para remuneraciones del sector público.


Artículo 11.- Agrégase en la letra g) del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, a continuación del segundo punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.), los siguientes párrafos nuevos:


“En el ejercicio de esta atribución, el Director, previa autorización del Subsecretario de Redes Asistenciales,  cuando las necesidades de la institución lo requieran y siempre que para estos efectos exista el financiamiento adecuado, situación que debe constar en un certificado emitido por el Jefe del Departamento de Recursos Financieros del Servicio de Salud correspondiente o de quién cumpla esas funciones, podrá, utilizando únicamente las vacantes de horas semanales y de cargos existentes en las correspondientes plantas de personal del Servicio de Salud, proveer dichas vacantes mediante la modalidad de combinación de un cargo compuesto de 22 horas semanales de la ley N° 19.664 y de 28 horas semanales de la ley N° 15.076.


Dicho cargo será servido en calidad de titular por el profesional funcionario que haya sido seleccionado a través del concurso respectivo, y constituirá un solo cargo para todos los efectos legales. Sin perjuicio de lo anterior para efectos de pensiones y de salud serán considerados como cargos independientes.


El cese de funciones, por cualquier causa, del titular del cargo provisto mediante la modalidad señalada en los párrafos anteriores, producirá, por el solo ministerio de la ley, la separación del mismo y, por ende, la provisión posterior se efectuará en forma independiente a menos que se opte por el procedimiento señalado en los párrafos precedentes.”.”.


Artículos transitorios


Artículo cuarto


Ha pasado a ser sexto, con la redacción que más adelante se indicará.

- - -


Ha consultado los siguientes artículos cuarto y quinto, nuevos:


“Artículo cuarto.- Los profesionales funcionarios de planta o a contrata, regidos por las leyes N° 15.076 y N° 19.664 que se desempeñen en los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, y en los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nº 29, N° 30 y N° 31, todos de 2001 y del Ministerio de Salud, que a la fecha del cierre del registro nacional a que se refiere el inciso sexto para cada año de vigencia del beneficio, tengan o cumplan 60 o más años de edad si son mujeres, o 65 o más años de edad si son hombres, y hagan efectiva su renuncia voluntaria del total de horas que sirven en el conjunto de los organismos señalados precedentemente, desde los 60 días siguientes de la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2009 inclusive, tendrán derecho hasta el cupo máximo fijado en el inciso tercero a percibir, por una sola vez, una bonificación por retiro voluntario equivalente a 769 unidades de fomento respecto del total de horas que sirvan al momento de acogerse a retiro voluntario.


La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con cualquier otro beneficio de similar naturaleza y en especial con los beneficios establecidos en el artículo primero transitorio de las leyes N°s. 20.157 y 20.209.


Podrán acceder a este beneficio hasta un máximo de 500 profesionales funcionarios, privilegiándose aquellos de mayor edad. En caso de empate, tendrá preferencia el que acredite más años de servicio en el conjunto de los organismos señalados en el inciso primero y cuyas jornadas de trabajo según sus respectivos cargos o contratos, en uno o más empleos, sean de 44 horas semanales. De persistir el empate, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. En el curso del año 2008 sólo podrán acceder  al beneficio un máximo de 250 beneficiarios. Los cupos que no fueren utilizados en el primer año de concesión se acumularán para el año 2009.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, los directores de los Servicios de Salud, podrán declarar vacantes los cargos de planta o poner término a las jornadas semanales a contrata que desempeñen los profesionales funcionarios que, a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2009 inclusive, tengan o cumplan 75 o más años de edad y que, además, reúnan los requisitos para acogerse a jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional o estén acogidos a alguno de estos beneficios.


Los profesionales funcionarios a quienes se les declare vacantes los cargos que sirven o se les ponga término a los empleos a contrata que desempeñan, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario a que se refiere el inciso primero y, por ende, deberán ser considerados como primera prioridad para la utilización de los cupos que establece el inciso tercero.


A efectos de postular al beneficio que establece este artículo, el Ministerio de Salud, dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la presente ley abrirá un registro nacional.


Los profesionales funcionarios que deseen postular al beneficio deberán presentar su solicitud de postulación a la Unidad de Personal u Oficina de Recursos Humanos del organismo en el cual se desempeñen a más a tardar el 31 de mayo de cada año.


Los funcionarios que habiendo postulado durante el primer año no fueren seleccionados por excederse el número de cupos autorizados, quedarán automáticamente incluidos para el segundo año, teniendo preferencia en el proceso de selección de dicho año. 


Recibida la postulación, la Unidad de Personal u Oficina de Recursos Humanos del organismo en el cual se desempeñe el postulante deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para impetrar el beneficio, sin perjuicio de la presentación de la renuncia voluntaria en la oportunidad a que se refiere el inciso siguiente. Efectuada la verificación remitirá al Ministerio de Salud, en un plazo no superior a cinco días hábiles, la nómina de los postulantes que cumplen requisitos a fin de que sean incorporados al registro a que se refiere el inciso sexto precedente.


Seleccionados los beneficiarios para cada uno de los años de vigencia del beneficio, el Ministerio de Salud establecerá mediante resolución la nómina de profesionales funcionarios con derecho al beneficio, la que será informada a cada organismo y notificada en forma personal a cada beneficiario que resulte seleccionado, mediante carta certificada remitida al domicilio que tenga registrado en el respectivo organismo. Una vez notificado el profesional funcionarios seleccionado éste dispondrá del plazo de 10 días para presentar su renuncia voluntaria a todos los cargos o empleos que sirva.


Si alguno de los profesionales funcionarios seleccionados no presentare la renuncia al cargo en los plazos fijados en el inciso anterior se entenderá que desiste del beneficio, situación que el organismo correspondiente informará de manera inmediata al Ministerio de Salud a fin de que proceda a reasignar el cupo respectivo siguiendo estrictamente el orden de prelación preestablecido.


El beneficio será pagado directamente por la entidad empleadora en una sola cuota, dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que disponga su pago.


Los profesionales funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en este artículo no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el inciso primero, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


No obstante lo señalado en el inciso anterior, los profesionales funcionarios podrán celebrar los convenios regulados por el artículo 24 de la ley  N° 19.664.


Artículo quinto.-  Facúltase al Presidente de la República para incrementar, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, en hasta 200 cargos el conjunto de las Plantas de cargos afectos a la ley N° 15.076 de los Servicios de Salud, contenidas en los decretos con fuerza de ley N°s. 2 al 27, de 1995, y N°s. 2 y 3, de 1997, todos del Ministerio de Salud.


Los cargos que se creen en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, en las plantas de personal  de los Servicios de Salud, se proveerán durante el año 2009.”.

- - -


Como ya se dijo, ha considerado el artículo cuarto, que ha pasado a ser sexto, en los siguientes términos:


“Artículo sexto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiera financiarse con esos recursos.”.

- - -



En discusión las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y García.


Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones de la Honorable Cámara de Diputados al proyecto, son aprobadas por 27 votos a favor, una abstención y un pareo.


Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag.


Se abstiene, el Honorable Senador señor García.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Establécese, como requisito de ingreso para los cargos o empleos de médico cirujano en los Servicios de Salud creados por el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005; en los establecimientos de carácter experimental creados por el artículo 6° de la ley Nº 19.650, y en los establecimientos de atención primaria de salud municipal, rendir un examen único nacional de conocimientos de medicina y haber obtenido, a lo menos, la puntuación mínima que a su respecto establezca el reglamento, sin perjuicio de los demás requisitos que les exijan otras leyes. Las instituciones señaladas sólo podrán contratar, en cualquier calidad jurídica y modalidad, a médicos cirujanos que hayan obtenido, de conformidad a lo que establezca el reglamento, la puntuación mínima requerida en dicho examen.


Se entenderá que los profesionales que aprueben el examen único nacional de conocimientos de medicina, habrán revalidado automáticamente su título profesional de médico cirujano, sin necesitar cumplir ningún otro requisito para este efecto.


Los médicos cirujanos, para otorgar las prestaciones de salud a los beneficiarios del régimen que regula el Libro II del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, en la modalidad de libre elección, deberán haber obtenido, de conformidad a lo que establezca el reglamento, a lo menos, la puntuación mínima en el examen a que se refiere el inciso anterior, de lo que deberá dejarse constancia en el respectivo convenio.


El examen único nacional de conocimientos de medicina será una prueba diseñada y administrada por la asociación que reúna al mayor número de escuelas de medicina del país, de entre aquéllas que tengan, a lo menos, una promoción de graduados y cuyas carreras y programas de estudio hayan sido acreditados conforme a lo establecido en el artículo 27 de la ley N° 20.129. 


Un reglamento, dictado por intermedio del Ministerio de Salud, establecerá los criterios generales destinados a garantizar la adecuación del examen de conocimientos establecido en el presente artículo con el perfil profesional requerido para el cumplimiento de los objetivos de la política nacional de salud, así como también, aquellos que aseguren la objetividad, transparencia, igualdad y adecuada publicidad en su diseño y administración, y, en general toda otra materia relacionada con su exigencia, aplicación y evaluación. Asimismo, el reglamento determinará la puntuación mínima requerida ya sea a través de una nota, calificación, porcentaje, u otro factor análogo de medición, para efecto de lo dispuesto en esta ley, y, en general, contendrá toda otra norma necesaria para la adecuada y eficiente aplicación del presente artículo. Para la dictación y aplicación de este reglamento, el Ministerio de Salud deberá previamente oír la opinión e informe técnico de la Comisión Nacional Docente Asistencial de Salud, creada por el decreto supremo N° 110, de dicho Ministerio, de 1963, sin perjuicio de las modificaciones o adecuaciones que sobre su integración u otra materia se efectúen al decreto supremo precedentemente referido.


A lo menos cada cinco años, el Ministerio de Salud, oyendo a la Comisión referida en el inciso anterior, revisará los criterios generales que se establezcan en el reglamento, así como la puntuación mínima que se determine. Con todo, dicha revisión no podrá efectuarse con una antelación inferior a noventa días de la fecha fijada para aplicación del examen respectivo. La actualización efectuada se hará por decreto del Ministerio de Salud y sólo regirá a contar de su realización, abarcando todos los exámenes que se rindan entre dicho período y la próxima actualización.


Artículo 2°.- Sin perjuicio de los demás requisitos que se exijan, los médicos cirujanos deberán haber obtenido, a lo menos, la puntuación mínima que establezca el reglamento respecto del examen señalado en el artículo anterior para postular a programas de perfeccionamiento, de postítulo, de postgrado conducentes a la obtención de un grado académico y de especializaciones o subespecializaciones, financiados por los órganos de la Administración del Estado o que se desarrollen total o parcialmente en establecimientos de salud dependientes de dichos órganos. 


Artículo 3°.- Otórgase a los cargos de Subdirector Médico de Hospital y Director de Atención Primaria, de los Servicios de Salud, cualquiera sea su grado y nivel de jerarquía, la calidad de segundo nivel jerárquico para todos los efectos de la aplicación del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882, sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 37, del Ministerio de Hacienda, de 2003.


Artículo 4°.- Tratándose de los cargos de Director y de Subdirector Médico de Hospital o de Servicio de Salud seleccionados por el Sistema de Alta Dirección Pública, el máximo de doce horas de docencia a que se refiere el artículo 8º de la ley N° 19.863 se podrá destinar, en forma indistinta o combinada, al desempeño de la actividad clínica y asistencial, informando al Director de Servicio de dicha opción y la distribución que hará de las horas respectivas, en su caso.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.664:


1. En el artículo 6°, agrégase el siguiente inciso segundo:


“El Director de cada Servicio de Salud podrá autorizar fundadamente la prórroga de los contratos de aquellos profesionales funcionarios que al noveno año de permanencia en la Etapa de Destinación y Formación aún se encuentren cumpliendo un programa de especialización. Dicha prórroga podrá otorgarse por el plazo máximo de dos años para el solo efecto de cumplir dicho programa. Por decreto expedido por el Ministerio de Salud, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, y suscrito por el Ministro de Hacienda, se definirán los criterios que los Directores de los Servicios de Salud deberán utilizar para autorizar la prórroga del contrato.”.


2. Reemplázase el inciso segundo del artículo 8°, por el siguiente:


“La comisión encargada del proceso de selección podrá considerar la aplicación de instrumentos de selección tales como oposición de antecedentes, pruebas, entrevistas, exámenes u otros que evalúen las competencias del postulante para el ejercicio del cargo. Dichos instrumentos deberán ser públicos y abiertos a todo participante y tendrán carácter de nacional.”.


3. En el artículo 9°, sustitúyese la oración final por la siguiente: “Estas contrataciones podrán disponerse en toda época del año con cargo a la dotación de horas asignadas a esta Etapa, sea cual fuere la causa por las que se encuentren disponibles, siempre que no excedan del 20% de la dotación de horas asignadas a ella, en cada Servicio.”.


4. En el inciso primero del artículo 10, sustitúyense la palabra “optar” por “acceder” y la expresión “un Servicio de Salud” por “uno o más Servicios de Salud”, y a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), agrégase la siguiente oración: “Con todo, estos profesionales sólo podrán postular hasta en el sexto año de permanencia en dicha Etapa.”.


5. En el inciso primero del artículo 11, introdúcense las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyense la palabra “optar” por “acceder” y la expresión “un Servicio de Salud” por “uno o más Servicios de Salud”.


b) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Tratándose de especialidades relevantes o de interés para el desarrollo de la atención primaria de salud, circunstancia que calificará, mediante resolución, el Subsecretario de Redes Asistenciales, la obligación de desempeño previo se rebajará a un año.”.


6. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 12:


a) Elimínase, en el inciso segundo, la siguiente oración final: “Con todo, cumplida la mitad del tiempo que dure el impedimento, el Subsecretario de Salud, con consulta al Director del Servicio afectado por dicha situación, podrá rehabilitar al profesional, fundado en razones de atención de salud de la población, de acuerdo con lo que determine el reglamento.”.


b) Sustitúyese el inciso final, por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero, los profesionales funcionarios podrán solicitar cumplir su compromiso de desempeño en un Servicio distinto de aquel con el cual se encontraren obligados. Para ello, se requerirá el acuerdo de los respectivos Directores de Servicios de Salud de origen y de destino, quienes podrán otorgarlo sólo en casos calificados mediante resolución fundada. Para el ejercicio de esta facultad se requerirá que tanto el Servicio de Salud de origen como el de destino cuenten con las disponibilidades presupuestarias necesarias para ello, pudiendo el Servicio de origen traspasar al de destino los recursos y dotación de personal que se liberen por el cambio del profesional, cuando este último Servicio no cuente con presupuesto para ese fin. Con todo, el Servicio de Salud de origen deberá endosar al Servicio de Salud de destino la garantía otorgada por el profesional funcionario. A esta misma disposición quedarán sujetos los profesionales funcionarios de la Etapa de Destinación y Formación que soliciten cambio a otro Servicio de Salud. El reglamento regulará el mecanismo mediante el cual se autorizarán las solicitudes a que se refiere este inciso, el plazo para ser presentadas y la fecha a contar de la cual produzcan efecto.”.


7. En el artículo 15, agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:


"Con todo, e independientemente del nivel a que sea llamado el concurso, si quien resulta seleccionado para un cargo de titular en la Etapa de Planta Superior se hallare percibiendo en dicha calidad, en el mismo Servicio de Salud, una asignación de experiencia calificada de nivel superior a la del cargo que se concursa, se le reconocerá en el nuevo cargo al menos su antiguo nivel de asignación y de ubicación en la Etapa, siempre que existan recursos disponibles en la forma prevista en el inciso tercero del artículo 32, para el conjunto de los Servicios de Salud. 


El mismo derecho tendrán aquellos profesionales que sean titulares de un cargo en la Etapa de Planta Superior, que posean especialidades o subespecialidades críticas o en falencia y que provengan, sin solución de continuidad, de un Servicio de Salud distinto del que llama a concurso, siempre y cuando se cumplan además los siguientes requisitos: 


a) Que las bases del respectivo concurso dejen expresa constancia que el reconocimiento contemplado en este inciso regirá para el cargo que se concursa, siempre que existan recursos disponibles en la forma prevista en el inciso tercero del artículo 32, para el conjunto de los Servicios de Salud, y 


b) Que el nuevo cargo para el que se llame a concurso requiera la misma especialidad o subespecialidad del profesional beneficiario del reconocimiento. 


Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicará también a los profesionales funcionarios que sirvan empleos a contrata en la Etapa de Planta Superior, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4° transitorio. 


El Ministerio de Salud, para efectos de la aplicación del inciso cuarto de este artículo, instruirá sobre los criterios de aplicación nacional y regional conforme a los cuales cada Servicio de Salud determine, fundadamente, las especialidades críticas o en falencia.".


8. Intercálase, en el inciso primero del artículo 17, entre la palabra “planta” y la coma (,) que le sigue, la expresión “o en un empleo a contrata”.

9. En el inciso segundo del artículo 18, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), agrégase la siguiente oración: “En todo caso, para los efectos del plazo al que deban someterse a una nueva acreditación según lo dispuesto en el artículo 16, los profesionales que se encuentren en la nómina podrán abonar el tiempo que deban esperar por el cupo financiero para acceder al siguiente nivel de la Etapa, debiendo considerarse, asimismo, los logros alcanzados durante este tiempo por los profesionales en el ejercicio de sus funciones.”.


10. Modifícase el artículo 21, en la forma que se indica a continuación:


a) Sustitúyense, en el inciso segundo, los términos “en el mismo empleo” por “en el mismo empleo y Servicio de Salud” y la expresión “podrán acogerse voluntariamente” por “deberán someterse”.


b) Intercálase, en el inciso final, entre las expresiones "Esta acreditación" y "constituirá un antecedente", la siguiente frase: "dará derecho a la asignación a que se refiere el artículo 32 y".


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


"La no presentación de los antecedentes para la acreditación, cuando corresponda hacerlo, hará incurrir a los profesionales a que se refiere este artículo, en la pérdida de requisitos para continuar ejerciendo el empleo y se le pondrá término a su contrato dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que debió someterse a la acreditación.”.


11. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La asignación de reforzamiento profesional diurno se otorgará a los profesionales funcionarios de las Etapas de Destinación y Formación y de Planta Superior que cumplan funciones en los establecimientos de los Servicios de Salud. Su monto será equivalente al 23% y al 92%, respectivamente, calculado sobre el sueldo base. Esta asignación se otorgará de acuerdo al siguiente cronograma: 


Para los profesionales funcionarios de la Etapa de Destinación y Formación:


- A contar del 1 de noviembre de 2007 y hasta el 31 de diciembre de 2008: 20,5%.


- A contar del 1 de enero de 2009: 23,0%.


Para los profesionales funcionarios de la Etapa de Planta Superior:


- A contar del 1 de noviembre de 2007 y hasta el 31 de diciembre de 2008: 43,9%.


- Durante el año 2009: 69,8%.


- A contar del 1 de enero de 2010: 92%.”.

Artículo 6°.- Declárase que la asignación de reforzamiento profesional diurno a que se refiere el artículo 33 de la ley Nº 19.664, se encuentra bien pagada entre los meses de diciembre de 1999 y julio de 2000, ambos inclusive, respecto de los profesionales funcionarios cuyos cargos fueron desligados conforme al inciso segundo del artículo 1° transitorio de dicha ley, y de los profesionales que durante el período antes indicado tuvieron la calidad de becarios conforme al artículo 43 de la ley Nº 15.076 y que, a partir del 1° de agosto del año 2000, quedaron incorporados en la Etapa de Destinación y Formación conforme al inciso primero del artículo 2° transitorio de la ley Nº 19.664. Además, téngase por bien pagada dicha asignación, entre el 1° de diciembre del año 1999 y hasta el 31 de agosto de 2006, ambas fechas inclusive, respecto de los profesionales que se desempeñan o se desempeñaron en cargos de la Planta de Directivos con alguna de las jornadas referidas en el inciso primero del artículo 1° de la ley 19.664.


Artículo 7°.- Las jornadas diurnas de 11 ó 22 horas semanales de los profesionales funcionarios que por aplicación del artículo 6° de la ley Nº 19.230, se encuentren desempeñando cargos de planta, adicionales, en extinción de 11 – 22 ó 22 – 22 horas semanales, pasarán a constituir cargos separados a contar del día 1 del mes siguiente a la fecha de publicación en el Diario Oficial de la presente ley, por su solo ministerio, y a partir de esa data dichas jornadas diurnas de 11 ó 22 horas semanales se regirán por la ley 19.664 y por las siguientes disposiciones:


a) Los cargos de jornadas diurnas de 11 y 22 horas que se desligan conforme a esta disposición, incrementarán la dotación de personal del respectivo Servicio de Salud por el solo ministerio de la ley, para todos los efectos legales.


Por su parte, los cargos con jornada de 22 horas semanales remunerados como cargos de 28 horas semanales, continuarán como cargos de planta adicionales en extinción y regidos en todo por la ley Nº 15.076 y no les serán aplicables las normas de la ley Nº 19.664.


b) Los profesionales a que se refiere este artículo en servicio a la fecha antes indicada, continuarán desempeñando sus funciones en la Etapa de Planta Superior y por el solo ministerio de la ley quedarán encasillados en los niveles que corresponda de acuerdo con su antigüedad medida en trienios que tengan reconocidos a la data antes señalada. Ellos percibirán, por el desempeño de las jornadas diurnas, la asignación de experiencia calificada establecida en el artículo 32 de la ley Nº 19.664, que les corresponda de acuerdo al nivel en que queden encasillados. En lo sucesivo, se someterán a acreditación conforme a las reglas generales.

Artículo 8°.- Agréganse, al artículo 14 de la ley Nº 15.076, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“Igualmente, podrán retener la propiedad de sus empleos anteriores incompatibles, sin derecho a remuneración, los profesionales funcionarios que, en virtud del Sistema de Alta Dirección Pública, sean nombrados en los cargos de Director de Hospital o Subdirector Médico ya sea de Hospital o de un Servicio de Salud.


El derecho a que se refiere el inciso anterior se extenderá exclusivamente por el primer período de nombramiento en algún cargo afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”. 


Artículo 9°.- Los nombramientos en los cargos correspondientes a Jefes de Unidades de Apoyo Diagnóstico y de Apoyo Clínico Terapéutico de los Servicios de Salud, de conformidad con los requisitos establecidos para su desempeño, tendrán una duración de cinco años, al cabo de los cuales deberán concursarse nuevamente.


Los profesionales que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren desempeñando alguno de los cargos referidos en el inciso precedente, continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación.


Sin embargo, dichos cargos se llamarán a concurso cuando los referidos profesionales completen cinco años de servicio en su empleo, considerándose el tiempo servido con antelación a esa fecha y, en todo caso, no antes de un año contado desde la publicación de la presente ley, fecha en la cual los actuales titulares cesarán en sus cargos por el solo ministerio de la ley, procediéndose al concurso respectivo.”.


Artículo 10.- Establécese, a contar del día 1 de noviembre de 2007, un bono mensual de guardia nocturna y día festivo, no imponible, de $100.000, para los profesionales funcionarios que desempeñen cargos de planta o a contrata bajo la modalidad establecida en el inciso séptimo del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, en los establecimientos de salud dependientes de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, sólo en la medida que dichos profesionales funcionarios no se encuentren acogidos al beneficio establecido en el artículo 44 de la ley Nº 15.076.


El bono señalado en el inciso anterior corresponde al valor vigente al 30 de noviembre de 2007, el que se reajustará en los mismos porcentajes y oportunidades que se determinen para remuneraciones del sector público.


Artículo 11.- Agréganse, en la letra g) del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, a continuación del segundo punto y coma (;), que pasa a ser punto seguido (.), los siguientes párrafos nuevos:


“En el ejercicio de esta atribución, el Director, previa autorización del Subsecretario de Redes Asistenciales,  cuando las necesidades de la institución lo requieran y siempre que para estos efectos exista el financiamiento adecuado, situación que debe constar en un certificado emitido por el Jefe del Departamento de Recursos Financieros del Servicio de Salud correspondiente o de quién cumpla esas funciones, podrá, utilizando únicamente las vacantes de horas semanales y de cargos existentes en las correspondientes plantas de personal del Servicio de Salud, proveer dichas vacantes mediante la modalidad de combinación de un cargo compuesto de 22 horas semanales de la ley N° 19.664 y de 28 horas semanales de la ley N° 15.076.


Dicho cargo será servido en calidad de titular por el profesional funcionario que haya sido seleccionado a través del concurso respectivo, y constituirá un solo cargo para todos los efectos legales. Sin perjuicio de lo anterior, para efectos de pensiones y de salud serán considerados como cargos independientes.


El cese de funciones, por cualquier causa, del titular del cargo provisto mediante la modalidad señalada en los párrafos anteriores, producirá, por el solo ministerio de la ley, la separación del mismo y, por ende, la provisión posterior se efectuará en forma independiente a menos que se opte por el procedimiento señalado en los párrafos precedentes.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Los artículos 1° y 2° entrarán en vigencia a contar del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial. Dichos artículos no serán aplicables a los médicos cirujanos titulados en Chile antes de la entrada en vigencia de los mismos. Tampoco estarán afectos a esas disposiciones, los médicos cirujanos que con anterioridad a la referida vigencia hayan obtenido el reconocimiento, revalidación o convalidación de ese título profesional en Chile de acuerdo con las normativas aplicables en la materia.


El decreto que aprueba el reglamento a que se refiere el artículo 1° de esta ley deberá dictarse en el plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Los profesionales funcionarios que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren desempeñando los cargos afectos al artículo 3°, continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación. 


Sin embargo, dichos cargos se llamarán a concurso de acuerdo con las normas del Sistema de Alta Dirección Pública cuando los referidos profesionales completen tres años de servicios en su empleo, considerándose el tiempo servido con antelación a esa fecha y, en todo caso, no antes de un año contado desde la publicación de la presente ley, salvo que antes dichos cargos queden vacantes por cualquier causa, en cuyo caso se proveerán por las disposiciones de ese Sistema. 


Los referidos profesionales, cuyos nombramientos no sean confirmados por no haber sido seleccionados en el concurso respectivo o por no haber participado en el mismo, tendrán derecho a optar entre ser designados sin concurso en otro empleo o alejarse del Servicio. En el evento que en la planta del Servicio de Salud correspondiente no exista vacante, se le designará en calidad de contratado mientras ella se produce. 


Con todo, estas normas no serán aplicables a los cargos señalados en el decreto con fuerza de ley Nº 37, del Ministerio de Hacienda, de 2003.

Artículo tercero.- Los profesionales funcionarios que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan sido nombrados en un cargo de Director de Hospital, Subdirector Médico de Servicio de Salud o Subdirector Médico de Hospital, en virtud del Sistema de Alta Dirección Pública y, por esa razón, hayan renunciado o cesado en un cargo afecto a las leyes números 15.076 o 19.664, tendrán el derecho a que se refiere el inciso tercero del artículo 6º de la ley Nº 15.076, en las mismas condiciones que establece dicha norma. Este derecho sólo podrán ejercerlo al cese del primer nombramiento del cargo afecto al Sistema de Alta Dirección Pública y siempre que no hayan cumplido la edad para acogerse a jubilación.


Artículo cuarto.- Los profesionales funcionarios de planta o a contrata, regidos por las leyes números 15.076 y 19.664, que se desempeñen en los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, y en los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nº 29, N° 30 y N° 31, todos de 2001 y del Ministerio de Salud, que a la fecha del cierre del registro nacional a que se refiere el inciso sexto para cada año de vigencia del beneficio, tengan o cumplan 60 o más años de edad si son mujeres, o 65 o más años de edad si son hombres, y hagan efectiva su renuncia voluntaria del total de horas que sirven en el conjunto de los organismos señalados precedentemente, desde los 60 días siguientes de la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2009 inclusive, tendrán derecho hasta el cupo máximo fijado en el inciso tercero a percibir, por una sola vez, una bonificación por retiro voluntario equivalente a 769 unidades de fomento respecto del total de horas que sirvan al momento de acogerse a retiro voluntario.


La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con cualquier otro beneficio de similar naturaleza y en especial con los beneficios establecidos en el artículo primero transitorio de las leyes números 20.157 y 20.209.


Podrán acceder a este beneficio hasta un máximo de 500 profesionales funcionarios, privilegiándose aquéllos de mayor edad. En caso de empate, tendrá preferencia el que acredite más años de servicio en el conjunto de los organismos señalados en el inciso primero y cuyas jornadas de trabajo según sus respectivos cargos o contratos, en uno o más empleos, sean de 44 horas semanales. De persistir el empate, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. En el curso del año 2008 sólo podrán acceder  al beneficio un máximo de 250 beneficiarios. Los cupos que no fueren utilizados en el primer año de concesión se acumularán para el año 2009.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, los directores de los Servicios de Salud, podrán declarar vacantes los cargos de planta o poner término a las jornadas semanales a contrata que desempeñen los profesionales funcionarios que, a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2009 inclusive, tengan o cumplan 75 o más años de edad y que, además, reúnan los requisitos para acogerse a jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional o estén acogidos a alguno de estos beneficios.


Los profesionales funcionarios a quienes se les declare vacantes los cargos que sirven o se les ponga término a los empleos a contrata que desempeñan, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario a que se refiere el inciso primero y, por ende, deberán ser considerados como primera prioridad para la utilización de los cupos que establece el inciso tercero.


A efectos de postular al beneficio que establece este artículo, el Ministerio de Salud, dentro de los 30 días siguientes a la publicación de la presente ley abrirá un registro nacional.


Los profesionales funcionarios que deseen postular al beneficio deberán presentar su solicitud de postulación a la Unidad de Personal u Oficina de Recursos Humanos del organismo en el cual se desempeñen a más a tardar el 31 de mayo de cada año.


Los funcionarios que habiendo postulado durante el primer año no fueren seleccionados por excederse el número de cupos autorizados, quedarán automáticamente incluidos para el segundo año, teniendo preferencia en el proceso de selección de dicho año. 


Recibida la postulación, la Unidad de Personal u Oficina de Recursos Humanos del organismo en el cual se desempeñe el postulante deberá verificar el cumplimiento de los requisitos para impetrar el beneficio, sin perjuicio de la presentación de la renuncia voluntaria en la oportunidad a que se refiere el inciso siguiente. Efectuada la verificación remitirá al Ministerio de Salud, en un plazo no superior a cinco días hábiles, la nómina de los postulantes que cumplen requisitos a fin de que sean incorporados al registro a que se refiere el inciso sexto precedente.


Seleccionados los beneficiarios para cada uno de los años de vigencia del beneficio, el Ministerio de Salud establecerá mediante resolución la nómina de profesionales funcionarios con derecho al beneficio, la que será informada a cada organismo y notificada en forma personal a cada beneficiario que resulte seleccionado, mediante carta certificada remitida al domicilio que tenga registrado en el respectivo organismo. Una vez notificado el profesional funcionarios seleccionado éste dispondrá del plazo de 10 días para presentar su renuncia voluntaria a todos los cargos o empleos que sirva.


Si alguno de los profesionales funcionarios seleccionados no presentare la renuncia al cargo en los plazos fijados en el inciso anterior se entenderá que desiste del beneficio, situación que el organismo correspondiente informará de manera inmediata al Ministerio de Salud a fin de que proceda a reasignar el cupo respectivo siguiendo estrictamente el orden de prelación preestablecido.


El beneficio será pagado directamente por la entidad empleadora en una sola cuota, dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que disponga su pago.


Los profesionales funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en este artículo no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en ninguno de los organismos señalados en el inciso primero, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


No obstante lo señalado en el inciso anterior, los profesionales funcionarios podrán celebrar los convenios regulados por el artículo 24 de la ley  N° 19.664.


Artículo quinto.- Facúltase al Presidente de la República para incrementar, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, en hasta 200 cargos el conjunto de las Plantas de cargos afectos a la ley N° 15.076 de los Servicios de Salud, contenidas en los decretos con fuerza de ley números 2 al 27, de 1995, y números 2 y 3, de 1997, todos del Ministerio de Salud.


Los cargos que se creen en virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, en las plantas de personal de los Servicios de Salud, se proveerán durante el año 2009.


Artículo sexto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiera financiarse con esos recursos.”.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para discutir en general, sin debate, el proyecto de ley, que figura en el número 9 del Orden del Día, iniciado en una Moción que presentara junto con los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Navarro, que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas, con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que se indican, correspondiente al Boletín Nº 5.653-07.


Así se acuerda.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Navarro, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas, con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que se indican, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas, con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que se indican, correspondiente al Boletín Nº 5.653-07.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto artículo 36 del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el artículo 2º de la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 103 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



De conformidad al acuerdo adoptado precedentemente por la Sala, el señor Presidente somete a votación en general el proyecto de ley, siendo aprobado con el voto a favor de 25 señores Senadores, de 37 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 10 de marzo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1° Introdúcese, a continuación del artículo 288 bis del Código Penal, un nuevo artículo 288 ter, del siguiente tenor:


"Artículo 288 ter.- El interno de un establecimiento penitenciario que fabrique, porte, tenga en su poder o proporcione a otro armas cortantes, punzantes o contundentes será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias que establezca el Reglamento Carcelario. La misma pena se aplicará al interno que, dentro de alguno de los Centros de Privación de Libertad a que se refiere el artículo 43 de la Ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes, realice alguna de las conductas antes señaladas, determinándose la pena con arreglo a lo dispuesto en dicha ley.


Se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo al que, sin estar autorizado, introduzca las armas a que se refiere el inciso anterior en un establecimiento penitenciario o en alguno de los Centros de Privación de Libertad a que se refiere el artículo 43 de la Ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes.


Para los efectos del presente artículo no se considerarán armas los utensilios destinados exclusivamente al aseo personal y a la alimentación de los internos ni las herramientas de trabajo cuyo uso haya sido permitido por la autoridad respectiva."


Artículo 2°.- Introdúcese, a continuación del artículo 14 C de la Ley N° 17.798 sobre Control de Armas, un nuevo artículo 14 D, del siguiente tenor:


"Artículo 14 D.- Cuando los delitos establecidos en los artículos 9°, 10 y 11 de la presente ley se hayan cometido dentro de un establecimiento penitenciario o dentro de alguno de los Centros de Privación de Libertad a que se refiere el artículo 43 de la Ley N° 20.084 sobre Responsabilidad Penal de los Adolescentes, el tribunal podrá aumentarla pena en un grado. En todo caso, no podrá imponer únicamente la pena de multa".”.

____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales, con segundo informe de la Comisión de Minería y 

Energía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, correspondiente a los Boletín Nº 4.977-08, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Minería y Energía, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones: Ninguno.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 6, 11, 29, 31, 41, 46 y 48.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números  14, 19, 21, 33, 34, 36, 38, 44 y 45.



4.- Indicaciones rechazadas: números 1, 5, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 15, 17,18, 20, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30, 32, 35, 42 y 43.



5.- Indicaciones retiradas: números 2, 16 y 47.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 3, 4, 37, 39, 40, 49 y 50.

- - -



Luego, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en la citada disposición reglamentaria, declara aprobadas las normas señaladas en el punto 1.- consignado precedentemente.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión informante propone a la Sala aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

N° 1)



- Agregar entre la expresión “Intercálanse” y el vocablo “el” la preposición “en”. 

N° 2)



- Intercalar, en el inciso primero, del artículo 150 bis que se agrega, a continuación de las palabras “clientes finales”, la frase “, estén o no sujetos a regulación de precios”. 



- Sustituir, en el inciso primero, del artículo 150 bis que se incorpora, el guarismo “8%” por “10%”.



- Agregar el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 150 bis:



“Sólo para los efectos de la acreditación de la obligación señalada en el inciso primero, se reconocerán también las inyecciones provenientes de centrales hidroeléctricas cuya potencia máxima sea igual o inferior a 40.000 kilowatts, las que se corregirán por un factor proporcional igual a uno menos el cuociente entre el exceso sobre 20.000 kilowatts de la potencia máxima de la central y 20.000 kilowatts, lo que se expresa en la siguiente fórmula: 



FP = 1 - ((PM – 20.000 kw)/20.000kw)



Donde FP es el factor proporcional antes señalado y PM es la potencia máxima de la central hidroeléctrica respectiva, expresada en kilowatts.”. 

N° 4)

Letra aa)



- Reemplazar el N° 1), por el siguiente:



“1) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía de la biomasa, correspondiente a la obtenida de materia orgánica y biodegradable, la que puede ser usada directamente como combustible o convertida en otros biocombustibles líquidos, sólidos o gaseosos. Se entenderá incluida la fracción biodegradable de los residuos sólidos domiciliarios y no domiciliarios.”. 



- Sustituir el N° 3), por el siguiente:



“3) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía geotérmica, entendiéndose por tal, la que se obtiene del calor natural del interior de la tierra.”. 



- Cambiar el N° 4), por el siguiente:



“4) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía solar, obtenida de la radiación solar.”. 



- Reemplazar el N° 6), por el siguiente:



“6) Aquellos cuya fuente de energía primaria sea la energía de los mares, correspondiente a toda forma de energía mecánica producida por el movimiento de las mareas, de las olas y de las corrientes, así como la obtenida del gradiente térmico de los mares, y”. 

Artículo 1° transitorio



- Agregar, en su inciso primero, antes de su punto final, la siguiente frase: “, sean contratos nuevos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza”.



- Intercalar, en el inciso segundo, a continuación de las palabras “renovables no convencionales”, la frase “o con los señalados en el inciso final del artículo 150 bis que introduce esta ley”. 



- Reemplazar, en el inciso segundo, la frase “31 de mayo” por “1 de enero”. 



- Agregar, a continuación de su inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, este último sin enmiendas:



“También se podrá cumplir la obligación referida con medios de generación renovables no convencionales, que encontrándose interconectados a los sistemas eléctricos con anterioridad a la fecha señalada en el inciso precedente, amplíen su capacidad instalada de generación con posterioridad a dicha fecha y conserven su condición de medio de generación renovable no convencional una vez ejecutada la ampliación. Para los efectos de la acreditación de la obligación señalada, las inyecciones provenientes de los medios de generación referidos en este inciso, se corregirán por un factor proporcional igual al cuociente entre la potencia adicionada con posterioridad al 1 de enero del 2007 y la potencia máxima del medio de generación luego de la ampliación.”. 



- Sustituir, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, los guarismos “0,3%” por “0,5%”; “5,3%” por “5,5%”; “5,6%” por “6%”; y “8%” por “10%”.

- - -



- Consultar como artículos 3° y 4° transitorios, nuevos, los siguientes:



“Artículo 3° transitorio.- La obligación contemplada en el artículo 150° bis que esta ley incorpora a la Ley General de Servicios Eléctricos, regirá por 25 años a contar del 1 de enero del año 2010.”. 



“Artículo 4° transitorio.- Las empresas eléctricas deberán acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo que, a lo menos el cincuenta por ciento del aumento progresivo de 0.5% anual de la obligación, contemplado en el inciso cuarto del artículo primero transitorio, ha sido cumplido con inyecciones de energía de medios propios o contratados, elegidas mediante un proceso competitivo, transparente y que no implique una discriminación arbitraria.”. 

- - -



El señor Secretario General señala que las modificaciones precedentemente transcritas fueron aprobadas unánimemente por la Comisión informante, con excepción de las que se señalarán más adelante, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 



Luego, el señor Presidente somete a votación las modificaciones señaladas precedentemente, las que son aprobadas por la  unanimidad de los señores Senadores presentes. 

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez.



En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la enmienda recaída en el número 2) del artículo 1º, que agrega un inciso final al artículo 150 bis, nuevo, de la Ley General de Servicios Eléctricos, el cual fue aprobado dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Núñez y Orpis y la abstención del Honorable Senador señor Gómez. 



En discusión la modificación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por 26 votos a favor, una abstención y un pareo.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Bianchi, Letelier, Navarro, Núñez, Orpis y Sabag.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Gómez.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la enmienda recaída en el inciso segundo del artículo 1º transitorio del proyecto, que guarda relación con la precedentemente votada, la que, al igual que ella, fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Núñez y Orpis y la abstención del Honorable Senador señor Gómez. 



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para dar por aprobada esta modificación con la misma votación de la anterior.



Así se acuerda.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, las siguientes modificaciones:


1) Intercálanse en el inciso primero del artículo 79°, entre las expresiones “generación” y “conectados”, las siguientes oraciones: “renovable no convencionales y de las instalaciones de cogeneración eficiente, definidos en las letras aa) y ac) del artículo 225° de esta ley, que se encuentren”, y sustitúyense las oraciones “cuya fuente sea no convencional, tales como geotérmica, eólica, solar, biomasa, mareomotriz, pequeñas centrales hidroeléctricas, cogeneración y otras similares determinadas fundadamente por la Comisión,” por la conjunción “y”.


2) Agrégase, a continuación del artículo 150°, el siguiente artículo 150° bis:


“Artículo 150° bis.- Cada empresa eléctrica que efectúe retiros de energía desde los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, estén o no sujetos a regulación de precios, deberá acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo, que una cantidad de energía equivalente al 10% de sus retiros en cada año calendario haya sido inyectada a cualquiera de dichos sistemas, por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.


La empresa eléctrica podrá también acreditar el cumplimiento de la obligación señalada en el inciso primero, mediante inyecciones de energía renovable no convencional realizadas a los sistemas eléctricos durante el año calendario inmediatamente anterior, en la medida que dichas inyecciones no hayan sido acreditadas para el cumplimiento de la obligación que correspondió a ese año.


Cualquier empresa eléctrica que exceda el porcentaje señalado en el inciso primero de inyecciones de energía renovable no convencional dentro del año en que se debe cumplir la obligación, con energía propia o contratada y aunque no hubiese efectuado retiros, podrá convenir el traspaso de sus excedentes a otra empresa eléctrica, los que podrán realizarse incluso entre empresas de diferentes sistemas eléctricos.  Una copia autorizada del respectivo convenio deberá entregarse a la Dirección de Peajes del CDEC respectivo para que se imputen tales excedentes en la acreditación que corresponda.


La empresa eléctrica que no acredite el cumplimiento de la obligación a que se refiere este artículo al 1 de marzo siguiente al año calendario correspondiente, deberá pagar un cargo, cuyo monto será de 0,4 UTM por cada megawatt/hora de déficit respecto de su obligación. Si dentro de los tres años siguientes incurriese nuevamente en incumplimiento de su obligación, el cargo será de 0,6 UTM por cada megawatt/hora de déficit.


Sin perjuicio de lo anterior, cualquier empresa eléctrica deficitaria podrá, con un límite de 50%, postergar hasta en un año la acreditación de la obligación que le corresponda al término de un año calendario, siempre que lo haya comunicado a la Superintendencia antes del 1 de marzo siguiente al año calendario referido.


Las Direcciones de Peajes de los CDEC de los sistemas eléctricos mayores a 200 megawatts deberán coordinarse y llevar un registro público único de las obligaciones, inyecciones y traspasos de energía renovable no convencional de cada empresa eléctrica, así como de toda la información necesaria que permita acreditar el cumplimiento de las obligaciones y la aplicación de las disposiciones contenidas en este artículo.


Los cargos señalados en el inciso cuarto se destinarán a los clientes finales y a los clientes de las distribuidoras cuyos suministros hubieren cumplido la obligación prevista en el inciso primero de este artículo.


Las sumas de dinero que se recauden por estos cargos, se distribuirán a prorrata de la energía consumida por los clientes indicados en el inciso anterior durante el año calendario en que se incumplió la obligación del inciso primero.


La Dirección de Peajes del CDEC respectivo calculará y dispondrá tanto el pago de los cargos que cada empresa deberá abonar para que se destinen a los clientes aludidos en base a los montos recaudados de las empresas que no hubiesen cumplido la obligación, así como las transferencias de dinero a que haya lugar entre ellas. La Superintendencia deberá requerir a la Dirección de Peajes y a las empresas concernidas la información necesaria para fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones que se les impone en este inciso.


Toda controversia que surja en la aplicación del inciso anterior con la Dirección de Peajes del CDEC respectivo promovida por las empresas eléctricas sujetas a la obligación prevista en el inciso primero o por las distribuidoras y clientes finales, será dictaminada por el panel de expertos, organismo que deberá optar por uno de los valores propuestos por quien promueve la discrepancia o por la referida Dirección, entendiéndose que ésta se formaliza en las presentaciones que deberán realizar al panel, en sobre cerrado, dentro de los quince días siguientes al cálculo efectuado por la Dirección de Peajes. Para expedir el dictamen respectivo, el aludido Panel deberá ceñirse al procedimiento aplicable a las discrepancias previstas en el número 11 del artículo 208°.


Sólo para los efectos de la acreditación de la obligación señalada en el inciso primero, se reconocerán también las inyecciones provenientes de centrales hidroeléctricas cuya potencia máxima sea igual o inferior a 40.000 kilowatts, las que se corregirán por un factor proporcional igual a uno menos el cuociente entre el exceso sobre 20.000 kilowatts de la potencia máxima de la central y 20.000 kilowatts, lo que se expresa en la siguiente fórmula:


FP = 1 - ((PM – 20.000 kw)/20.000kw)


Donde FP es el factor proporcional antes señalado y PM es la potencia máxima de la central hidroeléctrica respectiva, expresada en kilowatts.”.


3) Suprímese el inciso quinto del artículo 157°, y 


4) Agréganse, en el artículo 225°, a continuación de la letra z), las siguientes letras aa), ab) y ac):


“aa) Medios de generación renovables no convencionales: los que presentan cualquiera de las siguientes características:


1) Aquéllos cuya fuente de energía primaria sea la energía de la biomasa, correspondiente a la obtenida de materia orgánica y biodegradable, la que puede ser usada directamente como combustible o convertida en otros biocombustibles líquidos, sólidos o gaseosos. Se entenderá incluida la fracción biodegradable de los residuos sólidos domiciliarios y no domiciliarios.


2) Aquéllos cuya fuente de energía primaria sea la energía hidráulica y cuya potencia máxima sea inferior a 20.000 kilowatts.


3) Aquéllos cuya fuente de energía primaria sea la energía geotérmica, entendiéndose por tal, la que se obtiene del calor natural del interior de la tierra.


4) Aquéllos cuya fuente de energía primaria sea la energía solar, obtenida de la radiación solar.


5) Aquéllos cuya fuente de energía primaria sea la energía eólica, correspondiente a la energía cinética del viento.


6) Aquéllos cuya fuente de energía primaria sea la energía de los mares, correspondiente a toda forma de energía mecánica producida por el movimiento de las mareas, de las olas y de las corrientes, así como la obtenida del gradiente térmico de los mares, y


7) Otros medios de generación determinados fundadamente por la Comisión, que utilicen energías renovables para la generación de electricidad, contribuyan a diversificar las fuentes de abastecimiento de energía en los sistemas eléctricos y causen un bajo impacto ambiental, conforme a los procedimientos que establezca el reglamento.


ab) Energía renovable no convencional: aquella energía eléctrica generada por medios de generación renovables no convencionales.


ac) Instalación de cogeneración eficiente: instalación en la que se genera energía eléctrica y calor en un solo proceso de elevado rendimiento energético cuya potencia máxima suministrada al sistema sea inferior a 20.000 kilowatts y que cumpla los requisitos establecidos en el reglamento.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° transitorio.- La obligación contemplada en el artículo 150° bis que esta ley incorpora a la Ley General de Servicios Eléctricos, regirá a contar del 1 de enero del año 2010, y se aplicará a todos los retiros de energía para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales cuyos contratos se suscriban a partir del 31 de agosto de 2007, sean contratos nuevos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza.


El cumplimiento de la obligación referida deberá efectuarse con medios de generación renovables no convencionales o con los señalados en el inciso final del artículo 150 bis que introduce esta ley, propios o contratados, que se hayan interconectado a los sistemas eléctricos con posterioridad al 1 de enero de 2007.


También se podrá cumplir la obligación referida con medios de generación renovables no convencionales, que encontrándose interconectados a los sistemas eléctricos con anterioridad a la fecha señalada en el inciso precedente, amplíen su capacidad instalada de generación con posterioridad a dicha fecha y conserven su condición de medio de generación renovable no convencional una vez ejecutada la ampliación. Para los efectos de la acreditación de la obligación señalada, las inyecciones provenientes de los medios de generación referidos en este inciso, se corregirán por un factor proporcional igual al cuociente entre la potencia adicionada con posterioridad al 1 de enero del 2007 y la potencia máxima del medio de generación luego de la ampliación.


Con todo, la obligación aludida en el inciso primero será de un 5% para los años 2010 a 2014, aumentándose en un 0,5% anual a partir del año 2015. Este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación el año 2015 deberán cumplir con un 5,5%, los del año 2016 con un 6% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2024 el 10% previsto en el artículo 150º bis.


El aumento progresivo dispuesto en el inciso anterior, no será exigible respecto de los retiros de energía asociados al suministro de empresas concesionarias de servicio público de distribución eléctrica, para satisfacer consumos de clientes regulados, que hubieren iniciado el proceso de licitación que dispone el artículo 131° de la Ley General de Servicios Eléctricos, con anterioridad a la publicación de esta ley.


Artículo 2° transitorio.- La Comisión Nacional de Energía, mediante resolución exenta, establecerá las disposiciones de carácter técnico que sean necesarias para la adecuada implementación de las normas que esta ley introduce a la Ley General de Servicios Eléctricos y para la aplicación de la disposición transitoria precedente.”.


Artículo 3° transitorio.- La obligación contemplada en el artículo 150° bis que esta ley incorpora a la Ley General de Servicios Eléctricos, regirá por 25 años a contar del 1 de enero del año 2010.


Artículo 4° transitorio.- Las empresas eléctricas deberán acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo que, a lo menos el cincuenta por ciento del aumento progresivo de 0.5% anual de la obligación, contemplado en el inciso cuarto del artículo primero transitorio, ha sido cumplido con inyecciones de energía de medios propios o contratados, elegidas mediante un proceso competitivo, transparente y que no implique una discriminación arbitraria.”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley Nº 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley Nº 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral, correspondiente al Boletín Nº 4.814-13, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los números 1; 2 (pasa a ser 5); 3; 5 y 6 (pasan a ser 7 y 8, respectivamente); 8 y 9 (pasan a ser 11 y 12, respectivamente); 13 (pasa a ser 16); 15 (pasa a ser 17); 25 (pasa a ser 21); 28 (pasa a ser 24) del artículo único.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 13 bis b); 13 bis c); 13 bis g); 16 bis a), y 38 bis.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3 bis; 4 bis; 7 bis; 7 ter; 8 bis; 13 bis a); 13 bis d); 13 bis e); 13 bis f); 13 bis h);  16 bis b); 16 bis c); 18 bis; 20 bis; 25 bis; 25 ter; 29 bis; 33 bis; 36 bis, y 38 ter.


4.-
Indicaciones rechazadas: números 6; 9; 13; 14; 15, y 19.



5.-
Indicaciones retiradas: números 1; 2; 3; 3x; 4; 5; 7; 7x; 8; 8x; 10; 11; 12; 14x; 14xx; 15x; 15xx; 15xxx; 15xxxx; 16; 16x; 16xx; 17; 18; 20; 20x; 21; 22; 23; 24; 25; 25x; 26; 27; 28; 28x; 29; 30; 31; 32; 33; 34; 35; 35x; 36; 37, y 38.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



Luego, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en la citada disposición reglamentaria, declara aprobadas las normas señaladas en el punto 1.-consignado precedentemente.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión informante propone a la Sala aprobar el proyecto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Número 2


Ubicarlo como número 5, sin enmiendas.

Número 2, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“2.- Modifícase el artículo 431, de la siguiente forma:


a) Suprímese, en su inciso primero, la palabra “disciplinariamente”.



b) Reemplázase el inciso final, por el siguiente: 


“Las defensas orales sólo podrán ser efectuadas por abogados habilitados.”.”.

Número 4, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“4.- Agrégase en el artículo 434, el siguiente inciso 2°, nuevo:


“El mandato judicial y el patrocinio constituido en el Tribunal de Letras del Trabajo, se entenderá constituido para toda la prosecución del juicio en el Tribunal de Cobranza Laboral y Previsional, a menos que exista constancia en contrario.”.”.
Número 4


Pasa a ser número 6. Reemplazarlo por el siguiente:


“6.- Agrégase el siguiente artículo 439 bis, nuevo:


“Artículo 439 bis.- En las causas laborales, los juzgados de letras del trabajo de Santiago podrán decretar diligencias para cumplirse directamente en las comunas de San Miguel, San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Bernardo, Calera de Tango, Puente Alto, San José de Maipo y Pirque sin necesidad de exhorto.


Lo dispuesto en el inciso anterior, se aplicará también en los juzgados de San Miguel y en los juzgados con competencia laboral de las comunas de San Bernardo y Puente Alto, respecto de las actuaciones que deban practicarse en Santiago o en cualquiera de ellos.


La facultad establecida en el inciso primero regirá, asimismo, entre los juzgados de La Serena y Coquimbo; de Valparaíso y Viña del Mar; de Concepción y Talcahuano; de Osorno y Río Negro; y de Puerto Montt, Puerto Varas y Calbuco.”.”.
Números 5 y 6


Pasan a ser números 7 y 8, respectivamente, sin enmiendas.

Número 7


Pasa a ser número 9, sustituido por el que sigue:


“9.- Modifícase el artículo 446, de la siguiente manera:


a) Intercálase en el número 4, entre la palabra “clara” y los términos “de los hechos”, la expresión “y circunstanciada”.


b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando sus incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“La prueba documental sólo se podrá presentar en la audiencia preparatoria. Sin embargo, deberá presentarse conjuntamente con la demanda, aquella que dé cuenta de las actuaciones administrativas que se refieren a los hechos contenidos en esa.”.”.
Número 10, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“10.- En el artículo 447, agrégase, en el inciso segundo, antes del punto final (.), la frase “respecto de esa acción”, y sustitúyese, en su inciso tercero, la expresión “inciso tercero” por “inciso cuarto”.”.

Números 8, 9 y 10


Pasan a ser números 11, 12 y 13, respectivamente, sin enmiendas.

Número 11


Pasa a ser número 14, modificado del modo que sigue:

Letra a)


- Intercálase, en el numeral 1) propuesto en esta letra a), el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“Si ninguna de las partes asistieren a la audiencia preparatoria, éstas tendrán el derecho de solicitar, por una sola vez, conjunta o separadamente, dentro de quinto día contados desde la fecha en que debió efectuarse, nuevo día y hora para su realización.”.

- Reemplázase, en el inciso tercero del número 1), propuesto en la letra a), que pasó a ser inciso cuarto, la frase “el plazo de cinco días” por “el plazo más breve posible”, e intercálase, a continuación de la expresión “u omisiones,”, la que sigue “en el plazo de cinco días,”.


- Agrégase, en el inciso quinto del número 1), propuesto en la letra a), que pasó a ser inciso sexto, la siguiente oración final, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido (.): “Dicho recurso deberá interponerse en la audiencia. De concederse el recurso, se hará en ambos efectos y será conocido en cuenta por la Corte.”.
Letra c), nueva


Intercalar, a continuación de la letra b) propuesta, la siguiente letra c), nueva:


“c) Elimínase en el inciso segundo del numeral 4), que pasa a ser 3), la frase final “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 457”.”.

Letra c)


Pasa a ser letra d), modificada del modo siguiente:


- Reemplazar, en su encabezamiento, la frase “y sustitúyese el párrafo cuarto por el siguiente” y los dos puntos (:) que le siguen, por la expresión “y elimínase su inciso final.”.


- Suprimir el texto modificatorio que se proponía en esta letra, que se inicia con las palabras “La prueba” y termina con la expresión “en esa.”.

Letra e), nueva


Incorporar como tal la que sigue:


“e) Elimínase en el numeral 6), que pasa a ser 5), la frase “y en el plazo señalado en el numeral anterior”.”.
Letra d)


Pasa a ser letra f). Reemplazarla por la siguiente:


“f) Agrégase en el inciso final de su número 9), que pasa a ser 8), a continuación de la frase “los tres días anteriores al fijado para la audiencia”, la expresión “de juicio”.”.
Letra e)


Pasa a ser letra g). Encabezar el texto del número nuevo, como “10)”, y reemplazar la frase final “se refiere el párrafo final del número 1) de este artículo”, por la siguiente: “se refieren el párrafo final del número 1) y el número 2) de este artículo”.

Número 12


Pasa a ser número 15.


- Sustituir su encabezamiento, por el siguiente:


“15.- Modifícase el artículo 454, de la siguiente manera:“.


- Contemplar una letra a), nueva, con el siguiente texto:


a) Incorpórase un numeral 7), nuevo, del siguiente tenor, pasando los actuales numerales 6), 7) y 8) a ser numerales 8), 6) y 9), respectivamente, todos ellos sin enmiendas: 


“7) Si el oficio o informe del perito no fuere evacuado antes de la audiencia y su contenido fuere relevante para la resolución del asunto, el juez deberá, dentro de la misma audiencia, tomar las medidas inmediatas que fueren necesarias para su aportación en ella. Si al término de esta audiencia dichas diligencias no se hubieren cumplido, el Tribunal fijará para ese solo efecto una nueva audiencia que deberá llevarse a cabo dentro del más breve plazo.”.

- Consultar una letra b), nueva, que anteponga el siguiente encabezamiento al texto del actual número 12), e iniciar dicho texto como sigue “10)”:


“b) Agrégase un numeral 10), nuevo, del siguiente tenor:”.

Número 13


Pasa a ser número 16, sin enmiendas.

Número 14


Suprimirlo.

Número 15


Pasa a ser número 17, sin enmiendas.

Números 16 a 23


Sustituirlos, por el siguiente:


“18.- Reemplázase el Párrafo 5°, De los recursos, y los artículos 474 a 484 que lo integran, por el siguiente:

“Párrafo 5°

De los recursos


Artículo 474.- Los recursos se regirán por las normas establecidas en este Párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 475.- La reposición será procedente en contra de los autos, decretos, y de las sentencias interlocutorias que no pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


En contra de la resolución dictada en audiencia, la reposición deberá interponerse en forma verbal, inmediatamente de pronunciada la resolución que se impugna, y se resolverá en el acto.


La reposición en contra de la resolución dictada fuera de audiencia, deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución correspondiente, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse a su inicio, y será resuelta en el acto.


Artículo 476.- Sólo serán susceptibles de apelación las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las que fijen el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. 


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo. 


De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Artículo 477.- Tratándose de las sentencias definitivas, sólo será procedente el recurso de nulidad, cuando en la tramitación del procedimiento o en la dictación de la sentencia definitiva se hubieren infringido sustancialmente derechos o garantías constitucionales, o aquélla se hubiere dictado con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo. En contra de las sentencias definitivas no procederán más recursos.


El recurso de nulidad tendrá por finalidad invalidar el procedimiento total o parcialmente junto con la sentencia definitiva, o sólo esta última, según corresponda.

Artículo 478.- El recurso de nulidad procederá, además:


a) Cuando la sentencia haya sido pronunciada por juez incompetente, legalmente implicado, o cuya recusación se encuentre pendiente o haya sido declarada por tribunal competente;


b) Cuando haya sido pronunciada con infracción manifiesta de las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica;


c) Cuando sea necesaria la alteración de la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior;


d) Cuando en el juicio hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre inmediación o cualquier otro requisito para los cuales la ley haya previsto expresamente la nulidad o lo haya declarado como esencial expresamente; 


e) Cuando la sentencia se hubiere dictado con omisión de cualquiera de los requisitos establecidos en los artículos 459, 495 ó 501, inciso final, de este Código, según corresponda; contuviese decisiones contradictorias; otorgare más allá de lo pedido por las partes, o se extendiere a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de las facultades para fallar de oficio que la ley expresamente otorgue;


f) Cuando la sentencia haya sido dictada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y hubiere sido ello alegado oportunamente en el juicio.


El tribunal ad quem, al acoger el recurso de nulidad fundado en las causales previstas en las letras b), c), e), y f), deberá dictar la sentencia de reemplazo correspondiente con arreglo a la ley. En los demás casos, el tribunal ad quem, en la misma resolución, determinará el estado en que queda el proceso y ordenará la remisión de sus antecedentes para su conocimiento al tribunal correspondiente.


No producirán nulidad aquellos defectos que no influyan en lo dispositivo del fallo, sin perjuicio de las facultades de corregir de oficio que tiene la Corte durante el conocimiento del recurso. Tampoco la producirán los vicios que, conocidos, no hayan sido reclamados oportunamente por todos los medios de impugnación existentes.


Si un recurso se fundare en distintas causales, deberá señalarse si se invocan conjunta o subsidiariamente.


Artículo 479.- El recurso de nulidad deberá interponerse por escrito, ante el tribunal que hubiere dictado la resolución que se impugna, dentro del plazo de diez días contados desde la notificación respectiva a la parte que lo entabla.


Deberá expresar el vicio que se reclama, la infracción de garantías constitucionales o de ley de que adolece, según corresponda, y en este caso, además, señalar de qué modo dichas infracciones de ley influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo.


Una vez interpuesto el recurso, no podrá invocarse nuevas causales. Con todo, la Corte, de oficio, podrá acoger el recurso deducido por un motivo distinto del invocado por el recurrente, cuando aquél corresponda a alguno de los señalados en el artículo 478.


Artículo 480.- Interpuesto el recurso el tribunal a quo se pronunciará sobre su admisibilidad, declarándolo admisible si reúne los requisitos establecidos en el inciso primero del artículo 479.


Los antecedentes se enviarán a la Corte correspondiente dentro de tercero día de notificada la resolución que concede el último recurso, remitiendo copia de la resolución que se impugna, del registro de audio y de los escritos relativos al recurso deducido.


La interposición del recurso de nulidad suspende los efectos de la sentencia recurrida.


Si una o más de varias partes entablare el recurso de nulidad, la decisión favorable que se dictare aprovechará a los demás, a menos que los fundamentos fueren exclusivamente personales del recurrente, debiendo el tribunal declararlo así expresamente.


Ingresado el recurso al tribunal ad quem, éste se pronunciará en cuenta acerca de su admisibilidad, declarándolo inadmisible si no concurrieren los requisitos del inciso primero del artículo 479, careciere de fundamentos de hecho o de derecho o de peticiones concretas, o, en los casos que corresponda, el recurso no se hubiere preparado oportunamente.

Artículo 481.- En la audiencia, las partes efectuarán sus alegaciones sin previa relación.


El alegato de cada parte no podrá exceder de treinta minutos.


No será admisible prueba alguna, salvo las necesarias para probar la causal de nulidad alegada.


La falta de comparecencia de uno o más recurrentes a la audiencia dará lugar a que se declare el abandono del recurso respecto de los ausentes.

Artículo 482.- El fallo del recurso deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contado desde el término de la vista de la causa.


Cuando no sea procedente la dictación de sentencia de reemplazo, la Corte, al acoger el recurso, junto con señalar el estado en que quedará el proceso, deberá devolver la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución.


Si los errores de la sentencia no influyeren en su parte dispositiva, la Corte podrá corregir los que advirtiere durante el conocimiento del recurso.


No procederá recurso alguno en contra de la resolución que falle un recurso de nulidad. Tampoco, en contra de la sentencia que se dictare en el nuevo juicio realizado como consecuencia de la resolución que hubiere acogido el recurso de nulidad.

Artículo 483.- Excepcionalmente, contra la resolución que falle el recurso de nulidad, podrá interponerse recurso de unificación de jurisprudencia.


Procederá el recurso de unificación de jurisprudencia cuando respecto de la materia de derecho objeto del juicio existieren distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de Tribunales Superiores de Justicia.


Artículo 483-A.- El recurso de que trata el artículo precedente, deberá interponerse ante la Corte de Apelaciones correspondiente en el plazo de quince días desde la notificación de la sentencia que se recurre, para que sea conocido por la Corte Suprema.


El escrito que lo contenga deberá ser fundado e incluirá una relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones respecto de las materias de derecho objeto de la sentencia, sostenidas en diversos fallos emanados de los Tribunales Superiores de Justicia. Asimismo, deberá acompañarse copia del o los fallos que se invocan como fundamento. Interpuesto el recurso, no podrá hacerse en él variación alguna.


Sólo si el recurso se interpone fuera de plazo, el tribunal a quo lo declarará inadmisible de plano. Contra dicha resolución únicamente podrá interponerse reposición dentro de quinto día, fundado en error de hecho. La resolución que resuelva dicho recurso será inapelable.


La interposición del recurso no suspende la ejecución de la resolución recurrida, salvo cuando su cumplimiento haga imposible llevar a efecto la que se dicte si se acoge el recurso. La parte vencida podrá exigir que no se lleve a efecto tal resolución mientras la parte vencedora no rinda fianza de resultas a satisfacción del tribunal. El recurrente deberá ejercer este derecho conjuntamente con la interposición del recurso y en solicitud separada.


El tribunal a quo, al declarar admisible el recurso, deberá pronunciarse de plano sobre la petición a que se refiere el inciso anterior. En contra de tal resolución no procederá recurso alguno.


La Corte de Apelaciones correspondiente remitirá a la Corte Suprema copia de la resolución que resuelve la nulidad, del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso, y los demás antecedentes necesarios para la resolución del mismo.


La sala especializada de la Corte Suprema sólo podrá declarar inadmisible el recurso por la unanimidad de sus miembros, mediante resolución fundada en la falta de los requisitos de los incisos primero y segundo de este artículo. Dicha resolución sólo podrá ser objeto de recurso de reposición dentro de quinto día.


Declarado admisible el recurso por el tribunal ad quem, el recurrido, en el plazo de diez días, podrá hacerse parte y presentar las observaciones que estime convenientes.


Artículo 483-B.- En la vista de la causa se observarán las reglas establecidas para las apelaciones. Con todo, la duración de las alegaciones de cada parte, se limitarán a treinta minutos.


Artículo 483-C.- El fallo que se pronuncie sobre el recurso sólo tendrá efecto respecto de la causa respectiva, y en ningún caso afectará a las situaciones jurídicas fijadas en las sentencias que le sirven de antecedente.


Al acoger el recurso, la Corte Suprema dictará acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, la sentencia de reemplazo en unificación de jurisprudencia.

La sentencia que falle el recurso así como la eventual sentencia de reemplazo, no serán susceptibles de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación o enmienda.


Artículo 484.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas pendientes hiciese imposible su vista y fallo en un plazo inferior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.”.
Número 19, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“19.- Sustitúyese el inciso final del artículo 489, por el siguiente:


“Si de los mismos hechos emanaren dos o más acciones de naturaleza laboral, y una de ellas fuese la de tutela laboral de que trata este Párrafo, dichas acciones deberán ser ejercidas conjuntamente en un mismo juicio, salvo si se tratare de la acción por despido injustificado, indebido o improcedente, la que deberá interponerse subsidiariamente. El no ejercicio de alguna de estas acciones en la forma señalada importará su renuncia.”.”.
Número 24


Pasa a ser número 20. Sustituirlo por el que sigue:


“20.- Modifícase el artículo 490, del siguiente modo:


a) Intercálase, en el inciso primero, después de la palabra “alegada”, la siguiente frase: “acompañándose todos los antecedentes en los que se fundamente”.

b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“En el caso que no los contenga, se concederá un plazo fatal de cinco días para su incorporación.”.”.

Número 25


Pasa a ser número 21, sin enmiendas.

Número 26


Pasa a ser número 22. Reemplazarlo, por el siguiente:


“22.- Sustitúyese el artículo 496, por el siguiente:


“Artículo 496.- Respecto de las contiendas cuya cuantía sea igual o inferior a diez ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.”.”.
Números 27, 28 y 29


Pasan a ser números 23, 24 y 25, respectivamente, sin enmiendas.

Número 30


Pasa a ser número 26. Sustituir el inciso primero propuesto en este numeral para el artículo 500, por el que sigue:


“Artículo 500.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del demandante, las acogerá inmediatamente; en caso contrario las rechazará de plano. Para pronunciarse, deberá considerar, entre otros antecedentes, la complejidad del asunto que se somete a su decisión, la comparecencia de las partes en la etapa administrativa y la existencia de pagos efectuados por el demandado. En caso de no existir antecedentes suficientes para este pronunciamiento, el tribunal deberá citar a la audiencia establecida en el inciso quinto del presente artículo.”.
Número 31


Pasa a ser número 27, sin enmiendas.

Número 32


Pasa a ser número 28, sustituido por el que sigue:


“28.- Reemplázase el artículo 502, por el siguiente:


“Artículo 502.- Las resoluciones dictadas en el procedimiento monitorio serán susceptibles de ser impugnadas por medio de todos los recursos establecidos en este Código, con excepción del recurso de unificación de jurisprudencia contenido en los artículos 483 y siguientes.”.”.
Número 33


Pasa a ser número 29. Modificarlo de la siguiente manera:


- Reemplazar el inciso cuarto propuesto en este numeral para el artículo 503, por el que sigue:


“Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I del presente Código, a menos que la cuantía de la multa, al momento de la dictación de la resolución que la impone o de la que resuelve la reconsideración administrativa respecto de ella, sea igual o inferior a 10 Ingresos Mínimos Mensuales, caso en el cual, se sustanciará de acuerdo a las reglas del procedimiento monitorio, contenidas en los artículos 500 y siguientes del presente Código.”.

- Eliminar el inciso quinto propuesto en este numeral.


- Reemplazar el inciso final propuesto en este numeral, por el siguiente:


“En contra de la sentencia que resuelva una reclamación se podrá recurrir conforme a lo establecido en el artículo 502 del presente Código.”.

Número 30, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“30.- Reemplázase el artículo 504, por el siguiente: 


“Artículo 504.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, distintas de la multa administrativa o de la que se pronuncie acerca de una reconsideración administrativa de multa, se sustanciará de acuerdo a las reglas del procedimiento monitorio, contenidas en los artículos 500 y siguientes del presente Código.”.”.
Número 31, nuevo


Contemplar como tal el siguiente:


“31.- Sustitúyese el artículo 2° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 2° transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigencia de esta ley, seguirán sustanciándose conforme al procedimiento con el que se iniciaron, hasta la dictación de la sentencia de término.”.”.

Artículo transitorio


Suprimirlo.

- - -



El señor Secretario General hace presente que los números 6, 18 y 28 del artículo único del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo previsto en el inciso segundo del artículo 66, de la Carta Fundamental.



Finalmente, señala que la Comisión informante dejó constancia de que, con motivo del segundo informe, la iniciativa en análisis fue objeto de algunas enmiendas, en razón de lo cual se recabó, nuevamente, el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto de los preceptos atinentes a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que las modificaciones precedentemente transcritas fueron aprobadas por la unanimidad de la Comisión, con excepción de las que se señalarán más adelante, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. los señores Senadores.



Luego, el señor Presidente somete a votación las modificaciones señaladas precedentemente, las que son aprobadas por 23 votos a favor de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Sabag.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a las disposiciones del Código del Trabajo contenidas en la ley N° 20.087:


1.- Modifícase el artículo 429 en los siguientes términos:


a) Agrégase en el inciso primero, antes de las expresiones “aquellas que considere inconducentes”, la frase “mediante resolución fundada”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la disyunción “o” por la conjunción “y”.


2.- Modifícase el artículo 431, de la siguiente forma:


a) Suprímese, en su inciso primero, la palabra “disciplinariamente”.


b) Reemplázase el inciso final, por el siguiente: 


“Las defensas orales sólo podrán ser efectuadas por abogados habilitados.”.

3.- Agrégase en el artículo 433, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido, la siguiente oración: “ En este caso el administrador del tribunal deberá dejar constancia escrita de la forma en que se realizó dicha actuación.”.


4.- Agrégase, en el artículo 434, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El mandato judicial y el patrocinio constituido en el Tribunal de Letras del Trabajo, se entenderá constituido para toda la prosecución del juicio en el Tribunal de Cobranza Laboral y Previsional, a menos que exista constancia en contrario.”.


5.- Suprímese la oración final del inciso sexto del artículo 436.


6.- Agrégase el siguiente artículo 439 bis, nuevo:


“Artículo 439 bis.- En las causas laborales, los juzgados de letras del trabajo de Santiago podrán decretar diligencias para cumplirse directamente en las comunas de San Miguel, San Joaquín, La Granja, La Pintana, San Ramón, La Cisterna, El Bosque, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Bernardo, Calera de Tango, Puente Alto, San José de Maipo y Pirque sin necesidad de exhorto.


Lo dispuesto en el inciso anterior, se aplicará también en los juzgados de San Miguel y en los juzgados con competencia laboral de las comunas de San Bernardo y Puente Alto, respecto de las actuaciones que deban practicarse en Santiago o en cualquiera de ellos.


La facultad establecida en el inciso primero regirá, asimismo, entre los juzgados de La Serena y Coquimbo; de Valparaíso y Viña del Mar; de Concepción y Talcahuano; de Osorno y Río Negro; y de Puerto Montt, Puerto Varas y Calbuco.”.

7.- Sustitúyese en el artículo 443 la expresión “sólo” por la siguiente: “preferentemente”.


8.- Modifícase el artículo 444 en los siguientes términos:


a) Agrégase al final del inciso primero, suprimiendo el punto final, la siguiente frase: “en términos suficientes para garantizar el monto de lo demandado.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo pasando los actuales segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Con todo, las medidas cautelares que el juez decrete deberán ser proporcionales a la cuantía del juicio.”.


c) Sustitúyese en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, la expresión “ demandado” por “ demandante”.


9.- Modifícase el artículo 446, de la siguiente manera:


a) Intercálase en el número 4, entre la palabra “clara” y los términos “de los hechos”, la expresión “y circunstanciada”.


b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando sus incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“La prueba documental sólo se podrá presentar en la audiencia preparatoria. Sin embargo, deberá presentarse conjuntamente con la demanda, aquella que dé cuenta de las actuaciones administrativas que se refieren a los hechos contenidos en esa.”.

10.- En el artículo 447, agrégase, en el inciso segundo, antes del punto final (.), la frase “respecto de esa acción”, y sustitúyese, en su inciso tercero, la expresión “inciso tercero” por “inciso cuarto”.


11.- Suprímese en el inciso primero del artículo 448, eliminando la coma que la precede, la frase final “aunque procedan de distintos títulos”.


12.- Sustitúyense,  en el inciso primero del artículo 451, las expresiones “treinta” y “diez” por “treinta y cinco” y “quince”, respectivamente.


13.- Reemplázase el artículo 452 por el siguiente:


“Artículo 452.- El demandado deberá contestar la demanda por escrito con a lo menos cinco días de antelación a la fecha de celebración de la audiencia preparatoria.


La contestación deberá contener una exposición clara y circunstanciada de los hechos y fundamentos de derecho en los que se sustenta, las excepciones y/o demanda reconvencional que se deduzca, así como también deberá pronunciarse sobre los hechos contenidos en la demanda, aceptándolos o negándolos en forma expresa y concreta.


La reconvención sólo será procedente cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que esté íntimamente ligada a ella.


La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 446 y se tramitará conjuntamente con la demanda.”.


14.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 453:


a) Reemplázase su número 1) por el siguiente:


“1) La audiencia preparatoria comenzará con la relación somera que hará el juez de los contenidos de la demanda, así como de la contestación y, en su caso, de la demanda reconvencional y de las excepciones, si éstas hubieren sido deducidas por el demandado en los plazos establecidos en el artículo 452.


Si ninguna de las partes asistieren a la audiencia preparatoria, éstas tendrán el derecho de solicitar, por una sola vez, conjunta o separadamente, dentro de quinto día contados desde la fecha en que debió efectuarse, nuevo día y hora para su realización.

A continuación, el juez procederá a conferir traslado para la contestación de la demanda reconvencional y de las excepciones, en su caso.


Una vez evacuado el traslado por la parte demandante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquélla en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo más breve posible, a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, en el plazo de cinco días, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.


Las restantes excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.


La resolución que se pronuncie sobre las excepciones de incompetencia del tribunal, caducidad y prescripción, deberá ser fundada y sólo será susceptible de apelación aquella que las acoja. Dicho recurso deberá interponerse en la audiencia. De concederse el recurso, se hará en ambos efectos y será conocido en cuenta por la Corte.

Cuando el demandado no contestare la demanda, o de hacerlo no negare en ella algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 462.”.


b) Elimínase su número 2), pasando el actual número 3) a ser 2) y así correlativamente.


c) Elimínase en el inciso segundo del numeral 4), que pasa a ser 3), la frase final “en conformidad a lo dispuesto en el artículo 457”.

d) Intercálase en el primer párrafo de su número 5), que pasa a ser 4), entre la palabra “resolverá” y la preposición “en”, el término “fundadamente”, y elimínase su inciso final.


e) Elimínase en el numeral 6), que pasa a ser 5), la frase “y en el plazo señalado en el numeral anterior”.

f) Agrégase en el inciso final de su número 9), que pasa a ser 8), a continuación de la frase “los tres días anteriores al fijado para la audiencia”, la expresión “de juicio”.

g) Agrégase el siguiente número 10, nuevo:


“10) Se levantará una breve acta de la audiencia que sólo contendrá la indicación del lugar, fecha y tribunal, los comparecientes que concurren a ella, la hora de inicio y término de la audiencia, la resolución que recae sobre las excepciones opuestas, los hechos que deberán acreditarse e individualización de los testigos que depondrán respecto a ésos, y, en su caso, la resolución a que se refieren el párrafo final del número 1) y el número 2) de este artículo.”.


15.- Modifícase el artículo 454, de la siguiente manera:


a) Incorpórase un numeral 7), nuevo, del siguiente tenor, pasando los actuales numerales 6), 7) y 8) a ser numerales 8), 6) y 9), respectivamente, todos ellos sin enmiendas:


“7) Si el oficio o informe del perito no fuere evacuado antes de la audiencia y su contenido fuere relevante para la resolución del asunto, el juez deberá, dentro de la misma audiencia, tomar las medidas inmediatas que fueren necesarias para su aportación en ella. Si al término de esta audiencia dichas diligencias no se hubieren cumplido, el Tribunal fijará para ese solo efecto una nueva audiencia que deberá llevarse a cabo dentro del más breve plazo.”.

b) Agrégase un numeral 10), nuevo, del siguiente tenor:


“10) Si una de las partes alegare entorpecimiento en el caso de la imposibilidad de comparecencia de quien fuere citado a la diligencia de confesión, deberá acreditarlo al invocarla, debiendo resolverse el incidente en la misma audiencia. Sólo podrá aceptarse cuando se invocaren hechos sobrevinientes y de carácter grave, en cuyo caso, deberá el juez adoptar las medidas inmediatas que fueren necesarias para su realización a la mayor brevedad, notificándose a las partes en el acto.”.


16.- Suprímese en el inciso primero del artículo 457 la oración final que señala: “ En esta segunda alternativa, el juez deberá anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.”.


17.- Sustitúyese el artículo 468 por el siguiente:


“Artículo 468.- En el caso que las partes acordaren una forma de pago del crédito perseguido en la causa, el pacto correspondiente deberá ser ratificado ante el juez de la causa y la o las cuotas acordadas deberán consignar los reajustes e intereses del período. El pacto así ratificado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales.


El no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, dentro del plazo de sesenta días contado desde el incumplimiento, para que se ordene el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento.


La resolución que establece el incremento se tramitará incidentalmente. Lo mismo se aplicará al incremento fijado por el juez en conformidad al artículo 169 de este Código.”.


18.- Reemplázase el Párrafo 5°, De los recursos, y los artículos 474 a 484 que lo integran, por el siguiente:

“Párrafo 5°

De los recursos


Artículo 474.- Los recursos se regirán por las normas establecidas en este Párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 475.- La reposición será procedente en contra de los autos, decretos, y de las sentencias interlocutorias que no pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


En contra de la resolución dictada en audiencia, la reposición deberá interponerse en forma verbal, inmediatamente de pronunciada la resolución que se impugna, y se resolverá en el acto.


La reposición en contra de la resolución dictada fuera de audiencia, deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución correspondiente, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse a su inicio, y será resuelta en el acto.


Artículo 476.- Sólo serán susceptibles de apelación las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las que fijen el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. 


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo. 


De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Artículo 477.- Tratándose de las sentencias definitivas, sólo será procedente el recurso de nulidad, cuando en la tramitación del procedimiento o en la dictación de la sentencia definitiva se hubieren infringido sustancialmente derechos o garantías constitucionales, o aquélla se hubiere dictado con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo. En contra de las sentencias definitivas no procederán más recursos.


El recurso de nulidad tendrá por finalidad invalidar el procedimiento total o parcialmente junto con la sentencia definitiva, o sólo esta última, según corresponda.

Artículo 478.- El recurso de nulidad procederá, además:


a) Cuando la sentencia haya sido pronunciada por juez incompetente, legalmente implicado, o cuya recusación se encuentre pendiente o haya sido declarada por tribunal competente;


b) Cuando haya sido pronunciada con infracción manifiesta de las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica;


c) Cuando sea necesaria la alteración de la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior;


d) Cuando en el juicio hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre inmediación o cualquier otro requisito para los cuales la ley haya previsto expresamente la nulidad o lo haya declarado como esencial expresamente; 


e) Cuando la sentencia se hubiere dictado con omisión de cualquiera de los requisitos establecidos en los artículos 459, 495 ó 501, inciso final, de este Código, según corresponda; contuviese decisiones contradictorias; otorgare más allá de lo pedido por las partes, o se extendiere a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de las facultades para fallar de oficio que la ley expresamente otorgue;


f) Cuando la sentencia haya sido dictada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y hubiere sido ello alegado oportunamente en el juicio.


El tribunal ad quem, al acoger el recurso de nulidad fundado en las causales previstas en las letras b), c), e), y f), deberá dictar la sentencia de reemplazo correspondiente con arreglo a la ley. En los demás casos, el tribunal ad quem, en la misma resolución, determinará el estado en que queda el proceso y ordenará la remisión de sus antecedentes para su conocimiento al tribunal correspondiente.


No producirán nulidad aquellos defectos que no influyan en lo dispositivo del fallo, sin perjuicio de las facultades de corregir de oficio que tiene la Corte durante el conocimiento del recurso. Tampoco la producirán los vicios que, conocidos, no hayan sido reclamados oportunamente por todos los medios de impugnación existentes.


Si un recurso se fundare en distintas causales, deberá señalarse si se invocan conjunta o subsidiariamente.


Artículo 479.- El recurso de nulidad deberá interponerse por escrito, ante el tribunal que hubiere dictado la resolución que se impugna, dentro del plazo de diez días contados desde la notificación respectiva a la parte que lo entabla.


Deberá expresar el vicio que se reclama, la infracción de garantías constitucionales o de ley de que adolece, según corresponda, y en este caso, además, señalar de qué modo dichas infracciones de ley influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo.


Una vez interpuesto el recurso, no podrá invocarse nuevas causales. Con todo, la Corte, de oficio, podrá acoger el recurso deducido por un motivo distinto del invocado por el recurrente, cuando aquél corresponda a alguno de los señalados en el artículo 478.


Artículo 480.- Interpuesto el recurso el tribunal a quo se pronunciará sobre su admisibilidad, declarándolo admisible si reúne los requisitos establecidos en el inciso primero del artículo 479.


Los antecedentes se enviarán a la Corte correspondiente dentro de tercero día de notificada la resolución que concede el último recurso, remitiendo copia de la resolución que se impugna, del registro de audio y de los escritos relativos al recurso deducido.


La interposición del recurso de nulidad suspende los efectos de la sentencia recurrida.


Si una o más de varias partes entablare el recurso de nulidad, la decisión favorable que se dictare aprovechará a los demás, a menos que los fundamentos fueren exclusivamente personales del recurrente, debiendo el tribunal declararlo así expresamente.


Ingresado el recurso al tribunal ad quem, éste se pronunciará en cuenta acerca de su admisibilidad, declarándolo inadmisible si no concurrieren los requisitos del inciso primero del artículo 479, careciere de fundamentos de hecho o de derecho o de peticiones concretas, o, en los casos que corresponda, el recurso no se hubiere preparado oportunamente.

Artículo 481.- En la audiencia, las partes efectuarán sus alegaciones sin previa relación.


El alegato de cada parte no podrá exceder de treinta minutos.


No será admisible prueba alguna, salvo las necesarias para probar la causal de nulidad alegada.


La falta de comparecencia de uno o más recurrentes a la audiencia dará lugar a que se declare el abandono del recurso respecto de los ausentes.

Artículo 482.- El fallo del recurso deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contado desde el término de la vista de la causa.


Cuando no sea procedente la dictación de sentencia de reemplazo, la Corte, al acoger el recurso, junto con señalar el estado en que quedará el proceso, deberá devolver la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución.


Si los errores de la sentencia no influyeren en su parte dispositiva, la Corte podrá corregir los que advirtiere durante el conocimiento del recurso.


No procederá recurso alguno en contra de la resolución que falle un recurso de nulidad. Tampoco, en contra de la sentencia que se dictare en el nuevo juicio realizado como consecuencia de la resolución que hubiere acogido el recurso de nulidad.

Artículo 483.- Excepcionalmente, contra la resolución que falle el recurso de nulidad, podrá interponerse recurso de unificación de jurisprudencia.


Procederá el recurso de unificación de jurisprudencia cuando respecto de la materia de derecho objeto del juicio existieren distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de Tribunales Superiores de Justicia.


Artículo 483-A.- El recurso de que trata el artículo precedente, deberá interponerse ante la Corte de Apelaciones correspondiente en el plazo de quince días desde la notificación de la sentencia que se recurre, para que sea conocido por la Corte Suprema.


El escrito que lo contenga deberá ser fundado e incluirá una relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones respecto de las materias de derecho objeto de la sentencia, sostenidas en diversos fallos emanados de los Tribunales Superiores de Justicia. Asimismo, deberá acompañarse copia del o los fallos que se invocan como fundamento. Interpuesto el recurso, no podrá hacerse en él variación alguna.


Sólo si el recurso se interpone fuera de plazo, el tribunal a quo lo declarará inadmisible de plano. Contra dicha resolución únicamente podrá interponerse reposición dentro de quinto día, fundado en error de hecho. La resolución que resuelva dicho recurso será inapelable.


La interposición del recurso no suspende la ejecución de la resolución recurrida, salvo cuando su cumplimiento haga imposible llevar a efecto la que se dicte si se acoge el recurso. La parte vencida podrá exigir que no se lleve a efecto tal resolución mientras la parte vencedora no rinda fianza de resultas a satisfacción del tribunal. El recurrente deberá ejercer este derecho conjuntamente con la interposición del recurso y en solicitud separada.


El tribunal a quo, al declarar admisible el recurso, deberá pronunciarse de plano sobre la petición a que se refiere el inciso anterior. En contra de tal resolución no procederá recurso alguno.


La Corte de Apelaciones correspondiente remitirá a la Corte Suprema copia de la resolución que resuelve la nulidad, del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso, y los demás antecedentes necesarios para la resolución del mismo.


La sala especializada de la Corte Suprema sólo podrá declarar inadmisible el recurso por la unanimidad de sus miembros, mediante resolución fundada en la falta de los requisitos de los incisos primero y segundo de este artículo. Dicha resolución sólo podrá ser objeto de recurso de reposición dentro de quinto día.


Declarado admisible el recurso por el tribunal ad quem, el recurrido, en el plazo de diez días, podrá hacerse parte y presentar las observaciones que estime convenientes.


Artículo 483-B.- En la vista de la causa se observarán las reglas establecidas para las apelaciones. Con todo, la duración de las alegaciones de cada parte, se limitarán a treinta minutos.


Artículo 483-C.- El fallo que se pronuncie sobre el recurso sólo tendrá efecto respecto de la causa respectiva, y en ningún caso afectará a las situaciones jurídicas fijadas en las sentencias que le sirven de antecedente.


Al acoger el recurso, la Corte Suprema dictará acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, la sentencia de reemplazo en unificación de jurisprudencia.

La sentencia que falle el recurso así como la eventual sentencia de reemplazo, no serán susceptibles de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación o enmienda.


Artículo 484.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas pendientes hiciese imposible su vista y fallo en un plazo inferior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.”.

19.- Sustitúyese el inciso final del artículo 489, por el siguiente:


“Si de los mismos hechos emanaren dos o más acciones de naturaleza laboral, y una de ellas fuese la de tutela laboral de que trata este Párrafo, dichas acciones deberán ser ejercidas conjuntamente en un mismo juicio, salvo si se tratare de la acción por despido injustificado, indebido o improcedente, la que deberá interponerse subsidiariamente. El no ejercicio de alguna de estas acciones en la forma señalada importará su renuncia.”.

20.- Modifícase el artículo 490, del siguiente modo:


a) Intercálase, en el inciso primero, después de la palabra “alegada”, la siguiente frase: “acompañándose todos los antecedentes en los que se fundamente”.

b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“En el caso que no los contenga, se concederá un plazo fatal de cinco días para su incorporación.”.


21.- Sustitúyese en el artículo 494 la expresión “quinto” por “décimo”.


22.- Sustitúyese el artículo 496, por el siguiente:


“Artículo 496.- Respecto de las contiendas cuya cuantía sea igual o inferior a diez ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.”.

23.- Reemplázase el artículo 497 por el siguiente:


“Artículo 497.- En caso de que el trabajador opte por el procedimiento monitorio, será necesario que previo al inicio de la acción judicial se haya deducido reclamo ante la Inspección del Trabajo que corresponda, la que deberá fijar día y hora para la realización del comparendo respectivo, al momento de ingresarse dicha reclamación.


Se exceptúan de esta exigencia las acciones referentes a las materias reguladas por el artículo 201 de este Código.


La citación al comparendo de conciliación ante la Inspección del Trabajo se hará mediante carta certificada, en los términos del artículo 508, o por funcionario de dicho organismo, quien actuará en calidad de ministro de fe, para todos los efectos legales. En este caso, deberá entregarse personalmente dicha citación al empleador o, en caso de no ser posible, a persona adulta que se encuentre en el domicilio del reclamado.


Las partes deberán concurrir al comparendo de conciliación con los instrumentos probatorios de que dispongan, tales como contrato de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualesquier otros que estimen pertinentes.


Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo, entregándose copia autorizada a las partes que asistan.”.


24.- Sustitúyese el artículo 498 por el siguiente:


“Artículo 498.- En caso que el reclamante no se presentare al comparendo, estando legalmente citado, se pondrá término a dicha instancia, archivándose los antecedentes.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el trabajador podrá accionar judicialmente conforme a las reglas del procedimiento de aplicación general regulado en el Párrafo 3° del presente Título.”.


25.- Reemplázase el artículo 499 por el siguiente:


“Artículo 499.- Si no se produjere conciliación entre las partes o ésta fuere parcial, como asimismo en el caso que el reclamado no concurra al comparendo, el trabajador podrá interponer demanda ante el juez del trabajo competente, dentro del plazo establecido en los artículos 168 y 201 de este Código, según corresponda.


La demanda deberá interponerse por escrito y contener las menciones a que se refiere el artículo 446 de este Código.


Deberá acompañarse a ella el acta levantada en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo y los documentos presentados en éste. Esta exigencia no regirá en el caso de la acción emanada del artículo 201.”.


26.- Reemplázase el artículo 500 por el siguiente:


“Artículo 500.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del demandante, las acogerá inmediatamente; en caso contrario las rechazará de plano. Para pronunciarse, deberá considerar, entre otros antecedentes, la complejidad del asunto que se somete a su decisión, la comparecencia de las partes en la etapa administrativa y la existencia de pagos efectuados por el demandado. En caso de no existir antecedentes suficientes para este pronunciamiento, el tribunal deberá citar a la audiencia establecida en el inciso quinto del presente artículo.

Las partes sólo podrán reclamar de esta resolución dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, sin que proceda en contra de ella ningún otro recurso.


La notificación al demandado se practicará conforme a las reglas generales.


En todo caso, en la notificación se hará constar los efectos que producirá la falta de reclamo o su presentación extemporánea.


Presentada la reclamación dentro de plazo, el juez citará a las partes a una audiencia única de conciliación y prueba, la que deberá celebrarse dentro de los quince días siguientes a su presentación.


Si el empleador reclama parcialmente de la resolución que acoge las pretensiones del trabajador, se aplicará lo establecido en el artículo 462.”.


27.- Reemplázase el artículo 501 por el siguiente:


“Artículo 501.- Las partes deberán asistir a la audiencia con todos sus medios de prueba y, en caso de comparecer a través de mandatario, éste deberá estar expresamente revestido de la facultad de transigir.


La audiencia tendrá lugar con sólo la parte que asista.


El juez deberá dictar sentencia al término de la audiencia, la que deberá contener las menciones señaladas en los números 1, 2, 5, 6 y 7 del artículo 459.”.


28.- Reemplázase el artículo 502, por el siguiente:


“Artículo 502.- Las resoluciones dictadas en el procedimiento monitorio serán susceptibles de ser impugnadas por medio de todos los recursos establecidos en este Código, con excepción del recurso de unificación de jurisprudencia contenido en los artículos 483 y siguientes.”.

29.- Sustitúyense los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 503 por los siguientes:


“Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I del presente Código, a menos que la cuantía de la multa, al momento de la dictación de la resolución que la impone o de la que resuelve la reconsideración administrativa respecto de ella, sea igual o inferior a 10 Ingresos Mínimos Mensuales, caso en el cual, se sustanciará de acuerdo a las reglas del procedimiento monitorio, contenidas en los artículos 500 y siguientes del presente Código.

En contra de la sentencia que resuelva una reclamación se podrá recurrir conforme lo establecido en el artículo 502 del presente Código.”.


30.- Reemplázase el artículo 504, por el siguiente: 


“Artículo 504.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, distintas de la multa administrativa o de la que se pronuncie acerca de una reconsideración administrativa de multa, se sustanciará de acuerdo a las reglas del procedimiento monitorio, contenidas en los artículos 500 y siguientes del presente Código.”.

31.- Sustitúyese el artículo 2° transitorio, por el siguiente:


“Artículo 2° transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la entrada en vigencia de esta ley, seguirán sustanciándose conforme al procedimiento con el que se iniciaron, hasta la dictación de la sentencia de término.”.”.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica, correspondiente al Boletín N° 5.699-03.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor y un pareo.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Arancibia, Letelier, Navarro y Sabag.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a las leyes números 20.174 y 20.175:


1. Modifícase el artículo 14 de la ley N° 20.174, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 14.- Para los efectos de la operación de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la X Región de Los Lagos, se entenderá que existe área contigua respecto de la XIV Región de Los Ríos en cuanto a las pesquerías que tuvieren inscritas y vigentes a la fecha de publicación de la presente ley. A la misma norma se someterán los reemplazos y la transmisión de los derechos por sucesión por causa de muerte que se efectúen de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.


b) Sustitúyese su inciso tercero, por el siguiente:


“Con excepción de lo dispuesto en el inciso primero, toda nueva inscripción en el registro pesquero artesanal que sea practicada a partir de la fecha de publicación de la presente ley, habilitará la actividad pesquera en la Región en que sea requerida conforme a los límites administrativos fijados en esta ley.”.


2. Modifícase el artículo 14 de la ley N° 20.175, de la siguiente forma:


a) Reemplázase su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 14.- Para los efectos de la operación de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la I Región de Tarapacá, se entenderá que existe área contigua respecto de la XV Región de Arica y Parinacota en cuanto a las pesquerías que tuvieren inscritas y vigentes a la fecha de publicación de la presente ley. A la misma norma se someterán los reemplazos y la transmisión de los derechos por sucesión por causa de muerte que se efectúen de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.


b) Sustitúyese su inciso tercero, por el que sigue:


“Con excepción de lo dispuesto en el inciso primero, toda nueva inscripción en el registro pesquero artesanal que sea practicada a partir de la fecha de publicación de la presente ley, habilitará la actividad pesquera en la Región en que sea requerida conforme a los límites administrativos fijados en esta ley.”.”.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que reemplaza la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar con la discusión del proyecto de la referencia, iniciada en la sesión 85ª, ordinaria, del día de ayer.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que reemplaza la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente a los Boletines números 5.695-06 y 5.689-06, refundidos, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente señalada. 

- - -



Continuando con la discusión en general y en particular del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 142 del Reglamento del Senado, solicita la clausura del debate.



Luego, el señor Presidente somete a votación la petición de clausura del debate, produciéndose el siguiente resultado: 13 votos por su aprobación, 13 votos por su rechazo y una abstención.



Durante la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona.



Votan por su aprobación, los  Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis y Sabag.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Escalona, Gazmuri, Girardi, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Cantero.



Luego, el señor Secretario General señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación de la solicitud de clausura del debate.



Repetida la votación de la solicitud de clausura del debate, es rechazada por 14 votos contra 13.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Gazmuri, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votan por su aprobación, los  Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Novoa y Orpis.



Queda rechazada la solicitud de clausura del debate.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien solicita a la Mesa revisar el sistema automático de uso de los micrófonos que se ha implementado recientemente.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que corresponde continuar con la discusión en general y particular de este proyecto y concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Naranjo, Navarro, Larraín, Escalona y Núñez.



Luego, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día, por lo que queda pendiente la discusión de este asunto, estando inscritos para intervenir en la próxima sesión los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier, Sabag, Gazmuri, Ávila, Allamand y Arancibia.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual se propone solicitar a la señora Ministra de Salud que estudie mecanismos que garanticen que los municipios recibirán los recursos necesarios para otorgar una atención de salud primaria digna, 

con informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual se propone solicitar a la señora Ministra de Salud que estudie mecanismos que garanticen que los municipios recibirán los recursos necesarios para otorgar una atención de salud primaria digna, correspondiente al Boletín Nº S 1.041-12.



Añade que la Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros, resolvió apoyar este proyecto de acuerdo, dejando constancia de que también reciben tales recursos los servicios de salud, puesto que existen consultorios de atención primaria que de ellos dependen.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en Chile nueve millones de personas utilizan el sistema municipal de Atención Primaria de Salud (APS), cuyo objetivo es mantener la salud de los individuos y comunidades mediante prevención, promoción y control;
2. Que en nuestro país el modelo per cápita es el principal método de financiamiento en APS. Éste consiste en que cada municipio reciba recursos según el número de beneficiarios públicos registrados en cada centro de salud de la comuna. Los recursos entregados corresponden a un valor basal por persona, establecido por promedios históricos, que aumenta según características de cada comuna (rural o urbana, grado de pobreza, indicador de dificultad del desempeño, etc.). Sin embargo, dichos promedios no consideran que algunos grupos no tienen sus necesidades cubiertas al momento de realizar la estimación, ni tampoco las diferencias de necesidades entre las personas con distintas características sociodemográficas y epidemiológicas;
3. Que investigaciones muestran que los métodos locales de distribución de recursos de cada municipalidad se fundan prioritariamente en necesidades históricas de los centros de salud y pocos en la asignación per cápita de la autoridad sanitaria, cubriendo el déficit de presupuesto con recursos propios;
4. Que el déficit de la salud primaria es una realidad que sufren prácticamente todas las municipalidades del país, es un problema estructural y no de gestión. El ingreso per cápita que reciben los municipios para financiar el sistema alcanza en la mayoría de los casos sólo para el pago de las remuneraciones líquidas del personal. Esto significaría que los municipios están subvencionando al Estado para mantener la salud primaria;
5. Que los alcaldes han expresado su desacuerdo con las declaraciones del Ejecutivo, que sostiene que no hay más recursos que los entregados para el área de salud de las municipalidades y que, más bien, en este tema habría problemas de gestión. Al ser una gran mayoría los municipios del país que presentan déficit en salud y educación, no se trataría de mala gestión -dicen los alcaldes-, sino que sería un claro indicador de que el sistema de financiamiento es insuficiente para la salud primaria, por lo que se sostiene que éste es un problema estructural y una responsabilidad del Estado;
6. Que, por ejemplo, en el caso de la Municipalidad de San Pedro de la Paz, además de todos los aportes realizados por el municipio, el sector salud terminó el año 2007 con un déficit de 150 millones de pesos. Este municipio recibe un ingreso de $1.605 pesos por cada uno de los 66.004 beneficiarios reconocidos por el Ministerio. Sin embargo, el sistema atiende a 69 mil beneficiarios, lo que va generando un déficit permanente y progresivo. Además, esta comuna aumenta la cantidad de población en un porcentaje muy superior al crecimiento vegetativo del país;
7. Que en el caso de la comuna de Chiguayante, también en la Región del Bío-Bío, el déficit del sistema de salud municipal para el año 2007 fue de 350 millones de pesos, estimándose que para el 2008 pueda aproximarse a los 500 millones de pesos;
8. Que, por su parte, la Asociación de Municipios del Valle del Itata (Coelemu, Ranquil, Quillón, Trehuaco, Quirihue, Cobquecura, Ninhue, Portezuelo y San Nicolás), ha señalado que aunque reciben $2.315 pesos per cápita, este aporte estatal mensual no sustenta las necesidades de funcionamiento (combustibles de vehículos de emergencia, insumos farmacológicos, pago de servicios básicos, etc.), y servicios sanitarios (planes y programas que emanan del Ministerio de Salud) requeridos en cada comuna;
9. Que en el caso de la comuna de Ñiquén, el déficit en salud municipal alcanza a 180 millones de pesos anuales. Durante el año 2007 el aporte, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, alcanzó a 111 millones de pesos. Para el año 2008 el municipio realizará un esfuerzo adicional e incrementará el traspaso a 120 millones de pesos, lo que sigue estando muy por debajo de la cifra que permita financiar el sistema. Evidentemente, con los 120 millones que aportará el municipio, dejará de hacer algunas acciones e inversiones propias en otras áreas;
10. Que Curanilahue, uno de los primeros municipios en traspasar los establecimientos de salud primaria en 1981, se encuentra clasificado, para efectos de la asignación per cápita, como comuna urbana y no pobre, lo que determina que perciba el aporte estatal más bajo de la provincia de Arauco, según población inscrita;
11. Que en esta comuna la población beneficiaria, inscrita y validada, es de 15.810 personas, equivalente al 50% de la población. El per cápita asciende a $1.635 pesos. El aporte estatal mensual asignado el año 2007 fue de $26.720.771 pesos, lo que sólo permite financiar el gasto mensual del personal (remuneraciones, honorarios y viáticos, rondas rurales y comisiones de servicios) que asciende a un promedio mensual de $26.500.000 pesos. Los gastos de funcionamiento e inversión en la atención primaria de salud se deben financiar con el aporte municipal;
12. Que, actualmente, los mayores esfuerzos de otros países en la asignación de recursos en salud están centrados en la distribución equitativa. Existen varias definiciones de equidad en salud. La primera consiste en lograr que el gasto per cápita sea igual para todas las personas; la segunda implica vincular estos recursos al cumplimiento de metas de acceso y cobertura, y la tercera plantea que cada individuo reciba el volumen de recursos requeridos para satisfacer sus necesidades;
13. Que los modelos para asignar recursos en APS son escasos en la literatura. Algunos incluyen variables distributivas, como: prevalencia de enfermedades crónicas, porcentaje de personas dependientes, porcentaje de nacimientos y porcentaje de estudiantes, y
14. Que el modelo desarrollado en Estocolmo se basa en datos sociodemográficos de los pacientes que explican los costos de salud. Se seleccionan variables como edad, clase socioeconómica, estado civil y condiciones del hogar. Luego, se completa una matriz donde cada celda es una combinación única de las clases descritas y contiene los costos promedios de atención para cada tipo de individuo. Finalmente, se multiplica el número de personas que existe en cada celda por el costo promedio estimado.


El Senado acuerda:


Solicitar a Usía se sirva estudiar los mecanismos que permitan que los municipios reciban, de manera efectiva, los recursos necesarios para brindar una atención de salud primaria digna a todas las personas inscritas en consultorios municipales, de manera de evitar que las municipalidades deban utilizar recursos propios, destinados originalmente a otros objetivos, para atender a sus habitantes, considerando para ellos todas las variables sanitarias y sociales.”.
______________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Chadwick al señor Intendente de la VI Región, solicitando información acerca de la autorización para instalar una planta de tratamiento de lodos en el sector de San Luis de Pelequén , comuna de Malloa.



Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Justicia, requiriendo diversos antecedentes acerca de la aplicación de las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad establecidas en la ley Nº 18.216.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando la realización de diversas obras de seguridad de tránsito en sectores que indica de la comuna de Traiguén.



3) A la señora Ministra de Salud, requiriendo adoptar medidas que indica para el mejoramiento de la atención que brinda el Hospital de Vilcún. 



4) Al señor General Director de Carabineros de Chile, solicitando aumentar la dotación y la entrega de un vehículo policial, en la comuna de Vilcún.



5) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Melipeuco, requiriendo información acerca del estado de avance de los compromisos asumidos por el Ministerio del Interior en relación con los daños ocasionados por la erupción del Volcán Llaima y acerca de las necesidades no cubiertas en esta materia en la Comuna. 



6) A los señores Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Vilcún y Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la IX Región, solicitando que disponga la creación de una línea de colectivos  que unan la localidad de Cajón, de esa Comuna, con la ciudad de Temuco.



7) A los señores Fiscal Regional de la IX Región y General Jefe de la IX Zona de Carabineros de Chile, requiriendo disponer la investigación de los incendios ocurridos en el sector de San Martín Norte, comuna de Victoria y se apliquen la medidas procesales que correspondan y que dispongan mayor vigilancia y protección policial en el sector de Huiñilhue, comuna de Traiguén.



- De los Honorables Senadores señor Espina, señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Vásquez al señor Fiscal Nacional de Ministerio Público, solicitando información respecto de la investigación de los delitos de lesiones, homicidio, tráfico de drogas, abuso sexual, violación y robo, ocurridos en todas las regiones del país y acerca de las villas y poblaciones en que existen altos índices de delitos graves, tráfico y micrográfico de drogas.



- De los Honorables Senadores señor Espina, señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela y Vásquez a los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público, General Director de Carabineros y Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, solicitando información respecto de las villas y poblaciones en que existen altos índices de delitos graves, tráfico y micrográfico de drogas.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) A la señora Ministra de Educación, requiriendo su pronunciamiento acerca de la resolución adoptada por el Departamento Provincial de Educación de Valdivia, que impuso una multa equivalente al 0,7% de una USE por alumno a la Escuela Rural Catamutún de la comuna de La Unión.



2) Al señor Intendente de la Región de Los Ríos, solicitando su pronunciamiento acerca de los proyectos educativos que ha realizado en la Región persona que indica y en relación con las iniciativas planteadas por SN Power Inversiones Eléctricas Ltda., para las comunas de Panguipulli, Futrono y Lago Ranco.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Contralor General de la República y a la señora Ministra de Salud, solicitando información acerca del proyecto para transformar en Balneario Público el área circundante de la Bahía de Chañaral y la apertura de piscina de uso público en el mismo sector.



2) Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información acerca de las medidas que han adoptado dichas Secretarías de Estado respecto de los bancos e instituciones financieras que no han repactado las deudas contraídas para adquirir viviendas sociales, en particular, las relativas a deudores PET.



3) Al señor Ministro de Hacienda, solicitando información acerca de si se ha instruido a los bancos e instituciones financieras que evalúen la cartera de deudores morosos de viviendas sociales, de manera de desarrollar la denominada “solución caso a caso”.



4) A las señoras Ministras de Planificación y Cooperación y de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información acerca de la aplicación de la Ficha de Protección Social, en cuanto a si se ha cotejado que el jefe de hogar sea el titular de la deuda habitacional y las medidas que se aplicarán cuando ello no corresponda.



5) Ala señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando información acerca de los mecanismos de control que se están utilizando para evitar la apropiación, por parte de los contratistas, de los materiales de las casas afectadas por los sismos ocurridos el año pasado en la comuna de Aysén y para que adopte las medidas necesarias para diferenciar los montos y el origen de los fondos relacionados con los daños por el sismo y los relativos al Fondo de Protección del Patrimonio Familiar.



- Del Honorable Senador señor Larraín:



1) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, reiterando anterior oficio relativo a la pensión de orfandad otorgada a persona que indica.



2) Al señor Intendente de la VII Región, requiriendo su intervención para el desarrollo de un programa de agua potable rural en el sector de El Lucero, en la comuna de Retiro.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
______________


En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita dirigir, en su nombre, los siguientes oficios respecto de los temas que en cada caso se indican:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas y  a las señoras Intendenta de la VIII Región y Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, requiriendo información acerca de la evaluación de los planes de invierno desarrollados en el año 2007 y las proyecciones que, en esa materia, se han efectuado para el año 2008 en la Región.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Intendenta de la VIII Región y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Hualqui, solicitando información sobre los proyectos de inversión que se tiene planificado desarrollar para el mejoramiento de la conectividad existente entre esa Comuna y Talcamávida.



3) A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la VIII Región, requiriendo información acerca de los programas de mejoramiento de barrios del sector de Periquillo, en la comuna de Hualqui y sobre el estado en el cual se encuentran las postulaciones de los pavimentos participativos, respectivamente.



4) A la señora Ministra de Salud y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Hualqui, solicitando información sobre la ejecución del programa “Defensor del Usuario del Sistema de Salud Comunal” en todas las comunas de la Región y en la de Hualqui, respectivamente.



5) Al señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, requiriendo información acerca del procedimiento que se realizará para la licitación  de los bienes de esa Empresa, en especial, de las antiguas estaciones.



6) A la señora Intendenta de la VIII Región, solicitando información sobre el proyecto de cambio de luminarias de la comuna de Penco.



7) Al señor Ministro de Obras Públicas y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando información acerca de los proyectos que se desarrollarán para mejorar la conectividad entre las localidades de Lirquén y Quebrada Honda, en la VIII Región, en especial, la pavimentación de la ruta y el establecimiento de doble vía.



8) Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Intendenta de la VIII Región y a  los señores Secretario Ejecutivo de SECTRA y Gerente general de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, solicitando diversos antecedentes acerca de la ejecución del programa BIOVÍAS II.



9) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitando que informe acerca de los mecanismos de compensación que se aplicarán en las diversas regiones del país como consecuencia de la entrega de fondos por el Banco Estado para financiar el Transantiago.



10) A la señora Intendenta de la VIII Región y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento y la Producción, para que informen respecto de los proyectos que se tiene pensando desarrollar en el Fundo Nonguén para la preservación de su bosque nativo.



11) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo información acerca de los programas de inversión y planes maestros sobre aguas lluvias en la comuna de Chiguayante.



12) A las señoras Ministra de Educación e Intendenta de la VIII Región, solicitando información respecto de los proyectos de mejoramiento de la infraestructura de los nuevos colegios de la Región, en especial, aquéllos que permitan las prácticas deportivas.



13) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo información en relación con la construcción del edificio consistorial en la comuna de Chiguayante.



14) A las señoras Subsecretaria de Desarrollo Regional e Intendenta de la VIII Región, solicitando información acerca del proyecto de construcción del futuro cementerio para la comuna de Chiguayante.



15) A los señores Alcaldes de las Ilustres Municipalidades de Hualqui y Chiguayante, requiriendo información acerca de la emigración que se ha producido desde está última comuna a la de Hualqui.



16) A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo y al señor Presidente de la Junta Nacional de Bomberos del país, para que informen sobre la construcción del cuartel de la Tercera Compañía de Bomberos de Chiguayante.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE COMERCIO ILEGAL

(5069-03)

[image: image1]



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- A los delitos establecidos en los artículos 79, letra c) y 80, letra b) de la ley N° 17.336;  11, letra a) de la ley N° 19.227; 456 bis A del Código Penal, y 97 números 8 y 9 del Código Tributario, se aplicarán también las disposiciones de esta ley.





Artículo 2°.-  Los que se asociaren para cometer alguno de los delitos a que se refiere el artículo anterior, serán sancionados en conformidad a los artículos 293 y siguientes del Código Penal.




Los jefes de la asociación ilícita, los que hubieren ejercido mando en ella y sus provocadores tendrán, además, una multa de 200 a 800 unidades tributarias mensuales.





Artículo 3°.- Cuando se investigare la asociación ilícita destinada a cometer alguno de los delitos señalados en el artículo 1°, el juez de garantía, previa solicitud del Ministerio Público, podrá autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de los productos objeto de comercio ilegal, se trasladen, guarden, intercepten o circulen dentro del territorio nacional, salgan de él o entren en él, bajo la vigilancia  o el control de la autoridad correspondiente, con el propósito de individualizar a las personas que participen en la ejecución de tales hechos, conocer sus planes, evitar el uso ilícito de las especies referidas o prevenir y comprobar cualquiera de tales delitos.




Se utilizará esta técnica de investigación cuando se presuma fundadamente que ella facilitará la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero, como, asimismo, el cumplimiento de alguno de los fines descritos en el inciso anterior. Cuando los productos objeto del delito se encuentren en zonas sujetas a la potestad aduanera, el Servicio Nacional de Aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para los efectos de aplicar esta técnica de investigación.




El Ministerio Público podrá disponer en cualquier momento la suspensión de la entrega vigilada o controlada y solicitar al juez de garantía que ordene la detención de los partícipes y la incautación de las especies y demás instrumentos, si las diligencias llegaren a poner en peligro la vida o integridad de los funcionarios que intervengan en la operación, la recolección de antecedentes importantes para la investigación o el aseguramiento de los partícipes. Lo anterior es sin perjuicio que, si surgiere ese peligro durante las diligencias, los funcionarios policiales encargados de la entrega vigilada o controlada apliquen las normas sobre detención en caso de flagrancia.




El Ministerio Público deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar las especies a que se alude en el inciso primero, como, asimismo, para proteger a todos los que participen en la operación. En el plano internacional, la entrega vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los acuerdos o tratados internacionales.





Artículo 4°.- Las policías, los inspectores municipales o los funcionarios autorizados del Servicio de Impuestos Internos conforme al artículo 86 del Código Tributario, podrán fiscalizar el cumplimiento de la normativa vigente respecto de quienes ejercen el comercio, sea ambulante o establecido. Al efecto, estarán facultados para requerir la exhibición de los permisos municipales o sanitarios respectivos, así como los documentos que acrediten el origen de las especies que comercializan.




No obstante lo establecido en el artículo 162 del Código Tributario, las policías podrán denunciar los delitos sancionados en los números 8 y 9 del artículo 97 de dicho Código, que conocieren con ocasión de la fiscalización a que se refiere el inciso anterior.




El Ministerio del Interior, las Intendencias, las Gobernaciones y las Municipalidades podrán hacerse parte en los procesos a que diere lugar la aplicación del inciso anterior, cuando el Servicio de Impuestos Internos actúe como querellante.





Artículo 5°.- Las municipalidades deberán establecer en sus respectivas ordenanzas los lugares donde se podrá ejercer el comercio ambulante, las que deberán contener, a lo menos, un sistema único de identificación personal, con registro fotográfico de la persona autorizada para ejercer dicho comercio.





Artículo 6°.-  Intercálanse los siguientes incisos quinto y sexto en el artículo 201 de la ley N° 18.290,  pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo, a ser séptimo, octavo y noveno, respectivamente:




“La infracción de la prohibición establecida en el número 3) del artículo 165 será sancionada con multa de media unidad tributaria mensual a dos unidades tributarias mensuales. La reincidencia será sancionada con multa de dos a cuatro unidades tributarias mensuales.





En los casos señalados en el inciso anterior, la mercadería será decomisada, distribuyéndose los elementos perecibles entre los establecimientos de caridad o asistencia de la comuna respectiva, según lo establezcan las ordenanzas municipales correspondientes. Los demás elementos serán destruidos según lo dispongan las mismas ordenanzas.".




Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 97 del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:





1. En el número 8°, sustitúyese la expresión “trescientos por ciento” por: “cuatrocientos por ciento”.




2. En el número 9°, sustitúyense los términos “con multa del treinta por ciento de una unidad tributaria anual a cinco unidades tributarias anuales” por los siguientes: “con multa de una unidad tributaria anual a diez unidades tributarias anuales”.".
***

Hago presente a V.E. que los   artículos 4° -inciso tercero-, 5° y el nuevo inciso sexto que se incorpora por el 6°, fueron aprobados en general y en particular con el voto afirmativo de 102 Diputados, de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, HORVATH, ROMERO Y DEL EX SENADOR SEÑOR VIERA-GALLO, QUE MODIFICA LOS ARTÍCULOS 15 Y 18 DE LA CARTA FUNDAMENTAL, CON EL OBJETO DE CONSAGRAR EL SUFRAGIO COMO UN DERECHO DE LOS CIUDADANOS Y DE SU INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA EN REGISTROS ELECTORALES 

(3544-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros en general el proyecto de reforma constitucional en referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath y Romero y del ex Senador señor Viera-Gallo, que se encuentra en primer trámite constitucional en el Senado.

A una de las sesiones que la Comisión dedicó a este asunto concurrió el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo.

Asistieron también, especialmente invitados, el Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García; la señora Ena von Baer, especialista del Instituto Libertad y Desarrollo; el señor Claudio Fuentes, Coordinador Académico de FLACSO-Chile; el señor Carlos Huneeus, Director Ejecutivo de la Corporación CERC; el señor Sebastián Piñera, Presidente de la Fundación Futuro, y el señor Roberto Méndez, Director de ADIMARK.


Participaron, asimismo, en su calidad de especialistas, los señores Hernán Larraín Matte y Ricardo Wilhelm.


Igualmente, la Comisión recibió por escrito la opinión de la señora Marta Lagos, de Mori-Chile S.A.

Debe hacerse presente que en conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 de la Carta Fundamental, para su aprobación, la iniciativa requiere del voto favorable de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en el Capítulo II de la Constitución Política, sobre Nacionalidad y Ciudadanía.


Asimismo, cabe señalar que aun cuando el proyecto es de artículo único, sólo se discutió en general por contener proposiciones relativas a distintos temas. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- Antecedentes jurídicos
Constitución Política de la República


Su artículo 15 dispone lo que sigue:


“Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario y secreto. Para los ciudadanos será, además, obligatorio.


Sólo podrá convocarse a votación popular para las elecciones y plebiscitos expresamente previstos en esta Constitución.”.


Por su parte, el artículo 18 establece lo siguiente:

“Artículo 18. Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y, garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos.


El resguardo del orden público durante los actos electorales y plebiscitarios corresponderá a las Fuerzas Armadas y Carabineros del modo que indique la ley.”.
Ley Nº 18.556, de 1986, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales

Esta ley crea el Servicio Electoral y regula, además, las Juntas Electorales e Inscriptoras, el proceso de inscripción electoral, el resguardo del orden público y las sanciones pertinentes. Además, contiene una serie de otras disposiciones de orden general.

Ley Nº 18.700, de 1988, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios


Este cuerpo legal regula los procedimientos para la preparación, realización, escrutinio y calificación de las elecciones de Presidente de la República y de Parlamentarios y también de los plebiscitos. Además, fija los distritos electorales y las circunscripciones senatoriales para las elecciones parlamentarias.

B.- Antecedentes de hecho
La Moción


En ella, sus autores expresan que, como se sabe, el artículo 15 de nuestra Constitución Política establece que en las votaciones populares el sufragio será personal, igualitario y secreto y que para los ciudadanos será, además, obligatorio.


Sostienen que la obligatoriedad del sufragio contradice los fundamentos esenciales de un régimen auténticamente democrático y de una sociedad integralmente libre. En efecto, dicen, por naturaleza el sufragio es un derecho, al igual que la opción a cargos públicos de elección popular, y así lo reconoce el artículo 13 de nuestra Carta Fundamental en su inciso segundo, al referirse a los derechos que otorga la calidad de ciudadano.


Explican que en la práctica, la obligatoriedad constitucional del sufragio complementada legalmente con una sanción para quienes no concurren a votar en los procesos electorales, convierte a los ciudadanos en entes cautivos de un sistema que se agota en la mera formalidad electoral, ya que la ciudadanía no tiene las facultades para revocar el mandato otorgado a sus autoridades elegidas en caso de que su gestión haya sido o sea manifiestamente deficiente e incluso contraria a los intereses de la comunidad.


Indican que lo que otrora fuera una conquista para el pueblo, fundamentalmente para aquellas personas de estratos económicos más humildes -las que, como se recordará, en el pasado no tenían derecho a votar-, hoy constituye una pesada carga, que, paradojalmente, afecta con mayor rigor precisamente a los ciudadanos de ingresos más modestos, ya que es en éstos en quienes verdaderamente provoca fuerza intimidatoria la amenaza de multa para quien no concurra a votar.


Agregan que ha sido precisamente sobre la base de lo anteriormente expuesto que en no pocas ocasiones nuestro país ha debido recurrir a las leyes de amnistía electoral para liberar de la correspondiente sanción pecuniaria a quienes no concurrieron a sufragar.


Expresan que en un país en el que debiéramos ensanchar los márgenes de nuestras libertades cotidianas, la obligatoriedad del sufragio, además de ser conceptualmente incoherente con los fundamentos esenciales de una auténtica democracia, representa un anacronismo que no resiste mayor análisis.


Recuerdan, por otro lado, que la obligatoriedad del sufragio para todos los ciudadanos es más aparente que real, pues en la práctica sólo se sanciona legalmente a quienes estando inscritos en los Registros Electorales, no concurren a votar sin causa justificada. Sin embargo, basta con que los más jóvenes jamás se inscriban para que la obligatoriedad del voto y su consecuente sanción sea burlada.


Por esto, consideran que la consagración categórica y definitiva del sufragio como un derecho de los ciudadanos se complementa con la inscripción automática en los Registros Electorales por el solo ministerio de la ley, de toda persona que cumpla con los requisitos del artículo 13 de la Constitución para ser ciudadano, esto es, tener 18 años y no haber sido condenado a pena aflictiva.


Puntualizan que este no es un tema nuevo pues en 1997, el entonces Presidente del Senado, Honorable Senador Sergio Romero, hizo ver al Ejecutivo la necesidad de establecer la voluntariedad del voto y la inscripción automática y que esta discusión se renovó posteriormente en esta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, donde mientras se analizaba un conjunto de reformas constitucionales, el Honorable Senador señor Alberto Espina presentó dos indicaciones al respectivo proyecto. La primera suprimía la obligatoriedad del sufragio y la segunda establecía la inscripción automática en los Registros Electorales por el solo ministerio de la ley, al cumplirse los requisitos de ciudadanía del artículo 13 de la Constitución.


Informan que ambas propuestas fueron rechazadas en la Comisión por tres votos contra dos, y que, luego, estas indicaciones fueron renovadas por diez Senadores en la Sala del Senado, la que finalmente rechazó la indicación referida a la obligatoriedad del voto por veintitrés votos contra quince. Este hecho llevó a los Senadores que renovaron la segunda indicación a retirarla.


Hacen presente que también el Presidente de la República hizo un llamado a los Parlamentarios en el Mensaje al Congreso Pleno del 21 de mayo de 2004, para aprobar el sistema de inscripción automática en los Registros Electorales y el voto voluntario. Manifiestan su complacencia porque esta interpelación hecha por el propio Primer Mandatario haya sido consecuencia de una iniciativa que fue planteada por ellos hace ya un par de años atrás.


Aseveran que la enorme significación y trascendencia que tiene este tema para el país requiere que sea enfrentado abierta y directamente por toda la ciudadanía y que es en razón de ello que proponen derechamente la supresión de la obligatoriedad del voto y el establecimiento de la inscripción automática de todos los ciudadanos en los Registros Electorales.


Por estas razones, proponen un proyecto de reforma constitucional que, con los objetivos explicados, suprime la oración final del inciso primero del artículo 15 de la Carta Fundamental e intercala un inciso segundo, nuevo, al artículo 18, para disponer que la ley orgánica constitucional respectiva contemplará un sistema de registro electoral al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos que establece el inciso primero del artículo 13.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Para ilustrar el debate de la Comisión, el entonces Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, estimó pertinente contar con la opinión de un conjunto de autoridades y expertos en la materia en análisis. Con tal objetivo, en el mes de junio del año 2004, se organizó una Mesa Redonda en la cual se escucharon las exposiciones de que se da cuenta a continuación.


En primer término, hizo uso de la palabra la señora Ena Von Baer, especialista del Instituto Libertad y Desarrollo.


Inició su participación poniendo a disposición de la Comisión los siguientes cuadros demostrativos, a los cuales, se refirió luego.

Características de la Participación Electoral
1989/2001
Votos nulos y blancos

(1989/2001)
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Fuente:  Servicio Electoral.

Los votos nulos y blancos han aumentado aunque la variación es fuerte entre una elección y otra.

Abstención

(1989-2001)
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Fuente:  Servicio Electoral.

La abstención ha aumentado, siendo mayor en las elecciones parlamentarias y municipales.

No inscritos/personas con derecho a voto

(1989/2001)
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Fuente:  cálculo propio a partir de datos del Servicio Electoral y del INE.

Alrededor de dos millones de personas con derecho a voto no están inscritas en los registros electorales.

Porcentaje de jóvenes en el Padrón Electoral

(1989/2001)
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Votantes/personas con derecho a voto

(1989/2001)
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Si se suma la abstención con los no inscritos, actualmente alrededor de tres millones de personas no están participando en las elecciones.

¿Porqué no participan?
Usted decidió votar en blanco o anular su voto en la elección del 16 de enero del 2000.

¿Cuál de los siguientes aspectos le pesó más a usted a la hora de votar en blanco o anular su voto?

	Porque todos los candidatos son la misma cosa; salga quien salga nada va a cambiar 
	37%

	Porque la política no me interesa: me interesan otras cosas y voté sólo para que no me cobren la multa 
	34%

	Porque ningún candidato me gustaba 
	28%

	Porque quería protestar contra el sistema 
	1%

	No sabe/ no contesta 
	0%


Fuente:  Estudio Social de Opinión Pública, marzo – abril 2000, Centro de Estudios Públicos.

¿Por qué no concurrió a votar en las últimas 
elecciones parlamentarias de diciembre del 2001?

(Aquellos inscritos que no concurrieron a votar)

	Porque estaba enfermo, perdí el carnet o estaba a más de 200 km. del lugar de votación 
	76.1%

	Porque la política no me interesa, me interesan otras cosas 
	3.0%

	Porque ningún candidato me gustaba 
	3.0%

	Porque esta elección no era importante 
	1.1%

	Porque mi voto no cambiaría en nada las cosas 
	1.1%

	Porque los políticos no son honestos 
	1.1%

	No sabe/ no contesta 
	13.9%


Fuente: Estudio Social de Opinión Pública, diciembre - enero 2002, Centro de Estudios Públicos.

¿Por qué no se ha inscrito Ud. en los registros electorales 
para poder votar?

(Aquellos que no están inscritos)

	Porque la política no me interesa, me interesan otras cosas 
	37,1%

	Porque los políticos no son honestos 
	15,0% 

	Porque no quiero estar obligado a votar 
	13,2% 

	Porque los políticos no abordan los problemas que de verdad importan 
	8,9% 

	Porque mi voto no cambiaría en nada las cosas 
	7,7% 

	Porque “me dio lata” hacer el trámite 
	5,8% 

	Porque es una forma de protestar contra el sistema 
	4,1% 

	Porque en las elecciones ya no hay grandes cosas en juego 
	2,4% 

	Porque no sé cómo inscribirme 
	0,9% 

	No sabe/ no contesta
	4,9% 


Fuente:  Estudio Social de Opinión Pública, diciembre – enero 2002, Centro de Estudios Públicos.

¿Por qué no expresan sus preferencias?

- Apatía política

- Problemas Institucionales

Efectos del voto voluntario
-
Voto más intenso.  Menos votos accidentales.

-
Menor proporción de votos nulos y blancos;  34% de los que votan nulo o blanco sólo votan para que no les cobren la multa.

-
Las personas tendrían la libertad de elegir en qué elecciones participar, acudirían a votar en mayor proporción en las elecciones:

· Que les interesa más (presidenciales)

· Elecciones más competitivas

-
Los partidos políticos tendrían la motivación de incentivar la participación de los ciudadanos en las elecciones.  Se podría romper el círculo de apatía política.

-
Alrededor de un 13% de las personas no inscritas declara no haberse inscrito porque no quieren estar obligadas a votar en todas las elecciones.

-
El voto es un derecho. Si entendemos que los ciudadanos en una democracia pueden tomar decisiones sobre las autoridades que los van a gobernar, ciertamente también pueden decidir si van a votar o no en una determinada elección.

Inscripción automática

La importancia del costo de votar.

-
Cuando las personas acuden a votar hacen un cálculo de costo-beneficio. El beneficio de votar se diluye en toda la sociedad; por lo tanto, si aumenta un poco el costo, las personas no van a votar.
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Problemas de la inscripción automática

-
El Servicio Electoral va a confeccionar el padrón electoral, basándose en datos del Registro Civil, asignando las mesas de votación según la dirección que entregaron las personas en el momento de sacar su cédula de identidad.

-
El problema es que los datos de las direcciones de las personas del Registro Civil no están actualizados.

-
Se van a asignar mesas a 2 millones cuatrocientas mil personas (los que actualmente no están inscritos) según direcciones que pueden estar obsoletas.

-
Se van a habilitar alrededor de 9 mil mesas adicionales para personas que nunca manifestaron su intención de votar, con el costo que esto significa.

-
A esto se suma que para hacer funcionar estas mesas se necesitan alrededor de 45 mil vocales.  La pregunta es si podemos obligar a personas que no quieren votar (voto voluntario) a ser vocales.

-
Estos problemas se van a agudizar porque las personas van a seguir cambiándose de casa.

-
La forma de actualizar las direcciones va a ser acudir a las Juntas Inscriptoras. ¿Cuántas personas que no tienen intención de votar van a acudir a actualizar su dirección?

-
Debido a estos problemas, la intención de disminuir el costo de votar a través de la inscripción automática no se cumple.

Países con inscripción automática

	País
	Tipo de Voto
	Publicidad
	Actualización dirección

	Argentina
	Obligatorio
	180 días/ lugares públicos
	Cruce de datos Personal

	Costa Rica
	Obligatorio
	4 meses/ lugares públicos
	Personal

	Ecuador
	Obligatorio
	60 días/ lugares públicos
	Personal 

	Honduras
	Obligatorio
	5 meses/ lugares públicos
	Personal

	Nicaragua
	Voluntario
	90 días/ lugares públicos
	Obligación/

personal

	Panamá
	Voluntario
	3 meses/ lugares públicos
	Obligación/

personal

	España
	Voluntario
	1 mes/ lugares públicos
	Obligación/

personal

	Alemania
	Voluntario
	Por carta
	Obligación/

personal


Una alternativa

· Hacer menos costoso el proceso eleccionario para motivar a las personas a participar:

· Mayor flexibilidad y agilidad en la inscripción.

· Voto electrónico.

· Voto voluntario/inscripción voluntaria.


La señora Von Baer señaló que, en primer lugar, presentaría su opinión sobre la voluntariedad del voto voluntario y luego, sobre la inscripción automática.


En relación con la participación electoral en Chile entre los años 1989 y 2001, hizo notar que si se observan los votos nulos y blancos de esos años, se aprecia que ellos han aumentado, llegando incluso a un 17,7% en las elecciones de diputados y algo más bajo en las elecciones presidenciales, las cuales son más reñidas, como se vio en la segunda vuelta presidencial de 1999.


Si se mira la abstención, indicó que también ha aumentado, siendo mayor en las elecciones parlamentarias y municipales que en las presidenciales; o sea, se trata de las personas inscritas en los registros electorales que no van a votar por diversas razones.


Los no inscritos teniendo derecho a voto son una tendencia claramente en aumento. Cada vez hay menos personas que se están inscribiendo en los registros electorales y hay alrededor de dos millones que no están inscritos, estando en condiciones de hacerlo.


En cuanto a la participación de los jóvenes en el padrón electoral chileno, observó que si en el año 1988 un 36% de las personas que conformaban dicho padrón eran jóvenes, para las elecciones parlamentarias del 2001 fueron solamente un 13%. Por lo tanto, quienes menos se están inscribiendo son claramente los jóvenes.


Sostuvo que el mundo de la participación electoral se mide comparando las personas con derecho a voto frente a los votantes, aun cuando en Chile se tiende a medir la participación electoral sobre los inscritos. En realidad, si se midiera sobre todos los que tienen derecho a voto tendríamos que en Chile ha bajado. En 1989 votó el 88%, porcentaje que ha descendido al 68,4%. Éste sigue siendo bueno en comparación a otras democracias, pero es menor que en otras naciones. Aun cuando no sea tan malo, es preocupante la tendencia a la baja especialmente dentro de los más jóvenes.

Agregó que si se suma la abstención, es decir, las personas que no están participando en las elecciones pero que están inscritas, más los no inscritos, actualmente alrededor de tres millones de personas no están participando en las elecciones chilenas. Esto obviamente muestra una curva, pues hay elecciones en que se participa más que en otras.


Luego, formuló la pregunta de por qué las personas no están participando o no están expresando alguna opción en las elecciones.


Se refirió a algunas consultas que se hicieron en encuestas del CERC, que cubren gran parte de la población chilena. A las personas que votaron nulo o blanco se les preguntó la razón de ese voto. Un 37% dijo que todos los candidatos son la misma cosa y que salga quien salga, nada va a cambiar. Es decir, hay una suerte de apatía política.


El 34% dijo que no le interesa la política, que le interesan otras cosas y que votó sólo para que no le cobraran la multa. Es decir, hay personas que votan nulo o blanco sólo para evitar la sanción y hay un 28% al cual ningún candidato le gustaba.


Después, cuando se preguntó porqué no concurrió a votar, un 76% no acudió por estar enfermo, por haber perdido el carnet o por encontrarse a más de 200 kilómetros del lugar de votación.


Al inquirirse por qué la persona no estaba inscrita en los registros electores, el 37% respondió que no le interesa la política; el 15% señaló que los políticos no son honestos; el 13,2% no quiso estar obligado a votar.


De este último porcentaje, dijo que podía advertirse una fuerte apatía política, que el discurso político no está llegando a muchas personas, especialmente a los jóvenes, y que, además, se notan algunos problemas institucionales que muestran que nuestro proceso eleccionario no está funcionando.

Prosiguió diciendo que si se mira cuáles son los efectos del voto voluntario según una investigación internacional, primero se observa que en un escenario de voto voluntario éste es más intenso porque las personas que sufragan están convencidas de que quieren hacerlo y saben por quién votar. Se dice que en un sistema de voto voluntario se producen menos votos accidentales, es decir, aquellos que recaen en cualquier candidato pues no se sabe por quién votar.


Entonces, en un escenario de voluntariedad el sufragio es más intenso y se producen menos votos accidentales. Por otra parte, está estudiado que en los países que tienen voto voluntario se producen menos votos nulos y blancos, porque las personas que concurren a sufragar están convencidas de querer hacerlo. Esto se relaciona con el 34% de los que en Chile votan nulo o en blanco solamente para que no les cobren la multa.


Luego, sostuvo que en un escenario de voto voluntario se corregirían estos problemas pues las personas tendrían la posibilidad de elegir en qué elecciones participar y en cuáles no. Por supuesto, se producirá en algunas elecciones un porcentaje más alto de abstención, especialmente en las parlamentarias y probablemente en las municipales. Las personas participan más en las elecciones más competitivas, cuando sienten que su voto vale más.


Consideró que los partidos políticos están dirigiendo su discurso político solamente a los que están inscritos y no a los que no lo están, porque los primeros son los que finalmente irán a votar.


Por otra parte, reiteró que un 13% de las personas no inscritas declara no haberse inscrito porque no quiere estar obligada a votar en todas las elecciones, o sea, si es que en un escenario de voto voluntario a esas personas se les da la posibilidad de votar en las elecciones que les parecen interesantes, votarán en esas elecciones y en las otras se abstendrán.


Desde un punto de vista normativo, opinó que el voto es un derecho y que si se piensa que los ciudadanos en una democracia pueden tomar decisiones sobre las autoridades que van a elegir, ciertamente también pueden decidir si van a votar o no en una determinada elección.

Por todas las razones anteriormente dadas, dedujo que para nuestro sistema democrático sería bueno instaurar el voto voluntario.


En cuanto a la inscripción automática, señaló que cuando se miran los procesos eleccionarios, está claro que las personas acuden a votar como hacen muchas de las cosas que se realizan en la vida, es decir, haciendo un cálculo costo/beneficio. El beneficio de votar se diluye siempre en toda la sociedad, o sea, no constituye un beneficio que le llegue a la persona en forma directa. Por lo tanto, si aumenta, aunque sea un poco, el costo de ir a votar -esto es, la fila que se debe hacer, el tiempo invertido para ir a votar, el hecho de ser vocal, etc.- claramente se preferirá no votar. En consecuencia, debe tenerse cuidado con los costos del ejercicio de este derecho pues un aumento de ellos automáticamente puede disminuir la participación.


Estimó que aunque la propuesta sea conveniente, en Chile, por una serie de razones, la inscripción automática no cumplirá los objetivos para los cuales se ha diseñado. La idea es utilizar los datos del Registro Civil para asignar mesa a los electores, o sea, a quienes actualmente no están inscritos se les asigna una mesa según la dirección que entregaron al momento de sacar la cédula de identidad. Con ello, puede suceder que la dirección registrada en el Registro Civil esté desactualizada, con lo cual la asignación de mesa se hará en base a direcciones obsoletas.


Advirtió que lo que ocurrirá es que se habiliten alrededor de nueve mil mesas adicionales para personas que no están inscritas, cuyas direcciones no se sabrá si están correctas. Además, se trata de personas que nunca manifestaron su deseo de participar en las elecciones. Éstas serán inscritas automáticamente siendo muy probable que no lleguen a votar y que ni siquiera se preocupen de averiguar dónde están inscritas.


A ello se suma que se hará funcionar estas mesas que necesitan alrededor de cuarenta y cinco mil vocales y la pregunta es si se puede obligar a personas que no quieren votar, a ser vocales.


Afirmó que aun cuando se piense que este problema se producirá solamente al comienzo con los dos millones y medio de personas que se inscribirán en un principio, esto se va a agudizar con el tiempo pues las personas seguirán mudándose de casa sin avisar, pues no hay obligación de hacerlo. No habiendo tal obligación ni tampoco un cruce de datos adecuado, cualquier persona puede aparecer con cinco direcciones distintas.


Señaló que el mecanismo que podría utilizarse para actualizar las direcciones pueden ser las juntas inscriptoras. Sin embargo, cabe preguntarse cuántas personas que no tienen intención de votar acudirán a actualizar su dirección a las juntas inscriptoras dado como funcionan éstas.


Por lo tanto, a la larga, más que disminuir, este problema va a aumentar y por ello la intención de disminuir el costo de votar a través de la inscripción automática no se cumplirá. Si la persona está inscrita automáticamente y si no se ha cambiado de casa, deberá informarse sobre dónde le toca votar, lo que puede parecer fácil. Pero si se cambió de casa, lo que es altamente probable, tendrá que acudir a la junta inscriptora para avisar que se cambió de domicilio, es decir, tendrá que hacer el mismo trámite que hoy debe realizar para inscribirse.


Enseguida, explicó cómo funciona este sistema en otras naciones.

Informó que los países latinoamericanos donde existe inscripción automática (Argentina, Costa Rica, Ecuador), en el fondo tienen el mismo problema que se produciría en Chile. En Argentina o en Costa Rica se publican listas indicando los lugares donde deben votar las personas, las mesas, etc. Esto se hace en lugares públicos, a veces hasta cuatro meses antes de las elecciones, y los electores acuden a estos lugares públicos a informarse. Si la dirección está incorrecta, tienen que ir personalmente a avisar y corregir, o sea, igualmente deben cumplir un trámite. En el fondo, no es una inscripción automática real.


En Argentina se hace una suerte de cruce de datos, en lo cual también ha habido muchos problemas que han complicado bastante el padrón electoral.


Explicó que hay algunas cifras según las cuales en estos países el padrón electoral estaría “sucio” en un 30% de las direcciones. En Nicaragua y Panamá es obligatorio concurrir a avisar cuando se produce un cambio de domicilio.  En España y Alemania, donde también funciona la inscripción automática, la diferencia es que, por otras razones, la persona avisa dicho cambio a la municipalidad. Ello dice relación con otros menesteres, tales como la recolección de basura y el pago de impuestos. Luego, la municipalidad avisa al organismo encargado del padrón electoral y éste manda al ciudadano una carta informándole qué mesa le corresponderá. Dificultó que en Chile un mecanismo como éste pueda llegar a implementarse.


Opinó que deben buscarse formas de flexibilizar y agilizar el sistema de inscripción, basándose, si es el caso, en las experiencias extranjeras.


También apoyó el criterio de la voluntariedad del sufragio. Señaló que si se implanta el sistema de voto voluntario, entonces la inscripción también debiera ser voluntaria. Lo importante, subrayó, es disponer de un padrón tan limpio y de tanta legitimidad como es el actual, que pueda evitar inscripciones de personas cuyo domicilio se desconoce y, a la vez, representar un estímulo para la participación.


Finalmente, consideró necesario revisar también el proceso eleccionario mismo, tema en el cual cabría considerar la posibilidad de establecer el voto electrónico. Sostuvo que es una materia que debe sopesarse y estudiarse con la debida atención.

A continuación, la Comisión escuchó al Coordinador Académico de FLACSO-Chile, señor Claudio Fuentes.


En primer término, agradeció la oportunidad de plantear a la Comisión su opinión sobre una materia que consideró relevante para el futuro de nuestra democracia. Informó que dividiría su presentación en cuatro partes. La primera, referida a la definición de la naturaleza del problema. La segunda, sobre el actual sistema de inscripción electoral. La tercera, concerniente al debate sobre la obligatoriedad o la voluntariedad del voto desde una perspectiva comparada, y la cuarta, dedicada a los escenarios posibles. Finalmente, señaló que entregaría algunas conclusiones y propondría opciones de política.

1.-  Naturaleza del problema.

Expresó que el debate político sobre el sistema de inscripción y el tipo de voto combina problemas de diferente naturaleza.

En primer lugar se plantea el sistema de inscripción electoral, como tema referido principalmente a garantizar el ejercicio de la ciudadanía.


En segundo lugar, se considera el debate sobre la obligatoriedad o la voluntariedad del voto, que dice relación con una cuestión normativa sobre derechos y deberes ciudadanos y también con una cuestión práctica, sobre los efectos que podría tener una u otra opción.


En tercer lugar, hay una discusión más general sobre los mecanismos que podrían existir para garantizar la participación de las personas en los diversos procesos electorales.


Esto último dice relación directa con la calidad del sistema democrático y su estabilidad. Hoy nadie cuestiona que un sistema democrático estable debe ser capaz de incorporar la diversidad de opiniones de la población, lo que se expresa con mayor intensidad en la universalidad del voto. Sin embargo, lo que realmente está en discusión es qué sistema garantizaría de mejor manera la agregación de preferencias y la real participación de todos los sectores en la vida nacional.

Hizo presente que los sistemas democráticos del mundo enfrentan tres tendencias relevantes:


1.- Una baja significativa en la participación electoral en las democracias del mundo a partir de la década de los ochenta. Ello se aprecia en el gráfico 1, que se adjunta más adelante.

2.- Un declive significativo en los niveles de “asociacionismo” en los países más desarrollados, expresado en participación en partidos políticos, sindicatos y asistencia a misa (Gráficos 2, 3 y 4).


3.-  En América Latina se advierte el colapso de sistemas de partidos tradicionales de base y la emergencia de partidos “neo-populistas”. Lo anterior ha tenido un fuerte impacto en la estabilidad política y ejemplos de ello se aprecian en Argentina, Perú, Venezuela y Ecuador. Las excepciones a tal proceso son Chile, Uruguay y Costa Rica.


Se preguntó qué se puede inferir de esas tendencias. Primero, parece ser que las personas prefieren buscar soluciones individuales a problemas de tipo colectivo. Se advierte una merma en el capital social en las sociedades democráticas, lo que podría tener serios efectos en el largo plazo.

En segundo lugar, parece existir una alta correlación entre sistemas políticos estables, la pre-existencia de partidos fuertes y una tradición institucional democrática. Aquello se demuestra por los mayores niveles de estabilidad en Chile, Costa Rica y Uruguay.

Sin embargo, opinó que convendría advertir que Chile no está exento de problemas. En primer lugar, la ciudadanía progresiva y constantemente ha manifestado su desconfianza en los partidos políticos y en los representantes ante el Congreso (Gráfico 5).  Asimismo, en términos comparativos, el nivel de satisfacción de ésta con la democracia es relativamente bajo (Gráfico 6).

A su juicio, el actual debate sobre inscripción automática y el tipo de voto debiera enmarcarse en una discusión sobre qué mecanismos permitirían promover una mejor calidad de la democracia, esto es, un sistema que promoviera la igualdad ante la ley, la transparencia en las decisiones en materias de interés público y la confianza en las instituciones democráticas, incluyendo al propio Estado y los partidos políticos.

2.- Sistema de inscripción electoral.

En esta materia, Chile constituye una excepción en América Latina respecto del sistema de inscripción electoral de carácter voluntario. Sólo dos países de la región mantienen un sistema de empadronamiento de carácter voluntario (Chile y Colombia). La mayoría tiene un sistema de inscripción obligatoria (12 países) o de carácter automática (4 países). (Gráfico 7).

Sostuvo que el principal problema del actual sistema electoral es que inhibe el derecho al ejercicio de la ciudadanía. Desde el retorno a la democracia, el porcentaje de jóvenes menores de 29 años inscritos se ha reducido desde un 35 a un 15%. (Gráfico 8).

Afirmó que un mecanismo de inscripción electoral que funciona cuatro horas al día los primeros siete días del mes va contra el espíritu de la Constitución, que, en su artículo 1º señala que el Estado debe asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.

Indicó que la actual normativa coloca trabas al ejercicio de la ciudadanía. Para estudiantes y trabajadores resulta difícil disponer del tiempo necesario para inscribirse en los registros electorales y las encuestas realizadas por el Instituto Nacional de la Juventud cuestionan que esto se deba sólo a apatía juvenil. Un 49% de los consultados en la última encuesta nacional de la juventud dice que estaría dispuesto a inscribirse en los registros electorales y que aproximadamente un 20% no lo ha hecho porque “le da lata” o “no tiene tiempo”.


A la luz de las cifras, arguyó, se podría sostener que el actual sistema de inscripción tiene una cuota significativa de responsabilidad en que los jóvenes no participen. Ello tiene dos efectos inmediatos: primero, las demandas sociales de los jóvenes tienden a no ser consideradas por los candidatos. Segundo, y a raíz de lo anterior, se incrementa la desconfianza y la distancia entre los jóvenes y el sistema y los partidos políticos.  En el largo plazo, esta situación puede provocar un serio daño a la estabilidad del sistema democrático.


Consideró que el establecimiento de un registro de inscripción automática es una solución técnicamente posible de realizar. El hecho de que Chile cuente con un sistema centralizado de información y un Registro Civil automatizado facilita la implementación de un mecanismo de inscripción automática.


Dadas las anteriores consideraciones, la iniciativa del registro automático de inscripción electoral parece ser una solución necesaria y razonable, que facilitaría el ejercicio efectivo de un derecho ciudadano fundamental como es la participación en el proceso electoral, y generaría condiciones para la inclusión de demandas juveniles en el sistema político.


3.-  Obligatoriedad frente a voluntariedad del voto.

Señaló que un segundo debate se refiere a la obligatoriedad o la voluntariedad del voto. Señaló que se abstendría de la discusión normativa correspondiente para concentrarse sólo en los efectos prácticos que podría ocasionar una u otra opción. Consideró que ambos análisis son necesarios pero, lamentablemente, al calor de los debates se tienden a confundir estos dos planos, lo que ciertamente dificulta un análisis basado en antecedentes empíricos.

a. Voto obligatorio y voluntario: dos tradiciones.

¿Qué nos muestra la experiencia comparada?

En primer lugar, no existe una tendencia general en las democracias del mundo respecto de la obligatoriedad del voto. En la mayoría de los países europeos el voto es de carácter voluntario y el sistema de registro es automático.  Las excepciones en Europa son Austria, Bélgica, Italia, Grecia y Holanda, donde el voto es obligatorio.

En América Latina, en la mayoría de los casos (16 países) el voto y la inscripción son obligatorios (12 casos) y en cuatro de ellos esta última es automática.


Estados Unidos constituye una excepción al ser el registro y el voto voluntarios. La principal consecuencia de este caso es que en dicho país se evidencian los niveles de participación electoral más bajos del mundo occidental desarrollado, con promedios debajo del 50%.


Podría resumirse que existen dos grandes tradiciones: un primer grupo de países principal pero no exclusivamente latinoamericanos, que considera el voto como derecho y deber ciudadano, y un segundo grupo de países que lo considera un derecho.


b. Tipo de voto y participación electoral.

Señaló que si el objetivo del legislador es asegurar la participación electoral, la experiencia comparada muestra que el tipo de voto (obligatorio o voluntario) es una condición necesaria pero no suficiente para dicha participación.  Desde el punto de vista comparado, en los países más desarrollados donde el voto es principalmente voluntario, se observa una participación electoral de aproximadamente un 75%. En tanto, en América Latina, donde el voto es principalmente obligatorio, la participación electoral es en promedio del 60%. (Gráfico 9). Se podría inferir entonces que el voto obligatorio favorece pero no determina la participación electoral.

Quizás, opinó, la mayor certeza de la experiencia comparada es que la participación electoral se incrementa cuando existe el voto obligatorio con sanciones efectivas o fuertes. Los casos de Austria, Bélgica, Uruguay y Chipre demuestran que existen altos niveles de participación (sobre el 90%) cuando las penas son fuertes (Gráfico 10). De esta forma, si el objetivo del legislador es incrementar la participación electoral, la medida más efectiva para hacerlo sería generar un sistema donde las penalidades efectivamente se apliquen, al menos a un porcentaje del electorado. La amenaza cierta de una sanción aumenta la participación electoral.

Al contrario, estimó que la participación electoral tiende a disminuir en términos progresivos cuando existen sanciones débiles (74.4%), cuando el voto es obligatorio pero no existen castigos (65.4%), o cuando el voto es voluntario (63,4%). (Gráfico 11).


No obstante, destacó que en países donde el voto es obligatorio y hay sanciones débiles o no las hay, se evidencian variaciones significativas de aproximadamente un 20% entre ellos. Por ejemplo, Chile, Brasil, Turquía e Italia muestran altos niveles de participación electoral (superiores al 80%). En tanto, en países como México, Ecuador y República Dominicana el porcentaje de participación es relativamente bajo (cercano al 60%) (Gráfico 12).


Lo anterior, añadió, lleva a inferir que, de nuevo, la participación electoral depende no sólo del carácter del voto, sino que de un sinnúmero de factores como los que se analizarán más adelante.


Destacó, asimismo, que en países donde el voto es obligatorio y no existe sanción (Bolivia, Costa Rica, República Dominicana, Holanda y Filipinas), los niveles de participación electoral también varían entre un 60 y un 80%.


De la experiencia comparada, infirió que el sistema de inscripción electoral y el tipo de voto son condición necesaria pero no suficiente para garantizar la participación electoral. La experiencia comparada muestra que donde efectivamente el tipo de voto afecta la participación electoral es en los lugares en que las sanciones son efectivas.


La participación electoral depende, entonces, de un conjunto de factores políticos, sociales, históricos e institucionales que en conjunto determinan patrones de participación. Entre otros factores institucionales, son relevantes:


-  El sistema electoral, dado que determina la percepción que un ciudadano tenga de la importancia de su voto. Un sistema electoral binominal como el chileno reduce los incentivos de participar en elecciones de diputados y senadores, pues existe una baja competencia entre los candidatos.

-  La simultaneidad de las elecciones, pues si se combinan elecciones nacionales con locales, se incrementa la participación electoral significativamente.


-  El ya mencionado carácter del voto y del tipo de registro.


-  El hecho que sea feriado el día de la elección, ya que crea un clima propicio para participar del proceso electoral. Mayor participación se obtiene si el día escogido es un feriado en medio de la semana.


- La existencia de una cultura cívica entre los ciudadanos. Al respecto, es necesario favorecer prácticas democráticas desde el inicio de la edad escolar y educar a los niños y jóvenes en la importancia de un sistema de toma de decisiones democrático, transparente y representativo.


- La existencia de otras prácticas democráticas de carácter deliberativo que favorezcan la participación ciudadana a través de plebiscitos comunales o iniciativas de ley ciudadana.


Consideró que es un error pensar que el registro automático y el tipo de voto garantizarán la participación electoral. La concurrencia de las personas a las urnas depende no sólo del tipo de registro, sino que también de la percepción que la población tiene respecto del peso efectivo de su voto, del profesionalismo e imagen de los partidos políticos, de la calidad de las campañas y de la apertura del sistema a integrar las preocupaciones de la gente.


El problema que enfrenta hoy Chile, señaló, es que menos del 9% de la población confía en los partidos y en los congresistas; que más del 70% piensa que los candidatos sólo se preocupan de la gente en época electoral; que otro 43% no se siente orgulloso de la forma en que funciona la democracia y que un 48% piensa que la gente no está interesada en votar porque los partidos no cumplen sus promesas.


4.-  Escenarios.

Pese a que señaló que corresponderá al Congreso Nacional discutir la conveniencia del voto obligatorio o voluntario, enunció algunos escenarios prospectivos respecto de los efectos que podría tener una u otra alternativa a partir del análisis precedente.


Antes de hacerlo, describió el escenario de participación con el actual sistema de inscripción y votación. Indicó que hoy existen 10.4 millones de personas en edad de votar. De ellos, 2.4 millones no están inscritos, es decir, un 23% de los ciudadanos en edad de votar. A lo anterior debe agregarse una tendencia creciente de personas que simplemente se abstienen de votar, que alcanza en los últimos procesos electorales un 10 a un 14% (Gráfico 13).


En Chile se advierten dos tendencias esperables. Primero, un porcentaje mayor de personas participa en las elecciones presidenciales que en las parlamentarias y municipales. Segundo, después de recuperada la democracia, un número menor de personas participa en los procesos electorales, alcanzando hoy un promedio del 70% (Gráfico 14).

Porcentaje de votos en relación a población total
	Presidenciales
	Parlamentarias
	Municipales

	1989 – 86.8%

1993 – 82.5%

1999 – 73.1%

1999 – 73.6%


	1989* – 86.8%

1993* – 82.1%

1997 – 71.8%

2001 – 68.9% 
	1992 – 73.2%

1996 – 73.4%

2000 - 69.5%


(* En estos casos se produjo simultaneidad con elecciones presidenciales, lo que tiende a incrementar el promedio de participación electoral).

Las cifras que se muestran implican que se requiere hacer un análisis no basado en el “deber ser”, sino que a partir de los hechos, los cuales muestran una reducción significativa en la participación electoral.


Escenario 1: registro automático y voto obligatorio.

Sostuvo que si sólo se aprobara el registro automático y se mantuviera el voto obligatorio, obviamente se incrementaría la participación electoral en el corto plazo dado que se incorporarían al padrón electoral 2.4 millones de potenciales electores.


Las encuestas muestran que cerca de la mitad de los no inscritos estaría dispuesto ha hacerlo. En un escenario pesimista, podría hipotetizarse que al menos un 30% de los que no están inscritos lo haría. De lo anterior se desprende que la participación electoral crecería en por lo menos 7 puntos en elecciones presidenciales y quizás en un porcentaje inferior en elecciones parlamentarias y municipales cuando éstas no son simultáneas.

De mantenerse constantes las actuales condiciones, la abstención electoral tendería a crecer significativamente, alcanzando niveles de entre 20 a 30%, dependiendo del tipo de elección.


Escenario 2: registro automático y voto voluntario.

Estimó difícil realizar pronósticos sobre una fórmula de registro automático y voto voluntario porque no existen encuestas que pregunten por esta opción e, incluso, si se tuviese aquel dato, es muy distinto preguntar sobre la disposición de la población a concurrir a votar 20 meses antes de una elección que unos días antes, por todo el ambiente que genera un proceso eleccionario.

Al guiarse por la experiencia comparada, podría deducirse que se daría una participación cercana al 65% en elecciones presidenciales y una cifra relativamente menor cuando se trate de elecciones parlamentarias y municipales no simultáneas.


Escenario 3: registro automático y despenalización.

Explicó que un tercer escenario se refiere a la despenalización del voto obligatorio y al establecimiento del registro automático. Es esperable que aquella opción tenga un efecto similar al escenario de voto voluntario, por cuanto la población estaría informada de que no existe castigo por la no concurrencia a votar. Cabe advertir que países como Costa Rica presentan esta fórmula.


Escenario 4: registro voluntario y voto voluntario.

Un cuarto escenario es el registro voluntario y el voto voluntario. Ciertamente este es el escenario donde se darían menores niveles de participación electoral. Aunque todavía es más difícil realizar pronósticos bajo este escenario, la experiencia estadounidense muestra niveles de participación inferiores al 50% en elecciones nacionales y cercanas al 40% en elecciones locales.

	
	Escenario

Actual
	Escenario 1
	Escenario 2
	Escenario 3
	Escenario 4

	Presidencial
	73.6%
	+/- 80%
	(65% y -)
	(65% y -)
	(50% y-)

	Parlamentaria
	68.9%
	+/- 73%
	(60% y -)
	(60% y -)
	(50% y -)

	Municipal
	69.5%
	+/- 74 %
	(60% y -)
	(60% y -) 
	(40% y -)



Luego, se refirió a otros efectos colaterales de la voluntariedad o la obligatoriedad del sufragio.


Expresó que el voto obligatorio reduce la influencia del dinero en la política. De otra forma, el voto obligatorio reduce opciones de “acarreo” y el voto voluntario lo incentiva. Este argumento, dijo, indica que si el voto es obligatorio los ciudadanos tienen que ir de todos modos a votar, por lo que el sistema no gasta en convencer a la población para que concurra a hacerlo.


Aunque no existe un estudio que analice comparativamente estas afirmaciones, sostuvo que el caso chileno contradice tal afirmación. Pese a que el voto es obligatorio, en Chile ha existido un incremento constante del costo de las campañas y se dan prácticas habituales de “acarreo”.

Acotó que el “acarreo” puede darse tanto en el mundo del voto obligatorio como del voto voluntario por cuanto no se relaciona con el esfuerzo de movilizar a la gente para que vote, sino con la forma en que el candidato intenta manipular el voto de un potencial elector. El problema del cohecho no se resuelve con un tipo de voto determinado, sino con regulaciones que tienen que ver con el financiamiento de las campañas electorales.

Luego, analizó algunas afirmaciones que se expresan al analizarse el tema en estudio.


“El voto voluntario tiende a crear nuevas desigualdades”. Lo anterior es efectivo. Los que más participan en una sociedad tienden a ser aquéllos de mayores ingresos y con mayores niveles de educación. En caso que se apruebe el voto voluntario o se despenalice la no concurrencia a votar, se hace presente un problema central vinculado a la necesidad de educar a los sectores de menores ingresos para que ejerzan efectivamente su voto.


“El voto obligatorio tiende a ocultar reales preferencias de la gente”. Efectivamente, dijo, el voto obligatorio tiende a ocultar las preferencias ciudadanas, ya que un porcentaje de la población concurre a votar sin tener interés en hacerlo.


“Con voto obligatorio se produce un voto más informado”. Indicó que estudios comparados muestran que cuando existe el voto obligatorio, los ciudadanos tienden a votar más informadamente.


“A mayor participación, menor posibilidad de crisis”. A este respecto, se preguntó si es deseable tener altos niveles de participación electoral. Dijo que, normativamente, nadie discutiría que el ideal democrático aspira a incorporar al mayor número de ciudadanos posible en el proceso de toma de decisiones. En términos empíricos, se ha planteado la interrogante de si una mayor participación afecta la estabilidad de un sistema político. Estudios comparados muestran una fuerte asociación entre altos niveles de participación electoral y bajos niveles de conflicto.


Sin embargo, consideró que lo importante aquí es analizar de nuevo no sólo el tipo de voto, sino que la forma en que las diversas manifestaciones sociales se ven representadas en el sistema político. Es decir, se requiere abordar necesariamente el sistema de representación política.

5.-  Conclusiones.

Del anterior análisis, desprendió las siguientes conclusiones:

1.-  La participación electoral depende de un conjunto de factores políticos, culturales e institucionales, incluidas las coyunturas políticas, el tipo de inscripción, el tipo de voto, el sistema electoral y otras variables de tipo cultural. 


2.-  La experiencia comparada demuestra que la naturaleza del sistema de inscripción y el tipo de voto son condición necesaria pero no suficiente para estimular la participación electoral.


3.-  El sistema de inscripción electoral chileno inhibe el ejercicio de la ciudadanía, por lo que el establecimiento de un sistema de registro automático es necesario y altamente recomendable.


4.-  La discusión sobre la obligatoriedad o voluntariedad del voto es una cuestión distinta, que requiere un debate normativo y otro basado en la experiencia comparada para evaluar los potenciales efectos de un sistema de carácter voluntario.

Como representante de un organismo inter-gubernamental, consideró que no le correspondía tomar una postura normativa a favor o en contra del voto obligatorio, sino más bien generar las condiciones para un debate sobre el mismo.


Al considerar la experiencia comparada, sostuvo que se observa lo siguiente:


-  En los casos de voto obligatorio con sanciones fuertes hay mayores niveles de participación electoral.

-  En casos de voto obligatorio con sanciones débiles, la participación oscila entre el 60 y el 80% de la población apta para votar.

- En los casos de voto voluntario, la participación varía entre un 50 y un 65%.

5.-  En el caso chileno, de aprobarse el registro automático sin modificarse el tipo de voto, se registraría un alza en la participación electoral.

6.- De aprobarse la voluntariedad del voto, es probable que se produzca una disminución en la participación electoral hasta situarse en el orden del 60 al 65% en elecciones presidenciales, e inferior al 60% en elecciones parlamentarias y municipales.


7.-  Si el Congreso Nacional llegase a aprobar la voluntariedad del voto o a suprimir las sanciones para los que no votan, sugirió medidas orientadas a promover la participación electoral, que incluyen:


- Simultaneidad de elecciones nacionales y de nivel local;

- Programas de educación cívica modernos en escuelas públicas desde la enseñanza básica en adelante;

- Mantenimiento del feriado electoral. Eventualmente, pensar en cambiar el día de elecciones a un martes o miércoles, manteniendo su calidad de feriado;

- Promoción de otras prácticas democráticas de participación deliberativa, que incluyen plebiscitos e iniciativas de ley;

- Iniciativas que promuevan la transparencia en las decisiones públicas;

- Financiamiento permanente para los partidos políticos a fin de potenciar el trabajo educativo y social de ellos, y

- Debate sobre el efecto que hoy tiene el sistema electoral en la percepción crítica de la ciudadanía hacia los congresistas.


El señor Fuentes acompañó su exposición con los siguientes gráficos:

Registro automático y sistema de votaciones
Baja de participación electoral en democracias

(% de variación votación en relación a registrados y población edad votar)

Gráfico Nº 1
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Fuente: International Institute for Democracy and Electoral Assistance.

Pertenencia a partidos políticos

Países de la OECD 1950s-1990s (%)

Gráfico Nº 2
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Fuente: Putnam, Robert (2002).  Democracies in Flux.  Oxford University Press.

Participación en la Iglesia

Gráfico Nº 3
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Fuente: Putnam, Robert (2002).  Democracies in Flux.  Oxford University Press.

Participación en sindicatos

Gráfico Nº 4
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Fuente: Putnam, Robert (2002).  Democracies in Flux.  Oxford University Press.

Opinión sobre políticos

Gráfico Nº 5
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Fuente:  Encuestas CERC, 1994-2003

Baja satisfacción con la democracia
(Preferencia por democracia)

Gráfico Nº 6
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Fuente:  Payne, Mark.  (2003).  La política importa.  BID/IDEA.  De Latinobarómetro 2002.

Tendencia América Latina (18 países)

Gráfico Nº 7
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Fuente:  Payne, Mark. 2003.  La política importa.  BID/IDEA.
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Gráfico Nº 8

Fuente:  Servicio Electoral.

Gráfico Nº 9
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Fuente:  Voter Turnout since 1945.  Global Report.  International Institute for Democracy and Electoral Assistance.

Certeza: voto obligatorio con mayor participación

Gráfico Nº 10
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Participación electoral en las democracias según obligatoriedad del voto

(Porcentajes de electores sobre el total de inscritos en última elección realizada)

Gráfico Nº 11

	Países con voto obligatorio y *
	

	Sanción fuerte***
	Sanción débil
	Sin sanción
	Países con voto voluntario**

	92.2
	74.4
	65.4
	63.4


*
De 26 países con la información necesaria, se excluyen micro Estados dudosamente democráticos.
**
Incluye 23 países europeos y americanos, más Nueva Zelandia y la Federación Rusa.

***
Australia, Bélgica, Chipre, Luxemburgo y Uruguay.

Fuente: www.idea.int en Venezuela, Samuel.  (2004).  “¿El voto voluntario fortalece o debilita la democracia?”, Informe Nº 399, www.asuntospublicos.org.

¿Voto obligatorio con sanción débil, mayor participación?

(color claro: sanción débil
color negro: sin sanción)

Gráfico Nº 12
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Gráfico Nº 13
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Porcentaje de votos en relación a población total

Gráfico Nº 14

	Presidenciales
	Parlamentarias
	Municipales

	1989 – 86.8%

1993 – 82.5%
1999 – 73.1%
1999 – 73.6%
	1989* – 86.8%
1993* – 82.1%
1997 – 71.8%
2001 – 68.9%
	1992 – 73.2%
1996 – 73.4%
2000 - 69.5%


*
En estos casos se produjo simultaneidad con elecciones presidenciales, lo que tiende a incrementar el promedio de participación electoral.

Fuente:  Al respecto ver Servicio Electoral, IDEA y Patricio Navia, “Mayoría electoral versus triunfo electoral” en Anuario FLACSO, Chile.  Impacto y Desafíos de las crisis internacionales.  Santiago FLACSO-Chile, 2002.

Gráfico Nº 15

	
	Escenario
Actual
	Escenario
1
	Escenario
2
	Escenario
3
	Escenario 4

	Presidencial
	73.6%
	+/- 80%
	(65% y -)
	(65% y -)
	(50% y-)

	Parlamentaria
	68.9%
	+/- 73%
	(60% y -)
	(60% y -)
	(50% y -)

	Municipal
	69.5%
	+/- 74 %
	(60% y -)
	(60% y -) 
	(40% y -)



Luego, hizo uso de la palabra el Director Ejecutivo de la Corporación CERC, señor Carlos Hunneeus.


En primer término, agradeció la oportunidad de plantear a la Comisión sus opiniones.

Expresó su preocupación por la bajísima inscripción de los jóvenes, señalando que es saludable promover un debate sobre la manera de aumentar la participación electoral y muy especialmente, la de los jóvenes. La cuestión es si los instrumentos propuestos son los adecuados. Estimó que la inscripción automática lo es, no así el voto voluntario.


Manifestó que el contexto en que se produce esta discusión es de crítica a la política y a los políticos, de una baja confianza en las instituciones políticas y en sus élites, incluyendo parlamentarios y jueces, de un modesto apoyo a la democracia y de una baja satisfacción con el orden pluralista.


Sostuvo que la inscripción automática es una reforma que debiera hacerse porque tiene múltiples fundamentos y porque no alterará la distribución de fuerzas en el electorado. Los chilenos tienen opiniones políticas relativamente definidas, que constituyen un buen fundamento para hacer esta enmienda. Más del 60% tiene claridad respecto al partido por el cual que votaría (en Brasil es menos del 40%), tiene posiciones ideológicas moderadas, preferentemente centristas –la puntuación media es 5.53, más moderada que España, 4.49 e Italia, 4.61 y más centrista que Irlanda, 6.15, Alemania, 5.68-, un 71% se autoclasifica en la escala de izquierda a derecha, similar a Bélgica y España (75%), aunque menor que Francia (87%) y Alemania, 89%.


Opinó que la inscripción automática debiera ser realidad, además, porque es un deber del Estado, al cual le corresponde facilitar el ejercicio de la ciudadanía a los que cumplen los 18 años de edad. Constituye un anacronismo intolerable exigir un trámite burocrático para ser ciudadano en tanto que existe “inscripción automática” para el Servicio Militar. Es una irritante desigualdad con los jóvenes y es un absurdo que se pueda hacer centenares de trámites por internet pero que para adquirir la ciudadanía haya que ir personalmente a una oficina y someterse a horarios y a otras exigencias.

Subrayó que no había motivos técnicos ni administrativos que impidieran introducir rápidamente la inscripción automática. Tampoco, dijo, hay factores políticos que lo dificulten. Los resultados de las encuestas del CERC muestran que el perfil de opiniones de los no-inscritos no es diferente del común de los chilenos respecto de cómo evalúan al Gobierno, la oposición, el apoyo a los partidos y las actuales candidaturas presidenciales. La mayor parte de los no inscritos no tiene interés en la política y no votarán; el 59% no votaría por ningún partido -21% es la media-, el 42% no se ubica en la escala izquierda-derecha, 28% es la media; el 54% no está interesado en política, frente al 40% de la media, y tampoco hay diferencias relevantes en términos de preferencias electorales presidenciales o de apoyo al Gobierno.

En las encuestas un mayor porcentaje de personas responde estar inscrito. Es una situación similar a la pregunta retrospectiva sobre el voto, en que el partido ganador aparece con una mayor cantidad de menciones.


Explicó que un tema diferente es cambiar el sistema electoral para reemplazar el voto obligatorio por el voluntario. Ello es una reforma mayor que requiere una serena reflexión, ponderando los efectos buscados y los no buscados por ella.


Afirmó que los cientistas políticos están a favor del voto obligatorio, entendido como un deber cívico, y en contra del voto voluntario. Dijo no conocer politólogos en Chile o en el exterior que estén a favor de la voluntariedad del sufragio. Tampoco sabe de países similares al nuestro en términos de su desarrollo político y socioeconómico que estén planteando esta posibilidad. El único país en América Latina que reemplazó el voto obligatorio por el voluntario fue Venezuela en 1994, cuando había una crisis de representación, y su efecto fue devastador, cayendo la participación entre 20 y 30 puntos. Señaló que no era su intención decir que la elección del Presidente Chávez era el resultado del voto voluntario, pero agregó que no debía dejar de considerarse este hecho para comprender el contexto político-institucional que le permitió llegar a la presidencia, desde la cual ha conducido a su país, a su juicio, al borde del abismo.


La preocupación en las democracias avanzadas es mejorar la participación, que está cayendo desde hace dos décadas. De ahí que las propuestas van dirigidas a promover la participación y no a inhibirla o disminuirla. La más importante contribución en este sentido ha sido hecha hace pocos años por el profesor Arend Lijphart, de la Universidad de California, San Diego. En su discurso como presidente de la Asociación Norteamericana de Ciencia Política (APSA) y apoyándose en sus estudios y en el análisis de una gran cantidad de investigaciones, entregó sólidos argumentos a favor de mantener el voto obligatorio y estuvo claramente en contra del voluntario.

Sostuvo que desde un comienzo del desarrollo de la democracia se entendió que el sufragio debía ser no sólo libre, universal y secreto, sino también obligatorio, porque es un deber cívico que todos tenemos para hacer posible un Estado democrático. Hay pocos deberes cívicos en las sociedades y éste es uno, junto con el de contribuir a la defensa del Estado a través del servicio militar, la educación y el pago de los impuestos. El aumento de la paz y la legitimidad en aumento de las organizaciones multilaterales, especialmente Naciones Unidas, así como el crecimiento económico, ha hecho que se deje de lado la obligatoriedad de la conscripción. Otra cosa muy distinta es abandonar el voto obligatorio porque es lo que hace posible la representación. Y cuando hay problemas de representación, como son los que afectan a Chile, debe buscarse la forma de fortalecerla y no de debilitarla.


Afirmó que el voto voluntario debilita la representación porque habrá menos gente que votará. Hay diversos factores que explican la participación y que la pueden aumentar. Se ha demostrado que la representación proporcional aumenta la participación entre un 15% y 20%. Sin embargo, el voto obligatorio es el recurso institucional más fuerte para producir el aumento de la participación.

El voto voluntario, expresó, no sólo debilita la participación, dañando la democracia, sino que, además, tiene consecuencias negativas para el sistema político y el país en general. En primer lugar, como sostiene el profesor Lijphart, se creará una nueva desigualdad, porque votarán los que tienen más interés en la política, que son los que tienen más educación. La educación se convierte así en un recurso discriminatorio, que es el equivalente funcional al rol que tuvo la propiedad o la riqueza en el siglo XIX para ser ciudadano.


En segundo lugar, el voto voluntario aumentará la influencia del dinero en las campañas, un problema que consideró bastante delicado en nuestro país. Habrá que destinar más recursos para movilizar a los votantes que cuando hay voto obligatorio, en que la inmensa mayoría está dispuesta a concurrir a las urnas. Ello creará una desigualdad adicional a favor de quienes tienen más dinero o más posibilidades de conseguir apoyo económico.


En tercer lugar, añadió, el voto voluntario es una pésima señal para nuestra sociedad, porque favorece aquellas posiciones políticas que, para ganar votos, sólo enfatizan los derechos de las personas sin mencionar las obligaciones y los costos de esas políticas. El Latinobarómetro 2003 mostró el contraste entre un mayor sentido de los derechos frente al de los deberes que tienen los chilenos, a diferencia de Uruguay y España, en que hay una mayor simetría en ello. En efecto, mientras en Chile un 43% es consciente de sus derechos y un 36% lo es de sus obligaciones y deberes, en el Uruguay los porcentajes son de 60% y 52%, respectivamente. En Costa Rica, los resultados son 67% y 45% y en España, 65% y 54% respectivamente. No puede sorprender que en Chile la autoridad no logre el apoyo de la gente cuando pide cooperación ante las dificultades; por ejemplo, cuando hay problemas de energía, de congestión vehicular o medioambientales. En consecuencia, la iniciativa en estudio apunta, según su parecer, en la dirección errada.


Explicó que el voto voluntario plantea preguntas muy de fondo, que afectan el sistema político y el sistema económico. A este respecto, se preguntó si pagar impuestos es un derecho o una obligación y si la educación primaria y media es un derecho al cual pueden renunciar los padres o los adolescentes. Recordó la aprobación de la reforma constitucional que hace obligatoria la educación media, la cual, señaló, habría que revisar al tenor del debate sobre el sufragio. Se preguntó también si el crédito fiscal es un derecho del individuo o una obligación que se debe cumplir. También conjeturó si respetar un disco Pare es un derecho del conductor o es una obligación para respetar a los demás. Agregó que la voluntariedad de la acción política tiene sus límites ante el bien común y la fortaleza de nuestra sociedad y que lo contrario es imponer el individualismo, que perjudica a todos sin beneficiar a nadie.

Opinó que una de las causas del debilitamiento de la imagen de la política es la tendencia de ciertos políticos para esquivar mencionar los temas delicados y controvertidos y preferir aludir sólo a los temas simpáticos y agradables para los ciudadanos, que no les cuestan ningún sacrificio. Esta, dijo, es una nueva forma de populismo, tan perniciosa como el antiguo populismo que daba ventajas económicas, sin preocuparse de buscar su financiamiento. Chile, dijo, se ha caracterizado por ser un país responsable y debe serlo en todo y no sólo en respetar el superávit estructural o los créditos con los bancos o las casas comerciales.


Añadió que eliminar las sanciones a quienes no votan es una manera de eliminar el voto obligatorio, porque las consecuencias son similares a la introducción del voto voluntario. Consideró que esta propuesta es un error aún mayor, porque es llegar al mismo objetivo sin decirlo directamente. Por lo demás, como lo ha demostrado el profesor don Samuel Valenzuela, de la Universidad de Notre Dame, el principal estudioso del sistema electoral chileno junto al doctor Ricardo Cruz-Coke, la participación electoral en los países con voto obligatorio pero sin sanción, es similar a los países con voto voluntario: 65.4% y 63,4% respectivamente. En los países con una sanción fuerte, la participación electoral es altísima, un 92.2%, y es menor en aquellos países en que la sanción es débil, 74.4%.


En consecuencia, apoyó firmemente la inscripción automática para que tenga efectos a la brevedad posible y manifestó su oposición a terminar con el voto obligatorio y reemplazarlo por el voluntario, sea directamente o de manera indirecta, levantando la sanción. Esta medida, indicó, debilitará la participación electoral, agravando en vez de disminuir los problemas de representación que afectan a nuestra democracia.


El señor Hunneeus proporcionó a la Comisión los siguientes antecedentes complementarios:

La imagen de la política

1991-2003

	Cuadro 1: imagen interna de la política 1991-2003, según tramos de edad.
P. Voy a leerle una serie de frases. Quisiera que me diga, para cada una de ellas, si está muy de acuerdo, de acuerdo, en desacuerdo, o muy en desacuerdo.(Suma de respuestas “muy de acuerdo” y “de acuerdo”).

	A. “En política lo único que puede hacer la gente como yo es votar”.

	
	Marzo’
91
	Marzo’
93
	Abril’
95
	Marzo’
96
	Dic’
97
	Dic’
98
	Dic’
01
	Dic’
02
	Dic’
03

	18-25 años
	60
	51
	63
	65
	63
	59
	68
	55
	69

	26-40 años
	66
	56
	70
	72
	68
	74
	73
	75
	71

	41-60 años
	75
	64
	80
	70
	70
	76
	81
	76
	75

	61 y más
	83
	76
	79
	80
	71
	82
	85
	82
	77

	Total
	69
	59
	72
	71
	68
	72
	78
	76
	72

	Fuente: BARÓMETROS CERC, Diciembre del 2003.


La imagen de los políticos

1991-2003

	Cuadro 2: la imagen de los políticos, 1991-2003, por tramos de edad.
P.: Voy a leerle una serie de frases. Quisiera que me diga, para cada una de ellas, si está muy de acuerdo, de acuerdo, en desacuerdo, o muy en desacuerdo. (Suma de respuestas “muy de acuerdo” y “de acuerdo”).

	C. “Los políticos no se preocupan mucho de lo que piensa la gente como yo”.

	
	Marzo’
91
	Marzo’
93
	Abril’
95
	Marzo’
96
	Dic’
97
	Dic’
98
	Dic’
01
	Dic’
02
	Dic’
03

	18-25 años
	58
	69
	79
	72
	77
	81
	86
	78
	83

	26-40 años
	63
	69
	81
	73
	75
	79
	82
	86
	75

	41-60 años
	66
	75
	83
	74
	74
	77
	86
	88
	77

	61 y más
	65
	78
	85
	72
	78
	80
	88
	88
	78

	Total
	63
	72
	81
	73
	76
	79
	85
	86
	77


Fuente: Barómetro CERC, diciembre de 2003.
	Cuadro 3: la imagen de los políticos, 1991-2003, por tramos de edad.
P.: Voy a leerle una serie de frases. Quisiera que me diga, para cada una de ellas, si está muy de acuerdo, de acuerdo, en desacuerdo, o muy en desacuerdo. (Suma de respuestas “muy de acuerdo” y “de acuerdo”).

	D. “ La política es tan complicada que con frecuencia la gente como yo no puede entender lo que pasa”.

	
	Marzo’
91
	Marzo’
93
	Abril’
95
	Marzo’
96
	Dic ’
97
	Dic ’
98
	Dic ’
01
	Dic ‘
02
	Dic’
03

	18-25 años
	63
	58
	66
	62
	52
	63
	69
	56
	64

	26-40 años
	62
	59
	68
	63
	55
	64
	61
	64
	50

	41-60 años
	70
	67
	71
	61
	54
	65
	64
	68
	55

	61 y más
	73
	77
	79
	64
	66
	71
	68
	75
	58

	Total
	66
	63
	70
	62
	56
	65
	64
	67
	55

	E.  “La mayoría de los políticos sólo se acuerda de la gente cuando hay elecciones y después se olvida de ella”.

	
	Marzo’
91
	Marzo’
93
	Abril’
95
	Marzo’
96
	Dic’
97
	Dic’
98
	Dic’
01
	Dic‘
02
	Dic’
03

	18-25 años
	69
	81
	88
	86
	89
	91
	93
	92
	92

	26-40 años
	75
	85
	90
	80
	87
	92
	92
	93
	91

	41-60 años
	73
	84
	90
	82
	86
	86
	90
	91
	87

	61 y más
	78
	84
	91
	83
	87
	86
	92
	94
	91

	Total
	73
	84
	90
	82
	87
	89
	92
	93
	90

	N
	1500
63%
	1240
63%
	1240
67%
	1200
67%
	1200
67%
	1200
67%
	1200
70%
	1200
70%
	1200
70%


Fuente: Barómetro CERC, Diciembre del 2003.
Confianza en las instituciones políticas y culturales

2004
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P: Queremos conocer su opinión sobre las organizaciones que le  nombraré. ¿Podría decirme cuánta confianza tiene Ud. en cada una de ellas de mucha y bastante confianza; mucha, bastante, poca o ninguna confianza?
*Suma.                                                                                 Fuente:  BARÓMETRO CERC, Abril de 2004

Confianza en las instituciones políticas y culturales

1990-2004

	Cuadro 4: la confianza en las instituciones políticas y sociales 1990-2004.  Suma de respuestas “mucha” y “ bastante confianza”.
P: Le voy a decir el nombre de algunas instituciones. ¿Podría decirme cuánta confianza tiene Ud en cada una de ellas; mucha, bastante, poca o ninguna confianza?

	
	Jun’
90*
	Jun’
96
	Jun’
97
	Jun’
98
	Jul’
99
	Jul’
00
	Jul’
01
	Jul’
02
	Dic’
02
	Abr’
03
	Dic’
03
	Abr’
04

	Carabineros de Chile
	59
	40
	40
	39
	38
	47
	45
	55
	47
	47
	41
	54

	Televisión
	--
	51
	54
	54
	55
	57
	42
	43
	--
	43
	--
	52

	Radios
	--
	61
	67
	61
	64
	67
	54
	57
	--
	46
	--
	50

	Banco Central
	--
	50
	44
	41
	29
	44
	44
	45
	--
	37
	42
	48

	Iglesia Católica
	76
	60
	66
	63
	63
	61
	52
	52
	36
	50
	48
	48

	La Marina
	--
	39
	41
	34
	34
	38
	33
	49
	--
	38
	43
	44

	La Fuerza Aérea
	--
	39
	42
	34
	36
	40
	32
	39
	--
	40
	42
	44

	El Ejercito**
	41
	36
	34
	29
	30
	36
	27
	36
	--
	34
	41
	42

	Policía de Investigaciones
	--
	29
	28
	29
	31
	38
	36
	38
	--
	34
	--
	37

	Diarios
	--
	51
	55
	44
	47
	51
	30
	34
	--
	27
	--
	36

	El Senado***
	63
	27
	20
	20
	15
	21
	12
	12
	12
	18
	16
	20

	El Poder Judicial
	44
	25
	16
	22
	18
	26
	22
	14
	14
	19
	17
	19

	La Cámara de Diputados***
	63
	26
	20
	21
	15
	22
	12
	11
	12
	15
	16
	18

	Partidos Políticos
	--
	14
	14
	14
	10
	15
	10
	4
	--
	6
	--
	9

	N
	1200
63%
	1200
67%
	1200
67%
	1200
67%
	1200
67%
	1200
70%
	1200 70%
	1200
70%
	1200
70%
	1200
70%
	1200
70%
	1200
70%

	*     En Junio de 1990, la alternativa era “no mucha” en vez de “poca”
**   En Junio de 1990, se preguntó por las Fuerzas Armadas.
*** En Junio de 1990, se preguntó por el “Parlamento”
Fuente: BARÓMETROS CERC, Abril de 2004


Confianza en las elites políticas y sociales

1988 - 2004

	Cuadro 5: confianza en las élites políticas y sociales, 1988-2004. (Suma del porcentaje alternativas “mucha” y “bastante confianza”).
 P. Para la solución de los problemas nacionales, Ud. tiene mucha confianza, bastante confianza, poca confianza en ...

	
	Dic’

88
	Oct’

92
	Ma’

94
	Abr’

95
	Jul’

95
	Jun’

96
	Jun’

97
	Jul’

98
	Jul’

99
	Jul’

00
	Jul’

01
	Jul’

02
	Dic’

02
	Abr’

03
	Dic’

03
	Abr’

04

	Carabineros
	48
	43
	42
	35
	33
	32
	33
	34
	36
	47
	47
	52
	47
	44
	41
	49

	Militares
	36
	26
	28
	24
	23
	29
	28
	26
	30
	37
	26
	35
	--
	28
	--
	38

	Obispos
	58
	39
	48
	44
	51
	52
	58
	57
	55
	54
	46
	45
	27
	41
	38
	37

	Jueces
	48
	24
	34
	20
	29
	32
	16
	24
	20
	29
	14
	11
	12
	20
	20
	17

	Diputados
	--
	30
	39
	23
	25
	27
	20
	22
	17
	25
	17
	12
	10
	15
	15
	17

	Senadores
	**43
	32
	41
	24
	25
	28
	20
	23
	16
	26
	16
	14
	9
	15
	14
	17

	Políticos
	30
	18
	30
	17
	21
	19
	16
	18
	12
	17
	9
	9
	--
	8
	--
	14

	*Hasta JUNIO de 1995 se preguntó por Sindicalistas.

**En DICIEMBRE de 1988 se preguntó por Senadores y Diputados en una sola alternativa, por lo tanto el porcentaje también incluye a Diputados

***Antes de julio del  2001 se preguntó sólo por empresarios.
Fuente: BARÓMETROS CERC, Abril del 2004


Legitimidad, eficacia y satisfacción con la democracia (1990-2003)
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Fuente: Barómetro CERC, septiembre de 2003.
Los apoyos a la democracia 1986-2003
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Fuente: Barómetro CERC, septiembre de 2003.
Apoyo a los partidos políticos 1988-2004
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Fuente: Barómetro CERC, Abril de 2004.
Autoposicionamiento en la escala izquierda – derecha

1989 - 2004
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.

Autoposicionamiento en la escala izquierda - derecha

Países de Europa Occidental y Chile 1989 - 2004

	Cuadro 6: Ubicación en la escala izquierda-derecha, países de Europa Occidental y en Chile.

	
	Total que se identifica
	Puntuación media

	España
	75.0
	4.49

	Italia
	84.1
	4.61

	Suecia
	94.4
	4.93

	Francia
	87.3
	5.04

	Chile
	71.0
	5.53

	Dinamarca
	90.7
	5.64

	Noruega
	84.6
	5.65

	Holanda
	93.6
	5.68

	Luxemburgo
	85.6
	5.68

	Alemania
	89.4
	5.68

	Inglaterra
	90.1
	5.72

	Bélgica
	77.7
	5.78

	Irlanda
	86.0
	6.15

	Fuente: Hans-Dieter Klingemann y Dieter Fuchs, Citizens and the State (Oxford: Oxford University Press, 1998), p. 192; 

BAROMETRO CERC, Abril 2004.


Intención de voto

No inscritos en Registros Electorales y total de la población

[image: image27.emf]38

18

11

0

1

5

16

15,7

12,3

5,5

0,7

16,4

15,1

30,8

0

10

20

30

40

50

60

J.Lavín M.Bachellet S.Alvear S.Piñera Me da lo mismo Ninguno NS/NR

No inscritos Total


Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Identificación Eje Izquierda – Derecha,

No inscritos en Registros Electorales y 

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Interés en la política,

no Inscritos en Registros Electorales y

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Quién le gustaría que fuera el próximo Presidente,

no Inscritos en Registros Electorales y

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Quién asegura mejor gobernabilidad al país,

no Inscritos en Registros Electorales y

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Aprobación al Gobierno,

no Inscritos en Registros Electorales y

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Perfil educacional,

no Inscritos en Registros Electorales y

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Práctica religiosa,

no Inscritos en Registros Electorales y

total de la población
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Fuente:  Barómetro CERC, Abril de 2004.
Evolución de los chilenos no inscritos en el Registro Electoral, según edad

1987-2004
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Fuente:  Encuestas Nacionales CERC.
Evolución de los jóvenes no inscritos en el Registro Electoral, 1987 -2004
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Fuente:  Encuestas Nacionales CERC.
Chilenos dispuestos a inscribirse en el Registro Electoral, 1997 - 2004
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Fuente:  Encuestas Nacionales CERC.
Cultura cívica en España, Chile y América Latina 1996 - 2003

	Cuadro 7: Cultura cívica América Latina, España y Chile, 1996-2003.
P. ¿Diría Ud. que los (nacionalidad)…cumplen las leyes/son exigentes de sus derechos/son conscientes de sus obligaciones y deberes/son iguales ante la ley?

*Suma de respuestas “mucho” y “bastante”.

	
	1996
	1997
	2001
	2002
	2003

	
	España


	A.

Latina
	Chile
	España
	A. Latina
	Chile
	España
	A.

Latina
	Chile
	España
	A.

Latina
	Chile
	España
	A.

Latina
	Chile

	Cumplen las leyes
	39
	25
	33
	51
	30
	46
	52
	21
	28
	56
	22
	24
	55
	21
	28

	Son exigentes de sus derechos
	73
	53
	48
	71
	56
	53
	71
	52
	41
	65
	51
	40
	65
	52
	43

	Son conscientes de sus obligaciones y deberes
	42
	37
	40
	49
	40
	51
	50
	34
	35
	50
	36
	39
	54
	34
	36

	Son iguales ante la ley
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	-
	32
	28
	15
	34
	27
	20

	Fuente: Latinobarómetro 1996-2003.


Cultura cívica 2003

	Cuadro 8: Cultura cívica, 2003.
P. ¿Diría Ud. que los (nacionalidad)…cumplen las leyes/son exigentes de sus derechos/son conscientes de sus obligaciones y deberes/son iguales ante la ley?

*Suma de respuestas “mucho” y “bastante”.

	
	Chile
	Uruguay
	Costa Rica
	Argentina
	América Latina

	Cumplen las leyes
	28
	54
	22
	8
	21

	Son exigentes de sus derechos
	43
	60
	67
	48
	52

	Son conscientes de sus obligaciones y deberes
	36
	52
	45
	30
	34

	Son iguales ante la ley
	20
	41
	36
	16
	27

	Fuente: Latinobarómetro, 2003.


¿El Voto voluntario fortalece o debilita la democracia?

Samuel Valenzuela

	Cuadro 9: Participación electoral en las democracias según la obligatoriedad del voto.
(Porcentajes de electores sobre el total de inscritos en la última elección realizada.)

	Países con voto obligatorio y *
	Países con voto voluntario**

	Sanción fuerte***
	Sanción débil
	Sin sanción
	

	92.2
	74.4
	65.4
	63.4

	Fuente: IDEA Internacional (idea.int). 
*De 26 países con la información necesaria se excluyen micro Estados dudosamente democráticos. 
**Incluye 23 países europeos y americanos, más Nueva Zelandia y la Federación Rusa. 
***Australia, Bélgica, Chipre, Luxemburgo, y Uruguay. 


Asuntos públicos.  Informe N. 399.  Política Nacional.

¿El Voto Voluntario Fortalece o Debilita la Democracia?

15/06/2004  Por Samuel Valenzuela


Enseguida, hizo uso de la palabra el ingeniero señor Ricardo Wilhelm, 


Hizo presente que en julio de 1998 tuvo oportunidad de efectuar una presentación sobre el tema en estudio, en la cual se apreciaban diez años con un padrón congelado y una baja renovación de los inscritos en el padrón electoral. Seis años más tarde, agregó, la situación no ha cambiado ni muestra tendencia a la reversión, como se demuestra en el cuadro Nº 1. Tampoco eventos de alta confrontación, que siempre habían incentivado la inscripción, lo han logrado, como es el caso de la elección presidencial de 1999.


Con el ánimo de recordar algunos hitos, aclaró, previamente, el concepto de “ciudadano políticamente activo”, de manera de dejar atrás el concepto de voto emitido, que deforma la percepción política, y de aclarar que los votos nulos y blancos son una nueva expresión u otra cara de la abstención.


Señaló que durante décadas el sistema exhibió incrementos interanuales no inferiores al 2.5% que se elevó ocasionalmente con la inscripción obligatoria, en 1963, y el derecho a sufragio a partir de los 18 años, en 1969, hasta un 8% interanual. A pesar de ello, agregó, la votación válida referida a la población mayor de 18 años fluctuó alrededor del 50%, con excepción del año 1973, en que llegó al 65%. Añadió que, en cambio, actualmente no se observa incremento interanual e, incluso, a partir de 1999, el padrón decrece.


Por lo anterior, consideró encomiable que el Poder Legislativo se preocupe nuevamente de esta situación, especialmente si lo hace con una visión de futuro, considerando los avances tecnológicos y los esfuerzos que hace el Estado para que las nuevas generaciones se incorporen a las nuevas tecnologías.


Sostuvo que, combinando los elementos que se contienen en la iniciativa, pueden plantearse las siguientes alternativas:

	
	Inscripción
	Voto
	Nº Electores

	Sistema Actual
	Voluntaria
	Obligatorio
	8,0 Millones

	Proposición Partido UDI
	Voluntario
	Voluntario
	Menos de 8 Millones

	Propuesta Presidencial
	Automática
	Voluntario
	10,4 Millones

	PDC
	Automática
	Obligatorio
	10,4 Millones

	Sistema antiguo
	Obligatoria
	Obligatorio
	Unos 8 Millones

	Idem anterior, con. penalización
	Obligatoria
	Voluntario
	Unos 8 Millones



Aclaró que citaba la alternativa de la inscripción obligatoria porque era el sistema imperante en nuestro país en la década de los ´60, cuando la inscripción figuraba en la Constitución Política y era exigida para diversos trámites públicos.


Afirmó que resultaba sorprendente que en el debate de la actual Carta Fundamental se haya discutido en profundidad la obligatoriedad del voto y no lo relativo a las inscripciones electorales, siendo que ambos elementos están estrechamente relacionados y son dependientes.


A raíz de la presentación del proyecto que promueve la inscripción automática en el voto voluntario, la opinión pública ve como sinónimos la automaticidad de la inscripción con la obligatoriedad del sufragio; se interpreta como algo impuesto por el Estado y se argumenta que un derecho como es el voto, pasa a ser un deber por el mero hecho de haberse realizado una inscripción en un padrón sin la voluntad del ciudadano.


Si se optara por la inscripción automática, se preguntó si no sería más propio que el Estado otorgara un servicio adicional para que el ciudadano pueda participar. Esto obedece a toda lógica, si el voto es un derecho ciudadano y para ejercerlo se requiere estar inscrito. La inscripción automática lo libera de todo trámite y facilita el ejercicio de dicho derecho.

Por otra parte, aseguró que los recursos tecnológicos serán de gran importancia y ayuda frente a la implementación del sistema y el problema del domicilio de los incluidos en el padrón. Conjeturó que si por vía Internet se puede conocer el lugar de votación que corresponderá a cada persona, por igual camino se podría conocer el lugar de la inscripción automática y, con la mima facilidad, si el lugar de la votación resultó incómodo u obsoleto, el sistema habrá previsto cómo cambiarlo. Recordó que por internet cambiamos o corregimos  direcciones en el Servicio de Impuestos Internos, y se hacen trámites más complejos por la misma vía en los Bancos.


Connotó que las nuevas generaciones, las que hoy están voluntariamente excluidas de participar por razones demás conocidas, están familiarizadas con los nuevos sistemas y el esfuerzo de actualizar el lugar de votación consistiría en un breve “chateo” más, esta vez con el Servicio Electoral. Hizo presente que se está legislando para el futuro, de manera que habrá que actualizarse y aprovechar los esfuerzos que se hacen enseñando nuevas tecnologías a los futuros ciudadanos.


En cuanto a los efectos político-electorales de la propuesta, dijo que ellos, más que una inquietud pública, recaen, básicamente, en los partidos políticos. Algunos de ellos evalúan la posibilidad de acceder a mayor número de votos y otros, de perder participación por la expansión del universo electoral. Sobre este punto, destacó que como ya se conocen las tendencias de los actualmente inscritos, los 4.3 millones de personas que se incorporarían al padrón mediante la inscripción automática, constituyen el margen de potenciales electores que interesa atraer.


Los más jóvenes, que suben de 2 a 4,3 millones, son los causantes de estas turbulencias e inquietudes.

Entonces, la pregunta es si resulta mejor exhibir en forma transparente un 40% de abstención producto de los ciudadanos que rechazarían ejercer una opción de voto válido al existir una inscripción automática de los mayores de 18 años o, alternativamente, mantener la situación actual, que es engañosa, con un 13% de votos nulos y blancos, más 13% de abstención sobre los inscritos, pero con un 21% de abstención oculta, correspondiente a los  mayores de 18 años no inscritos.

¿Qué cambiaría?


Si se transitara a un sistema de inscripción automática, aumentarían de 2 a 4 millones los votos nulos, blancos y abstenciones, de los cuales emergen imprevisiblemente votantes a ejercer sus derechos provocando algunas inquietantes sorpresas.

En segundo lugar, de acuerdo a lo planteado por el proyecto, el voto emitido se desdibuja frente al voto válido, pues lo más probable es que no habrá o sea escaso el voto nulo y blanco.


Adicionalmente, dijo, se habrá logrado un gran avance por cuanto toda la población mayor de 18 años será automáticamente ciudadana con plenos derechos, y no como ocurre actualmente, en que parte  importante de la población es ciudadana a medias.


En seguida, proporcionó algunos antecedentes de otros países referidos a comparaciones entre población potencialmente ciudadana y ciudadanos efectivos.


En países como Alemania, España e Italia, la población políticamente activa, medida sobre potenciales electores, supera el 60%; en Estados Unidos de Norteamérica y Francia, sobrepasa el 52%; Inglaterra se conforma con valores entre el 30 y el 25%; por último, la media en los últimos 20 años en la Unión Europea, pasó de 63 a 50%.

Nuestra realidad actual, según la elección parlamentaria de 2001, es que el 59% de los mayores de 18 años integraba el padrón electoral.

	Mayores de 18 años(**)
	10.329.000
	100%

	Nulos y blancos (*)
	884.346
	9%

	Abstención sobre inscritos actuales(*) 
	1.070.721
	10%

	No inscritos sobre población mayor de 18 años(**)
	2.267.033
	22%

	Total no participantes 
	4.222.100
	41%

	Ciudadanos políticamente activos
	6.106.900
	59%


(*) Según elección diputados 2001

(**) Proyección según censo 2002


A partir de estos antecedentes, se preguntó qué se puede predecir para eventos futuros.

Al respecto, recordó información entregada por el profesor Carlos Huneeus sobre consecuencias negativas del voto voluntario en diferentes países y analizó algunas encuestas, para concluir, que, en definitiva, la única respuesta válida la puede dar una elección realizada con las nuevas disposiciones.


A continuación, resaltó la trascendencia de los votos nulos y blancos. Sostuvo que son un factor de gran inquietud más importante que la abstención, pues cambia de 17% a 3% entre elecciones y puede llegar a incorporar 1.2 millones de votos al sistema.


Conjeturó que el volumen de votos nulos y blancos en el futuro dependerá de si el voto es voluntario u obligatorio. En el primer caso, desaparecerá. En el último, existirá mayor incertidumbre.


Resumiendo sus observaciones, concluyó que el sistema de voto obligatorio con inscripción voluntaria es indefendible. Esta inconsecuencia, dijo, es la que ha llevado a este debate, al padrón congelado y a la baja renovación.


En segundo lugar, vaticinó la obsolescencia de la penalización, pues se hará cada vez más impracticable penalizar a  millones de personas, la mayoría con domicilio desconocido. En reemplazo, propuso exigir el requisito de estar inscrito y haber votado para tener acceso a servicios o subsidios del Estado o para ejercer cargos públicos, aunque, adelantó, surgirán los argumentos en contra por razones de discriminación o prejuicios.


Además, sostuvo que este nuevo sistema incentivaría la participación. Informó que existen experiencias interesantes a nivel comunal en países de la Unión Europea, en que se recurre a las nuevas tecnologías, lográndose una mayor participación electoral.


Indicó que una apertura a la participación electoral mejora los niveles de transparencia en lo que dice relación con la participación real de los ciudadanos en actos electorales; genera un mayor grado de legitimidad a la política por la vía de un universo electoral más amplio y representativo de toda la ciudadanía; aumenta los niveles de representatividad de aquellos que participan en las decisiones políticas; disminuye la burocracia electoral, pues nos acercamos a sistemas de inscripción actuales, propios de países modernos, y perfecciona la calidad de la política, entendiendo esto último como la posibilidad de mejorar las propuestas políticas y la compenetración de los dirigentes con su base electoral.


Por otra parte, afirmó que en el mundo la discusión actual es si la votación es electrónica, en línea o con papeleta electrónica. Con esos sistemas, agregó, la forma de la inscripción es intrascendente. Añadió que sobre 1.500 millones de electores en el mundo se encuentran ya en el circuito electrónico de votación. 


Finalizó su intervención opinando que el futuro ya llegó al presente y que, en consecuencia, la inscripción debería ser automática y el sufragio, voluntario, pues, a su juicio, es un derecho antes que una obligación.


Sin embargo, le asiste la duda de si los ciudadanos que gozan de beneficios que otorga el Estado, especialmente en salud, educación y vivienda, no debieran contribuir con un pequeño sacrificio y retribuir, al menos una vez cada dos o cuatro años, concurriendo a las urnas y emitiendo un voto de aprobación o censura a sus legisladores y gobernantes.

El señor Wilhelm proporcionó, también, diversos antecedentes que complementan su exposición.

Anexo 1
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POBLACION , INSCRITOS, VOTACION                  

(cifras en miles)

AÑO

1961

1969

1971

1973

1989

1996

1997

1999

2000

2001

POBLACION

7.507

    

 

8.659

    

 

8.994

    

 

9.324

    

 

12.728

  

 

14.030

  

 

14.206

  

 

14.563

  

 

14.745

  

 

14.929

  

 

MAYORES 18 AÑOS

4.244

    

 

5.060

    

 

5.304

    

 

5.564

    

 

8.239

    

 

9.222

    

 

9.828

    

 

10.075

  

 

10.201

  

 

10.329

  

 

INSCRITOS

1.859

    

 

3.245

    

 

3.793

    

 

4.421

    

 

7.558

    

 

8.073

    

 

8.070

    

 

8.084

    

 

8.077

    

 

8.076

    

 

% INS.DE POBL. MAYOR 18 AÑOS

43,8%

64,1%

71,5%

79,5%

91,7%

87,5%

82,1%

80,2%

79,2%

78,2%

MAYORES 18 AÑOS AUSENTES

2.385

    

 

1.815

    

 

1.511

    

 

1.143

    

 

681

       

 

1.149

    

 

1.758

    

 

1.991

    

 

2.124

    

 

2.253

    

 

VOTOS EMITIDOS

1.386

    

 

2.406

    

 

2.824

    

 

3.687

    

 

7.148

    

 

7.079

    

 

7.046

    

 

7.272

    

 

7.090

    

 

6992

ABSTENCION

25,4%

25,9%

25,5%

16,6%

5,4%

12,3%

12,7%

10,0%

12,2%

13,4%

VOTOS NULOS

191

562

952

159

392

648

VOTOS BLANCO

46

99

40

49

170

217

299

57

182

236

% NULOS

0,0%

0,0%

0,0%

0,0%

2,7%

7,9%

13,5%

2,2%

5,5%

9,3%

% BLANCOS

3,3%

4,1%

1,4%

1,3%

2,4%

3,1%

4,2%

0,8%

2,6%

3,4%

% NULO Y BLANCOS

3,3%

4,1%

1,4%

1,3%

5,1%

11,0%

17,8%

3,0%

8,1%

12,6%

% TOTAL ABST. NULOS Y BL SOBRE INS.

27,9%

28,9%

26,6%

17,7%

10,2%

22,0%

28,2%

12,7%

19,3%

24,4%

VOTOS VALIDOS

1.340

    

 

2.307

    

 

2.784

    

 

3.638

    

 

6.787

    

 

6.301

    

 

5.796

    

 

7.055

    

 

6.516

    

 

6107

% VOT.VAL.SOBRE POBLACION

17,9%

26,6%

31,0%

39,0%

53,3%

44,9%

40,8%

48,4%

44,2%

40,9%

% VOT. VAL SOBRE POB.MAY.18 AÑOS

31,6%

45,6%

52,5%

65,4%

82,4%

68,3%

59,0%

70,0%

63,9%

59,1%

Nota:

1.- LA POBLACION CORREGIDA DE ACUERDO A CENSO DE 1970 ES 9.339 M 

2.- LOS AÑOS 1961 AL 1973 INCLUYEN LOS VOTOS NULOS EN LOS BLANCOS

3.- AÑO 1996 A 1999, POBLACION :INE Act censo 2002 ; INSCRITOS Y VOTACIONES: SERVICIO ELECTORAL Y TRICEL


Anexo 2
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RELACION POBLACION CIUDADANOS INSCRITOS 

PERIODOS 1925-1973 y 1988-2001

AÑO

POBLACIÓN

INSCRITOS

% INSCRITOS

NR. HABITANTES 

INCREMENTO 

OBSERVACIONES

*1.000

*1.000

POBLACION

REPR. POR INCRITO

INTERANUAL

1925

4.070

302

7,4%

13,5

1937

4.857

475

9,8%

10,2

3,8%

1945

5.573

646

11,6%

8,6

3,9%

1949

5.962

591

9,9%

10,1

-4,4%

LEY DEFENSA  DE LA DEMOCRACIA

1953

6.277

1.100

17,5%

5,7

16,8%

DERECHO A VOTO DE LA MUJER

1961

7.508

1.859

24,8%

4,0

6,9%

1963

7.780

2.579

33,1%

3,0

17,8%

INSCRIPCION OBLIGATORIA

1965

8.062

2.921

36,2%

2,8

6,4%

1967

8.356

3.074

36,8%

2,7

2,6%

1969

8.659

3.245

37,5%

2,7

2,7%

1971

8.994

3.793

42,2%

2,4

8,1%

SUFRAGIO MAYORES 18 AÑOS

1973

9.325

4.421

47,4%

2,1

8,0%

         SIN DERECHOS CIVICOS

1988

12.527

7.436

59,4%

1,7

3,5%

1989

12.728

7.558

59,4%

1,7

1,6%

1996

14.419

8.073

56,0%

1,8

0,95%

1997

14.622

8.070

55,2%

1,8

-0,04%

1999

14.563

8.084

55,5%

1,8

0,09%

2000

14.745

8.077

54,8%

1,8

-0,09%

2001

14.929

8.076

54,1%

1,8

-0,01%

Población 1999 adelante corregida según censo 2002



La Comisión escuchó, a continuación, al abogado señor Hernán Larraín Matte.


En primer lugar, el señor Larraín aseveró que nuestra democracia, el Parlamento y particularmente los partidos políticos, se ven hoy enfrentados al gran desafío de profundizar la participación ciudadana. El actual sistema de inscripción electoral, si bien ha dado estabilidad, ha fomentado la falta de participación, especialmente por la automarginación de los jóvenes.

En su opinión, la discusión sobre la inscripción automática y el voto voluntario se presenta en tres dimensiones que se entrecruzan: la normativa, es decir, el “deber ser” de la democracia chilena y su sistema de representación; la constitucional/legal, y la político/electoral.


Aseguró que, en caso de no realizarse cambios al sistema, se observarán diversas consecuencias negativas.

Desde luego, se profundizará la crisis en la participación electoral actual.

Actualmente, participa un 69% aproximadamente de los potenciales electores. Al sumar los 2.400.000 no inscritos con el 1.022.841 de abstenciones, nulos y blancos de la primera vuelta de la elección presidencial, se alcanza la suma de 3.422.800 de personas que no participan efectivamente en nuestro sistema político. Las proyecciones permiten afirmar que continuará envejeciendo el padrón electoral actual, aumentando la marginación de los jóvenes en las ofertas programáticas de los candidatos y provocando un vacío en la participación política de las nuevas generaciones.

En segundo término, agregó, los jóvenes aumentaran su desafección política.

A la luz de los estudios realizados en los últimos años, es posible prever que continuará creciendo su distancia frente a los actores e instituciones políticas. 


Actualmente, según datos del Servicio Electoral, cerca de un 70% de los jóvenes no está inscrito. La proyección de esta cifra va en alza. Asimismo, es plausible señalar que los índices de valoración y confianza sobre el rol del Parlamento se verán aún más dañados, al igual que el de los partidos políticos. El descontento, en el evento de conservarse las reglas actuales en materia de inscripción electoral y voto obligatorio, profundizaría su desafección con lo público, particularmente con los actores del Poder Legislativo, aumentando la baja confianza y el desinterés que despierta hoy su labor.

Desde otro punto de vista, estimó necesario derribar los miedos de la clase política frente a los jóvenes y, más bien, enfatizar los efectos positivos que generaría la inclusión de ellos en el sistema.

Existen muchas opiniones que intentan explicar las potenciales conductas electorales de los jóvenes.  Sin embargo, en si opinión, es altamente complejo hacer proyecciones fundadas. En general, los análisis sobre esta problemática carecen  de una dimensión fundamental: el contexto histórico, político y social en la cual ha crecido esta generación es nuevo y, por lo tanto, debe ser observada con otras coordenadas. A diferencia de la generación de los años sesenta y setenta, hoy no existen discusiones ideológicas ni grandes debates sobre el modelo. La clase política actual ha sido incapaz de leer y comprender la realidad en que viven los jóvenes y, por tanto, no ha podido generar una comunicación efectiva con ellos. Esto ocurre, fundamentalmente, por continuar un estilo político anticuado respecto a ellos, desconociendo sus lógicas y no incorporando sus temas y lenguajes.

Por su parte, los jóvenes de hoy tienen una mirada propia sobre la vida, la sociedad y la política. Esta visión es radicalmente diferente en muchos aspectos de la vivida por las generaciones juveniles de décadas anteriores. Y parece ocurrir que esos jóvenes de ayer, los dirigentes de hoy, hacen política y observan el fenómeno de la desafección con la misma mirada de antaño.


Resaltó que los jóvenes observan la política desde una óptica nueva, toda vez que nacieron bajo un modelo económico pujante, ampliamente validado por todos los sectores políticos; han crecido en un sistema democrático estable, sobre el cual las discusiones políticas existentes se concentran en su perfeccionamiento y, por último, porque estiman que en política, dos sectores ofrecen alternativas de gobierno sin mayores diferenciaciones en sus propuestas para los jóvenes, por lo cual el interés en participar es mínimo y para ellos el voto pierde sentido.

A continuación aludió a diversos estudios que dan cuenta de las características, tendencias y, especialmente, de sus apreciaciones en relación a los políticos, a los partidos y a su percepción del voto como una herramienta inútil para generar cambios reales.

En síntesis, los jóvenes declaran no tener identidad ni posición política en su gran mayoría; de hecho, aún no se han visto en la necesidad de optar por ningún sector puesto que no votan, y, por lo mismo, los partidos los han marginado de sus propuestas, lo que ha intensificado el distanciamiento entre este grupo y la clase política.


Opinó que, en consecuencia, legislar sobre esta materia es un desafío para todos los partidos políticos y, a su vez, un paso positivo para la democracia chilena. En la práctica, quien mejor conozca a los jóvenes, sus intereses y demandas, sus códigos y lenguajes, podrá comunicarse efectivamente con este grupo y alcanzar su apoyo en las citas electorales.

Con todo, aseguró que los jóvenes no representan un peligro para los candidatos y partidos políticos, sino más bien un desafío positivo para el sistema: ser incorporados. Por otra parte, afirmó que las conductas electorales de este grupo no son proyectables y que, por lo tanto, la “calculadora electoral” no es factible de ser utilizada en este análisis con tanta anticipación. 


En concreto, se manifestó partidario de aprobar la inscripción automática. Fundó su postura en el riesgo de que la mantención de las actuales reglas en el sistema electoral profundizará la falta de participación ciudadana en la democracia chilena; en la necesidad de incorporar a los jóvenes para incentivar su participación e incluirlos en los sistemas de representación; en la circunstancia de que el actual momento es una oportunidad inmejorable para acordar una salida política consensuada a la situación actual, y porque es impredecible establecer las preferencias políticas de los jóvenes para uno u otro sector.

En relación con la disyuntiva entre voto voluntario y voto obligatorio, expresó, en primer lugar, un fundamento normativo. El voto es un derecho antes que una obligación, como lo entiende la teoría de la ciudadanía moderna, pues ahí radica una de las claves fundamentales para desarrollar la responsabilidad individual en sociedades libres.


En segundo lugar, la democracia chilena requiere profundizar la calidad de su participación ciudadana. En este contexto, dijo, el voto voluntario implica un acto de madurez ciudadana, pues le otorga confianza y responsabilidad al elector para participar cuando lo considere de trascendencia para el país, para la sociedad y para sus intereses familiares y personales.


Por otra parte, la voluntariedad del voto obligaría a los candidatos y partidos políticos a seducir a los electores para seducirlos a participar en las elecciones y a entregarles ofertas programáticas de real interés ciudadano. Esta modificación generaría mayor competencia entre los candidatos, obligando a mejorar la sintonía sobre las demandas, la comunicación con los electores y las propuestas políticas a los ciudadanos. Una última razón, indicó, es que los jóvenes piden abiertamente un sistema de voto libre, como lo muestra la encuesta del Instituto de la Juventud, de 2004, según la cual el 14,4% de los jóvenes opina que el voto debiera ser obligatorio, en tanto que el 85,6% cree que debe ser voluntario.

La Comisión escuchó, a continuación, al Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García.

Informó que si bien el Servicio Electoral no tiene una postura oficial respecto de lo que plantea el proyecto en discusión, ha venido trabajando en conjunto con el Ministerio el Interior un proyecto de registro electoral automático, en el que se ha avanzado de común acuerdo entre ambas entidades. No obstante, agregó, el destino de ese proyecto depende de lo que decida el Gobierno sobre la materia.




Sobre el estado de la inscripción electoral voluntaria, sostuvo en forma categórica que el sistema ha fracasado y fundó su afirmación en la circunstancia de que, como lo demuestra la estadística más fehaciente, desde 1989 se ha inscrito en los registros electorales solamente el 10% de la población que ha cumplido 18 años de edad.





Señaló que las razones que se expresan frecuentemente para explicar este fenómeno, ya existían los años 1988-1989, época en que la población en edad de hacerlo se inscribió masivamente. Dedujo, entonces, que ahora la única causa que se mantiene en el tiempo a través de esta baja inscripción, es la inscripción voluntaria.





Afirmó que el referido fracaso se debe a que el sistema de inscripción voluntaria nunca fue probado a cabalidad. Recordó que entre los años 1925 y 1973 la inscripción electoral era un requisito de ciudadanía; la Constitución de 1925 definía como ciudadano  a la persona que estaba inscrita en el registro electoral. Incluso más, añadió, la Contraloría General de la República exigía, a quien pretendía incorporarse a la Administración Pública, formar parte de un “registro de idoneidad cívica”, lo que se traducía en la inscripción en los registros electorales. Ello rigió hasta el año 1973.





Postuló que, la Carta Fundamental de 1980, al eliminar la inscripción electoral como requisito de ciudadanía, en definitiva, lo que plantea es la inscripción automática, porque, justamente, al no exigir la inscripción electoral como requisito de ciudadanía y decir simplemente que es ciudadano quien cumple 18 años, da por supuesto que la inscripción se ha efectuado.





En coherencia con lo anterior, el texto de la ley de inscripciones distinguió entre el derecho a sufragio establecido constitucionalmente y el ejercicio del mismo, para lo cual la persona debe estar inscrito. Es decir, explicó, toda persona mayor de 18 años tiene el derecho pero, para ejercerlo, debe inscribirse.





Continuó su exposición señalando que actualmente la inscripción electoral no es tema de discusión en ninguna parte. Lo que sí es objeto de debate, precisó, es cómo la gente vota, cuánta gente se abstiene, etc. Por ello, planteó, en nuestro país tampoco se debe centrar la discusión en el sistema de inscripción –debate que calificó de artificial- sino más bien en ver si el joven vota o no. En las actuales circunstancias, reiteró, la inscripción automática aparece como algo ineludible.





En efecto, prosiguió, no es posible mantener un porcentaje de inscripción de 10% respecto del total de personas que cumplen 18 años. Estas cifras, acotó, se traducen en que, en dieciséis años más de dos millones de personas que han podido inscribirse, no lo han hecho. En 1988 hubo una inscripción altísima, de más de 90% y los jóvenes entre 18 y 19 años representaban un 5% del electorado de esa época. Posteriormente eso desaparece y la inscripción electoral juvenil baja significativamente. A raíz de este proceso, la edad promedio del electorado subió de 24 años, medida en 1988, a un promedio de 35 a 39 años.





Es evidente, dijo, que se ha perdido un segmento de la población en materia electoral, lo cual es único en el mundo, porque,  como todas las estadísticas lo demuestran, nosotros somos el único país que tiene un segmento de la población que no está participando.





Luego, abordó el tema del costo que representa establecer un sistema de inscripción automática.





Al respecto indicó que debería medirse el costo de aumentar el padrón hasta 10.400.000 personas y, además, de inscribir a cientos de miles de personas que no son jóvenes y que nunca se han inscrito porque están fuera del país o porque tienen serios problemas de salud.





No obstante, insistió, el tema de fondo no consiste en definir si habrá inscripción automática porque, a su juicio, ésta es inevitable, más allá de la dificultades que representa instalarla. Éstas han sido analizadas latamente en los países que ya cuentan con ella, los que constituyen la regla general y la inscripción electoral voluntaria es la excepción absoluta.




Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que la inscripción automática plantea el problema del domicilio electoral. Éste consiste en que, como todos los procesos electorales -salvo los nacionales para elegir Presidente de la República, por ejemplo- se efectúan en relación a un domicilio, cada elector está ligado a un domicilio. Así, ocurriría que si se estableciera ahora un mecanismo de inscripción automática, una gran cantidad de personas quedarían domiciliadas electoralmente en lugares donde no tienen domicilio actual ni real.





Sobre el particular, puso de relieve que en una reciente elección concurrieron a los retenes de Carabineros a excusarse de votar más de 647.000 personas. Entonces, prosiguió, ligar el tema de la inscripción electoral al domicilio es una dificultad porque, como sabemos, en Chile el domicilio es opcional y, además, toda persona puede tener varios domicilios. Explicó que, en cambio, en Europa el sistema automático funciona bien porque está ligado a un registro domiciliario muy estricto. En Latinoamérica no ha funcionado, agregó, porque ningún país cuenta con un registro domiciliario eficiente. En nuestro país, el Registro Civil está acumulando información muy abundante y valiosa mediante el cruce de información domiciliaria de las cédulas de identidad, de las licencias de conducir, de los tag para los peajes y de los matrimonios, lo que más adelante permitirá construir un registro domiciliario eficiente.





Este problema, explicó, se puede superar con tecnología y con mejor información, mas no aún por Internet, por razones de seguridad. Descartó, también, el envío a los electores de cartas certificadas por razones de costo, informando que el franqueo de dos millones de cartas certificadas asciende a mil quinientos millones de pesos.





Llamó a utilizar la imaginación para encontrar distintos caminos que lleven a reunir información como, por ejemplo, que la persona que hace un trámite en el INP señale su actual domicilio, quien haga un trámite en una AFP, en la Redbank, etc. Opinó que una proposición como ésta tiene la ventaja de hacer más transparente el registro electoral. Al respecto, se mostró partidario de que el Registro Electoral sea entregado a quien lo pida, para hacerlo transparente, accesible, fácil de consultar y, de esta forma, se corrija lo relativo al domicilio electoral.





En seguida se refirió a la protección del padrón electoral. Explicó que el resguardo del sistema de inscripción automática requiere dos elementos: un plazo prudente para que esté a disposición de los partidos políticos y, además, el sistema computacional debe contar con un respaldo absolutamente claro, auditado computacionalmente




Respecto del primer punto, indicó que las inscripciones electorales deben estar a disposición del público y de los partidos políticos con tres meses de anticipación. En Costa Rica, excepcionalmente, se fijaron seis meses para que se consulte, se cruce su información, se hagan todos los cálculos posibles. A quienes sostienen que con el sistema de inscripción automática se podría inscribir hasta el día anterior a la elección, él contesta que ello no es posible y que en ningún país del mundo se permite. Debe haber un plazo razonable, acotó. Además, el padrón electoral se debe entregar gratuitamente.





En relación con el segundo punto, dijo que para proteger el sistema computacional tiene que haber un sistema de auditoría del padrón electoral, que lo puede hacer otra entidad. Resaltó que, como el sistema de inscripción actual permite contar, al momento de la elección con un libro que se firma y en el que se estampa la huella digital, da mucha confianza. En cambio, aclaró, el sistema de inscripción automática hace menos amigable la votación, pues en este caso simplemente habrá un listado computacional de nombres. Por ello, hay que dotar de garantías extras al sistema.





En este mismo ámbito de la seguridad, hizo notar que todos los sistemas de inscripción automática conllevan un sistema de reclamación muy eficiente, es decir, cuenta con una autoridad del Servicio Electoral o con una instancia judicial o administrativa, que resuelve las reclamaciones. Este aspecto es fundamental, dijo, para pasar de la actual situación en que el ciudadano se inscribió donde él eligió y, en cambio, ahora va a ser la autoridad la que le indicará dónde votar, el orden en que lo hará, etc. Por esto, la persona debe contar con un procedimiento de reclamación, plazos, etc.




Sobre esta materia relató, como anécdota, que en 1965, después del Gobierno del Presidente Trujillo, el servicio electoral de República Dominicana vino a Chile a conocer el sistema de libros que nosotros utilizamos para registrar las inscripciones, sistema que, finalmente, ese país copió. Sin embargo, actualmente utiliza un mecanismo de inscripción automática. Esto prueba, concluyó, que el sistema si esta basado en libros es absolutamente anticuado.





En lo tocante a si el voto debe ser voluntario u obligatorio, prefirió abstenerse de opinar por tratarse de un tema netamente político. Hizo presente, no obstante que este debate ha sido permanente en las últimas décadas en todos los países. Advirtió, asimismo, que, en general, en Latinoamérica la votación es obligatoria. Las votaciones para adoptar un voto voluntario se han perdido, informó, por una cuestión de mentalidad, de creer que se perderá una gran cantidad de electores y por el “efecto europeo o norteamericano”, según el cual una democracia funciona solamente con los que quieren participar.





Por otra parte, hizo presente que si se opta por un sistema de inscripción automática –que elevará el padrón a más de diez y medio millones de electores- y se mantiene la obligatoriedad del voto sería prácticamente imposible imponer las penas a los que no votan, toda vez que éstos serían alrededor de dos millones de personas. Los juzgados de policía local, explicó, no tiene la capacidad de tramitar ese número de causas por este concepto.





Finalmente, el señor García dejó en poder de la Comisión los siguientes antecedentes estadísticos:
REPÚBLICA DE CHILE 
SERVICIO ELECTORAL
INSCRIPCIONES HÁBILES POR SEXO 1988 - 2002
	AÑOS
	I

REGIÓN
	II

REGIÓN
	III

REGIÓN
	IV

REGIÓN
	V

REGIÓN
	R.M.
	VI

REGIÓN
	VII

REGIÓN
	VIII

REGIÓN
	IX REGIÓN


	X

REGIÓN
	XI

REGIÓN
	XII

REGIÓN
	TOTALES

	
	V

	91.862

	115.470

	61.044

	129.394

	381.070

	1.377.249

	196.257

	237.442

	474.065

	216.714

	257.330

	22.783

	48.774

	3.609.454


	PLEBISCITO 1988
	M

	90.033

	113.514

	58.994

	133.701

	419.377

	1.572.092

	191.416

	233.009

	485.598

	215.605

	253.127

	18.736

	41.257

	3.826.459


	
	T

	181.895

	228.984

	120.038

	263.095

	800.447

	2.949.341

	387.673

	470.451

	959.663

	432.319

	510.457

	41.519

	90.031

	7.435.913


	
	V

	95.562

	117.694

	62.799

	132.036

	389.420

	1.391.643

	198.814

	239.459

	479.387

	219.435

	264.112

	23.843

	51.478

	3.665.682


	PLEBISCITO 1989

	M

	92.313

	115.049

	60.817

	137.487

	428.172

	1.590.980

	194.272

	236.457

	493.848

	218.652

	260.257

	19.697

	42.930

	3.890.931


	
	T

	187.875

	232.743

	123.616

	269.523

	817.592

	2,982.623

	393.086

	475.916

	973.235

	438.087

	524.369

	43.540

	94.408

	7.556.613


	PRESIDENCIAL Y


	V

	95.501

	117.636

	62.767

	132.010

	389.200

	1.392.562

	198.747

	239.075

	479.002

	219.124

	263.905

	23.830

	51.493

	3.664.852


	PARLAMENTARIAS

1989
	M

	92.358

	115.069

	60.882

	137.533

	428.304

	1.592.092

	194.314

	236.469

	493.949

	218.601

	260.328

	19.735

	43.051

	3.892.685


	
	T

	187.859

	232.705

	123.649

	269.543

	817.504

	2.984.654

	393.061

	475.544

	972.951

	437.725

	524.233

	43.565

	94.544

	7.557.537


	
	V

	95.434

	117.020

	62.803

	131.818

	388.417

	1.384.694

	197.952

	233.189

	477.173

	218.809

	264.653

	23.921

	51.336

	3.652.219


	1990

	M

	92.354

	114.916

	60,936

	137.472

	428.071

	1.587.073

	194.075

	235.998

	493.173

	218.518

	261.464

	19.858

	43.095

	3.887.003


	
	T

	187.788

	231.936

	123.739

	269.290

	816.488

	2.971.767

	392.027

	474.187

	970.346

	437.327

	526.117

	43.779

	94.431

	7.539.222


	
	V

	94.940

	115.944

	63.071

	132.249

	388.330

	1.375.088

	197.462

	237.086

	476.469

	218.287

	265.796

	24.045

	50.582

	3.639.349


	1991

	M

	92.595

	114.783

	61.482

	138.187

	429.380

	1.583.645

	194.839

	236.207

	493.761

	219.320

	264.755

	20.208

	43.104

	3.892.266


	
	T

	187.535

	230.727

	124.553

	270.436

	817.710

	2.958.733

	392.301

	473.293

	970.230

	437.607

	530.551

	44.253

	93.686

	7.531.615


	ELECCIÓN

CON

CONCEJALES 


	V

	100.286

	122.112

	66.290

	138.258

	408.194

	1.423.688

	207.322

	246.468

	497.559

	227.101

	276.872

	25.663

	51.551

	3.791.364


	ELECCIÓN 

CONCEJALES 1992

	M

	97.134

	120.596

	64.574

	144.306

	450.035

	1.634.444

	205.520

	246.376

	516.433

	228.852

	275.416

	21.492

	43.466

	4.048.644


	
	T

	197.420

	242.708

	130.864

	282.564

	858.229

	3.058.132

	412.842

	492.844

	1.013.992

	455.953

	552.288

	47.155

	95.017

	7.840.008


	PRESIDENCIAL Y 

PRESIDENCIAL Y


	V

	103.612

	124.224

	68.545

	143.774

	421.084

	1.454.388

	214.171

	255.420

	514.747

	236.617

	287.577

	27.100

	51.901

	3.903.160


	PARLAMENTARIAS

1993

	M

	100.623

	123.730

	67.447

	151.048

	465.319

	1.672.310

	214.714

	257.303

	535.766

	239.887

	287.178

	22.607

	44.347

	4.182.279


	
	T

	204.235

	247.954

	135.992

	294.822

	886.403

	3.126.698

	428.885

	512.723

	1.050.513

	476.504

	574.755

	49.707

	96.248

	8.085.439


	
	V

	102.408

	122.601

	67.798

	142.220

	416.261

	1.439.023

	211.552

	251.888

	509.376

	233.383

	283.913

	26.785

	51.262

	3.858.470


	1994

	M

	100.007

	122.835

	67.110

	150.148

	462.419

	1.661.572

	213.439

	255.539

	532.508

	238.151

	285.396

	22.503

	44.112

	4.155.739


	
	T

	202.415

	245.436

	134.908

	292.368

	878.680

	3.100.595

	424.991

	507.427

	1.041.884

	471.534

	569.309

	49.288

	95.374

	8.014.209


	
	V

	101.879

	121.142

	67.251

	141.551

	412.866

	1.425.213

	210.113

	249.587

	505.565

	231.682

	282.170

	26.607

	51.180

	3.826.806


	1995

	M

	99.740

	121.932

	66.797

	150.058

	460.201

	1.651.709

	213.055

	254.765

	530.535

	237.152

	284.628

	22.506

	44.070

	4.137.148


	
	T

	201.619

	243.074

	134.048

	291.609

	873.067

	3.076.922

	423.168

	504.352

	1.036.100

	468.834

	566.798

	49.113

	95.250

	7.963.954


	ELECCIÓN 


	V

	107.154

	123.095

	68.491

	144.640

	420.545

	1.432.523

	214.617

	254.085

	512.468

	235.495

	287.664

	28.507

	53.276

	3.882.561


	ELECCIÓN

CONCEJALES 1996

	M

	102.672

	123.097

	67.989

	153.492

	467.083

	1.657.909

	218.282

	260.755

	539.861

	241.723

	290.629

	23.207

	44.108

	4.190.807


	
	T

	209.826

	246.193

	136.480

	298.132

	887.628

	3,090.432

	432.899

	514.840

	1.052.329

	477.218

	578.293

	51.714

	97.384

	8.073.368


	PARLAMENTARIAS
	V

	109.288

	122.470

	68.091

	145.750

	419.920

	1.425.860

	215.341

	252.738

	510.643

	235.703

	288.016

	29.352

	54.493

	3.877.665


	1997

	M

	103.077

	122.627

	67.826

	154.636

	466.959

	1.654.007

	219.622

	261.196

	540.126

	242.744

	291.603

	23.469

	44.067

	4.191.959


	
	T

	212.365

	245.097

	135.917

	300.386

	886.879

	3.079.867

	434.963

	513.934

	1.050.769

	478.447

	579.619

	52.821

	98.560

	8.069.624


	
	V

	108.441

	120.876

	67.265

	144.175

	415.157

	1.410.171

	212.887

	249.544

	505.618

	232.759

	284.967

	28.969

	54.192

	3.835.021


	1998

	M

	102.788

	121.569

	67.340

	153.687

	463.239

	1.641.245

	218.231

	259.478

	536.502

	240.936

	289.750

	23.423

	43.879

	4.162.067


	
	T

	211.229

	242.445

	134.605

	297.862

	878.396

	3.051.416

	431.118

	509.022

	1.042.120

	473.695

	574.717

	52.392

	98.071

	7.997.088


	
	V

	111.087

	121.555

	67.444

	146.231

	421.265

	1.426.799

	214.060

	250.311

	509.049

	234.771

	288.287

	30.233

	55.298

	3.876.390


	PRESIDENCIAL

1999


	M

	105.299

	121.513

	67.409

	156.087

	469.802

	1.658.953

	220.455

	261.322

	541.885

	244.029

	293.258

	23.975

	44.099

	4.208.086


	
	T

	216.386

	243.068

	134.853

	302.318

	891.067

	3.085.752

	434.515

	511.633

	1.050.934

	478.800

	581.545

	54.208

	99.397

	8.084.476


	
	V

	113.690

	121.324

	67.298

	145.908

	421.388

	1.419.547

	214.708

	251.221

	510.105

	236.117

	289.323

	31.208

	56.167

	3.878.004


	ELECCIÓN

CONCEJALES 2000


	M

	107.444

	121.209

	67.602

	156.215

	470.004

	1.652.022

	221.932

	262.737

	543.121

	245.653

	294.752

	24.391

	44.277

	4.211.359


	
	T

	221.134

	242.533

	134.900

	302.123

	891.392

	3.071.569

	436.640

	513.958

	1.053.226

	481.770

	584.075

	55.599

	100.444

	8.089.363


	
	V

	114.527

	121.128

	66.979

	145.855

	423.325

	1.411.283

	213.954

	250.932

	507.303

	237.095

	288.603

	31.021

	56.842

	3.868.847


	PARLAMENTARIAS

2001
	M

	108.445

	120.558

	67.577

	156.724

	472.242

	1.643.583

	221.856

	263.665

	542.054

	246.602

	294.535

	24.744

	44.013

	4.206.599


	
	T

	222.972

	241.686

	134.556

	302.579

	895.567

	3.054.866

	435.810

	514.597

	1.049.357

	483.697

	583.139

	55.765

	100.855

	8.075.446


	
	V

	113.641

	119.966

	66.440

	144.581

	418.986

	1.397.645

	211.870

	248.366

	503.062

	234.748

	285.575

	30.813

	56.340

	3.832.033


	2002
	M

	107.815

	119.545

	67.204

	155.659

	468.410

	1.631.049

	220.265

	261.757

	538.592

	244.791

	292.443

	24.665

	43.713

	4.175.908


	
	T

	221.456

	239.511

	133.644

	300.240

	887.396

	3.028.694

	432.135

	510.123

	1.041.654

	479.539

	578.018

	55.478

	100.053

	8.007.941



INSCRIPCIONES POR GRUPOS ETAREOS Y SEXO, EN CANTIDADES Y PORCENTAJES
1988 - 2002
	AÑOS

	
	1
8-19

	20-24

	25-29

	30-34

	35-39

	40-44

	45-49

	50-54

	55-59

	60-64

	65-69

	70-74

	75-79

	80 + -

	TOTALES


	PLEBISCITO 1988

	V

	213.557

	585.266

	547.467

	456.291

	365.892

	316.544

	262.098

	211.886

	200.184

	157.490

	116.704

	86.584

	54.790

	34.70

	3.609.454


	
	%

	5,92

	16,21

	15,17

	12,64

	10,14

	8,77

	7,26

	5,87

	5,55

	4,36

	3,23

	2,40

	1,52

	0,95

	100


	
	M

	195.552

	579.390

	555.646

	473.603

	385.826

	337.315

	284.999

	234.377

	226.436

	185.367

	141.025

	111.020

	71.57

	44.32

	3.826.459


	
	%

	5,11

	15,14

	14,52

	12,38

	10,08

	8,82

	7,45

	6,13

	5,92

	4,84

	3,69

	2,90

	1,87

	1,16

	100


	PRESIDENCIAL Y

	V

	122.596

	583.737

	568.408

	483.983

	387.181

	330.601

	279.323

	222.304

	202.040

	169.663

	124.312

	89.203

	60.459

	41.04

	3.664.852


	PARLAMENTARIAS

	%

	3,34

	15,92

	15,SO

	13,20

	10,56

	9,02

	7,62

	6,06

	5,51

	4,62

	3,39

	2,43

	1,64

	1,11

	100


	1989

	M

	100.920

	573.030

	578.181

	501.262

	409.496

	352.458

	302.152

	246.243

	227.448

	199.984

	150.284

	115.040

	81.355

	54.832

	3.892.585


	
	%

	2,59

	14,72

	14,85

	12,87

	10,51

	9,05

	7,76

	6,32

	5,84

	5,13

	3,86

	2,95

	2,08

	1,40

	100


	
	V

	47.520

	561.404

	578.759

	499.626

	401.666

	338.009

	286.650

	230.684

	200.278

	177.984

	127.519

	91.648

	62.076

	45.20

	3.649.024


	1990

	%

	1,30

	15,39

	15,86

	13,69

	11,01

	9,26

	7,86

	5,32

	5,49

	4,88

	3,49

	2,51

	1,70

	1,24

	100


	
	M

	34,092

	540.655

	586.544

	517.023

	423.817

	360.601

	309.357

	255.540

	224.833

	209.560

	155.107

	118.422

	85.990

	62.703

	3.884.244


	
	%

	0,88

	13,92

	15,10

	13,31

	10,91

	9,28

	7,96

	6,58

	5,79

	5,40

	3,99

	3,05

	2,21

	1,61

	100


	
	V

	29.115

	473.115

	581.932

	517,151

	424.348

	347.194

	297.699

	241.289

	201.256

	186.699

	131.380

	94.259

	64.780

	49.131

	3.639.349


	1991

	%

	0,80

	13,00

	15,99

	14,21

	11,66

	9,54

	8,18

	6,63

	5,53

	5,13

	3,61 

	2,59

	1,78

	1,35

	100


	
	M

	18.294

	445.275

	591.624

	536.744

	448.779

	370.544

	321.112

	267.009

	226.919

	218.745

	161.140

	122.605

	91.468

	72.007

	3.892.266


	
	%

	0,47

	11,44

	15,20

	13,79

	11,53

	9,52

	8,25

	6,86

	5,83

	5,62

	4,14

	3,15

	2,35

	1,85

	100


	ELECCIÓN

	V

	115.637

	488.707

	584.628

	525.862

	435.628

	352.597

	302.930

	245.680

	202.459

	189.568

	133.456

	95.542

	65.211

	50.425

	3.791.364


	CONCEJALES

	%

	3,05

	12,89

	15,42

	13,87

	11,49

	9,30

	7,99

	6,48

	5,34

	5,00

	3,52

	2,52

	1,72

	1,33

	100


	1992

	M

	95.548

	467.214

	596.365

	546.972

	460.331

	376.119

	326.726

	271.664

	227.534

	221.866

	163.565

	123.889

	92.714

	74.900

	4.048.644


	
	%

	2,36

	11,54

	14,73

	13,51

	11,37

	9,29

	8,07

	6,71

	5,62

	5,48

	4,04

	3,06

	2,29

	1,85

	100


	PRESIDENCIAL Y

	V

	132.410

	455.196

	582.670

	551.119

	462.250

	370.630

	319.078

	261.699

	208.020

	190.498

	145.255

	100.240

	57.664

	56.431

	3.903.160


	PARLAMENTARIAS

	%

	3,39

	11,66

	14,92

	14,11

	11,84

	9,49

	8,17

	6,70

	5,32

	4,88

	3,72

	2,56

	1,73

	1,44

	100


	1993

	M

	111.569

	433.147

	595.668

	572.698

	488.455

	397.133

	344.138

	288.585

	234.537

	221.964

	178.526

	130.346

	97.004

	88.509

	4.182.279


	
	%

	2,66

	10,35

	14,24

	13,69

	11,67

	9,49

	8,22

	6,90

	5,60

	5,30

	4,26

	3,11

	2,31

	2,11

	100


	
	V

	40.239

	396.535

	572,111

	566.994

	484.951

	388.067

	329.510


	276.200

	216.999

	190.799

	156.053

	107.155

	69.739

	63.118

	3.858.470


	1994

	%

	1,04

	10,28

	14,83

	14,69

	12,57

	10,06

	8,54

	7,16

	5,62

	4,94

	4,04

	2,78

	1,81

	1,64

	100


	
	M

	31.756

	364.177

	580,668

	589.848

	511.904

	417.085

	356.621

	303.049

	245.142

	221.123

	192.185

	139.124

	100.434

	102.623

	4.155.739


	
	%

	0,76

	8,76

	13,97

	14,19

	12,32

	10,04

	8,58

	7,29

	5,90

	5,32

	4,62

	3,35

	2,42

	2,47

	100


	
	V

	11.374

	344.253

	545.439

	573.410

	500.652

	405.159

	335.806

	284.231

	225.381

	188.973

	164.958

	109.318

	71.975

	65.877

	3.826.806


	1995

	%

	0,30

	9,00

	14,25

	14,98

	13,08


	10,59

	8,78

	7,43

	5,89

	4,94

	4,31

	2,86

	1,88

	1,72

	100


	
	M

	6.755

	309.427

	549.217

	596.934

	528.535

	436.114

	363.905

	311.834

	254.991

	218.755

	203.274

	142.971

	103.792

	110.644

	4.137.148


	
	%

	0,16

	7,48

	13,28

	14,43

	12,78

	10,54

	8,80

	7,54

	6,16

	5,29

	4,91

	3,46

	2,51

	2,67

	100


	ELECCIÓN

	V

	58.433

	334.916

	528.811

	575.062

	508.647

	413.523

	340.260

	288.321

	229.049

	188.276

	167.651

	110.287

	72.293

	67.032

	3.882.561


	CONCEJALES

	%

	1,50

	8,62

	13,62

	14,81

	13,10

	10,65

	8,76

	7,42

	5,89

	4t84

	4,31

	2,84

	1,86

	1,72

	100


	1996

	M

	40.568

	303.990

	531.556

	599.057

	537.335

	445.654

	368.768

	316.071

	259.313

	218.819

	206.248

	144.831

	104.662

	113.935

	4.190.807


	
	%

	0,96

	7,25

	12,68

	14,29

	12,82

	10,63

	8,79

	7,54

	6,18

	5,22

	4,92

	3,4S

	2,49

	2,71

	100


	PARLAMENTARÍAS

	V

	51.623

	290.638

	488.482

	574.497

	523.939

	437.214

	348.672

	299.542

	239.773

	190.372

	172.034

	115.473

	74.920

	70.486

	3.877.665


	1997

	%

	1,33

	7,49

	12,59

	14,81

	13,51

	11,27

	8,99

	7,72

	6,18

	4,90

	4,43

	2,97

	1,81

	1,82

	100


	
	M

	33.963

	254.442

	486.084

	598.655

	554.330

	469.592

	379.300

	328.017

	271.283

	221.740

	211.182

	152.541

	108.290

	122.540

	4.191.959


	
	%

	0,81

	6,06

	11,59

	14,28

	13,22

	11,20

	9,04

	7,82

	6,47

	5,28

	5,03

	3,63

	2,58

	2,92

	100


	
	V

	14.682

	231.023

	446.176

	569.095

	542.647

	455.364

	365.255

	311.011

	252.945

	195.914

	171.691

	125.836

	78.761

	74.621

	3.835.021


	1998

	%

	0,38

	6,02

	11,63

	14,84

	14,15

	11,87

	9,52

	8,11

	6,60

	5,11

	4,48

	3,28

	2,05

	1,95

	100


	
	M

	10.715

	186.511

	435.223

	592.898

	573.801

	488.501

	397.536

	341.873

	285.110

	228.002

	209.819

	165.693

	113.919

	132.466

	4.162.067


	
	%

	0,96

	7,25

	12,68

	14,29

	12,82

	10,63

	8,79

	7,54

	6,18

	5,22

	4,92

	3,45

	2,49

	2,71

	100


	PRESIDENCIAL

	V

	45.389

	213.158

	421.465

	565.518

	552.101

	469.796

	374.318

	316.802

	260.952

	200.194

	171.373

	129.675

	80.822

	74.827

	3.876.390


	1999

	%

	1,17

	5,49

	10,87

	14,58

	14,24

	12,11

	9,65

	8,17

	6,73

	5,16

	4,42

	3,34

	2,08

	1,93

	100


	
	M

	32.263

	178.514

	407.032

	586.590

	584.313

	503.471

	408.519

	348.041

	293.478

	232.957

	209.24S

	171.798

	117.373

	134.492

	4.208.086


	
	%

	0,76

	4,24

	9,67

	13,93

	13,88

	11,96

	9,70

	8,27

	6,97

	5,53

	4,97

	4,08

	2,78

	3,19

	100


	ELECCIÓN

	V

	42.859

	187.037

	392.612

	554.983

	561.931

	483.472

	386.496

	323.530

	268.227

	206.946

	171.768

	135.633

	84.554

	77.956

	3.878.004


	CONCEJALES

	%

	1,10

	4,82

	10,12

	14,31

	14,49

	12,46

	9,96

	8,34

	6,91

	5,33

	4,42

	3,49

	2,18

	2,01

	100


	2000

	M

	28.833

	151.106

	375.514

	572.331

	594.401

	517.883

	421.637

	356.531

	300.412

	241.449

	208.239

	179.480

	122.231

	141.312

	4.211.359


	
	%

	0,68

	3,58

	8,91

	13,59

	14,11

	12,29

	10,01

	8,46

	7,13

	5,73

	4,94

	4,26

	2,90

	3,35

	100


	PARLAMENTARIAS

	V

	33.600

	180.544

	347.924

	516.358

	565.875

	501.848

	408.106


	332.463

	278.588

	216.866

	171.960

	144.328

	87.460

	82.927

	3.868.847


	2001

	%

	0,86

	4,66

	8,99

	13,34

	14,62

	12,97

	10,54

	8,59

	7,20

	5,60

	4,44

	3,73

	2,26

	2,14

	100


	
	M

	21.879

	136.719

	330.702

	528.357

	598.504

	537.792

	445.628

	366.203

	311.578

	252.727

	208.440

	189.906

	126.978

	151.186

	4.206.599


	
	%

	0,52

	3,25

	7,86

	12,56

	14,22

	12,78

	10,59

	8,70

	7,40

	6,00

	4,95

	4,51

	3,01

	3,59

	100


	
	V

	10.160

	152.677

	302.471

	477.134

	565.552

	520.332

	433.121

	343.145

	290.613

	229.340

	175.302

	149.092

	93.820

	89.274

	3.832.033


	2002

	%

	0,26

	3,98

	7,89

	12,45

	14,75

	13,57

	11,30

	8,95

	7,58

	5,98

	4,57

	3,89

	2,44

	2,32

	100


	
	M

	8.142

	110.080

	276.585

	481.072

	597.211

	556.965

	470.641

	378.487

	324.494

	266.704

	211.914

	194.924

	135.964

	162.725

	4.175.908


	
	%

	0,19

	2,63

	6,62

	11,52

	14,30

	13,33

	11,27

	9,06

	7,77

	6,38

	5,07

	4,66

	3,25

	3,89

	100




Finalmente, la Comisión tuvo presente la opinión que la señora Marta Lagos, Directora de MORI-Chile S.A., le hiciera llegar por escrito.

Señaló que su primera reacción como experta en el tema electoral consistía en hacer un llamado de atención sobre los bajos niveles de cultura cívica que ha mostrado tener Chile en la última década, donde en el estudio Latinobarómetro se evidencia casi ningún cambio sustantivo durante una década.


Esto, agregó, tiene que interpelar a los legisladores respecto de las razones por las cuales los conciudadanos no quieren ser parte de la Nación. El voto y el registro del voto son la consecuencia de ausencia en el cumplimiento de las expectativas y no las causas.

Expresó que la democracia trae consigo una oferta de igualdad y de oportunidades que se ve en las pantallas de la televisión y en la prosperidad de las democracias industrializadas. Es una promesa inexpresada de prosperidad, de desarrollo y de futuro promisorio. Chile, con todo lo que ha avanzado, hasta ahora no ha cumplido con una parte importante de esa expectativa que trajo la democracia, cual es el primer paso en la creación de una verdadera democracia: el trato igual para todos.

Es, dijo, un bien político ausente, donde más del 80% de la población acusa su ausencia de manera casi consensuada. La percepción de que la nueva elite, la Concertación, se suma a las prácticas de cualquier elite y no produce las transformaciones sociales sustanciales que permitirían una movilidad social, donde el esfuerzo y las capacidades puedan determinar el futuro y no el lugar donde se nace, el color de la piel o el colegio al cual se asistió.

Más aún, continuó, pareciera que en Chile hay algunos elementos regresivos. Mientras se produce una gran apertura hacia los bienes de consumo masivo, produciendo una clásica clase media en pleno materialismo -como fue el desarrollo de las sociedades europeas de la post guerra-, no se produce una apertura y expansión de la ciudadanía en cuanto al acceso de los bienes políticos. El acceso al mercado contrasta con el acceso a los bienes políticos y su total estancamiento de una manera muy clara para la población.  La democracia chilena demanda el acceso a los bienes políticos.

Afirmó que el voto es la consecuencia de la suma de los bienes políticos y que no es posible producir la intención de voto si no se producen al mismo tiempo los bienes políticos que la motivan.

Se preguntó ¿sirve el voto para que las cosas cambien?, ¿puedo yo como persona influir con mi voto en cómo son las cosas?, ¿qué es lo que elijo cuando voto?, ¿cómo se eligen los candidatos?, ¿cómo es el proceso de selección, formación, competencia para ser miembro de la elite que dirige?, ¿cuál es el grado de democracia y de transparencia de los partidos?.

Hoy día, indicó, el voto esta determinado por valores y ya no más por ideologías; pero no hay que equivocarse pues la memoria histórica es dura de roer y el cambio del electorado se produce muy lentamente. En otras palabras, los cambios son duraderos, no volátiles ni sorprendentes y no hay grandes saltos. Basta mirar la evolución de los partidos y su votación, así como la de las coaliciones.

Por la misma razón, opinó que los cambios que se han producido en un 30% de la población que ahora no quiere participar, que no le gusta el sistema, que critica la política por ser poco seria, no son cambios que se puedan revertir rápidamente con medidas mágicas, brillantes o innovadoras. No se trata, en otras palabras, de fenómenos formales los que han originado este estado de situación, sino de fenómenos valóricos o de actitudes.

Aseveró que la población sabe que los bienes políticos no son prioridad para la elite. Los cambios no se proponen con anticipación, sino que se improvisan opiniones expertas que terminan siendo espontáneas, sin tiempo para hacer estudios y análisis, para recolectar evidencia y llegar a conclusiones sólidas. La población percibe que de alguna manera no se presta atención a su inclusión en los asuntos públicos y que la elite suele actuar en forma inconsulta y muchas veces espontáneamente.

La igualdad que promete el voto, sostuvo, es uno de sus más preciados bienes. En la fila de votación en cualquier elección, nada es más importante que un personaje público tenga que esperar al igual que todos los otros electores. En la votación se produce lo esperado y ausente de la vida cívica: la igualdad de trato para todos.


Lo anterior refleja muy someramente lo que se ve por el lado de la oferta de bienes políticos. Por el lado de la demanda, observamos una enorme gama de problemas que también hay que considerar. Mientras sólo menos del 40% de la población quiere cumplir con sus obligaciones (de cualquier tipo), un 65% y más quiere tener derechos.

Agregó que no sólo en Chile, sino en toda América Latina, el ciudadano, que es más bien súbdito que ciudadano, quiere derechos y no está dispuesto igualmente a cumplir con obligaciones; desconfía de las instituciones, de la política y del prójimo y refuerza la sociedad tradicional interactuando sólo con aquellos que conoce, sin intentar salir de su red de apoyo y de confianza. Esto produce una suerte de barreras de entrada completamente irracionales que se basan en prejuicios y estereotipos, que los ciudadanos refuerzan con su desconfianza.


Así, el rico desconfía del pobre, el educado desconfía del ignorante, el joven desconfía del adulto, el privado desconfía del Estado, el político desconfía del empresario, el público desconfía de los medios, los medios desconfían de los políticos, y viceversa en cada caso.

Manifestó que estas “bolsas de desconfianza” producen una sensación y un clima de desigualdad muy superior a la desigualdad real, legal, formal y también a la igualdad posible si no existieran estas barreras.


La desigualdad produce un efecto que puede llamarse “fraude social”, que es la justificación de intentar compensar esas desigualdades por la vía individual. Fraude social son aquellas actitudes colectivas que se toleran en la moral social, precisamente debido a lo descrito.

Ejemplos de ello, añadió, es la gente que no paga el boleto de micro; la relajada propiedad de algunos bienes como son los útiles de oficina o los útiles escolares de otros niños; el usar un subsidio público sin tener derecho; el utilizar credenciales de FONASA prestadas; no pagar el IVA; el evadir el pago de todos los impuestos; el comer dentro de un supermercado; saltarse el procedimiento regular con “pitutos”. Son todos caminos que intentan acortar las desigualdades en favor de quien se siente en el lado negativo de la balanza.


El masivo fraude social en tantos aspectos de la vida nacional está altamente correlacionado con la baja cultura cívica y con el hecho de que la gente, por ende, no quiera cumplir con todas sus obligaciones. ¿Por qué habría de hacerlo si los otros no lo hacen? ¿Para qué habría de hacerlo si no le trae beneficios? ¿Qué beneficios le trae cumplirlas?

Sostuvo que las bases de legitimidad del uso del poder de quienes imponen las leyes es lo que está en el trasfondo de la evasión de impuestos y la percepción de que el trato no es por igual en el uso de esas potestades. Hay quienes saben que pueden salirse con la suya sin que les pase nada porque tienen suficiente poder para que así sea. Y hay muchos que saben que así es.


Consideró que todo lo anterior muestra un cuadro complejo de desarrollo de la cultura democrática en Chile. Por una parte, el problema del desarrollo de bienes políticos, la consecuente baja y no cambiante cultura cívica. Por otra parte, la masiva protesta oculta individual del fraude social y la reticencia a cumplir con las obligaciones de un Estado que no entrega suficiente ciudadanía.


Es un cuadro en el cual el marco formal y la construcción de bienes políticos tiene que actuar con extremada delicadeza en un electorado que ha probado ser pausado, reflexivo y lento en sus cambios.

Afirmó que si lo que se busca es la participación electoral, entonces hay que producir bienes que prueben la buena voluntad del bien público común y del trato por igual. Entregar mecanismos formales sin cambios actitudinales sustanciales, puede ser un arma de doble filo en una población que tiene mucha evidencia de las desigualdades y poca de los bienes políticos. Se puede crear un cinismo y un masivo fraude social hacia el voto y las elecciones, como síntoma de protesta en contra del sistema que no entrega lo esperado. Quien quiera podría llamar a no votar como protesta, encontrando mucho eco y muchos seguidores. Podría resultar en fenómenos contrarios a los esperados, especialmente a la luz de escándalos reales o ficticios. El populismo puede ser un resultado no buscado de un cambio de este tipo.

Expresó que el refuerzo de la importancia de cumplir con las obligaciones es un bien político que constituye Estado, que en Chile es débil. El mensaje que se estaría mandando al introducir el voto voluntario sería precisamente el contrario. Es decirle a la población que las obligaciones que hasta ahora han sido impuestas, pasan a ser menos importantes porque son voluntarias. Ello en el marco de ausencia de cambios sustanciales en la oferta de bienes políticos.


Por otra parte, el tema del registro es un asunto de modernización del Estado, anquilosado en una formalidad apta para otras épocas. El registro automático es un mensaje en el sentido contrario del voto voluntario, porque está diciendo que no depende de la voluntad de la persona, sino de la obligatoriedad del acto. Refuerza la República el que todos tengan no el derecho a voto, sino la obligación de votar.


Por último, señaló que un 70% de la población estima que el Estado debe determinar lo que tienen que hacer los ciudadanos. En otras palabras, no hay demanda de estructuras legales, sino más bien se delega la forma, mientras se demanda la actitud que las formas implican.

Luego, expuso el Presidente de la Fundación Futuro, señor Sebastián Piñera.


En primer término, estimó necesario centrar su reflexión en la definición de si el voto es un derecho o una obligación, pues, afirmó, estas condiciones no pueden compatibilizarse en términos concretos. Sostuvo que si se ve al sufragio como un derecho que se puede ejercer libremente, entonces correspondería tener un sistema de inscripción automática para evitar trámites y pérdidas de tiempo, lo que es absolutamente factible dadas las tecnologías, conocimientos y herramientas que tiene actualmente el Servicio Electoral. 

Por el contrario, si se estima que el voto es una obligación, también se debiera contar con la inscripción automática, pues ello es un tema de carácter netamente práctico.


Esas son, dijo, las dos alternativas que desde un punto de vista lógico tienen sentido.


La situación actual, enfatizó, carece de sentido. La inscripción no es automática y el voto es obligatorio, lo que, en el fondo, es un modelo jhíbrido que supone que no se restringirá la libertad que la persona tiene para decidir una vez en su vida si se inscribe. Si lo hace, tiene para siempre la obligación de votar. En este esquema, no existe la posibilidad de inscribirse y de votar solamente en algunas elecciones, en una realidad en que se producen elecciones de tan distinta naturaleza como son las municipales, parlamentarias y presidenciales. Es decir, al ciudadano se le da la libertad y después se la restringe arbitrariamente, sin que quede claro qué se gana con ello.


En consecuencia, a su juicio, el actual sistema no tiene sentido y debiera evolucionar hacia una inscripción automática con voto obligatorio o hacia una inscripción automática con voto voluntario, que son los dos modelos puros que tienen lógica.


Enseguida, dio a conocer a Comisión los resultados de una encuesta que guarda relación con el tema en análisis, que, según advirtió, no resultó fácil de realizar pues compara el universo de las personas que están inscritas con el universo de las personas que no están inscritas. 


Dicha encuesta se hizo para toda la población, poniendo especial énfasis en los menores de 30 años, de los cuales la inmensa mayoría no está inscrita. De allí, dijo, la dificultad de encontrar una muestra estadísticamente representativa de este segmento etáreo. Sin embargo, finalmente, hecha la muestra, se compararon 500 jóvenes menores de 30 años inscritos en los Registros Electorales, que son una minoría de aproximadamente el 17%, con 500 jóvenes menores de 30 años que no están inscritos, que constituyen el 83% restante.


Los resultados muestran, en primer lugar, que entre los jóvenes que no están inscritos, el 70% no lo ha hecho porque no quiere hacerlo y el 30% restante desea inscribirse pero no lo ha hecho por distintas razones.


Las razones son falta de tiempo y el hecho de dejar todo para el final. Es decir, no ha habido problemas de información, pues todos o la inmensa mayoría sabía exactamente las fechas, los lugares y los procedimientos para inscribirse.  Entre los jóvenes que no desean inscribirse, básicamente la razón es no querer asumir una obligación vitalicia, teniendo en consideración que quien se inscribe, debe votar en todas las elecciones, las que pueden alcanzar, en promedio, unas cuarenta a lo largo de la vida.

La segunda razón por la cual no se inscriben es por rechazo o por desconfianza en el sistema, en la clase política y especialmente en los partidos políticos.


Respecto al tema de los valores, el divorcio, el aborto, la legalización de la marihuana y otros, no hay ninguna diferencia significativa entre los dos mundos, de modo que la hipótesis de la existencia de una brecha de valores no está sustentada al menos en esta encuesta, la cual logró un grado de significación bastante preciso.

Respecto a temas particulares como el servicio militar, ambos grupos, tanto los inscritos como los no inscritos, son abiertamente partidarios de un servicio militar voluntario; sin embargo, esa opinión es más fuerte entre los no inscritos.


En lo que se refiere a la evaluación de instituciones como familia, iglesia, empresas y sindicatos, no hay diferencia. Pero frente a instituciones como Gobierno, Parlamento, municipalidades, sistema judicial y Carabineros, la opinión de los no inscritos es mucho más negativa que la opinión de los inscritos. Es decir, claramente ahí se percibe un rechazo al sistema y a la institucionalidad, especialmente a la institucionalidad pública.


Con respecto a si los no inscritos desarrollan otras actividades que en el fondo suplen su no participación ciudadana, no hay ninguna diferencia entre los dos grupos. “Otras actividades” son actividades sociales, religiosas, de bases, comunales, de beneficio a la comunidad, etc., y puede constatarse que el grado de participación de los jóvenes en ellas es extraordinariamente bajo. Hay jóvenes que participan en programas como Un Techo para Chile, sin embargo, el porcentaje es bajo. La inmensa mayoría de los jóvenes, un 83%, no desarrolla ninguna actividad en beneficio de la comunidad o por un afán filantrópico.


Luego, abordó el tema de la política. En general, dijo, tanto las instituciones como los partidos están mejor evaluados entre los inscritos que entre los no inscritos. En ello se incluye la Presidencia de la República, el Parlamento, el Poder Judicial, Carabineros, etc.


Hizo notar que intentando auscultar a los jóvenes de ambos grupos en cuanto a por quién votarían en las próximas elecciones, la figura del Presidente Lagos resultó mejor evaluada entre los inscritos que entre los no inscritos, lo que estimó perfectamente consistente con el mayor rechazo a cualquier institucionalidad y a cualquier autoridad de quienes no están inscritos.


Respecto a la evaluación de los sistemas político y económico, no se advierten diferencias, como tampoco las hubo a nivel de valores.  La principal diferencia está en evaluar instituciones y, especialmente, aquellas que están relacionadas con el Estado o con los poderes públicos.


En cuanto a los políticos y los partidos políticos, existe una inmensa mayoría que crece a niveles de hasta 90% entre los no inscritos que considera que los partidos políticos y los políticos no los interpretan en sus necesidades, en sus preocupaciones ni en sus expectativas.


En relación a la inscripción automática y al voto voluntario, existe una mayoría de más de tres cuartas partes en ambos grupos, que es mayor en los no inscritos, que favorece una alternativa de voto voluntario más que de inscripción automática. Hubo una menor comprensión sobre qué significa la inscripción automática.


Por otra parte, como grupo político, en general se percibió un mayor respaldo a la Concertación que a la Alianza en ambos grupos de jóvenes menores de 30 años. Sin embargo, la diferencia es mayor en beneficio de la Concertación entre los inscritos que entre los no inscritos, lo cual ofrece dos lecturas: una, que los no inscritos podrían ser, en términos relativos, más partidarios de la Alianza, a pesar de que la Concertación puede tener mejores niveles en ambos grupos, y la segunda tesis, que se liga a la Concertación con el Gobierno y, por tanto, ahí se genera ese rechazo a la autoridad que se expresa con mayor fuerza hacia la Concertación -que está en el Gobierno-, que hacia la Alianza, que está en la oposición.


Un punto interesante es que si el voto fuera total y absolutamente voluntario para siempre -porque existe desconfianza en los jóvenes en cuanto a que puedan cambiar las reglas del juego hacia adelante y, por tanto, que aun cuando hoy el voto se haga voluntario, después pueda dejar de serlo-, los jóvenes, tanto los no inscritos como los inscritos, demuestran un interés mucho mayor en la elección presidencial; en segundo lugar en la municipal y en tercer lugar y muy bajo, en la parlamentaria.


Por otra parte, de las personas que no están inscritas, un 73% manifiesta que de haber inscripción automática y voto voluntario, sí votaría en las elecciones presidenciales. Esto significa, a nivel de los jóvenes menores de 30 años, que habría teóricamente un aumento en el padrón electoral de aproximadamente un millón quinientas mil personas.


Entre los que sí están inscritos y que hoy día están obligados a votar, en caso que el voto fuera voluntario un 10% declara que dejaría de votar por esa razón. Esta es una cifra muy baja porque los inscritos menores de 30 años son muy pocos; representan aproximadamente 70.000 personas y, por tanto, en el balance podría haber un aumento del padrón electoral en, aproximadamente, un millón y medio de personas.


Estos números cambian cuando se toma toda la población. En ese caso, los que estando inscritos dejarían de votar, llegarían a quinientas mil personas y los que no estando inscritos votarían si el voto fuera voluntario -y esto está referido a la elección presidencial-, serían un millón setecientas mil personas y, por tanto, al llevar la población total tendríamos que se pierden ochocientos mil votos por una parte, se gana un millón setecientos mil votos por otra y, así, uno podría predecir un aumento en el número efectivo de votos -entre los cuales está la opción del voto nulo o blanco, porque nunca se pregunta cómo votaría, sino que si votaría o no-, de aproximadamente 900.000 personas.


Ese cálculo indica que si se asumiera un sistema de inscripción automática y de voto voluntario, el padrón electoral y los votos efectivamente emitidos podrían incrementarse a nivel de toda la población en aproximadamente un millón de votos y a nivel de los menores de 30 años, en aproximadamente un millón cuatrocientos mil votos.


Concluyó diciendo que, en consecuencia, habría un aumento sustancial de la participación de los menores de 30 años, pues ahí se pierden muy pocos votos dado que hay muy pocos inscritos. En cambio, entre los mayores de 30 años, son más los votos que se pierden que los votos que se ganan, porque la mayoría sí está inscrita. La consecuencia de estos dos efectos es que aumentaría sustancialmente el número de votos bajo 30 años y que habría una ligera disminución en el número de votos sobre 30 años, porque se compensan los dos efectos de manera que el resultado neto sería que el padrón electoral podría aumentar en aproximadamente 900.000 personas en el caso de una elección presidencial, en 700.000 personas en el caso de una elección municipal y en 300.000 personas en el caso de una elección parlamentaria. Por qué cae esto, se preguntó. Porque el interés por votar es menor, tanto en los no inscritos que votarían como en los inscritos que podrían dejar de votar.

A su turno, hizo uso de la palabra el Director de Adimark, señor Roberto Méndez.

Opinión Pública, Registros Electorales y Votación

La proporción de jóvenes inscritos en los registros electorales

ha ido en permanente disminución.

(% de jóvenes respecto al total inscritos)

	Elección
	18 a 19 años
	20 a 24 años
	25 a 29 años
	Total

	Plebiscito 1988
	5,5%
	15,66%
	14,83%
	36,00%

	Plebiscito 1989
	4,03%
	15,48%
	15,03%
	34,50%

	Presidencial y parlamentaria 1989
	2,96%
	15,31%
	15,17%
	33,40%

	Municipal 1992
	2,69%
	12,19%
	15,06%
	29,90%

	Presidencial y parlamentaria 1993 
	3,02%
	10,99%
	14,57%
	28,60%

	Municipal 1996
	1,22%
	7,91%
	13,13%
	22,30%

	Parlamentaria 1997
	1,06%
	6,75%
	12,07%
	19,90%

	Presidencial 1999-2000
	0,37%
	5,12%
	10,95%
	16,40%


Fuente:  Registro Electoral

Estudio Registros Electorales


Adimark realizó en el mes de junio de 2004 una encuesta nacional referente al tema de la inscripción en los registros electorales y obligatoriedad del voto.

Se consultó la opinión de una muestra de 1.004  personas en las principales ciudades de Chile, entre Arica y Punta Arenas.

La muestra es aleatoria, contactada por teléfono, y corresponde a adultos mayores de 18 años, inscritos y no inscritos en los registros electorales.

Descripción de la muestra del estudio

Mes de Junio 2004
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Fuente:  Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004. N = 1004.

¿Está usted inscrito en los registros electorales?

Respuesta:   “Sí está inscrito”
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Fuente:  Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004. N = 1004.

¿Cómo prefiere que sea la inscripción en los registros electorales?
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

¿Cómo prefiere que sea la inscripción en los registros electorales?

Respuesta:  “Automática para todos”
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

¿Cómo prefiere que sea la inscripción en los registros electorales?

[image: image43.emf]59

58

66

58,9

54,2

60,9

57,2

63,2

61,6

53,3

63,3

56,1

0

10

20

30

40

50

60

70

Total

18-2526-3536-55

56+

Hombres Mujeres

Alto

Medio

BajoSantiago

Regiones

%


Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

¿Y qué opina sobre la opción de ir a votar en las elecciones?
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

¿Y qué opina sobre la opción de ir a votar en las elecciones?
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

¿Y qué opina sobre la opción de ir a votar en las elecciones?
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

Preferencias por combinaciones de Inscripción y Voto

	
	Inscripción

Automática

para todos
	Inscripción

voluntaria

como ahora

	Voto voluntario
	23.3
	34.4

	Voto obligatorio
	15.4
	24.0


Nota:  el saldo para 100% son respuestas “no sabe” o “no responde”.

Si votar fuera voluntario y todos pudieran votar ¿Iría usted a votar en las próximas elecciones Municipales?
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

Si votar fuera voluntario y todos pudieran votar ¿Iría usted a votar en las próximas elecciones Presidenciales?
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Fuente: Adimark, Encuesta nacional telefónica.  Junio 2004.  N = 1004.

Conclusiones


Los datos confirman la bajísima inscripción electoral del segmento de población más joven del país, que alcanza apenas a un 20% en el tramo de edad 18 a 25 años.

Con respecto a la inscripción automática o voluntaria, un 60% de la población manifiesta preferir el sistema voluntario actualmente vigente. Esta opción es mucho más marcada entre los más pobres y entre las mujeres.


En relación con la opción de ir a votar, un 59% prefiere que el concurrir a votar sea voluntario.  Esta opción es más marcada entre los jóvenes, entre los hombres, en el nivel socioeconómico Alto y en Santiago (más que en regiones).

Una alta proporción de los no inscritos manifiesta que sí concurriría a votar en las próximas elecciones municipales (62,6%) y en las próximas elecciones presidenciales (76,6%), si pudiera hacerlo.

- - -


En las sesiones realizadas durante el mes de enero de 2008, la Comisión reanudó la discusión de este proyecto de reforma constitucional.


El Honorable Senador señor Espina, coautor de esta iniciativa, reiteró su interés por avanzar en la tramitación de la misma toda vez que sus fundamentos se mantienen vigentes y conservan plena validez.


Afirmó que el sistema electoral actual ha demostrado ser ineficaz, especialmente en cuanto a estimular a las personas jóvenes a incorporarse a él.


En cuanto al sistema de inscripción, afirmó que nuestro país se encuentra preparado tecnológicamente para instalar y mantener un sistema que permita materializar los planteamientos de este proyecto. Respecto de la voluntariedad del voto aseguró que si bien la norma vigente consagra la obligatoriedad, ésta, en la práctica, se evade porque no existe la capacidad ni la posibilidad real de aplicar sanción a quienes incumplen.


En suma, concluyó que esta iniciativa perfecciona la democracia y coincide con los planteamientos que la mayoría de los candidatos presidenciales han incluido en sus respectivos programas.

La Comisión escuchó, enseguida, al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo.


El mencionado Secretario de Estado manifestó la complacencia del Gobierno ante la decisión de reactivar este debate, dada la relevancia del tema. Hizo presente que las diversas Administraciones de la Concertación han manifestado su preocupación por ampliar el padrón electoral y revertir, de esa manera, el proceso denominado de “envejecimiento” del mismo debido al desinterés de los jóvenes por incorporarse a él por las causas que han explicado latamente los expertos escuchados.


Advirtió que el sistema de inscripción automática no garantizaría, por sí solo, la participación de los jóvenes en los actos electorales, pero al menos eliminaría obstáculos prácticos que en la actualidad entraban su proceso de inscripción.


En seguida, se refirió a un seminario realizado en nuestro país, organizado por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo y diversas entidades nacionales, sobre estos temas. En esa oportunidad, informó, quedó de manifiesto que Chile aparece atrasado tanto en el sistema que se utiliza para materializar el sufragio como en la automaticidad de la inscripción. En efecto, agregó, todos los países de Latinoamérica tienen un sistema de registro automático, con excepción de Colombia y Chile. Además, el voto electrónico se practica con éxito en Brasil y Venezuela.


Luego, aludió a un proyecto de ley que se tramita actualmente en la Cámara de Diputados, que consagra un sistema de inscripción automática. Señaló que después de un largo período de reflexión y negociación en torno a si el voto debe ser voluntario u obligatorio, el Gobierno presentó una indicación que posibilita que el elector pida su desafiliación voluntaria del registro así como su reinscripción posterior.


Señaló que para el Ejecutivo el interés central en estas materias es consagrar la inscripción automática, antes que la voluntariedad del sufragio, aspecto sobre el cual dijo que no se pronunciaría. Instó a dirigir el debate más bien a la automaticidad de la inscripción. Aclaró que para alcanzar un nuevo sistema de inscripción electoral, en rigor no se requiere de reforma constitucional. No obstante, consideró que la aprobación de la iniciativa en estudio sería una señal política importante en la línea de modernizar nuestro sistema


Complementariamente, resaltó el propósito del Ejecutivo de fortalecer el Servicio Electoral para asegurar de mejor forma un padrón electoral inobjetable, para lo cual se ha estimado necesario robustecer sus funciones y, en términos generales, darle un rol más proactivo.


El Honorable Senador señor Vásquez calificó de grave el hecho de que alrededor de un 25% de potenciales electores no formen parte del padrón electoral, por cuanto esto, además de favorecer el ya aludido envejecimiento del mismo, dificulta cualquier posible cambio o mejoría en el sistema.


Aseveró que la normativa actual no promueve la inscripción de los mayores de 18 años. Llamó, entonces, a remover los obstáculos que hoy se observan y a optar por establecer un sistema de inscripción automática. Por otro lado, en lo personal, se manifestó partidario del voto voluntario, el que, entre otras ventajas, incentiva a los políticos a presentar programas más atractivos para motivar a los electores.


Propuso, a continuación, eliminar en la Constitución Política la obligatoriedad del sufragio, lo que no implica que la ley pueda ocuparse de regular esta materia en otra forma. Enfatizó que, después de la aprobación de este proyecto de reforma constitucional se iniciará un proceso de estudio de los ajustes legales que pondrán en práctica el nuevo marco constitucional.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que, conceptualmente, no le provoca inquietud el sistema de registro automático con el voto voluntario. Sin embargo, añadió, la fórmula de registro automático acompañado de voto obligatorio limita al ciudadano en el ejercicio de sus derechos.


Connotó que nuestro actual padrón electoral es seguro, es transparente y asegura adecuadamente el funcionamiento de la democracia y el ejercicio del derecho al sufragio. Por ello, manifestó que el reemplazo del mismo le causaba preocupación. En efecto, dijo, ello supondría construir un padrón nuevo, lo que genera inquietudes acerca de cómo elaborarlo, cómo garantizar que los cambios de domicilio se registren adecuadamente, etc.


En resumen, indicó, el cambio de sistema genera un elemento de incertidumbre que puede ser riesgoso para el funcionamiento de la democracia. En consecuencia, agregó que estos aspectos debían aclararse suficientemente antes de adoptarse decisiones sobre una reforma constitucional como la que se estudia.


Adicionalmente, expresó que aún cuando se apruebe esta reforma en la Comisión, podría ocurrir que luego la Sala solamente acoja lo relativo a la inscripción automática y mantenga el carácter obligatorio del voto. Consideró conveniente tener mayor claridad también en este aspecto antes de emitir un pronunciamiento sobre la iniciativa.


De no haber certeza sobre los puntos anteriores, manifestó que se abstendría.


El Honorable Senador señor Espina reiteró su apoyo a las dos propuestas contenidas en la reforma constitucional en discusión, las cuales, a su juicio, son idóneas para alcanzar el objetivo de rejuvenecer el padrón electoral.


Haciéndose cargo de las inquietudes manifestadas por el Honorable Senador señor Larraín en cuanto a la estructuración de un nuevo padrón, hizo presente que corresponderá incluir en la ley orgánica constitucional respectiva los resguardos del caso. En cuanto a la segunda aprensión, señaló que luego de la aprobación en esta Comisión, corresponderá iniciar el proceso de búsqueda de acuerdos y perfeccionamientos para alcanzar una fórmula satisfactoria.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, expresó su acuerdo con las dos proposiciones contenidas en esta iniciativa, sin perjuicio de los análisis y ajustes que corresponda buscar a continuación.


No obstante lo anterior, planteó que en este debate debía cuidarse de no afectar la organización, atribuciones y funcionamiento del Servicio Electoral, el cual ha dado credibilidad al nuestro sistema de votación y de registro de los electores.


La otra directriz que propuso, consiste en hacer posible que la persona pueda votar en el lugar donde se encuentre al momento de la elección y no necesariamente en el local de votación que corresponda al domicilio que tenga a esa fecha.


Por último, apoyó la indicación del Gobierno al proyecto de ley radicado en la Cámara de Diputados, en cuanto concilia la inscripción automática con una forma de voto que entrega al propio elector la posibilidad de mantenerse en el sistema electoral, de desafiliarse cuando lo estime necesario y también de reincorporarse en cualquier momento.


Finalizado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, puso en votación el proyecto. Lo hizo únicamente en general, en atención a lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Senado, por tratarse de un proyecto que, aún cuando comprende un solo artículo, éste contiene disposiciones relativas a distintos temas.


Efectuada la votación, la iniciativa resultó aprobada en general por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Vásquez. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín, por las razones que manifestara precedentemente.

- - - - - - - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, os propone aprobar en general el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República en la siguiente forma:


1.- Suprímese la oración final del inciso primero del artículo 15.


2.- Intercálase, como inciso segundo, nuevo, del artículo 18, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, el siguiente:


“La ley orgánica constitucional señalada en el inciso precedente contemplará un sistema de registro electoral al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos que establece el inciso primero del artículo 13.”.”.
- - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 23 de junio y 5 de julio de 2004, con asistencia de sus entonces integrantes, Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín, y 16 y 23 de enero de 2008, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto (Guillermo Vásquez Ubeda).


Sala de la Comisión, a 30 de enero de 2008.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE RECONOCIMIENTO MUTUO DE LICENCIAS DE CONDUCTOR ENTRE CHILE Y COREA

(5452-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 3 de octubre de 2007.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 22 de enero de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Ley N° 18.290, Ley de Tránsito.




2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Hace presente el Mensaje, que por medio de este Acuerdo Chile y Corea se obligan a reconocer mutuamente las licencias de conductor no temporales, válidas y vigentes extendidas a las personas que hayan obtenido un permiso de residencia en el territorio del otro país.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 6 de noviembre de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesión efectuada el día 20 de noviembre, aprobando por unanimidad el proyecto en estudio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 17 de enero de 2008, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 91 votos a favor, ninguno en contra y 2 abstenciones.




4.- Instrumento Internacional.-  Este Tratado se estructura sobre la base de once artículos.





El artículo 1 establece que las Partes reconocerán mutuamente las licencias de conductor, a las personas que hayan obtenido un permiso de residencia en el territorio del otro país. A su vez, el artículo 2 precisa que no se incluyen las licencias para conducir motocicletas.





A continuación, el artículo 3 norma que el reconocimiento a las licencias de conductor que consigna el Acuerdo está referido, sin embargo, a las “Licencias de Conductor No Profesionales Clase B” chilenas y a las “Licencias de Conductor Ordinarias Clase 2” coreanas, emitidas por las autoridades competentes de ambos países.




El artículo 4 dispone que el término “permiso de residencia” se definirá en conformidad con las leyes y reglamentos de cada país.





El artículo 5 señala que la licencia se podrá canjear, sin que el peticionario tenga que rendir examen de conducir adicional teórico o práctico.





No obstante la exención de la obligación de rendir examen, se mantienen las restricciones a la conducción basadas en la edad, condiciones de salud o mentales del solicitante de una licencia de conductor que consignen las leyes o reglamentos de ambos Estados.




El artículo 6 autoriza a las autoridades competentes para exigir una traducción oficial de la licencia. En caso de dudas, se establecen mecanismos de consulta apropiados a fin de corroborar la validez y autenticidad de los permisos o licencias, en forma previa e incluso posterior al canje.





El Acuerdo consigna, en su artículo 7, una medida que evita la duplicidad en el otorgamiento de las licencias, facultando a las autoridades que recepcionen permisos o licencias para retirarlas y posteriormente devolverlas a las autoridades competentes del otro país, por intermedio de las representaciones diplomáticas.




Asimismo, el artículo 8 dispone que, tan pronto se haya procedido a la homologación, el titular de la licencia deberá ajustarse a la normativa del país de residencia, para los efectos de la renovación o control del respectivo permiso de conducción.




Como una forma de delimitar la aplicación del Acuerdo a las Partes Contratantes, el artículo 9 excluye en forma expresa la posibilidad de homologar permisos o licencias que se hayan otorgado en uno de los Estados Partes, pero que sean el resultado del canje con un tercer Estado.





El artículo 10 establece las respectivas autoridades competentes a los efectos de la homologación de las licencias de conductor: Subsecretaría de Transportes en Chile y la Agencia Nacional de Policía en Corea.





Por último, el artículo 11 regula la entrada en vigencia.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra, colocó en discusión el Acuerdo.





El Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma consultó con cuántos países se han firmado acuerdos similares.





El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, señaló que existe un Convenio con España.





Explicó que tienen como finalidad permitir, de una manera más completa, la inserción de un nacional en otro país, ya que disminuyen los trámites burocráticos que deben realizar.




Precisó que se modificó la Ley de Tránsito para permitir que extranjeros pudieran conducir en nuestro país, siempre que se encontraran en calidad de turistas, como una manera de facilitar el desplazamiento de viajeros al país. Añadió que, en los demás casos, es necesario recurrir a la firma de Convenios.




El proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra y Romero.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre reconocimiento mutuo de licencias de conductor”, suscrito en Seúl, República de Corea, el 3 de mayo de 2007.".

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 4 de marzo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 4 de marzo de 2008.

(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, GIRARDI, NARANJO, VÁSQUEZ Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A LA SEÑORA MINISTRA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN NACIONAL DE MEDIO AMBIENTE QUE ADOPTE UN CONJUNTO DE MEDIDAS PARA FOMENTAR EL RECICLAJE DE DESECHOS ELECTRÓNICOS 

(S 1040-12)

Honorable Senado:


En sesión del día de hoy, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, trató el proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual proponen que, ante el rápido crecimiento de desechos electrónicos, el Senado solicite a la señora Ministra Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente el envío a trámite legislativo de aquellas iniciativas que estimulen e incentiven el desarrollo de actividades de reciclaje, especialmente en regiones, tanto públicas como privadas, de manera de evitar que la eliminación y acumulación inadecuada de estos desechos originen un problema medioambiental grave. 


Asimismo, proponen solicitar a la señalada Autoridad de Gobierno el desarrollo de planes y programas de información, educación y acción ciudadana relativos a la materia. (Boletín Nº S 1.040 -12).


Al respecto, cabe señalar que el proyecto no mereció objeciones. Lo que se acordó por la unanimidad de sus miembros presentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


ALEJANDRO NAVARRO BRAIN


Presidente

(Fdo.): MAGDALENA PALUMBO OSSA, Secretario
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Santiago

198 210 408

Arica

9 9 18

Iquique

7 6 13

Antofagasta

20 20 40

La Serena

21 19 40

Viña del Mar

26 27 53
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Concepeción

35 36 71
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Temuco

30 29 59

Valdivia

13 11 24

Osorno

12 13 25

Puerto Montt

14 12 26

Punta Arenas

8 8 16

TOTAL

492 512 1004
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Hoja1

		CIUDADES		HOMBRES		MUJERES		TOTAL

		Santiago		198		210		408

		Arica		9		9		18

		Iquique		7		6		13

		Antofagasta		20		20		40

		La Serena		21		19		40

		Viña del Mar		26		27		53

		Valparaíso		22		24		46

		Rancagua		23		27		50

		Talca		27		31		58

		Concepeción		35		36		71

		Talcahuano		27		30		57

		Temuco		30		29		59

		Valdivia		13		11		24

		Osorno		12		13		25

		Puerto Montt		14		12		26

		Punta Arenas		8		8		16

		TOTAL		492		512		1004
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